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Siendo las 18 y 29, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Señores diputados: próximo a vencer el término reglamentario para iniciar la sesión, la Presidencia informa que no hay número en el recinto.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Solicito que se continúe llamando hasta lograr el quórum.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Así se hará, señor diputado.

-
Eran las 18 y 30.

1

izamiento de la bandera nacional

-
En la ciudad de Santa Fe, a los veintinueve días del mes de diciembre de 1999, se reúnen en su Sala de Sesiones los señores diputados.

-
Siendo las 20 y 14, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Con quórum legal, declaro abierta la sesión.


Invito a los señores diputados Luis Edmundo Barrera y Miguel Ángel Basaldella a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

-
Así se hace. (Aplausos.)

2

versión taquigráfica

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 7 de diciembre del corriente año.


Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

-
Resulta aprobada.

3

asuntos entrados

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 3.

-
Se lee:

I

Comunicaciones Oficiales :

La señora Jefe Div. de Trámites Notariales y de Culto, Dirección General de Despacho del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, remite copia del Decreto 0060/99 (nómbrase Jefe de la Policía de la Provincia al Comisario General Arturo Ignacio Cruz). (N° 3243/99).- 

- Al Archivo -

El señor Jefe de División de Notificaciones y Legalizaciones del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, remite copia del Decreto 0061/99 (nómbrase Sub- jefe de la Policía de la Provincia al Comisario General José Storani). (N° 3244/99).-

- Al Archivo -

El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos; eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación :

	Expte. N° 2582 – U.C.R. :
	Otorgue un subsidio a la Asociación Bomberos Voluntarios de Barrancas. (N° 3245/99).-

	Expte. N° 5575 – U.C.R. :
	Informe sobre fondos recibidos por la Provincia para la atención de la salud, por aplicación de la Ley Nacional de Cheques. (N° 3246/99).-

	Expte. N° 5685 – U.C.R. :
	Implemente un Sistema de compensación de deudas entre Municipalidades y Comunas. (N° 3247/99).- 

	Expte. N° 5844 – U.C.R. :
	Informe sobre montos de créditos de organismos internacionales para las Provincias afectadas por las inundaciones. (N° 3248/99).-

	Expte. N° 5922 – U.C.R. :
	Intensifique los controles vinculados al cumplimiento de las normas vigentes referidas a ruidos, contenidas en la Ley Nacional 19587. (N° 3249/99).-

	Expte. N° 6019 – U.C.R. :
	Solicita normalizar situación en la designación de dos cargos vacantes en el Hospital SAMCo. de Centeno. (N° 3250/99).-

	Expte. N° 6497 – U.C.R. :
	Informe sobre habilitación de agencias de lotería, quini seis, etc., en distintos departamentos de la Provincia. (N° 3251/99).-

	Expte. N° 6499 – U.C.R. :
	Declare en emergencia los caminos rurales de varias localidades en el departamento General López. (N° 3252/99).-

	Expte. N° 6543 – U.C.R. :
	Informe sobre el Programa Provincial de Control de Zoonosis. (N° 3253/99).- 

	Expte. N° 5075 – C.S.F. :
	Informe sobre condiciones de seguridad de ascensores o montacargas en edificios públicos. (N° 3254/99).-

	Expte. N° 4595 – C.S.F. :
	Informe sobre estado de solicitudes de beneficiarios del régimen de regularización dominial (Ley 24374). (N° 3255/99).-

	Expte. N° 6091 – C.S.F. :
	Proceda a habilitar un Laboratorio de Histocompatibilidad en el Hospital del Centenario de Rosario. (N° 3256/99).-

	Expte. N° 6240 – C.S.F. :
	Informe sobre el expte. N° 00201-0060266-1 (entrega de una ambulancia al SAMCo. de Coronda). (N° 3257/99).-

	Expte. N° 6327 – C.S.F. :
	Modifique el artículo 8 del Decreto 3325/98, rbeglamentario de la Ley Provincial 11595, ampliando el plazo de acogimiento. (N° 3258/99).-

	Expte. N° 6344 – C.S.F. :
	Informe sobre ejecutores del ex Banco de Santa Fe SAPEM año 1995 a la fecha. (N° 3259/99).-

	Expte. N° 6484 – C.S.F. :
	Solicita dé continuidad al expte. 00201-0058321-8, sobre pedido de informes sobre la empresa COVICENTRO S.A., concesionaria de la Ruta Nacional N° 9. (N° 3260/99).-

	Expte. N° 6571 – C.S.F. :
	Solicita demarcación de la Ruta Provincial 70 y ensanche puente sobre el Arroyo Las Prusianas. (N° 3261/99).-

	Expte. N° 6577 – C.S.F. :
	Solicita equipo de computación para el servicio de hemodiálisis del Hospital Provincial del Centenario de Rosario. (N° 3262/99).-

	Expte. N° 6684 – C.S.F. :
	Informe para que la API suspenda las ejecuciones o subastas judiciales por deudas impositivas. (N° 3263/99).-

	Expte. N° 4741 – P.D.P. :
	Informe sobre remisión de partidas presupuestarias a los Concejos Municipales de Capitán Bermúdez y Las Parejas. (N° 3264/99).-

	Expte. N° 5802 – P:D.P. :

Adj. Expte. 5824 – U.C.R. 
	Otorgue un subsidio a la Cooperadora Policial de la Comisaría 14 de San José del Rincón. (N° 3265/99).-

	Expte. N° 6163 – P.D.P. :
	Otorgue un subsidio para la organización del “Primer Congreso Federal”, a la Asociación Santafesina de Diabéticos. (N° 3266/99).-

	Expte. N° 6279 – P.D.P. :
	Solicita medidas para que el Boletín Oficial sea distribuido en la ciudad de Rosario, el día posterior a su impresión. (N° 3267/99).-

	Expte. N° 6377 – P.D.P. :

Adj. Expte. 6017 – C.S.F.
	Modifique el artículo 5 del Decreto 3325/98, reglamentario de la Ley 11595, refinanciación de créditos adeudados al ex Banco de Santa Fe SAPEM y cuyo plazo vence el 30-6-99. (N° 3268/99).-

	Expte. N° 6488 – P.D.P. :
	Informe sobre pago efectuados por el Consorcio Forestador Argentina S.A. sobre mejoras. (N° 3269/99).-

	Expte. N° 6600 – F.P.S. :
	Solicita remisión de las ejecuciones presupuestarias de Gastos y Recursos del 01-01-99 al 31-08-99. (N° 3270/99).-

	Expte. N° 6306 – F.P.S. :
	Informe sobre aplicación en la Provincia de las Normas Técnicas sobre disposición final de Residuos Sólidos. (N° 3271/99).-

	Expte. N° 6177 – B.J.I. :
	Otorgue un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Comisaría N° 3 de Barrancas. (N° 3272/99).-

	Expte. N° 2438 – P.J. : 
	Solicita solucione varios problemas de la Escuela 1291 de San Lorenzo. (N° 3273/99).-

	Expte. N° 6621 – P.J. :
	Eleva respuesta a nota 1792/99 referido al listado de desaparecidos nacidos en la Provincia y listado de liberados de Centros Clandestinos de Detención en el territorio Provincial. (N° 3274/99).-

	Expte. N° 6412 – D.B. :
	Solicita declare la emergencia agropecuaria, se concedan prórroga para el pago de tasa por hectárea. (N° 3275/99).-

	Expte. N° 6455 – D.B. :
	Informe sobre instalación de fundición en la ciudad de Casilda. (N° 3276/99).-

	Expte. N° 6540 – D.B. :
	Modifique el artículo 5 del Decreto 3325/98, reglamentario de la Ley 11595 (recálculo de deudas). (N° 3277/99).-

	Expte. N° 6632 – D.B. :
	Solicita a la Administración Provincial de Impuestos suspenda las ejecuciones fiscales. (N° 3278/99).-


- A sus Antecedentes -

El Tribunal de Cuentas de la Provincia; remite copia de los siguientes expedientes:

	Observación Legal N° 015/98 :
	S/resolución 1028/98, del Ministerio de Educación s/reconocimiento de suplemento de choferes. (N° 3279/99).-

	Observación Legal Nros. 001/99 :
	S/resolución 3712/98 - DPVyU - licitación pública 03/98, construcción de 50 viviendas en Totoras, departamento Iriondo. (N° 3280/99).-

	 002/99 :
	S/resolución 0437/98 – MGJyC – adquisición de bienes de capital, Servicio Penitenciario de la Provincia.-

	 005/99 :
	S/resolución 0201/98 – SEGyT – Gobernación, adquisición papel para impresión del Boletín Oficial.-

	 011/99 :
	S/resolución 022/99 – EPE – s/balance final obra Provincias Unidas.-

	 015/99 :
	S/decreto 487/99, s/contratación de servicios de la Sra. Pierina A. Palermo y Srta. Marcela González, tareas especiales Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Pcia..-

	 016/99 :
	S/resolución 014/99, DiPOS Residual, convenio de pago distrito Casilda.-

	 017/99 :
	S/resolución 025/99, DiPOS Residual, convenio de pago Capitán Bermúdez.-

	 018/99 :
	S/resolución 042/99, DiPOS Residual, convenio de pago ciudad de Funes.-

	 019/99 : 
	S/resolución 040/99, DiPOS Residual, convenio de pago ciudad de Gálvez.-


A la Comisión de Presupuesto y Hacienda –

El H. Tribunal de Cuentas de la Provincia, remite copia de la Resolución 113/99 (durante el período de feria dispuesto para el mes de Enero del año 2000, no se recibirán decisorios). (N° 3281/99).-

- Al Archivo -

El señor Presidente de la Cámara de Apelaciones en lo Penal, de Santa Fe, comunica que ha sido electo como Presidente de ese Cuerpo para el año 2000 el Dr. Federico Echauri. (N° 3282/99).-

- Al Archivo -

El Presidente del Bloque Partido Demócrata Progresista, comunica la designación del Dr. Luis A. Mauri, como secretario de Bloque. (N° 3283/99).-

- Al Archivo -

El señor Ministro de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio; solicita se designen miembros reemplazantes en las Comisiones Bicamerales de Recuperación Productiva y de Seguimiento del Endeudamiento (Ley 11596). (N° 3284/99).-

- A la Presidencia -

La Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, da a conocer sus autoridades. (Nº 3286/99).-

- Al Archivo -

ii

la camara de diputados de la provincia de santa fe

resuelve:

1- Crear una Comisión Especial de ECONOMIAS REGIONALES Y SEGUIMIENTO DEL SISTEMA DE HIDROVIA PARAGUAY-PARANA.-

2- La misma estará compuesta por Señores Diputados integrantes de distintos bloque con representación parlamentaria.-

3- La creación de esta Comisión Especial no restringe ni excluye la natural incumbencia de las Comisiones pertinentes de esta h. Cámara.-

4- Comuníquese, publíquese y archívese.-

Sr. Presidente:


De acuerdo a lo establecido en el artículo 68 del reglamento de esta Honorable Cámara que refiere a la facultad de creación de comisiones especiales, vengo a proponer la constitución de esta comisión de ECONOMIAS REGIONALES Y SEGUIMIENTO DEL SISTEMA DE HIDROVIA PARAGUAY-PARANA, a fin de integrar estas importantes problemáticas dentro del formal tratamiento parlamentario de esta H. Cámara.-


Sabido es la especial coyuntura que vienen atravesando las distintas economías regionales, que responden a las varias zonas de nuestro extenso territorio provincial, convergiendo así las distintas realidades:

- nuestro norte provincial con sus polos algodoneros, azucareros, tabacaleros y arroceros, todos ellos afectados por la falta de precios internacionales y de asistencia crediticia acorde con el sistema económico que no permite soportar altas tasas de financiamiento, habiendo alcanzado un estado de quiebra financiera para aquellos productores endeudados.-


La región centro y sur con su extraordinario desarrollo de la industria láctea, que padece las mismas limitaciones arriba expresadas, agravadas por la caída del mercado brasilero que ha llevado la explotación láctea a un nivel de rentabilidad negativa donde el productor ha comenzado a replantearse la continuidad de la explotación. En el mismo sentido los industriales que fabrican máquinas herramientas para el sector agropecuario, por estos días han expresado su voluntad de emigrar con sus plantas al vecino Brasil, en el ánimo de lograr un mejor marco de ventajas comparativas. Asimismo los productores frutihortícolas y los floricultores están afectados por este mismo fenómeno dado que recientemente se ven perjudicados por competencias brasileras que los llevan, al igual que el sector lácteo, a competir con precios que no cubren sus costos.-


También esta Comisión pretende establecer un seguimiento a toda la problemática del sistema de la Hidrovía Paraguay-Paraná. En efecto se trata de una vía fluvial, verdadera columna vertebral del Mercosur, con nacimiento en el territorio de Mato Grosso ubicado en el centro geográfico de Sudamérica hasta el Río de la Plata, a través de 3.442 Kms. interconectando en forma directa a extensas zonas productoras y enlazando a estas con importantes mercados de consumo de las repúblicas de Brasil, Paraguay, Argentina y Uruguay.-


En el trayecto que transcurre por territorio Argentino, aproximadamente el 60 % de toda la Hidrovía, nuestras provincias cuentan con las más importantes construcciones portuarias ubicadas sobre su margen.-


Estos puertos conectados por vías terrestres transversales, como carreteras y ferrocarriles, permiten el desarrollo de un eje de transporte y de comercio esteoeste que facilitará el intercambio de mercaderías y productos con Bolivia y Chile, y por ende del Océano Pacífico con los puertos ubicados en el Atlántico.-


De esta forma no solo la capacidad portuaria de las provincias, hoy en día subutilizadas y en condiciones de afrontar mayores volúmenes de cargas, atenderán el tráfico del eje natural que sigue la Hidrovía norte-sur, sino que junto a las producciones regionales, y todas aquellas actividades prestatarias de servicios ligadas a la actividad comercial y naviera, encontrarán un nuevo horizonte en el cuál lograr la expansión.-


Dentro del proceso de integración Latinoamericana en el cual estamos interesados en profundizar, no debemos dejar de tener en cuenta el tratado del MERCOSUR, con otras naciones limítrofes, todas ellas además participantes del proyecto de Hidrovía.-


Señor Presidente, por los motivos expuestos precedentemente y atento a las especiales problemáticas a las que está dirigida esta Comisión, es que solicito sea aprobado el presente proyecto de resolución.-

Giorgetti - Mazziotta.

-
A la Comisión de Industria y Comercio.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Solicito que este proyecto además de ser girado a la Comisión de Industria y Comercio, lo sea también a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

III

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE :

1- DISPONESE la construcción de una RAMPA para ingreso de discapacitados a este Poder Legislativo.-

2- Invitar a la Cámara de Senadores a compartir el presente proyecto.

3- De forma.-

Señor Presidente:


Hoy el edificio que alberga estas Honorables Cámaras se encuentra en franca desventaja con otros que por modernos o en procesos de continuas actualizaciones, cuentan con las rampas correspondientes para facilitar el traslado de las personas discapacitadas.-


Es éste un lugar de mucha concurrencia y las personas ancianas, enfermos o discapacitadas son asiduas por lo que la construcción de una rampa que facilite su acceso sin riesgos es de suma importancia.-


Tampoco son pocas las quejas observadas en los distintos medios de comunicación cuando una persona en alguna de las condiciones mencionadas ha querido realizar un trámite en nuestras oficinas o en las de la Cámara de Senadores y no ha podido acceder por dicho impedimento.-


Por lo que solicito a Ud. y mi pares la debida aprobación del presente proyecto.-

Irma Foresi

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

IV

Proyecto de Declaracion


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe DECLARA su beneplácito por la reciente presentación en la ciudad de Santa Fe del libro “AGUA Y SANEAMIENTO EN ROSARIO Y SANTA FE”, editado por la empresa Aguas Provinciales de Santa Fe, donde se plasma una pormenorizada historia sobre los orígenes y evolución de la prestación del servicio de aguas y desagües pluviales y cloacales en nuestra provincia desde el año 1900 hasta nuestros días. Asimismo sugiere a la Presidencia de este Cuerpo incorpore a la Biblioteca Legislativa dicha publicación para enriquecimiento cultural de su patrimonio.

Señor Presidente:


Recientemente, en la ciudad de Santa Fe, se ha realizado por parte de la empresa Aguas Provinciales de Santa Fe, la presentación de su libro titulado “Agua y Saneamiento en Rosario y Santa Fe” un patrimonio con futuro, que revive una historia que pertenece a todos los santafesinos, con la síntesis de los proyectos e ideas que hicieron posible el progreso y la modernización de esta actividad.


Esta edición, esclarecedora para toda la sociedad en la materia, acompaña un Programa de inventario y Relevamiento del Patrimonio Cultural, hoy a cuidado de todos los santafesinos. De este modo la constatación de edificios, maquinarias e instalaciones convierte a los mismos en valiosos testimonios de un pasado que es necesario atesorar y valorar para poder realizar una mejor planificación a futuro.


Esta tarea de esclarecimiento histórico, lógicamente, supera el marco de acción de la Empresa Aguas Provinciales de Santa Fe, comprometiendo a todos los habitantes de nuestra provincia en una ardua tarea, la de convertirnos en celosos custodios del patrimonio histórico provincial, cuidando del mismo para proyectarlo al conocimiento general como ejemplos de un pueblo comprometido y celoso custodio del esfuerzo mancomunado.


La bibliografía mencionada ha sido realizada por profesionales docentes de las Universidades Nacionales de Santa Fe y Rosario, estando la coordinación de las tareas a cargo del Centro de Documentación de Arquitectura Latinoamericana, realizando un loable tarea en la determinación evolutiva de las ciudades de Santa Fe y Rosario desde la perspectiva de su equipamiento y servicios, ayudando a comprender la gravitación decisiva que ellos han tenido y tienen para optimizar las condiciones vitales de su población. Es por ello que sugerimos a través del presente proyecto, sean incorporados ejemplares de dicho libro al patrimonio cultural de la Biblioteca Legislativa, para ilustración y consulta, en la seguridad de contribuir al engrandecimiento del acerbo cultural de todos los santafesinos.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de declaración.-

Jorge Giorgetti

-
A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social

V

De los Particulares :

Los Asociados de la Cooperativa de Trabajo de Ferrocón Limitada, hacen llegar su preocupación originada por el decreto 1037, del Poder Ejecutivo Nacional. (N° 415/99).-

- A la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión –

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 4.
-
Se lee

VI

Comunicaciones Oficiales:

La Comisión de Obras y Servicios Públicos, da a conocer sus autoridades. N° 3287/99).

- Al Archivo-

VII

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY:

Artículo 1º: Programa Provincial de Soporte Nutricional de las Embarazadas de escasos recursos socioeconómicos. Objeto. Créase el Programa Provincial de Soporte Nutricional de las Embarazadas de escasos recursos socioeconómicos. Se entregará a todas las embarazadas, que realicen en forma periódica sus controles en efectores de Salud Pública Provincial, una caja con alimentos en forma mensual con el objeto de mejorar los resultados perinatales y la salud materno infantil.

Artículo 2º: Autoridad de Aplicación. El Programa será coordinado por el Ministerio de Salud y Medio Ambiente que articulará los mecanismos para asegurar la accesibilidad al programa de cada uno de los beneficiarios del mismo.

Artículo 3º: Beneficiarios: Son beneficiarios de este programa todas las embarazadas de escasos recursos socioeconómicos atendidas en los distintos efectores de Salud Pública Provinciales.

Artículo 4º: Centros de Funcionamiento: La caja de alimentos estará compuesta por: 

2 Kg. de Leche entera en polvo 



2 Kg. de azúcar 



1 Kg. Harina de Trigo común



1½ Lts. de Aceite



1 Kg. de Arroz



2 Kg. de Fideos



1 Kg. de Lentejas



½ Kg. de Harina de Maíz 

Será entregada por el Sector Farmacia de cada uno de los efectores de Salud Pública Provinciales con la orden médica correspondiente.

Artículo 5º: Actividades a Desarrollar: El Ministerio de Salud Pública y Medio Ambiente a través de Atención Primaria de la Salud coordinará las actividades de promoción y fomento de la salud a desarrollar por médicos obstetras, obstetras y médicos generales de acuerdo a las áreas y recurso humano existente. 

En las mismas se destacará la importancia de educar a las gestantes sobre el control prenatal, el conocimiento del proceso de reproducción y gestación, la promoción de la lactancia materna exclusiva hasta el 6to. mes, el bienestar del futuro niño y la necesidad de planificación familiar.

Artículo 6º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:


Las mujeres embarazadas representan anualmente entre el 2 al 5 % de la población y constituyen un grupo altamente vulnerable.

Los resultados perinatales muestran en nuestro país tasas relativamente elevadas de mortalidad fetal y neonatal que no se han modificado en los últimos años. Estos magros resultados impactan de manera especial en los sectores de más bajos recursos socioeconómicos y sin seguridad social que concurren a los efectores de Salud Pública.

El ecosistema social de las comunidades ejerce un marcado efecto en su situación sanitaria. Diversos estudios han determinado la influencia del ambiente familiar sobre el peso de nacimiento. El peso de nacimiento constituye una variable que refleja el crecimiento y la nutrición prenatal. 

El estado nutricional de la madre tiene estrecha relación con el resultado perinatal expresado en términos de peso al nacer, ya que se ha demostrado la asociación entre el deterioro nutricional durante la gestación y el bajo peso al nacimiento con el consiguiente riesgo aumentado de morbimortalidad neonatal.

La prevalencia de bajo peso en mujeres embarazadas en los sectores más pobres de la población es alrededor del 24 %, aumentando aproximadamente al 33 % en las adolescentes gestantes. 

La problemática del Recién Nacido con Bajo Peso al Nacer presenta un carácter multifactorial con influencia de otros factores; entre los que se destacan el Nº de controles prenatales, el orden de nacimiento, la edad materna, etc.

El conocimiento de la distribución y la importancia relativa de estas variables se han enfatizado para la programación operativa de la Atención Primaria de la Salud en la atención prenatal.

Deben facilitarse acciones tendientes a mejorar el estado nutricional de la población de mujeres gestantes de los sectores más empobrecidos.

Por lo tanto debe generarse un programa específico de soporte nutricional a las embarazadas de escasos recursos socioeconómicos y sin seguridad social.

     Este programa debe incluir la participación de las mujeres gestantes en actividades de promoción y fomento de la salud desarrolladas por médicos obstetras, obstetras o médicos generales de acuerdo a las áreas y el recurso humano existente. 

En las cuales se destacarán la importancia en la educación sobre el control prenatal, el conocimiento del proceso de reproducción y gestación, la promoción de la lactancia materna exclusiva hasta el 6to. mes, el bienestar del futuro niño y la necesidad de planificación familiar.

          El éxito de este programa contribuirá a mejorar los resultados perinatales y la salud materno-infantil de los sectores sociales más empobrecidos.

Plenamente convencidos de las razones precedentes proponemos a la Legislatura el presente Proyecto formulando votos para su pronto tratamiento.

Alvarez - Basaldella - Becker - Galaretto - Giacosa - Ibaldi - - Migno - Molinas - Pezz - Villalva.

-
A las Comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

viii

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA 

DE LEY:

Artículo 1º: Programa Provincial de Salud Escolar Interdisciplinario. Objeto. Créase el Programa Provincial de Salud Escolar Interdisciplinario con el objeto de dar respuesta a la demanda de la comunidad educativa de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 2º: Objetivos generales: 


1) Reconocer los problemas de la comunidad educativa.


2) Evaluar las variables que generan salud y enfermedad.


3) Realizar Educación para la salud destinada a los escolares y a sus familias.


4) Planificar acciones preventivas válidas.


5) Ampliar el conocimiento sobre promoción y protección de la salud en los escolares y sus familias.


6) Diseñar y llevar a cabo las acciones posibles para resolver los problemas de salud individual.


7) Actuar sobre las causas del fracaso escolar y la deserción escolar.

Artículo 3º: Beneficiarios: Son beneficiarios de este programa todos los niños de las Escuelas Públicas Provinciales.

Artículo 4º: Autoridad de Aplicación: El Ministerio de Salud y Acción Social y Medio Ambiente y el Ministerio de Educación serán los encargados de articular los mecanismos necesarios para el cumplimiento de este programa.

Artículo 5º: Equipos Interdisciplinarios: Se formarán equipos interdisciplinarios que cumplirán sus tareas en una o más escuelas públicas provinciales de la misma zona urbana u área geográfica con visitas periódicas semanales y estarán integrados por: 
1) Médico Pediatra


2) Psicólogo


3) Psicopedagogo


4) Fonoaudiólogo


5) Odontólogo

Artículo 6º: Funciones:

1) Evaluación de los trastornos del aprendizaje. 


2) Examen Clínico Completo al ingreso en preescolar. Seguimiento periódico durante la edad escolar de las distintas patologías diagnosticadas. Evaluación pediátrica permanente.

3) Verificación del cumplimiento del esquema de inmunizaciones.

4) Evaluación de los trastornos de conducta.

5) Evaluación de las posibles dificultades psicológicas.

6) Evaluación de las posibles dificultades fonoaudiológicas.

7) Evaluación odontológica. 

8) Orientación a los padres.

9) Diseño y ejecución de las estrategias pertinentes de acuerdo a la problemática diagnosticada.

10) Tareas de Educación para la Salud.

11) Articulación interdisciplinaria de las áreas.

12) Atención de las dificultades institucionales de las escuelas.

Artículo 7º : Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:


La actividad escolar es muy importante para el niño y su familia. Se espera de ella un proceso de aprendizaje exitoso. Si el niño se enferma faltará a la escuela o no responderá de manera adecuada; si fracasa, su autoestima se verá afectada y, por ende, también su crecimiento y desarrollo armonioso.


La problemática detectada en la comunidad escolar excede los límites de la pediatría asistencial, por lo que la pesquisa y tratamiento de patologías debe ser reemplazado por una evaluación integral del niño, su familia y su medio; realizada desde una concepción amplia que permita diseñar estrategias abarcativas para intentar dar respuesta a los problemas reales de la comunidad educativa. 


La integración de un equipo de salud escolar interdisciplinario situado en la escuela permite identificar las dificultades de salud y aprendizaje con un criterio amplio, promover acciones para solucionarlas y garantizar así el acceso al programa de toda la población escolar. Por otra parte, aporta elementos diagnósticos y pronósticos difíciles de obtener si no se convive con la comunidad educativa y facilita además la elaboración conjunta de estrategias de acción. Diagnósticos adecuados e interacción operativa son fundamentales para campañas preventivas exitosas.

La evolución de los conocimientos científicos y sociales han modificado la prevalencia de la patología. Se han agregado otros problemas de salud que afectan la calidad de vida de los niños: los accidentes, el SIDA, la marginación social son algunos de los más relevantes. Los profesionales de la salud deben estar capacitados y motivados para dar también respuesta a estas nuevas demandas.

Los programas preventivos dirigidos a los sectores carenciados, son de difícil diseño y compleja estructuración; sobre todo en aquellos aspectos relacionados con el cuidado de la salud y la educación, requisitos fundamentales para que estos sectores emerjan de la pobreza.


Acciones preventivas más eficaces deben dirigirse al niño desde edades tempranas; es allí donde los pediatras podrán hacer un mayor impacto. Se debe lograr una mejor adaptación de los alumnos en el inicio de su escolarización como estrategia eficaz para atenuar la incidencia del fracaso y la deserción escolar en la escuela primaria.

La salud escolar es una actividad que involucra a los padres, a los profesionales de la salud y a los educadores, teniendo el pediatra un rol relevante. El contacto del paciente y su familia con los efectores de salud durante la edad escolar son poco frecuentes y debidos en general a patologías, no por controles de salud.

Un programa de salud atenúa este inconveniente, al tener como objetivo apoyar el proceso educativo, aportando actividades de promoción de la salud y detección temprana de patología, para intentar que el niño obtenga el máximo de oportunidades.

El objetivo primordial de los programas de salud escolar es orientar a promover los aprendizajes y atenuar los fracasos y por lo tanto debe intensificar sus acciones en las etapas educativas tempranas y en la orientación y sostén de las familias.

Para que este programa de salud escolar tenga éxito, se debe:

1) Incorporar el enfoque interdisciplinario como el más eficaz para el abordaje de la problemática de la salud del escolar.

2) Adecuar a los efectores de salud para la atención de las necesidades de la comunidad educativa.

3) Sensibilizar al Gobierno de la Provincia de Santa Fe para la asignación de recursos humanos y materiales que posibiliten responder a las necesidades de la comunidad educativa.

4) Promover la articulación de las políticas de salud y educación. 

Por lo tanto se deberán formar equipos interdisciplinarios que estarán integrados por un Médico Pediatra, un Psicólogo, un Psicopedagogo, un Fonoaudiólogo y un Odontólogo. 


Entre las funciones a realizar por cada uno de los especialistas del equipo podemos mencionar a modo de ejemplo, las siguientes:

El Médico Pediatra efectuará Historia Clínica y examen físico completo, incluyendo antropometría al ingreso de los niños preescolares. Control de Crecimiento y Desarrollo. Control de Esquema de Inmunizaciones. Detección de patologías orgánicas. Interconsultas con demás Especialidades Médica según necesidad. Evaluación de todos aquellos niños de la comunidad educativa que por demanda espontánea de la familia, por pedido del docente o como resultado de la evaluación por el equipo así lo requirieran.


El Psicólogo evaluará ampliamente a aquellos niños con trastornos de conducta y/o aprendizaje que el cuerpo docente considere necesario. Entrevistas con el niño, pruebas proyectivas, hora de juego, etc. 


El Psicopedagogo confeccionará junto con el docente, el listado de alumnos con presuntos trastornos del aprendizaje. Evaluación individual de estos alumnos. Semiología del cuaderno, dibujo libre, pruebas de clasificación y conservación de objeto, etc.


El Fonoaudiólogo evaluará el lenguaje por medio del análisis fonólogico y semántico, el diálogo y el relato imitado; la audición y la odontoestomatología mediante la inspección y la deglución de líquidos, etc.


El Odontólogo realizará detección de patología odontológica (presencia caries y malaoclusión). Detección de hábitos lesivos. Enseñanza de técnicas de higiene bucal (alimentación, cepillado, uso de hilo dental, revelado de placa bacteriana y topicación periódica con fluoruro de sodio), etc.


Plenamente convencidos de las razones precedentes proponemos a la Legislatura el presente Proyecto formulando votos para su pronto tratamiento


Alvarez - Basaldella - Molinas - Villalba - Becker - Galaretto - Pezz - Migno - Ibaldi - Giacosa.

-
A las Comisiones de Educación, de Salud Publica y Asisitencia Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

IX

Proyecto de Comunicación

La Honorable cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación dispusiera el envío de computadoras a la Escuela Nº 6060 de Coronel Dominguez, departamento Rosario.

Señor Presidente:

Resulta necesario se provea a esta escuela de la provincia de computadoras para la sala de informática, ya que teniendo el espacio físico para el dictado de clases, los niños no pueden acceder a esta formación por parte de sus maestros ya que no cuenta la escuela con las computadoras, elemento vital para el desarrollo de la misma.

Sabiendo que otros establecimientos las han recibido, es que se solicita se provea a la misma de éstas.

Por lo antes desarrollado, es que pido a mis pares el voto afirmativo de este Proyecto de Comunicación.

Juan Carlos Cardelli.

-
A la Comisión de Educación.

X

Proyecto de Comunicación

La Honorable Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, dispusiera a través del Ministerio de Educación, la creación del cargo de materia especial, Educación Física, para la Escuela Provincial Nº 6060 de Coronel Domínguez, departamento Rosario.

Señor Presidente:

Resulta imprescindible la concreción de la creación de este cargo solicitado por este establecimiento desde hace tanto años, ya que los ciento veinte niños que concurren a la misma, no reciben el desarrollo de esta destreza, lo que habla de la desigualdad de oportunidades de los niños santafesinos. No pudiendo desarrollarse integralmente ya que no reciben por lo antes enunciado la educación en todas las áreas como deberían.

Por lo antes expuesto, solicito a mis pares el voto afirmativo al siguiente proyecto de comunicación.

Juan Carlos Cardelli.

-
A la Comisión de Educación.

xi

Proyecto de Comunicación


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo competente, efectúe gestiones ante la empresa AUFE (concesionaria de la autopista Santa Fe -Rosario), a fin que se proceda al bacheo y repavimentación del acceso a la localidad de Maciel, en el tramo comprendido entre la autopista y dicha localidad. En su defecto, que dichas obras sean realizadas por la Dirección Provincial de Vialidad.

Señor Presidente:


El estado deplorable en que se encuentra el acceso a la localidad de Maciel, desde la autopista Santa Fe- Rosario, es determinante para la presentación de esta solicitud. En efecto, el progresivo deterioro de su carpeta asfáltica, la gran cantidad de baches existentes y el mal estado de sus banquinas, llega a punto tal que transitarlo no es ya una delicia sino que, por el contrario, se ha vuelto cada vez más peligroso.


El acceso a la localidad de Maciel, es frecuentemente transitado por vehículos de gran porte, siendo vía de comunicación para el transporte de carga hacia distintas localidades. Asimismo es frecuente el tránsito de automóviles que provienen de Rosario y zona aledaña con fines turísticos, fundamentalmente como vía de acceso hacia Puerto Gaboto. De allí que resulta indispensable la realización de obras de bacheo y repavimentación.


Teniendo en cuenta que la autopista Santa Fe-Rosario está concesionada, correspondería que la empresa AUFE -concesionaria de dicha arteria- se haga cargo de efectuar las obras de bacheo y repavimentación del acceso.


Por ello se solicita que el Estado provincial tome cartas en el asunto y gestione ante dicha empresa la realización de las obras de bacheo y repavimentación, o en su defecto lo realice el propio Estado, por intermedio de la Dirección Provincial de Vialidad. De esta manera se evitará llegar al límite en su deterioro y será una forma eficaz de evitar cualquier tragedia mayor.


Por los argumentos expuestos, solicito la aprobación de este proyecto de comunicación.

Mario Ibaldi

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos

XII

De los Particulares

La Cámara Santafesina de Radiodifusores de FM (CA SA RA FM), remite anteproyecto de ley, relacionado con la creación del Registro de Radios de Frecuencia Modulada. (Nº 418/99).-

A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social –

La Bolsa de Comercio de Rosario y la Federación Industrial de Santa Fe, en representación de entidades empresariales y profesionales de la provincia, remite nota en la c-
ual manifiesta su posición en relación al proyecto de privatización de la E.P.E. (Nº 419/99).-

- A sus Antecedentes -

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Por Secretaría se dará cuenta de los nómina de los Asuntos Entrados Nº 5.

-
Se lee:

XIII

Comunicaciones Oficiales :

El señor Jefe de Notificaciones y Legalizaciones, Director General de Despacho del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, remite copia del Decreto N° 0080/99 (declárase asueto para el personal de la Administración Pública Provincial los días 24 y 31 de diciembre del año en curso). (N° 3288/99).-

- Al Archivo -

La Cámara de Senadores, da a conocer sus autoridades. (N° 3289/99).-

- Al Archivo -

La Cámara de Senadores, remite Resolución de Asamblea Legislativa N° 0075/99, por el cual se otorga Acuerdo Legislativo a la Fiscal de Estado de la Provincia. (N° 3290/99).-

- Al Archivo -

La Cámara de Senadores, remite Resolución de Asamblea Legislativa N° 0074/99, por la cual se designan los miembros de la Comisión de Acuerdo. (N° 3291/99).-

- Al Archivo -

El señor diputado Bullrich, solicita autorización para ausentarse del País durante el mes de enero del año 2000. (N° 3292/99).-

A la Presidencia –

El Tribunal de Cuentas de la Provincia, remite copia de la Resolución N° 056/99 (aprueba el cronograma de turno de las autoridades de feria designadas para el mes de enero del año 2000. (N° 3293/99).-

- Al Archivo -

El señor Presidente del Concejo Municipal de Rosario, remite fotocopia de la Declaración aprobada en la Jornada Pública de Información, Consulta y Propuestas, sobre la privatización de la Empresa Provincial de la Energía. (N° 3294/99).-

- A sus Antecedentes -

XIV

Dictamen de Comisión
De las de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General; expidiéndose en el siguiente proyecto de ley:

Venido en revisión, Mensaje N° 2109; aprobado el Marco Regulatorio del Servicio Eléctrico y Transformación de la Empresa Provincial de la Energía. (Expte. N° 6731-P.E.R.

- Al Orden del Día -

SR. UGALDE .- Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

xv

Del Poder Ejecutivo

Decreto N° 116, ampliando el temario de asuntos a considerar en el actual período extraordinario de sesiones. (Mensaje N° 2236 – Expte. N° 6754 – P.E.).-

Al Archivo –

SR. UGALDE .- Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

Decreto Nº 133, ampliando el temario de asuntos a considerar en el actual período extraordinario de sesiones. (Mensaje Nº 2239 – Expte. Nº 6760).-

- Al Archivo -

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Solicito, señor presidente, que este proyecto se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

XVII

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º: Autorízase a la Comuna de San Carlos Sud a conceder la explotación y suministro de agua potable a favor de la Cooperativa de Agua Potable y Otros Servicios Públicos de San Carlos Sud, según los preceptos establecidos en la Ordenanza Nº 392 del 19 de julio de 1.999.

Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:


El día 19 de julio de 1.999 fue promulgada la Ordenanza Nº 392 (adjunta al presente), por medio de la cual la Comuna de San Carlos Sud concede a la Cooperativa de Agua Potable y Otros Servicios Públicos de San Carlos Sud, la explotación y suministro de agua potable en esa localidad.


Como este tipo de actos se dictan ad-referendum de las Cámaras Legislativas, según lo establece el artículo 67º de la Ley Nº 2439 -Orgánica de Comunas-, es que solicito la respectiva autorización a efectos de dar cumplimiento a las normas vigentes en esta materia.


Por las razones expuestas, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de ley.

Vivian Becker

-
A las Comisiones de Asuntos Comunales, de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

XVIII

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:

Artículo 1º: Autorízase a la Comuna de San Carlos Sud a donar a la Cooperativa de Agua Potable y Otros Servicios Públicos de San Carlos Sud, una fracción de terreno registrada como Lote Nº 3 del Plano de Mensura y Subdivisión Nº 129939, Partida Impuesto Inmobiliario: 96304/0000 Dominio Nº 107995 Folio 1996 Tomo 291 I - Año 1996-, según lo establecido en la Ordenanza Nº 398 del 23 de septiembre de 1999.

Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:


El día 23 de septiembre de 1.999 fue promulgada la Ordenanza Nº 398 (adjunta al presente), por medio de la cual la Comuna de San Carlos Sud dona la Cooperativa de Agua Potable y Otros Servicios Públicos de San Carlos Sud, una fracción de terreno en razón de que dentro de dicho terreno se encuentran instaladas las bombas que proveen agua, a las que se agregarían maquinarias en procura del mejoramiento de la calidad del servicio de agua potable en esa localidad.


Como este tipo de actos requieren la correspondiente autorización de las Cámaras Legislativas, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de ley, a efectos de dar cumplimiento a las normas vigentes en esta materia.

Vivian Becker

-
A las Comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

xIX

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:

Artículo 1º: Autorízase a la Comuna de San Jerónimo Norte a conceder la explotación y suministro de agua potable a favor de la Cooperativa de Agua Potable y Otros Servicios Públicos de San Jerónimo Norte Limitada, según los preceptos establecidos en la Ordenanza Nº 234/96 del 26 de agosto de 1.996.

Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:


El día 26 de agosto de 1.996 fue promulgada la Ordenanza Nº 234/96 (adjunta al presente), por medio de la cual la Comuna de San Jerónimo Norte concede a la Cooperativa de Agua Potable y Otros Servicios Públicos de San Jerónimo Norte Limitada, la explotación y suministro de agua potable en esa localidad.


Como este tipo de actos se dictan ad-referendum de las Cámaras Legislativas, según lo establece el artículo 67º de la Ley Nº 2439 -Orgánica de Comunas-, es que solicito la respectiva a autorización a efectos de dar cumplimiento a las normas vigentes en esta materia.


Por las razones expuestas, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de ley.

Vivian Becker

-
A las Comisiones de Asuntos Comunales, de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

XX

Proyecto de Declaración

“De interés provincial y su adhesión al 4º Festival de la Música del Litoral Villa Constitución 2.000 Chamigo, que se llevará a cabo los días 10 y 11 de Febrero del 2.000 en el Anfiteatro Plaza Prefectura Naval Argentina, sito en calles 14 de Febrero y Colón de la ciudad de Villa Constitución, Departamento Constitución, Provincia de Santa Fe ”.-

Señor Presidente:


Considerando la gran riqueza de poetas, músicos, cantores y escritores, locales, zonales y regionales que tiene nuestro litoral, el mencionado evento posibilita la afirmación del acervo nacional al permitir resaltar la identidad artística de intérpretes de este género que desean tener la oportunidad de lograr la consagración en el consenso popular.


Así, también, resulta de fundamental importancia para el desarrollo cultural y turístico de la zona por la cantidad y calidad de los artistas, artesanos e intérpretes que desfilarán por el escenario costero y que durante tres días convocan a numerosos cultores de la música litoraleña.

          Es dable destacar que años anteriores fue declarado de interés municipal por el Concejo Municipal de la ciudad de Villa Constitución y por la Cámara de Senadores de la Provincia.


 Por ello, solicito a mis pares de esta Cámara, la aprobación del presente proyecto. 
Roberto Raúl Cane.

-
A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

XXI

Proyecto de Comunicación

XE "CTARIFAS AGUAS PROVINCIALES"
La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, proceda a remitir con carácter de urgencia:

1º - Copia de la propuesta elevada por el concesionario Aguas Provinciales de Santa Fe SA, en respuesta a la solicitud del titular del Poder Ejecutivo, sobre la modificación de las tarifas y del cargo de infraestructura, y la eliminación del aumento anual del 4% para el año 2000, para el servicio de provisión de agua potable y colección de líquidos cloacales.-

2º - Cuando se produzcan, las contestaciones del Ministerio y las eventuales contrapropuestas del Concesionario, como asimismo las actas que eventualmente se suscribieren.-

Señor Presidente:

El pasado sábado 11 de diciembre, en oportunidad de dirigirse a la Asamblea Legislativa después de jurar como nuevo mandatario, el Gobernador de Santa Fe afirmó que le solicitaría al Concesionario del servicio de provisión de agua potable y colección de líquidos cloacales que, “aportando un esfuerzo económico y aplicando un mecanismo solidario, rebaje hasta la mitad las tarifas de aquellos sectores que hoy se encuentran con mayores necesidades, ... reduzca o se elimine el cargo de infraestructura, y que no se aplique el 4% de aumento que corresponde por contrato para el año 2000”.-

Ingenuamente, muchos supusimos que el aporte del “esfuerzo económico” y la aplicación de un “mecanismo solidario”, debía hacerlo la empresa en beneficio de los usuarios con menor capacidad de pago, y en tal sentido nos sumamos sugiriendo que se incluyera en la discusión otras cuestiones no menos importantes para los intereses y derechos de los usuarios, como la calidad del agua potable, la micromedición domiciliaria y el cobro del servicio sólo a los conectados a él.-

Pero la ilusión de que aunque sea por una vez, el hilo no se iba a cortar por lo más delgado, duró poco.-

En efecto. El martes 14, el diario “El Ciudadano” titulando “Aguas tiene 50.000 clientes que nunca abonaron por el servicio”, informaba que “la empresa responderá favorablemente al pedido de Reutemann de rebajar las tarifas porque necesita reducir el nivel de morosos. A cambio, se aplazarán las inversiones”.-

El viernes 17 el diario “El Litoral” daba cuenta que “el Ministro de Obras y Servicios Públicos, Juan Morín, estimó que en no más de 60 días el gobierno podrá concretar la intención del gobernador Carlos Reutemann de disminuir en un 50% las tarifas de los servicios sanitarios de los usuarios más pobres, a cambio de un aumento de las tarifas en el resto de los clientes”, ratificando “que una comisión con la empresa estudiará la propuesta que ha formulado Aguas Provinciales, “sin alterar la ecuación económica con la empresa” y “eliminando el aumento del 4%”.-

Ayer miércoles 22, el diario “El Ciudadano”, bajo el título “Reutemann confirmó el incremento en el agua”, informaba que “el gobernador Carlos Reutemann confirmó ayer que la rebaja de tarifa en el servicio de agua potable y cloacas para los clientes de escasos recursos se complementará con un aumento para el resto de los usuarios”, afirmando que “el mecanismo solidario consiste en que los clientes con mayor capacidad contributiva subsidien una parte del servicio a los de menos recursos”, dando a conocer además que el Ministro Morín “estimó la semana pasada en un 20% del total (unos 100 mil) a los clientes de poca pacidad contributiva. Según confirmó el Ministro, el 80% restante (aproximadamente 500 mil) absorbería un aumento que aún no tiene alícuota”.-

Ese mismo día, el diario “La Capital” cubría la cuestión indicando que “el nivel de deudores ronda el 25% de los usuarios y los pagos atrasados superan los 60 millones de dólares”, mientras ponía en boca del Ministro Morín la siguiente afirmación: “La propuesta (del Concesionario) es buena pero todavía hay que analizarla en profundidad y llevarla a valores numéricos ... el incremento será pequeño y podría equivaler a un café por mes, es decir, 2 pesos mensuales”.-

Es decir: todo indica que, una vez más, el “esfuerzo económico” y la “solidaridad” deberá costearlos el pueblo santafesino, para que el Concesionario pueda bajar el índice y nivel de incobrabilidad que, por utilizar figuras del Ministro del ramo, equivalen a treinta millones de cafés, e incrementar así la rentabilidad del negocio.-

Como por la Ley 11.665 se facultó “al Poder Ejecutivo a renegociar con la Empresa Aguas Provinciales de Santa Fe SA el contrato de concesión celebrado el 27 de Noviembre de 1995”, lo que implica en la práctica que nuestra Cámara de Diputados, como representante directa y genuina del pueblo de Santa Fe, estará ausente en las negociaciones y desconociendo el tenor de las mismas, e imposibilitada de gravitar en su resolución, se impone estemos los Diputados acabada y directamente informados del contenido de la propuesta, a efectos de poder asumir, aunque sea en grado relativo con la emisión de una opinión, la defensa de los derechos e intereses de nuestros representados.-

En esa dirección, es que presentamos este Proyecto que, descontamos, será acompañado por nuestros pares.-

Baudin - Di Pollina - Cecchi.

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

SR. CECCHI.- Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Así se hará, señor diputado.

XXII

De los Particulares :

El señor Presidente del Partido Demócrata Cristiano – Distrito Santa Fe, remite nota manifestando una propuesta con respecto a la Empresa Provincial de la Energía. (N° 420/99).-

- A sus Antecedentes –

El señor Presidente de la Cooperativa de Provisión de Agua Potable y otros Servicios Públicos de Humberto 1° Ltda., remite copia de la nota elevada al Jefe de la Sucursal Rafaela de la E.P.E. (N° 421/99).-

- A sus Antecedentes –

SR. CECCHI.- Pido la palabra.


Solicito que se altere el orden de la sesión, considerando en primer término los asuntos individualizados con los números 9 y 15, para posteriormente considerar el dictamen de comisión por el cual se aprueba el marco regulatorio del servicio eléctrico de la EPE.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Cecchi.

-
Resulta afirmativa.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


No me quedó totalmente clara la votación sobre la moción del señor diputado Cecchi, porque se dio por aprobada muy rápidamente y me quedó la sensación que no estaban todas las manos en alto para su aprobación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- El señor diputado Cecchi propuso la alteración en el orden de tratamiento de los proyectos reservados.

SR. CECCHI - Pido la palabra.


Fue simple y sencilla la moción, estuvimos todos los bloques de acuerdo en tratar los dos asuntos de menor jerarquía en primer lugar, dejando el de mayor importancia para el final. Es tan sencilla la moción que no creo que haya habido dudas sobre su aprobación.

SR. UGALDE.- Pido la palabra.


La realidad es que en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria no hubo acuerdo sobre esta cuestión si bien el proyecto está incluido en el temario, por lo que naturalmente lo vamos a aprobar. Con relación al orden que se les debe dar a los tratamientos sobre tablas, ustedes bien conocen cuál es el mecanismo a utilizar, pero considero que estamos en condiciones –a pesar de que como ya dije, no fue acordado– de aprobar el cambio de orden solicitado por el señor diputado Cecchi.

4

PROGRAMA MATERNO INFANTIL DE NUTRICIÓN

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Corresponde tratar los asuntos reservados en Secretaría para su tratamiento sobre tablas; en primer lugar, según la moción aprobada, el proyecto identificado como Mensaje Nº 2196, relacionado con el Programa Materno Infantil de Nutrición –PROMIN II–, por el cual se ratifican los convenios de adhesión de la Provincia al Programa PROMIN. 

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


¿En qué nómina de Asuntos Entrados está el expediente?

SR. SECRETARIO (BORGONOVO).- El proyecto está incluido en el punto 9 de los Asuntos Entrados Nº 5. El diputado Ugalde hizo la aclaración, ya que solicitó el ingreso de este expediente, motivo por el cual le pregunté –cuando requirió el ingreso y la reserva en Secretaría– si se estaba refiriendo al proyecto identificado como Mensaje 2196.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Por Secretaría se dará lectura del proyecto de ley.

-
Se lee: 

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

XE "LPROGRAMA MATERNO INFANTIL DE NUTRICIÓN"
Artículo 1º - Ratifícanse los convenios de adhesión y ejecución suscriptos entre el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, relacionados con la obtención de un aporte no reintegrable realizado por el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (B.I.R.F.) destinado al Programa Materno Infantil y Nutrición (PROMIN).


Dichos convenios fueron ratificados ad-referéndum de esta Honorable Legislatura por Decreto Nº 353/99 e inscriptos el día 24 de Julio de 1998 al Tomo II, bajo los Nº 881, Folio 242, y 882, Folio 243 del Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales.

Artículo 2º - Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a suscribir otros convenios de ejecución con la Nación y los distintos Municipios, a efectos de cumplimentar los objetivos del PROMIN, en virtud de lo establecido en el artículo precedente.

Artículo 3º - Los aportes a realizar por el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, conforme a los convenios suscriptos, se integrarán al Fondo Materno Infantil y Nutrición creado por la Ley Nº 11.073.


El capital de dicho fondo se formará con las siguientes contribuciones:


a) Aportes realizados por el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.


b) Aportes de contrapartida provenientes del Estado Nacional.


c) Recursos asignados por Rentas Generales de la Provincia.


d) Todo otro ingreso a aplicar en cumplimiento de los objetivos previstos.


Los recursos mencionados anteriormente serán depositados en una cuenta especial del Nuevo Banco de Santa Fe S.A. y administrados por la Unidad Ejecutora Provincial del Programa Materno Infantil y Nutrición –PROMIN Santa Fe–, constituida por Decreto Nº 1.036/93.


Esta cuenta especial queda exceptuada de las disposiciones de los artículos 174º y 181º del Decreto-Ley Nº 1757/56 -Ley de Contabilidad- y de la Ley Nº 8973.

Artículo 4º - Facúltase al Poder Ejecutivo a aplicar los mecanismos y procedimientos administrativos contables convenidos en el Contrato de Préstamo Nº 4164-A.R.G. y cualquier otro que se suscriba en el marco del Programa, que posibiliten el desenvolvimiento de las acciones pertinentes conforme a la especificidad y características de la operatoria.


Asimismo, se faculta al Poder Ejecutivo a establecer las reglamentaciones y ajustes necesarios con el objeto de garantizar la eficiente ejecución del programa.


No serán de aplicación las normas legales vigentes que se opongan a las disposiciones pactadas en el Convenio de Préstamo Nº 4164-A.R.G. y documentación complementaria.

Artículo 5º - Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial para efectuar las modificaciones presupuestarias, de conformidad con la presente ley e incluir en el Proyecto de Ley de Presupuesto General, los créditos presupuestarios necesarios y realizar los movimientos financieros correspondientes, a fin de posibilitar la aplicación de la presente ley en éste y los próximos ejercicios.


Los Saldos No Invertidos al cierre de cada ejercicio, se transferirán automáticamente al ejercicio posterior.

Artículo 6º - Autorízase al Poder Ejecutivo a suscribir con la Nación, otras provincias, municipalidades y comunas, sus entes autárquicos o empresas públicas, organizaciones no gubernamentales o entidades nacionales, cualquiera sea su naturaleza jurídica, los convenios necesarios o convenientes para coordinar la implementación de las acciones que el Programa requiera.

Artículo 7º - El Poder Ejecutivo Provincial dispondrá la reglamentación de la presente en un plazo no mayor a sesenta (60) días a partir de su vigencia.

Artículo 8º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

SALA DE SESIONES, 14 de Octubre de 1999.

	Dr. Carlos Alberto Carranza


	Ing. Gualberto Venesia




convenio de ejecución

nación - provincia

PRIMERA: DE LOS ANTECEDENTES


La República Argentina, a través del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación, ha acordado llevar a cabo el Programa Materno Infantil y Nutrición con apoyo del BIRF, que fuera aprobado por Decreto de Creación Nº443/93 del Poder Ejecutivo Nacional (PEN).


La República Argentina (en adelante EL PRESTATARIO) y el BIRF - Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (en adelante EL BANCO), acordaron los Convenios de Préstamo Nº 3613 ARG y Nº 4161 ARG (en adelante LOS PRESTAMOS), de asistencia el sector.


Que en tal sentido:


Reviste para la Provincia de Santa Fe una importancia fundamental el hecho de que los fondos de inversión serán remitidos en forma de donación por parte del Gobierno Nacional.


La Provincia cumple con los requisitos expresados en los Documentos del Proyecto, en cuanto a la concentración periurbana de Población con Necesidades Básicas Insatisfechas y restantes parámetros incorporados a las condiciones de elegibilidad de los Subproyectos.


La Provincia tiene la capacidad fiscal y administrativa suficiente para llevar adelante un proyecto de esta naturaleza.


La Provincia ha adoptado lo que el Proyecto pauta como objetivos, así como los paquetes de servicios, salud, nutrición, desarrollo infantil, los criterios de focalización, organización y gerenciamiento, logística, sistemas contables, auditoría externa, capacitación, monitoreo y todos los contenidos expresados en los documentos que se anexan.


La Provincia ha preparado el Subproyecto Rosario con fondos propios, basados en las Guías de Proyectos que le suministrara la Unidad Coordinadora del Programa (en adelante la UCP).


El Gobierno Provincial, dada la altísima prioridad otorgada al sector materno-infantil y a los criterios de equidad y mejoramiento de la calidad de vida de la población carenciada, está comprometido en el mejoramiento de los programas actuales de alimentación escolar en cuanto a la focalización y al costo efectividad en la implementación.


El Gobierno Nacional asumirá los compromisos emergentes de los acuerdos suscriptos en los distintos instrumentos jurídicos y normativos que forman parte del presente Convenio.


Con tales antecedentes y en cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Documentos del Proyecto que dan origen al Programa mencionado, suscriben las partes del presente Convenio destinado a la Ejecución de Subproyectos aprobados por EL PRESTATARIO.


Para todos los efectos legales, los Decretos PEN Nº 1805/93 y Nº 960/97, sus modificatorios y/o ampliatorios, y los Documentos del Proyecto pertinentes forma parte integrante del presente Convenio de Ejecución.

SEGUNDA: DE LAS PARTES CONTRATANTES 


Por una parte EL PRESTATARIO, representado por el Ministro de Salud y Acción Social de la Nación Dr. Alberto J. MAZZA, y por otra parte la Provincia de Santa Fe (en adelante LA PROVINCIA), representada por el Sr. Gobernador Dr. Jorge OBEID, respectivamente, han convenido lo siguiente.

TERCERA: DEL PRESTATARIO

3.1- EL PRESTATARIO transferirá, en calidad de donación, los recursos necesarios para la ejecución de los Subproyectos Provinciales aprobados por la UCP y el BANCO, de acuerdo a la normas contenidas en el “Instructivo para la Formulación y Ejecución de Proyectos e Instructivos del Manual de Programación y Ejecución Financiera” (en adelante LOS INSTRUCTIVOS), que forman parte de los Documentos del Proyecto.

3.2- Dicho monto se destinará exclusivamente a financiar aquellas erogaciones que el Programa Provincial aprobado haya previsto atender con fondos del Programa Materno Infantil y Nutrición para cada Subproyecto.

3.3- Las transferencias serán efectuadas en base a los desembolsos planeados en el Programa Provincial y con sujeción a las categorías de gastos autorizados como susceptibles de financiamiento a través del Programa Materno Infantil y Nutrición para el Programa Provincial acordado, y para cada uno de los años del mismo (según la programación de cada Provincia). Las mencionadas transferencias se efectuarán una vez aprobados los Convenios de Ejecución Provincia-Municipio y Provincia y/o Municipio con las ONGs que intervengan en el Programa.

3.4- Las transferencias de recursos destinadas a la ejecución del Subproyecto estarán sujetas a una evaluación sobre la ejecución de las inversiones y la transformación del modelo de atención, que se efectuará cuando se cumpla cualquiera de las siguientes condiciones:

I. cuando se haya comprometido el 60 % de los fondos asignados al Subproyecto con cargo a los Convenios de Préstamo, sin considerar las contingencias;

II. cuando se cumplan 18 meses del inicio de la etapa de ejecución del Subproyecto, considerando como tal la fecha de publicación del primer llamado a licitación de obra; 

III. al cumplirse seis meses de la primera recepción provisoria de obra física ejecutada en un Centro de Salud.

3.5- Para evaluar la ejecución de las inversiones se considerará aceptable haber cumplido no menos del 60% de los niveles de compromiso y de desembolso previstos hasta ese momento. La evaluación del avance de la transformación se efectuará mediante el instrumento de seguimiento del proceso de transformación del modelo de atención, considerándose un avance satisfactorio cuando sean por lo menos medianamente adecuados: a) la atención programada de la madre y el niño; b) el gerenciamiento del efector; c) el funcionamiento del sistema de referencia y contrarreferencia.

3.6- Si el resultado de la evaluación no es satisfactorio los fondos restantes quedarán desafectados pudiendo considerarse su asignación para otros Subproyectos a proponer por todas las Provincias.

3.7- En caso de que la evaluación indique una ejecución financiera superior al 80% y una calificación de la transformación del modelo de atención evaluada como adecuada en todos los aspectos, la Provincia podrá presentar solicitudes de financiamiento adicional para su aprobación por parte de EL BANCO y la UCP.

3.8- EL PRESTATARIO podrá suspender o cancelar, la transferencia de recursos, el uso de los fondos de este Programa y de cualquier otro financiado por EL BANCO y administrado por EL PRESTATARIO, si LA PROVINCIA no cumpliera con sus obligaciones, estipuladas en los convenios suscriptos con EL PRESTATARIO.

3.9- Si dentro de los 90 días de la firma del presente convenio no se verificase la iniciación de la ejecución del Subproyecto o estuviese pendiente de cumplimiento alguno de los requisitos establecidos en la Cláusula Cuarta (Puntos 4.1 y 4.1.2) del Convenio de Adhesión, EL PRESTATARIO cancelará definitivamente la transferencia de recursos.

CUARTA: DEL PROGRAMA PROVINCIAL

4.1- El Programa Provincial abarca el Subproyecto de los Municipios de Rosario y Villa Gobernador Gálvez, que se desarrollará con arreglo a las Cláusulas de los Convenios suscriptos entre la Provincia y los citados Municipios, así como los nuevos Subproyectos que se integren una vez evaluados por la UCP y el Banco. El Programa Provincial se integra, también, con fondos de asistencia técnica para promover el desarrollo de estudios, proyectos piloto y proyectos específicos, enmarcados en los objetivos generales del programa.

4.2- Los Subproyectos específicos Municipales no podrán ser autorizados sin una Ordenanza emanada del Cuerpo Legislativo local que apruebe el Convenio y el Subproyecto específico respectivo, siempre que la legislación vigente así lo requiera.


En el Proyecto de Ordenanza se promoverá la creación de un Consejo Asesor Comunitario con representantes de los sectores de la comunidad y Organizaciones No Gubernamentales específicas, de acuerdo a los modelos propuestos en el Manual de Organización para la ejecución del Subproyecto.

4.3- Al momento de la firma del presente Convenio LA PROVINCIA ha creado por Decreto Nº 1036/93 la Unidad Ejecutora Provincial (UEP), con la respectiva designación de cargos de la planta permanente y transitoria de la misma, incluyendo la designación del Coordinador de la UEP.

4.4- Las erogaciones de fondos de contraparte provincial y/o municipal concentradas en el Programa Provincial se adecuarán a los requerimientos específicos de la Unidad Ejecutora Provincial y/o Municipal en orden a las necesidades de funcionamiento de la misma, a los cronogramas de desembolsos aprobados en los Subproyectos de Inversión y/o Asistencia Técnica que lleve adelante, y a los Convenios con los Municipios que instrumente el Programa Provincial.

4.5- En relación a la reformulación de Comedores Escolares, la Provincia se compromete, en la medida de los posible, a redistribuir el personal existente a fin de minimizar los costos recurrentes incrementales.

QUINTA: DE LA PROVINCIA

5.1- A través de la UNIDAD EJECUTORA PROVINCIAL, podrá evaluar los Subproyectos adicionales, a cuyo efecto, una vez que sean calificados como elegibles por la UCP, serán incluidos en el Convenio de Ejecución.

5.2- Cada uno de los Subproyectos presentados por la UEP, deberán ser evaluados y aprobados por la UCP y el BANCO, previamente a la firma del Convenio entre la UEP y el Municipio respectivo. Dichos Convenios deberán ser girados a la UCP para su conformidad.

5.3- LA PROVINCIA se compromete a aportar los recursos de contraparte que resulten del Plan Provincial anexo (el citado Plan incluirá un cronograma de aportes previstos en el que consignará el aporte creciente provincial). A tal efecto instrumentará las partidas presupuestarias adecuadamente desagregadas e identificadas en las que se plasmarán los compromisos asumidos.

5.4- LA PROVINCIA se compromete a realizar estudios y acciones tendientes a la optimización de los programas de complementación alimentaria que implementa en el área materno-infantil por intermedio del Ministerio de Salud. Deberá, en medida de los posible, con la Asistencia Técnica del PROMIN, desarrollar acciones de capacitación; mejorar la gestión en materia de licitaciones, almacenamiento y distribución para un mejor aprovechamiento de los alimentos y desarrollar un sistema de seguimiento y evaluación de los programas en consonancia con las acciones que en el mismo sentido implemente el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación.

5.5- LA PROVINCIA ratifica el compromiso asumido en el Convenio de Adhesión (parte CUARTA, parágrafo “B”) de sancionar en tiempo y forma los instrumentos jurídicos necesarios para la implementación del Programa y/o Subproyecto Provincial.

SEXTA: DE LOS TÉRMINOS Y CONDICIONES FINANCIERAS

6.1- Los términos y condiciones financieras y de ejecución del programa, las modalidades y los plazos de ejecución, son los establecidos en los Documentos del Proyecto y en el presente Convenio, tanto como en los Convenios entre LA PROVINCIA y LOS MUNICIPIOS, que forman parte del PROGRAMA PROVINCIAL Anexo o que sean objeto de las ampliaciones que apruebe la UCP.

6.2. LA PROVINCIA dispondrá la apertura de una cuenta en el Banco de la Nación Argentina denominada “Programa Provincial de Atención Materno Infantil y Nutrición CUENTA DE SUBPROYECTO” con el objeto de financiar los gastos relacionados con la ejecución de los Subproyectos Provinciales específicos.

6.3- A los efectos del movimiento de fondos será requisito previo que la UEP remita la UCP una solicitud de desembolso que deberá adjuntar un listado de gastos elegibles para el funcionamiento, que permita identificar cada gasto autorizado e incurrido dentro de cada uno de los Subproyectos que se realicen dentro del Programa Provincial Anexo.

6.4- Será obligación de la UEP remitir a la UCP dentro de los 10 días corridos, desde la finalización del mes calendario, copia del extracto bancario de la Cuenta corriente del Subproyecto.

6.5- Es condición esencial, que los fondos que se transfieran a la Cuenta del Subproyecto Provincial de Atención Materno Infantil, sean utilizados exclusivamente para gastos del Subproyecto.


La UEP podrá solicitar a la UCP la realización de pagos directos a proveedores y contratistas extranjeros con recursos de la Cuenta Préstamo para bienes nacionales y servicios provenientes del exterior del país, instrumentándose la transferencia a través de la UCP.

6.6- LA PROVINCIA podrá comprometer desembolsos de los fondos asignados al Programa Provincial, conforme a los niveles asignados a cada etapa, según el Programa que obra en el Anexo Nº 4 “MANUAL DE PROGRAMACIÓN Y EJECUCIÓN FINANCIERA”.

6.7- La falta de cumplimiento de LA PROVINCIA en la implementación del Convenio en los términos aprobados tendrá como consecuencia la cancelación de todos y cualquiera de los montos no desembolsados o comprometidos hasta ese momento.

SÉPTIMA: DE LAS RESPONSABILIDADES

7.1- A los efectos de permitir el monitoreo y evaluación permanente del PROGRAMA en la jurisdicción y mejorar el uso de los recursos afectados, se conviene con LA PROVINCIA un recíproco deber de información.


En ese sentido, deberán incorporarse los instructivos que se remitan a los Centros de Procesamiento locales, colaborando para que la red informativa del Programa se integre en su totalidad.

7.2- A los efectos de asegurar el cumplimiento de los compromisos asumidos en el presente Convenio, LA PROVINCIA y LA NACIÓN se obligan a ratificar el mismo por la forma jurídica que el marco institucional de la Provincia y la Nación requieran.

OCTAVA: DEL CONVENIO

8.1- Formar parte integrante del presente Convenio los siguientes instrumentos jurídicos:

a) Los Convenios de Préstamos y los Documentos del Proyecto.

b) Los Anexos que se enumeran:


1.
Programa Provincial y/o Subproyectos, que incluye: Criterios de adhesión; Informe de la capacidad administrativa y financiera provincial; Informe desagregado de recursos humanos, físicos y financieros comprometidos por la Provincia en la ejecución del Subproyecto.


2.
Convenio/s Provincia Municipio/s en relación a el/los Subproyectos específicos presentado/s.


3.
Cronograma de desembolsos.


4.
Manuales de Programación y Ejecución Financiera, de Operación, Organización, Presupuestos, Compras y Contrataciones y Capacitación.

c) Ayuda Memoria suscriptos entre la UCP y la Provincia (si los hubiera).

NOVENA: ENTRADA EN VIGENCIA


El presente Convenio entrará en vigencia a partir de la fecha de su firma.

DÉCIMA: DE LA CONFORMIDAD


Las partes intervinientes declaran su conformidad con lo anteriormente pactado, obligándose a su estricto cumplimiento, firmando en constancia sus representes legales.


Se firma el presente Convenio a los 2 días del mes de junio de 1998.

DEFINICIONES


A los efectos de la mejor interpretación del presente Convenio se definen los términos a que se hace referencia en el texto del mismo, señalando que a tales efectos se entederá por:

1. DOCUMENTOS DEL PROYECTO: Conjunto de documentos generados durante la etapa preparatoria del Programa.

2. PROGRAMA: El Programa Materno Infantil y Nutrición - Decreto de creación Nº 443/93, a cuyo financiamiento concurrirá el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento por medio de los Créditos aprobado por los Decretos Nª 1805/93 y Nº 960/97, y sus modificatorios, que se complementarán con recursos de contrapartida nacional, provinciales y municipales. Su ejecución estará a cargo de la Secretaría de Salud y la Secretaría de Proyectos de Cooperación Técnica del Ministerio de Salud y Acción Social a través de la Unidad Coordinadora del Programa (UCP).

3. LOS PRÉSTAMOS: Es el objeto del presente Convenio, regido por las condiciones que pactó la Nación con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, Préstamos Nº 3613 ARG y Nº 4164 ARG.

4. DECRETOS Nº 1805/93 Y Nº 960/97 DEL GOBIERNO NACIONAL: Decretos que autorizan la suscripción del Convenio de Préstamo.

5. RESOLUCIÓN MINISTERIAL: Es la norma jurídica emanada del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación.

6. EL PROGRAMA PROVINCIAL: Es el/los Subproyecto/s y el conjunto de acciones a realizarse en la Provincia dentro del marco del Convenio.

7. EL SUBPROYECTO O LOS PROYECTOS ESPECÍFICOS, PROVINCIALES, MUNICIPALES Y DE ONGS: Son los Subproyectos que han sido autorizados o serán autorizados a ejecutarse con fondos destinados al Programa por la Unidad Coordinadora del Programa (UCP)

8. UNIDAD COORDINADORA DEL PROGRAMA (UCP): Es la Unidad de Coordinación creada por Decreto PEN Nº 443/93.

9. UNIDAD EJECUTORA PROVINCIAL (UEP): Es la Unidad de Ejecución del Programa en la Provincia, creada por Decreto Provincial Nº 1036/93.

10.  UNIDAD EJECUTORA MUNICIPAL (UEM): Es la Unidad de Ejecución del Programa en un área operativa, cuando la misma coincide con una jurisdicción Municipal creada por Ordenanza Municipal Nº 5735/93 y Decreto Nº 1500/93.

11.  LA PROVINCIA: Es la Provincia que actúa como contraparte del Gobierno Nacional en el presente Convenio.

12.  EL BANCO: Se entenderá el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.

13.  P. E. N. : Poder Ejecutivo Nacional.

14.  INSTRUCTIVOS: Se entenderán los Documento Marco del PROMIN (Anexos, Manuales y Apéndices).

convenio de adhesión

nación-provincia

primera / de los antecedentes


La República Argentina a través del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación, ha acordado llevar a cabo el Programa Materno Infantil y Nutrición con apoyo del BIRF, que fuera aprobado por Decreto de Creación Nº 443/93 del Poder Ejecutivo Nacional (PEN).


La República Argentina (en adelante EL PRESTATARIO) y el BIRF - Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento- (en adelante EL BANCO), acordaron los Convenios de Préstamo Nº 3643-ARG y Nº 4164 ARG (en adelante LOS PRESTAMOS), de asistencia al sector.



Que en tal sentido:


Reviste para la Provincia de Santa Fe una importancia fundamental el hecho de que los fondos de inversión serán remitidos en forma de donación por parte del Gobierno Nacional.


La Provincia cumple con los requisitos expresados en los documentos del Proyecto, en cuanto a la concentración periurbana de Población con Necesidades Básicas Insatisfechas.


La Provincia tiene la capacidad fiscal y administrativa suficiente para llevar adelante un proyecto de esta naturaleza.


La Provincia adoptará lo que el proyecto pauta como objetivos, así como los paquetes de servicios, salud, nutrición, desarrollo infantil, los criterios de focalización, organización y gerenciamiento, logística, sistemas contables, auditoría externa, capacitación, monitoreo, y todos los contenidos expresados en los documentos que se anexan.


La Provincia va a preparar el Subproyecto Santa Fe con fondos propios, basados en las Guías de proyectos que le suministrara la Unidad Coordinadora del Programa (en adelante la UCP).


El Gobierno Provincial, dada la altísima prioridad otorgada al sector materno-infantil y a los criterios de equidad y mejoramiento de la calidad de vida de la población carenciada, está comprometido en el mejoramiento de los programas actuales de alimentación escolar en cuanto a la focalización y al costo-efectividad en la implementación.


La Provincia ha creado por Decreto Provincial Nº 1.036/93 la Unidad Ejecutora Provincial del Programa Materno Infantil y Nutrición -PROMIN-.


El Gobierno Nacional asumirá los compromisos emergentes de los acuerdos suscriptos en los distintos instrumentos jurídicos y normativos que forman parte del presente Convenio.


Con tales antecedentes y en cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Documentos del Proyecto que dan origen al Programa mencionado, suscriben las partes el presente Convenio de Adhesión destinado a la Ejecución de Subproyectos aprobados por EL PRESTATARIO.


Para todos los efectos legales, los Decretos PEN Nº 1805/93 y Nº 960/97, sus modificatorios y/o ampliatorios, y los Documentos del Proyecto pertinentes forman parte integrante del presente Convenio de Ejecución.

segunda / de las partes contratantes


Por una parte EL PRESTATARIO, representado por el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación Dr. Alberto J. Mazza, y por la otra parte la Provincia de Santa Fe (en adelante LA PROVINCIA), representada por el Sr. Gobernador Jorge Obeid, respectivamente, han convenido lo siguiente.

tercera / del prestatario


EL PRESTATARIO transferirá los recursos necesarios para la ejecución de los Subproyectos provinciales, de acuerdo a las normas contenidas en el “Instructivo para la Formulación y Ejecución Financiera” (en adelante LOS INSTRUCTIVOS), que forman parte de los Documentos del Proyecto.


EL PRESTATARIO podrá suspender o cancelar la transferencia de recursos y el uso de los fondos si LA PROVINCIA no cumpliera con sus obligaciones estipuladas en el presente Convenio.


El PRESTATARIO, a solicitud de LA PROVINCIA, podrá financiar un equipo de tres (3) especialistas residentes para tareas de apoyo a la formulación del Subproyecto que elevarán informes sobre las falencias/debilidades institucionales detectadas en dicho proceso.

cuarta / de la provincia


4.1 Se compromete a:


a) Preparar y presentar al PRESTATARIO, en un plazo máximo de cinco (5) meses, los Subproyectos correspondientes a los efectores que se incluyan de acuerdo a los Documentos del Proyecto. Deberá presentar un prediseño avanzado del mismo al promediar el mencionado plazo (75 días), que permitan realizar a la UCP observaciones y recomendaciones que contribuyan a agilizar la formulación del / de los Subproyecto/s. Dicho Subproyecto, una vez aprobado por la UCP será enviado al Banco para su análisis y no objeción.


El Convenio de Ejecución detallará las condiciones y modalidades previstas para la ejecución de los mismos, para lo cual el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y el Gobernador de la Provincia, delegarán en los niveles ejecutivos que corresponda los aspectos instrumentales contenidos en los convenios.


b) Elaborar el marco legal y extremar los esfuerzos para el logro de la sanción, en tiempo y forma, de los instrumentos jurídicos necesarios para la implementación del Subproyecto Provincia. Las autoridades provinciales han acordado un cronograma que establece los plazos requeridos para la resolución de los arreglos institucionales, que se incorpora como anexo del presente Convenio y que a continuación se detalla:


Proyecto de Ley de Creación del Fondo Materno Infantil y Nutrición (que contenga la ratificación de los Convenios suscriptos con la Nación, la previsión de créditos y asignación de líneas presupuestarias, la creación de la Cuenta Especial Presupuestaria del Subproyecto, la aplicabilidad de los mecanismos y procedimientos del BIRF); un Decreto de Creación de la Unidad Ejecutora Provincial UEP) y del Comité de Coordinación Interinstitucional (CCI); Decreto de Asignación de Responsabilidad Primaria y acciones y Funcionarios; Apertura de la Cuenta Bancaria del Subproyecto; Compromiso de Aporte de los Recursos Humanos Incrementales; Saneamiento de la Situación Dominial de los Efectores a Incorporar.


c) Cumplir las disposiciones contenidas en los Documentos del Proyecto, respecto de LOS INSTRUCTIVOS y las Normas que imparta en el futuro el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y/o la UCP, para satisfacer las condiciones establecidas en LOS PRESTAMOS acordado con EL BANCO.


d) Mantener registros y cuentas separadas para cada Subproyecto.


e) Utilizar los fondos provenientes de LOS PRESTAMOS exclusivamente en la ejecución de los Subproyectos aprobados por EL PRESTATARIO.


f) Adquirir los bienes y servicios financiados con los fondos destinados al Programa, de conformidad con las disposiciones normativas contenidas en los Documentos del Proyecto.


g) Destinar los bienes y servicios adquiridos con los recursos de LOS PRESTAMOS exclusivamente para los objetivos definidos en cada Subproyecto.


h) Disponer, a los fines de una adecuada ejecución, de todos los recursos humanos, físicos y financieros que se prevean como responsabilidad de LA PROVINCIA en todos los subproyectos que la misma presente ante la UCP. El detalle de estos se adjuntará en el Anexo de cada Convenio de Ejecución.


i) Autorizar al PRESTATARIO a inspeccionar por intermedio de la UCP y/o UEP y/o representantes del BANCO y/o empresa auditora, si éste lo requiera, los bienes, terrenos, trabajos, prestaciones y construcciones incluídas en los Subproyectos, las operaciones del mismo y cualquier documento o registro contable y/o administrativo relacionado al mismo.


j) Proporcionar al PRESTATARIO toda la información que éste o EL BANCO pudiesen solicitar, relacionada con lo establecido en el acápite anterior, y con la formación, administración, operación y situación financiera de los Subproyectos.


k) Cumplir las obligaciones contraídas en virtud del presente Convenio, protegiendo los derechos del PRESTATARIO y del BANCO, con el fin de preservar los objetivos contenidos en los Decretos Nº 443/93, Nº 1.805/93, Nº 960/97, sus modificatorios y ampliatorios, del Gobierno Nacional y los Documentos del Proyecto.

4.1.2. CADUCIDAD:



a) El no cumplimiento del plazo de formulación implicará la automática caducidad del presente Convenio.



b) La firma del Convenio de Ejecución queda supeditada al cumplimiento de los requisitos mencionados precedentemente.

QUINTA/ DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES

Los bienes y equipos adquiridos y las obras construidas bajo los términos del presente Convenio, serán de LA PROPIEDAD y/o Municipios y/o Municipios y/o ONGs de acuerdo a los Convenios adicionales que se realicen.

SEXTA/ DEL CONVENIO DE EJECUCIÓN

EL PRESTATARIO y LA PROVINCIA acuerdan que previo a la adquisición de bienes y/o inicio del proceso de contratación de obras deberán suscribir un Convenio de Ejecución.

SEPTIMA/ RESPONSABILIDADES

En el Convenio de Ejecución EL PRESTATARIO y LA PROVINCIA acordarán las responsabilidades respectivas, en especial a lo atinente a los programas de compras y contrataciones, los cuales quedarán perfectamente delimitados en sus aspectos instrumentales, en el citado Convenio.

OCTAVA/ ENTRADA EN VIGENCIA

El presente Convenio entrará en vigencia a partir de la fecha de su firma.

NOVENA/ DE LA CONFORMIDAD

Las partes intervinientes declaran su conformidad como lo anteriormente pactado, obligándose a su estricto cumplimiento, firmando en constancia sus representantes legales.

Se firma el presente Convenio a los 2 días del mes de Junio de 1998.

NOTA

LA PROVINCIA:

Se entenderá la Provincia adherente al Programa.

EL MUNICIPIO:


Se entenderá el Municipio participante.

LAS ONGs:


Se entenderá las Organizaciones No Gubernamentales intervinientes en el Proyecto Provincial específico.

LA UCP:


Se entenderá la Unidad Coordinadora del Programa.

LA UEP:


Se entenderá la Unidad Ejecutora Provincial del Programa.

EL BIRF:


Se entenderá Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.

P.E.N.:



Poder Ejecutivo Nacional.

PRESTATARIO:

La Nación Argentina, quien delega las facultades de contralor en el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación.

BANCO:


Se entenderá a la entidad financiera interviniente (BIRF).

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

-
Resulta aprobado.

-
En particular se aprueban sin observación los artículo 1º al 7º, siendo el 8º de forma.

5

TARIFAS AGUAS PROVINCIALES

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación por el cual se requiere al Poder Ejecutivo remita con carácter de urgente la copia de la propuesta elevada por el concesionario Aguas Provinciales de Santa Fe, en respuesta a la solicitud del Poder Ejecutivo sobre modificación de tarifas.


Por secretaría se dará lectura.

-
Se lee: (Ver punto...)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de comunicación.

-
Resulta aprobado.

6

MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se encuentra reservado el proyecto de ley, expediente 6731, sobre el marco regulatorio del servicio eléctrico y transformación de la Empresa Provincial de la Energía.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee:

DICTAMEN DE MAYORIA

Señores Diputados:

Vuestras Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, han considerado el Expte. N° 6731 PER, al que corren agregados los Exptes. 6740 FREPASO y 6743 UCR, y aconsejan se preste aprobación al texto que, con modificaciones, a continuación se transcribe:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIASANCIONA CON FUERZA DE

 LEY:

MARCO REGULATORIO ELÉCTRICO Y TRANSFORMACIÓN 

ENERGÉTICA PROVINCIAL

CAPÍTULO I

CARACTERIZACIÓN DEL SERVICIO ELÉCTRICO. JURISDICCIÓN

XE "MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO"
Artículo 1º: Actividades eléctricas. Las actividades de la industria eléctrica destinadas a la generación, transporte, distribución y consumo de la energía eléctrica bajo jurisdicción provincial, así como la regulación del uso y control de la energía eléctrica y la protección del usuario, quedan sujetas a las disposiciones de la presente Ley, sin perjuicio de la potestad concurrente del Estado Nacional, en los casos que corresponda. Quedan exceptuadas de esta ley el transporte y distribución de señales, imágenes o palabras, las cuales se regirán por sus respectivas regulaciones.


Las actividades que se desarrollen en el territorio provincial y que, a la fecha de sanción de la presente ley, estén autorizadas o concesionadas por organismos del Estado Nacional, quedan sujetas a la intervención, y en su caso autorización provincial, una vez que se haya operado, por cualquier causa, su caducidad o vencimiento.

Artículo 2º: Servicios Públicos. Las actividades propias de la industria eléctrica a las que se atribuye la condición de servicio público son las siguientes:

a) Transporte, incluyendo en él la transformación.

b) Distribución.

c) Generación en zonas aisladas del territorio Provincial. La reglamentación establecerá la oportunidad y el modo de cese de la condición de servicio público atribuida a la generación en zonas aisladas, a partir de que las mismas sean interconectadas al resto del sistema eléctrico.

Artículo 3º: Definiciones. A los fines de esta ley los términos detallados a continuación tienen el siguiente alcance:

· Generación. Es la producción de energía eléctrica efectuada por el titular de una central eléctrica adquirida o instalada conforme al régimen de esta ley conectada en forma total o parcial con el sistema de transporte o con un distribuidor o con un usuario directo, sujeto a jurisdicción Provincial.

· Cogeneración. Es la producción de energía eléctrica que se realiza como actividad secundaria de un proceso productivo principal con destino al consumo propio y/o a la venta a otros agentes que la demanden.

· Generación aislada: Es la producción de energía eléctrica de quien siendo titular de una central eléctrica adquirida, instalada o explotada en los términos de esta ley la coloque en forma total en el sistema de transporte y/o distribución sujeto a jurisdicción Provincial cualquiera fuere su fuente.
· Autogeneración: Es la producción de energía eléctrica producida por usuarios que sean titulares de centrales eléctricas destinadas a satisfacer sus propias necesidades.

· Transporte. Es la transformación y transmisión de energía eléctrica desde el punto de entrega del generador o por otro transportista hasta el punto de recepción por el distribuidor o usuario, según sea el caso.

· Distribución. Es el suministro regular y continuo de electricidad a los usuarios finales que no contraten su suministro en forma independiente.

· Comercialización. Es la actividad que facilita al usuario la posibilidad de elegir su proveedor de electricidad y de todos los servicios vinculados que no tengan una concesión monopólica.

· Distribuidor. Se considerará distribuidor a quien dentro de su zona de concesión, licencia o autorización es responsable de abastecer a usuarios finales que no tengan la facultad de contratar su suministro en forma independiente. 


A los efectos de su participación en el sistema eléctrico provincial, las Entidades Cooperativas prestadoras del servicio público de electricidad, serán consideradas distribuidores.

· Usuarios: Son aquellos que adquieren energía eléctrica para uso o consumo propio siendo los destinatarios finales de la prestación del servicio público. 

· Ente de Regulación y Control de la Electricidad de Santa Fe (E.R.C.E.): Es la autoridad encargada de la regulación y control de la electricidad en el ámbito de la provincia de Santa Fe.

· Prestadores. Son las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas que siendo titular de una concesión, licencia o autorización, tengan a su cargo la prestación del servicio público.

· Concesión, licencia o autorización. Es el instrumento por el que el Estado Provincial encomienda la organización y la prestación de un servicio público por un determinado lapso de tiempo a los prestadores.

· Reglamento Técnico de Suministro . Es el ordenamiento normativo destinada a regir las relaciones entre prestadores y usuarios.

· Tarifa Uniforme. Es la ecuación que permite calcular la misma tarifa dentro de la provincia de Santa Fe en igual modalidad de consumo y categoría de usuario.

· Servicio Público. Es la caracterización que, por su condición de monopolio natural, reviste la prestación del servicio de redes de transporte, distribución y generación aislado de energía eléctrica a usuarios que se conecten a la red de distribución de electricidad de los prestadores, pagando una tarifa por el servicio recibido.

· M.E.M.: Mercado Eléctrico Mayorista. El Mercado Eléctrico Mayorista opera en el Sistema Argentino de Interconexión (SADI) que está dividido en centros de generación del transporte e instalaciones de distribución. Se compone de: a) un mercado a término con contratos por cantidades, precios y condiciones pactadas libremente entre vendedores y compradores; b) un mercado spot con precios sancionados en forma horaria en función del costo económico de producción representado por el costo marginal de corto plazo medido en el centro de carga del sistema (nodo Ezeiza); c) un sistema de estabilización por trimestre de los precios previstos para el mercado spot destinado a la compra de los distribuidores.

Artículo 4º: Generación de interés general. La generación en cualquiera de sus modalidades, destinada total o parcialmente a abastecer de energía eléctrica a un servicio público será considerada de interés general, afectada a dicho servicio público y regida por las normas legales y reglamentarias que aseguren el normal funcionamiento del mismo.


La regulación de la generación tomará especialmente en cuenta razones de seguridad general, de seguridad del sistema eléctrico y de preservación del medio ambiente.

Artículo 5º: Disposición general, garantías. La generación aislada, transporte y distribución de energía eléctrica serán realizadas por personas jurídicas públicas y privadas.


El Poder Ejecutivo arbitrará en todo momento los medios necesarios a fin de garantizar la continuidad en la prestación de dichos servicios.

Artículo 6º: Jurisdicción. Se declara de jurisdicción Provincial, la generación, cogeneración, generación aislada de energía eléctrica, transporte, distribución, consumo y en general la prestación del servicio público de electricidad en todo el territorio de la Provincia, con las excepciones previstas en el articulo 6 de la Ley Nacional Nº 15.336 y sus modificatorias.

CAPÍTULO II

POLÍTICA GENERAL

Artículo 7º: Objetivos de la política provincial. Fíjanse los siguientes objetivos para la política Provincial en materia de abastecimiento, transporte, distribución, y consumo de electricidad:


Regular las actividades de generación aislada, transporte, distribución y consumo de energía eléctrica, asegurando tarifas justas y razonables.

a) Regular la autogeneración y cogeneración de energía eléctrica.

b) Satisfacer el interés general de la población en materia electroenergética coadyuvando al desarrollo socioeconómico de la provincia.

c) Proteger adecuadamente los derechos de los usuarios y establecer las normas de calidad del servicio público de energía eléctrica.

d) Promover el abastecimiento, transporte, distribución y consumo eficiente de energía eléctrica fijando una metodología tarifaria apropiada, asegurando la confiabilidad del servicio, el libre acceso, la igualdad, la no discriminación y el uso generalizado de los servicios e instalaciones de transporte y distribución.

e) Alentar la realización de inversiones de riesgo en generación, transporte, y distribución, asegurando a los usuarios el abastecimiento de energía eléctrica a corto, mediano y largo plazo, en condiciones de calidad y precios competitivos.

f) Promover la investigación, desarrollo y producción de fuentes de energía no convencionales, regulando su implementación.

g) Asegurar adecuadamente la protección del medio ambiente.

h) Asegurar las condiciones para que las actividades vinculadas no monopólicas puedan ser prestadas por terceros, regulados por la competencia y por la adecuada normativa de protección al usuario.

Artículo 8º: Planificación e implementación de la política electroenergética. El Poder Ejecutivo tiene a su cargo la planificación e implementación de la política electroenergética en el ámbito de la jurisdicción provincial, reglamentándola y dictando en su consecuencia las normativas que regirán las actividades de generación, transporte, distribución y consumo de energía eléctrica.

CAPÍTULO III

ACTORES DEL MERCADO ELÉCTRICO

Artículo 9º: Actores del mercado eléctrico. Son actores reconocidos del mercado eléctrico los Generadores, Transportistas, Distribuidores, Usuarios que realizan las actividades definidas en el artículo 3 de la presente ley dentro de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 10º: Usuarios autogeneradores. La reglamentación determinará las condiciones técnicas a que deberán ajustarse los usuarios que sean titulares de centrales eléctricas destinadas a satisfacer sus propias necesidades (autogeneradores), cuando esta generación pueda afectar la prestación de servicios públicos.

Artículo 11º: Autorización del E.R.C.E. Ningún prestador podrá comenzar la operación y/o construcción de instalaciones de la magnitud que precise la clasificación del E.R.C.E. (ENTE DE REGULACION Y CONTROL DE LA ELECTRICIDAD DE SANTA FE), ni la extensión o la ampliación de las existentes, para las cuales no esté expresamente facultado por el respectivo contrato de concesión, licencia o autorización –en su caso-, sin previa autorización del Ente. El E.R.C.E. dispondrá la publicidad de este tipo de solicitudes y la realización de una audiencia pública antes de resolver sobre el otorgamiento de la respectiva autorización.

Artículo 12º: Construcciones y/o ampliaciones no autorizadas. El inicio o la inminencia del inicio de una operación y/o construcción y/o ampliaciones de instalaciones existentes, que carezcan de la correspondiente autorización, facultará al Ente a actuar de oficio y a cualquier interesado a acudir al E.R.C.E. para denunciar, oponerse a aquellas o solicitar su actuación. El E.R.C.E. ordenará la suspensión inmediata de dicha construcción u operación hasta tanto resuelva sobre el otorgamiento de la referida autorización conforme al artículo 15 de la presente, sin perjuicio de las sanciones que pudieran corresponder por la infracción.

Artículo 13º: Construcciones y/o ampliaciones que generen interferencias. La construcción o ampliación de las instalaciones de un prestador que interfiriere o amenazare interferir irrazonablemente el servicio o sistema correspondiente a otros prestadores, facultará a estos últimos a acudir ante el E.R.C.E., quien luego de oír a los interesados autorizará o no la nueva obra pudiendo convocar para ello a una audiencia pública.

Artículo 14º: Abandono de servicios. Ningún prestador podrá abandonar total o parcialmente las instalaciones destinadas al transporte, generación, o distribución de electricidad, ni dejar de prestar los servicios a su cargo sin contar con la aprobación del E.R.C.E., quien sólo la otorgará después de comprobar que las instalaciones o servicios a ser abandonados, no resultan necesarios para la prestación del servicio público, en el presente ni en un futuro previsible.

Artículo 15º: Plazo de resolución. El E.R.C.E. resolverá en forma definitiva en su instancia, en los casos indicados en los artículos 11, 12, 13, 14, dentro del plazo de noventa (90) días corridos, contados a partir de la fecha del inicio de las actuaciones.

Artículo 16º: Obligaciones sobre construcción, operación y mantenimiento de instalaciones. Los prestadores de electricidad están obligados a operar y mantener sus instalaciones y equipos en forma que no constituyan peligro alguno para la seguridad, salud pública y el medio ambiente y a cumplir con los reglamentos y resoluciones que el E.R.C.E. emita a tal efecto.


Dichas instalaciones y equipos estarán sujetos a la inspección, revisación y pruebas que periódicamente deberá realizar el E.R.C.E., el que tendrá, asimismo, facultades para ordenar la suspensión del servicio, la reparación o reemplazo de instalaciones y equipos o cualquier otra medida tendiente a proteger la seguridad pública y la prestación del servicio.

Artículo 17º: Cumplimiento de normas de protección ambiental. La infraestructura física, las instalaciones y la operación de los equipos asociados con la generación, transporte, y distribución de energía eléctrica deberán adecuarse a las normas de protección del medio ambiente. Asimismo deberán responder a los estándares de emisión de contaminantes vigentes y los que se establezcan en el futuro.

Artículo 18º: Competencia desleal o abusos monopólicos. Los prestadores no podrán realizar actos que impliquen competencia desleal ni abuso de una posición dominante en el mercado. La configuración de las situaciones descriptas precedentemente quedarán encuadradas en las conductas previstas en la Ley Nº 25.156 o la que la sustituya, y habilitará la instancia judicial correspondiente.

Artículo 19º: Uso de la vía pública. Bajo las condiciones que establezca la autoridad competente, no podrá negarse a un transportista o distribuidor la ocupación de la vía pública cuando así lo requiera la necesidad del servicio.

Artículo 20º: Limitaciones para los transportistas. Los transportistas por sí o por otras sociedades, a su vez controladas o controlantes, no podrán comprar ni vender energía eléctrica, sea individualmente o como propietarios mayoritarios y/o como tenedores de paquetes accionarios mediante los cuales accedan al control de la empresa de transporte.


Excepcionalmente y por razones debidamente fundadas podrán otorgarse concesiones, licencias o autorizaciones que reúnan en un mismo prestador funciones de transporte y distribución, en cuyo supuesto, el prestador solo podrá adquirir y suministrar la energía requerida para atender la demanda existente en su área.

Artículo 21º: Titularidad. Ningún generador, distribuidor, ni empresa controlada por alguno de ellos, por sí o por otra sociedad, a su vez controlada o controlante, podrán ser propietarios o accionistas mayoritarios de una empresa transportista o de sus controlantes. En igual sentido las empresas prestadoras de los servicios públicos esenciales privatizados de gas natural y agua potable dentro de la provincia de Santa Fe, por sí o alguna de sus controladas o controlantes, no podrán tener participación mayoritaria en la empresa creada en el artículo 103 de la presente ley. Quedan excluidas de esta última restricción las cooperativas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar a un generador o distribuidor a construir, a su exclusivo costo y para su propia necesidad, una red de transporte, para la cual establecerá las modalidades y formas de operación. 

Artículo 22º: Consolidación, fusión, constitución de Actores. Sólo mediante la expresa autorización del E.R.C.E., dos o más transportistas o dos o más distribuidores podrán consolidarse en un mismo grupo empresario y/o fusionarse y/o constituir otras sociedades controladas por los mismos y/o celebrar contratos asociativos a estos fines.


Será necesaria igual autorización para que un transportista o distribuidor pueda adquirir la propiedad de acciones de otros transportistas o distribuidores respectivamente o de sus controladas o controlantes, según el caso.


El pedido de autorización deberá ser formulado al E.R.C.E., indicando las partes involucradas, una descripción del acuerdo cuya aprobación se solicita, el motivo del mismo y toda la información que para resolver pueda requerir el E.R.C.E..


El E.R.C.E. dispondrá la realización de audiencias para conocer la opinión de todos los interesados y otras investigaciones que considere necesarias y otorgará la autorización siempre que no se vulneren las disposiciones de la presente ley, ni se resienta el servicio ni el interés público.

Artículo 23º: Tipo societario para actores del mercado. Las sociedades que tengan por objeto la generación, transporte y distribución de energía eléctrica deberán estar constituidas en el país como cooperativas o sociedades por acciones; en este último caso el capital deberá estar representado por acciones nominativas no endosables o escriturales. A los efectos legales, impositivos y/o cualquier otro que resulte de la aplicación de esta ley constituirán su domicilio en la provincia de Santa Fe. 

CAPÍTULO IV

PRESTACIÓN DEL SERVICIO ELÉCTRICO

Artículo 24º: Obligaciones de los distribuidores. Los distribuidores están obligados a satisfacer toda demanda de servicios de suministros eléctricos, los incrementos de demanda que les sean requeridos y las condiciones de calidad de servicio, de conformidad con las modalidades del contrato de concesión, licencia o autorización. Para ello, deberán realizar las obras e inversiones razonablemente necesarias. Los cargos para los solicitantes o usuarios por obras y servicios efectuados por los prestadores en los términos de su contrato de concesión deberán responder a un criterio de costos reales y razonables que faciliten con un mínimo costo económico el acceso al servicio a todos los habitantes. En caso de disconformidad del usuario o solicitante, los cargos mencionados serán establecidos por el E.R.C.E.

Artículo 25º: Excepciones a la obligación de prestación. La satisfacción de demanda de servicio de suministro no resultará obligatoria en caso de:

a) uso indebido de las instalaciones,

b) conexiones clandestinas y/o irregulares, y

c) falta de pago del servicio en el modo y plazo que determine el Reglamento Técnico de Suministro aprobado por el Ente.

Artículo 26º: Falta de Pago. Sanciones. La falta de pago del suministro de energía eléctrica de usuarios finales y/o del precio de venta de dicha energía en bloque, facultará la interrupción y/o desconexión del suministro, sin perjuicio de las sanciones que establezca el Reglamento Técnico de Suministro. Para la percepción de los importes correspondientes se aplicará el procedimiento de juicio ejecutivo, siendo título hábil suficiente la factura o la constancia de deuda por consumo de energía eléctrica con más los impuestos y/o tasas y/o cargos que lo graven.

Artículo 27º: Extensión o ampliación de instalaciones. Los contratos de concesión, licencia o autorización obligarán a los transportistas y distribuidores a extender o ampliar las instalaciones cuando ello resulte convenientes a las necesidades del servicio público. 


Para áreas no rentables, las normas particulares deberán establecer la obligación de los prestadores de realizar mejoras y extender geográficamente el suministro, fijando los mecanismos y participación en el financiamiento.

Artículo 28º: Pedidos insatisfechos. Cualquier usuario que requiera un servicio de suministro eléctrico en las condiciones establecidas en los reglamentos y normas que lo regulen, y no llegue a un acuerdo con el prestador sobre lo requerido, podrá solicitar la intervención del E.R.C.E., el que escuchando a las partes, resolverá el diferendo sobre la base de asegurar el abastecimiento, el libre acceso, y el precio justo en las condiciones establecidas en esta ley, reglamentos y normativas que se dicten al efecto. El ERCE resolverá dentro de un plazo de treinta (30) días, prorrogables cuando fundadas razones lo justifiquen, por otros treinta (30) días más.

Artículo 29º: Plazos para responder a las solicitudes de servicios. Los prestadores responderán a toda solicitud de servicio dentro de los treinta (30) días corridos, contados a partir de su recepción, con las excepciones que establezcan las respectivas concesiones, licencias y autorizaciones.

Artículo 30º: Acceso a la capacidad de transporte de los sistemas. Los transportistas y los distribuidores están obligados a permitir el acceso indiscriminado de terceros a la capacidad de transporte de sus sistemas, siempre que no esté comprometida para abastecer la demanda contratada en las condiciones convenidas por las partes y de acuerdo a los términos de esta ley. A los fines de esta Ley la capacidad de transporte incluye la de transformación y acceso a toda otra instalación o servicio que el E.R.C.E. determine.

Artículo 31º: Preferencias para accesos a la red. Ningún prestador podrá otorgar u ofrecer ventajas o preferencias en el acceso de sus redes de transporte o distribución, excepto aquellas fundadas en categorías de usuarios o en diferencias concretas que determine el E.R.C.E.

Artículo 32º: Mantenimiento de instalaciones. Los prestadores efectuarán el mantenimiento de sus instalaciones en forma tal que aseguren la calidad y continuidad del servicio prestado a los usuarios, cumpliendo con las metas y niveles de calidad establecidos en las correspondientes concesiones, licencias y autorizaciones.

Artículo 33º: Calidad mínima de servicio. Los prestadores deberán cumplir las especificaciones mínimas de calidad para cada una de las respectivas autorizaciones o en los contratos de concesión o licencia. Dichas especificaciones serán publicadas en los respectivos cuadros tarifarios y deberán ajustarse a las normas técnicas que a tales fines y en cada caso establezca el E.R.C.E.

CAPÍTULO V

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS USUARIOS

Artículo 34º: Derechos y obligaciones de los habitantes de Santa Fe. Todas las personas físicas o jurídicas que habiten o se encuentren establecidas en el territorio de la provincia de Santa Fe tienen derecho a acceder y recibir el suministro de energía eléctrica de acuerdo con las normas establecidas en la presente ley. Los usuarios del servicio público de electricidad, tienen los siguientes derechos y obligaciones, sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias y los respectivos contratos de concesión, licencia y autorizaciones y el Reglamento Técnico de Suministro:

a) Acceder y recibir un suministro de energía eléctrica continuo, regular, uniforme y general que cumpla con las metas y niveles de calidad establecidos, independientemente de su ubicación geográfica.

b) Exigir la prestación del servicio conforme a los niveles de calidad establecidos y reclamar resarcimiento en caso de incumplimiento.

c) Ser informado en forma clara y precisa acerca de las condiciones de la prestación, de sus derechos y obligaciones, condiciones de seguridad de las instalaciones y de toda otra cuestión relativa a las relaciones entre prestador y usuario.

d) Ser informado con antelación suficiente sobre los cortes programados de servicio.

e) Conocer el régimen tarifario aprobado y sus sucesivas modificaciones, previo a su aplicación. A tal efecto los prestadores deberán tener a disposición de los usuarios el cuadro tarifario actualizado y habilitar un servicio a través del cual puedan acceder a toda información sobre tarifas.

f) Recibir las facturas por servicios, conteniendo la discriminación de los cargos y rubros que la integran, con suficiente antelación a su vencimiento.

g) Recurrir al E.R.C.E. ante el incumplimiento de las obligaciones del prestador cuando la calidad del servicio que reciban esté por debajo de los niveles a que refiere el inciso b) que antecede y el prestador no hubiese atendido en tiempo y forma sus reclamos. En consecuencia, podrá exigir a la empresa el resarcimiento de acuerdo a lo establecido en los contratos de concesión, sin perjuicio de las acciones judiciales que puedan corresponder.

h) Denunciar ante el E.R.C.E. cualquier acción u omisión del prestador o sus agentes que pudieran afectar sus derechos, perjudicar los servicios o el medio ambiente o que considere violatorio de las reglamentaciones de la presente ley.

i) Participar en las Audiencias Públicas. 

j) Asociarse con otros usuarios abastecidos por el mismo prestador para constituir entidades que los representen en la defensa de sus derechos a cuyo efecto podrán ser partes en los procedimientos que instituya el E.R.C.E.

k) Utilizar la energía eléctrica en forma racional y con destino exclusivo para el cual se requirió el servicio.

l) Abonar en tiempo y forma los servicios facturados bajo el apercibimiento dispuesto en el artículo 26.

m) Permitir el acceso a su propiedad, sin reclamo de indemnización o compensación alguna, con el objeto de facilitar la realización de inspecciones, verificaciones técnicas, tareas de mantenimiento o seguridad que establezcan las normas aplicables. 

n) Comunicar al prestador sobre eventuales desperfectos en las instalaciones y cumplir las obligaciones que establezca el Reglamento Técnico de Suministro.

o) Realizar, mantener y conservar todas las instalaciones internas de su propiedad en las condiciones que establezcan las normas aplicables.

Artículo 35º: Reglamento técnico de suministro. Las concesiones, licencias o autorizaciones incluirán el Reglamento Técnico de Suministro, el que contendrá –esencialmente-, disposiciones en materia de seguridad, procedimientos técnicos, medición y facturación de los consumos, de control y uso de medidor, de interrupción y reconexión de los suministros, accesos a inmuebles, calidad de los servicios prestados, especificaciones técnicas de las instalaciones internas de los usuarios y toda otra norma destinada a regir las relaciones entre prestadores y usuarios.

Artículo 36º: Contratos de suministro de energía en bloque. Los contratos de suministro de energía eléctrica en bloque que celebre algún usuario con un generador, deberán ser informados al E.R.C.E. en los casos en que el usuario necesite utilizar un sistema de transportación y/o distribución de jurisdicción provincial. El E.R.C.E. resolverá, previa intervención del transportista y/o distribuidor correspondiente, conforme lo establezca la reglamentación.

CAPÍTULO VI

TARIFA DEL SERVICIO ELÉCTRICO

Sección 1. Caracterización y cuadros tarifarios

Artículo 37º: Características de las tarifas de los servicios. El servicio público de energía eléctrica en todo el territorio de la Provincia será ofrecido a tarifas justas, y razonables, ajustadas a los siguientes principios:

a) Igual tarifa para igual modalidad de consumo y categoría de usuario en todo el territorio provincial.

b) Permitirán a los prestadores que operen en forma económica y prudente, la oportunidad de tener ingresos suficientes para satisfacer los costos operativos razonables aplicables al servicio, impuestos, amortizaciones y una rentabilidad determinada según lo dispuesto en el artículo 38. 

c) Deberán tener en cuenta las diferencias razonables que existen en el costo económico, entre los distintos tipos de servicios, considerando las formas de prestación, y cualquier otra característica que surjan de las normas aplicables, que contendrán como principio que a mayor consumo disminuirá el costo promedio por kWh.

d) Incluirán, en el caso de tarifas de distribuidores, para determinar el precio de venta de la electricidad a los usuarios, un término representativo de los costos de adquisición de la electricidad en bloque al Mercado Eléctrico Mayorista, de manera que las variaciones de este último se reflejen en las tarifas a los respectivos usuarios. Además, las fórmulas con que se obtienen las nuevas tarifas a usuarios finales sobre la base de los costos de adquisición en el Mercado Eléctrico Mayorista, deberán ser publicadas para conocimiento de todos los usuarios.


Asegurarán el mínimo costo razonable para los usuarios, compatible con la seguridad del abastecimiento y la calidad del servicio.

Artículo 38º: Rentabilidad. Las tarifas que apliquen los prestadores deberán posibilitar una razonable tasa de rentabilidad, basada en parámetros internacionales reconocidos para el sector.


Asimismo la tasa de rentabilidad deberá:

a) Guardar relación con el grado de eficiencia y eficacia operativa de los prestadores.

b) Ser similar, como promedio del sector, a la de otras actividades de riesgo similar o comparable, nacional e internacional.

Artículo 39º: Cuadro tarifario inicial de los prestadores. Las concesiones, licencias o autorizaciones incluirán un cuadro tarifario inicial que será válido por un período de cinco (5) años, contados desde la toma de servicio de la concesión, licencia o autorización, y se ajustará a los siguientes principios:

a) Establecerá los valores máximos de las tarifas del período inicial que correspondan a cada servicio ofrecido. Sus bases serán determinadas de conformidad con lo dispuesto en los artículos 37 y 38 de la presente Ley.

b) Las tarifas subsiguientes establecerán el precio máximo que se fije para cada clase o categoría de servicio.

c) El precio máximo será fijado para cada período tarifario de acuerdo con los indicadores de mercado que reflejen los cambios de valor de bienes y/o servicios similares. Dichos indicadores serán a su vez ajustados, por un factor destinado a estimular la eficiencia y al mismo tiempo, las inversiones en construcción, operación y mantenimiento de instalaciones.

d) Las tarifas estarán sujetas a los ajustes que permitan reflejar cualquier cambio en los costos de los prestadores que éstos no puedan controlar.

e) La compensación de tarifas entre categorías de usuarios, en ningún caso procederá.

Artículo 40º: Cuadros tarifarios sucesivos. Vencido el plazo de vigencia del cuadro tarifario inicial, el E.R.C.E. establecerá, conforme a los principios establecidos en los artículos 37 y 38 de la presente Ley, los sucesivos cuadros tarifarios cuyo plazo de vigencia no podrá exceder de cinco (5) años.

Artículo 41º: Procedimiento de aprobación de cuadros tarifarios sucesivos. Los prestadores, dentro del último año del período indicado en el artículo precedente de esta ley, y con sujeción a las formas que determine el contrato de concesión, licencia o autorización, deberán solicitar la aprobación del cuadro tarifario que se propone aplicar, indicando las modalidades, tasas y demás cargos que correspondan a cada tipo de servicio, así como las clasificaciones de sus usuarios y las condiciones generales del servicio. Previo a la aprobación de un cuadro tarifario por el Poder Ejecutivo el Ente convocará a audiencia pública en los plazos y condiciones que indique la reglamentación.


Dichos cuadros, luego de su aprobación, deberán ser ampliamente difundidos para su debido conocimiento por parte de los usuarios.

Artículo 42º: Modificaciones a tarifas y cargos. Ningún prestador podrá aplicar diferencias en sus tarifas y cargos por servicios o cualquier otro concepto, excepto aquellos que resulten de distintos tipos de servicio o cualquier otro distingo equivalente que razonablemente apruebe el E.R.C.E.

Artículo 43º: Aplicación de los cuadros tarifarios. Los prestadores aplicarán estrictamente las tarifas aprobadas por el E.R.C.E.. Podrán, sin embargo, solicitar a este último las modificaciones que consideren objetivas y justificadas. Recibida la solicitud de modificación, el E.R.C.E. dará inmediata difusión pública a la misma por un plazo de treinta (30) días corridos y convocará a una audiencia pública para el día hábil siguiente a la finalización del plazo de difusión, a fin de determinar si el cambio solicitado se ajusta a las disposiciones de esta ley y al interés público.


El E.R.C.E. resolverá dentro de los sesenta (60) días corridos contados a partir de la fecha de finalización de la audiencia. Si así no lo hiciera, el peticionante podrá ajustar sus tarifas a los cambios solicitados como si éstos hubieran sido efectivamente aprobados. Si como resultado de los procedimientos establecidos en los artículos anteriores, hubiese una resolución contraria, total o parcial, a la modificación tarifaria solicitada, el prestador deberá reintegrar a los usuarios cualquier diferencia que pudiera resultar a favor de estos últimos, y someterse a las sanciones que eventualmente pudiesen corresponderle.

Artículo 44º: Tarifas inconvenientes. Cuando como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por denuncias de usuarios, el E.R.C.E. considere que existen motivos razonables para alegar que la tarifa de un prestador es injusta, irrazonable, indebidamente discriminatoria o preferencial, notificará de tal circunstancia al respectivo prestador, la dará a publicidad y convocará a una audiencia pública con no menos de treinta (30) días corridos de anticipación. Celebrada la misma dictará la resolución dentro del plazo indicado en el artículo precedente.

Artículo 45º: Valores de tarifas. Los valores de tarifas a que hace referencia el artículo 39 inciso a), estarán sujetos a coeficientes de eficiencia para inducir a su permanente disminución, y a partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial.

Artículo 46º: Coeficientes anuales de disminución mínima tarifaria. A partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial, los coeficientes de eficiencia deberán asegurar una disminución mínima del cinco por mil (5 o/oo) anual en el costo agregado de distribución. Esta disminución deberá reflejarse en las tarifas finales.

Artículo 47º: Tarifas subsidiadas a usuarios. El Poder Ejecutivo podrá subsidiar las tarifas a usuarios según la forma que la reglamentación determine, aplicando para ello el fondo subsidiario que se crea en la presente ley.

Sección 2. Tarifas Iniciales.

Artículo 48º: Tarifas máximas para usuarios residenciales. Las tarifas residenciales promedio deberán ser un treinta por ciento (30%) inferior a las vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes residenciales, dividido los kWh facturados.


Aplicando el cuadro tarifario inicial, a los mismos kWh facturados en el año 1999, el monto que se hubiera facturado deberá ser un treinta por ciento (30%) inferior como mínimo al monto facturado por la EPESF.

Artículo 49º: Tarifas máximas para usuarios comerciales. Las tarifas comerciales promedio deberán ser un veinticinco por ciento (25%) inferior a las vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes comerciales, dividido los kWh facturados. 


Aplicando el cuadro tarifario inicial, a los mismos kWh facturados en el año 1999, el monto que se hubiera facturado deberá ser un veinticinco por ciento (25%) inferior como mínimo al monto facturado por la EPESF.

Artículo 50º: Tarifas máximas para pequeñas industrias. Las tarifas promedio para pequeñas industrias (actual tarifa UI) deberá ser un diez por ciento (10%) inferior a las vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes industriales tarifa UI, dividido los kWh facturados. 


Aplicando el cuadro tarifario inicial, a los mismos kWh facturados en el año 1999, el monto que se hubiera facturado deberá ser un diez por ciento (10%) inferior como mínimo al monto facturado por la EPESF. 

Artículo 51º: Tarifas con consumo acotado. La tarifa para jubilados y pensionados que consuman hasta 120 kWh mensuales deberá ser un diez por ciento (10%) inferior a las tarifas vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. 


Se crearán tarifas especiales para asociaciones civiles, entidades sin fines de lucro, entidades de rehabilitación y protección al ser humano; cuando su consumo sea acotado y en los términos en que lo establezca la Reglamentación.

Artículo 52º: Tarifas subsidiadas: Se creará una tarifa subsidiada para usuarios carenciados urbanos y rurales y asentamientos precarios sin urbanizar, que consuman cantidades mínimas de energía eléctrica. Los subsidios tarifarios deberán ser explícitos y serán aportados con los recursos del Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios creado por esta ley. 

Artículo 53º: Costo de referencia de la energía en el MEM. Dado que los cuadros tarifarios deben incorporar como uno de sus elementos el costo de la energía en el Mercado Eléctrico Mayorista (M.E.M.), las tarifas finales para las verificaciones anteriores deberán considerar los valores promedios de compra de energía de la EPESF en el M.E.M. durante el año 1999.

CAPÍTULO VII

ENTE DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LA ELECTRICIDAD DE SANTA FE

Artículo 54º: Creación del Ente de Regulación y Control. Créase en el ámbito del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, el ENTE DE REGULACION Y CONTROL DE LA ELECTRICIDAD (E.R.C.E.), el que deberá llevar a cabo todas las acciones necesarias para el cumplimiento de la presente ley. El Ente deberá estar constituido y en condiciones de cumplir su función conforme lo disponga la reglamentación.

Artículo 55º: Organización jurídica del Ente. El E.R.C.E. gozará de autarquía y tendrá plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. Su patrimonio estará constituido por los bienes que se le transfieran y por los que adquiera en el futuro por cualquier título. El E.R.C.E. propondrá su estructura orgánica al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda para su aprobación por el Poder Ejecutivo.

Artículo 56º: Funciones y atribuciones del Ente. El E.R.C.E. tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Cumplir y hacer cumplir la presente ley, su reglamentación y disposiciones complementarias, regulando y controlando la prestación de los servicios y el cumplimiento de las obligaciones fijadas en las concesiones, licencias y autorizaciones.

b) Proteger los intereses de los usuarios y de la provincia.

c) Dictar el Reglamento de Audiencias Públicas conforme prácticas aplicadas al sector y que contengan fundamentalmente los principios de debido proceso, publicidad, oralidad, informalismo, contradicción, participación, instrucción e impulsión de oficio y economía procesal. 

d) Organizar, y aplicar el régimen de audiencias públicas, el que deberá contemplar su realización en forma local, cuando las circunstancias lo aconsejen;

e) Controlar la calidad de los servicios que se presten asegurando su continuidad, regularidad, uniformidad, igualdad y generalidad.

f) Dictar los reglamentos a los que deberán ajustarse los generadores, transportistas, distribuidores, y usuarios de energía eléctrica en materia de: seguridad, normas y procedimientos técnicos, de medición y facturación de los consumos, de control y uso de medidores, de interrupción y reconexión de los suministros, de acceso a inmuebles de terceros, y en general, de calidad de los servicios prestados.

g) Prevenir conductas anticompetitivas, monopólicas o discriminatorias entre los actores de cada una de las etapas de la industria eléctrica.

h) Exigir la confección, actualización permanente y prueba de planes de emergencia y de contingencias por interrupciones en la prestación del servicio eléctrico.

i) Establecer las bases para el cálculo de las tarifas de servicios y controlar que las mismas sean aplicadas de conformidad con las disposiciones de esta ley.

j) Aprobar las tarifas conforme lo dispuesto en el Capítulo VI de la presente ley.

k) Publicar los principios generales que deberán aplicar los prestadores para garantizar el libre acceso a sus servicios.

l) Asesorar al Poder Ejecutivo sobre la conveniencia o inconveniencia de otorgar, suspender, hacer caducar, prorrogar o reemplazar las concesiones, licencia o autorizaciones, cualquiera sea su causa.

m) Intervenir, conforme a lo establecido en el artículo 127 de la presente ley, y cuando corresponda, en la autorización de servidumbres administrativas de electroducto, y/o arbitrar en caso de conflictos en la aplicación de la norma legal que la regula.

n) Velar por la protección de la propiedad, el medio ambiente y la seguridad pública en la construcción y operación de los sistemas de generación, transporte, y distribución de electricidad, inspeccionar las instalaciones de los generadores, transportistas, distribuidores, y usuarios, incluyendo el acceso, previa notificación, a efectos de investigar cualquier amenaza real o potencial a la seguridad y al interés público, en la medida que no obste la aplicación de normas específicas.

o) Promover ante los tribunales competentes acciones civiles o penales, incluyendo medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones y los fines de esta ley, su reglamentación y las concesiones, licencias y autorizaciones.

p) Reglamentar el procedimiento para la aplicación de las sanciones que correspondan por violación de disposiciones legales, reglamentarias o contractuales.

q) Publicar la información y dar el asesoramiento que sea de utilidad para los actores reconocidos siempre que ello no perjudique injustificadamente derechos de terceros.

r) Aplicar las sanciones previstas en las disposiciones reglamentarias o contractuales, respetando en todos los casos el principio del debido proceso.

s) Asegurar la publicidad de las decisiones que adopte, incluyendo los antecedentes en base a los cuales se adoptaron las mismas.

t) Elevar anualmente a los Poderes Ejecutivo y Legislativo, un informe sobre actividades del año y sugerencias sobre medidas a adoptar en beneficio del interés público, incluyendo la protección de los usuarios, la preservación del medio ambiente, y el desarrollo de la industria eléctrica.

u) Asistir a los Poderes Ejecutivo y Legislativo en todas las materias de su competencia y emitir los dictámenes que sean solicitados por el Poder Judicial.

v) Delegar en sus funcionarios las atribuciones que considere adecuadas para la eficiente y eficaz aplicación de la presente ley.

w) Auditar y controlar el plan de obras, inversiones y ampliaciones dispuestas en las concesiones, licencias o autorizaciones.

x) Autorizar o rechazar la disminución de la cantidad de oficinas de atención a los usuarios ubicadas en localidades de la Provincia, al momento de la concesión, licencia o autorización de los servicios.

y) Realizar todo otro acto que sea necesario para el mejor cumplimiento de las funciones y de los fines de esta ley y su reglamentación.

Artículo 57º: Consejo Directivo y Organo Consultivo del Ente. El E.R.C.E. será dirigido y administrado por un Consejo integrado por tres (3) miembros, de los cuales el Poder Ejecutivo designará un presidente y un vicepresidente quienes durarán dos (2) años en sus cargos, siendo posible su reelección. Contará con un órgano consultivo ad-honórem designado por el Poder Ejecutivo, integrado por representantes de los municipios y comunas, de entidades intermedias de los usuarios, de representantes de trabajadores del sector y de otros interesados, El procedimiento de selección de los integrantes, así como las facultades y atribuciones del Órgano Consultivo, serán establecidas por la Reglamentación.


El E.R.C.E. deberá requerir expresa opinión de los Municipios y Comunas involucradas cuando se traten asuntos que afecten a los mismos.

Artículo 58º: Designación y duración de los miembros del Consejo Directivo. Los miembros del Consejo Directivo serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Poder Legislativo, conforme el artículo Nº 54 inciso 5) de la Constitución Provincial. El mandato de los tres (3) directores durará seis (6) años, cesando en forma escalonada, pudiendo ser reelectos por un solo período consecutivo.


Al designar el primer Directorio, el Poder Ejecutivo establecerá la fecha de finalización de los mandatos del presidente, y del vicepresidente para permitir su escalonamiento. Su selección se efectuará entre personas con reconocidos antecedentes en la materia y de probada idoneidad a través de concurso público. Deberán ser profesionales universitarios con incumbencia principal en ingeniería, abogacía o ciencias económicas. 

Artículo 59º: Remuneraciones del Consejo Directivo. Las remuneraciones brutas a percibir por los miembros del Consejo serán equivalentes, como máximo, a la percibida por todo concepto por los Ministros del Poder Ejecutivo Provincial. La escala salarial del resto del personal será descendente según las categorías que se adopten, las que en ningún caso podrán superar este tope máximo. 

Artículo 60º: Dedicación e incompatibilidades. Los miembros del Consejo tendrán dedicación exclusiva en su función, alcanzándoles las incompatibilidades fijadas para los funcionarios públicos, quedando inhabilitadas aquellas personas que hubiesen sido condenadas penalmente. Solo podrán ser removidos de sus cargos por el Poder Ejecutivo por acto fundado en justa causa que implique un grave incumplimiento de sus obligaciones. Las circunstancias que fundamenten la remoción deberán ser comunicadas de inmediato a la Legislatura.

Artículo 61º: Condiciones y exigencias de los miembros del Consejo Directivo. Los miembros del Consejo Directivo no podrán ser propietarios de empresas prestadoras ni directivos de cooperativas, ni tener interés alguno, directo o indirecto en las empresas controladas o controlantes.

Artículo 62º: Representación legal del Ente. El presidente ejercerá la representación legal del E.R.C.E. y en caso de impedimento o ausencia transitorios será reemplazado por el vicepresidente.

Artículo 63º: Quórum del Consejo Directivo. El Consejo Directivo formará quórum con la presencia de dos (2) de sus miembros, uno de los cuales será el presidente o quien lo reemplace y sus resoluciones se adoptarán por simple mayoría. El presidente o quien lo reemplace tendrá doble voto en caso de empate.

Artículo 64º: Funciones del Consejo Directivo. Serán funciones del Consejo Directivo, entre otras:

a) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad del E.R.C.E.

b) Administrar los recursos financieros que la presente Ley asigna al E.R.C.E. y los bienes que integran su patrimonio para el cumplimiento de sus fines.

c) Resolver y realizar todos los actos mencionados en el artículo 56 de esta ley.

d) Contratar directamente, según la legislación laboral vigente en el derecho privado, y para tareas transitorias, a técnicos y profesionales de reconocida y acreditada capacidad, fijándoles sus honorarios y retribuciones, sin que por ello les otorgue la condición de estabilidad y continuidad.

e) Aprobar el reglamento interno de funcionamiento y manual de organización y operaciones.

f) Formular el presupuesto anual de gastos y cálculo de recursos que el E.R.C.E. elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación e inclusión en el Presupuesto General de la Provincia.

g) La designación y remoción de su personal “ad referéndum” del Poder Ejecutivo Provincial y resolver sobre promociones, traslados, licencias, permisos, medidas disciplinarias y aceptación de renuncias, conforme la legislación vigente y de acuerdo con las previsiones del Presupuesto General Anual.

h) Asesorar al Poder Ejecutivo en todas las materias de competencia del E.R.C.E..

i) Confeccionar, elevar, y ejecutar anualmente su presupuesto, memoria y balance. 

j) En general, realizar todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones del E.R.C.E. y los objetivos de la presente ley.

Artículo 65º: Encuadre legal de las operaciones del Ente, domicilio y sede principal de operaciones. El E.R.C.E. se regirá en su gestión financiera, patrimonial y contable por las disposiciones de esta ley, los reglamentos que a tal fin se dicten y las Leyes de Contabilidad y Obras Públicas. Las relaciones con su personal se regirán por la Ley de Contrato de Trabajo, no siéndole de aplicación el régimen jurídico básico de la función pública, pudiendo adoptarse, previo acuerdo de partes, un nuevo Convenio Colectivo de Trabajo que rija la actividad específica. 


Tendrá su domicilio legal y sede principal de sus operaciones en la ciudad de Santa Fe. Deberá establecer delegaciones operativas territoriales que posibiliten el acceso directo de los usuarios, para facilitar la recepción de sus reclamos y sugerencias.

Artículo 66º: Presupuesto del Ente. El E.R.C.E. confeccionará anualmente su presupuesto, estimando razonablemente los gastos e inversiones correspondientes al próximo ejercicio. Un proyecto de presupuesto será previamente publicado, dando oportunidad a los prestadores y usuarios a objetarlos fundadamente.

Artículo 67º: Recursos del Ente. Los recursos del E.R.C.E. se formarán con los siguientes ingresos:

a) La tasa de inspección y control que se crea en el artículo siguiente.

b) Los subsidios, herencias, legados, donaciones, cesiones o transferencias de fondos bajo cualquier título que reciba.

c) Los demás fondos, bienes o recursos que puedan serle asignados en virtud de las leyes y reglamentaciones aplicables.

d) El producto de multas y decomisos.

e) Los préstamos, intereses y beneficios resultantes de la gestión de sus propios fondos.

f) Los fondos remanentes de gestiones anteriores, conforme lo establece el artículo siguiente.

Artículo 68º: Tasa por fiscalización y control. Los prestadores abonarán anualmente y por adelantado una tasa por fiscalización y control a ser fijada por el E.R.C.E. en su presupuesto. La tasa se determinará como un porcentaje sobre el total de los ingresos brutos del período anterior de la totalidad de las operaciones de todos los prestadores comprendidos en el marco de esta ley, proporcionalizado porcentualmente de acuerdo a la incidencia porcentual de cada uno sobre el total.


En el caso de presentarse un nuevo prestador, y respecto del cual no pueda proporcionalizarse su incidencia porcentual por el período anterior, se efectuará una estimación técnica de su participación futura, y se ajustará a lo largo del período a medida que se vayan ejecutando períodos.


El procedimiento a aplicar para el cálculo consistirá en obtener el importe de los ingresos brutos del período anterior del prestador bajo análisis, dividido por el total de los ingresos brutos de todos los prestadores reconocidos por el Ente, multiplicado por cien (100) para determinar su valor porcentual proporcional (VPP).


La sumatoria de todos los porcentajes correspondiente a los prestadores, deberá ser igual al cien por ciento (100 %).


El presupuesto del E.R.C.E. no podrá superar el uno por ciento (1 %) del total de los ingresos brutos por operación de la totalidad de los prestadores correspondientes al año calendario anterior. En caso que el E.R.C.E. tuviera superávit presupuestario, los fondos remanentes se aplicarán en ejercicios futuros, descontándose proporcionalmente a su incidencia, de dichos montos de la tasa que deban pagar los prestadores por los ejercicios que se calculen.

Artículo 69º: Reajuste presupuestario. Si durante la ejecución del presupuesto los recursos estimados para el ejercicio resultaren insuficientes por hechos imprevisibles a la fecha de confección, el E.R.C.E. podrá requerir el pago de una tasa complementaria, sujeta a la aprobación del Poder Ejecutivo, hasta satisfacer las necesidades presupuestarias. La misma tendrá carácter excepcional y deberá será reintegrada a los prestadores.

Artículo 70º: Mora en el pago de la tasa. La mora, por falta de pago en término de la tasa de fiscalización y control se producirá de pleno derecho y devengará un interés punitorio que fije la reglamentación sin perjuicio de otras penalidades que pueda establecer el E.R.C.E.. El certificado de deuda por falta de pago de la tasa expedido por el E.R.C.E., constituirá título ejecutivo suficiente, pudiendo ejecutarse por el procedimiento del apremio fiscal establecido en el Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe.

CAPÍTULO VIII

PROCEDIMIENTO Y CONTROL JURISDICCIONAL

Artículo 71º: Controversias entre prestadores, usuarios y terceros. Toda controversia que se suscite entre prestadores o entre éstos con los usuarios o terceros interesados con motivo o en ocasión del servicio público de energía eléctrica deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del E.R.C.E.. Las decisiones del E.R.C.E. dictadas dentro de los límites de su competencia, gozarán de los caracteres propios de los actos administrativos y obligarán a los prestadores, usuarios y terceros.


Contra las decisiones del E.R.C.E. deberá plantearse la vía de Alzada, directamente ante el Poder Ejecutivo, que deberá resolver en el término de sesenta (60) días corridos. En caso de silencio o desestimación quedará expedita la vía ante la justicia ordinaria.

Artículo 72º: Controversias legales. Cuando, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o instancia de parte, el E.R.C.E. considerase que un acto de un prestador, usuario o tercero es violatorio de la ley, su reglamentación, reglamentos especiales, resoluciones dictadas por el E.R.C.E. o de las concesiones, licencias o autorizaciones, el E.R.C.E. notificará de ello a todas las partes interesadas y convocará a una audiencia pública, estando facultado para, previo a resolver sobre la existencia de dicha violación, disponer, según el acto que se trate todas aquellas medidas de índole preventivo que fueran necesarias.

Artículo 73º: Cumplimiento de obligaciones del Ente y sus Directores. Cuando el E.R.C.E. o los miembros de su Consejo Directivo incurran en actos que impliquen un exceso en el ejercicio de las atribuciones conferidas por la presente ley y su reglamentación o no cumplan con las funciones y obligaciones inherentes a su cargo cualquier interesado cuyos derechos se vean afectados por dichos actos y omisiones podrá interponer los recursos y las acciones legales tendientes a lograr que el E.R.C.E. y/o los miembros de su Consejo Directivo cumplan con las obligaciones que les impone la presente ley.

CAPÍTULO IX

FONDO PROVINCIAL DE ENERGÍA ELÉCTRICA

Artículo 74º: Fondo Provincial de la Energía Eléctrica. Créase en el ámbito del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, el Fondo Provincial de la Energía Eléctrica con el fin de contribuir según lo determine la reglamentación, a la compensación de diferencias tarifarias por áreas geográficas o usuarios finales carenciados urbanos y rurales, y/o a la ejecución de obras para mejorar o cambiar el sistema.

Artículo 75º: Integración del fondo. El fondo que se crea por el artículo anterior, estará integrado por:

a) Los montos correspondientes a la Provincia provenientes del Fondo Subsidiario para Compensaciones Regionales de Tarifas a Usuarios Finales previsto en el artículo 70 de la Ley Nacional Nº 24.065. 

b) Los montos correspondientes a la Provincia provenientes del Fondo para el Desarrollo Eléctrico del Interior (FEDEI) previsto en el artículo 70 de la Ley Nacional N° 24.065.

c) La recaudación por reembolsos y sus intereses de los préstamos que se realicen con los recursos del Fondo Provincial de la Energía Eléctrica.

d) La Contribución para Subsidio de Tarifas Sociales (C.S.T.S.), provenientes de una contribución a pagar por todos los prestadores de la provincia que determinará la reglamentación. 

e) Otros recursos que determine la reglamentación.

Artículo 76º: Destino del Fondo Provincial de la Energía Eléctrica. El Fondo Provincial de la Energía Eléctrica se destinará a constituir el Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios y el Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica. Se llevarán cuentas separadas para cada Fondo.

Sección 1: Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios

Artículo 77º: Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios. El Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios se conformará con:

a) La totalidad de los montos correspondientes al artículo 75, incisos a) y d).

b) Una proporción de los montos correspondientes al artículo 75, inciso e), que será determinado por el Poder Ejecutivo.

Artículo 78º: Aplicación del Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios. El Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios se aplicará para compensar las diferencias tarifarias que surjan entre usuarios de igual modalidad de consumo, ubicados en diferentes áreas geográficas, con el objeto de asegurar en todo el territorio de la Provincia igual tarifa para igual modalidad de consumo y a compensar las diferencias entre los costos del servicio y lo que paguen los usuarios conforme tarifa especial creada por el artículo 52 y 95 de la presente ley. 


La aplicación de este Fondo deberá ser prevista en los contratos de concesión, licencia o autorización. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo el dictado de las normas aplicables al presente Fondo.

Sección 2: Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica

Artículo 79º: Fondo de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica. El Fondo de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica se conformará con:

a) La totalidad de los montos correspondientes al artículo 75, incisos b) y c).

b) Una proporción de los montos correspondientes al artículo 75, inciso e), que será determinado por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 80º: Aplicación del Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica. El Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica se aplicará a:

a) Subsidios y/o préstamos reembolsables a distribuidores para la instalación, aplicación o renovación de redes de distribución y obras complementarias en zonas no abastecidas o escasamente abastecidas.

b) La construcción o ampliación de centrales de generación en sistemas aislados de fuentes convencionales y no convencionales de energía, como así también las otras y/o equipamiento necesario para alimentaciones o fuentes alternativas de aquellas localidades que tienen un único vínculo eléctrico para satisfacer su demanda. En estos casos solo podrá asignarse del Fondo el porcentaje de la inversión que no se justifica económicamente de acuerdo a las pautas de calidad y penalizaciones establecidos en los contratos de concesión. 


El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda tendrá a su cargo la asignación y administración del presente Fondo u otras inversiones debidamente justificadas, previa intervención del E.R.C.E..

CAPÍTULO X

CONTRAVENCIONES Y SANCIONES

Artículo 81º: Violaciones o incumplimientos de obligaciones. Régimen de sanciones. Las violaciones o incumplimientos de las obligaciones que surjan de las concesiones, licencias o autorizaciones serán sancionadas con el régimen de penalidades allí previstas.


El régimen deberá responder a un criterio de progresividad en su aplicación. Las sanciones serán proporcionadas a la magnitud de los incumplimientos y tendrán en cuenta la reiteración de los mismos, así como los efectivos perjuicios sufridos por los usuarios o terceros.


El régimen sancionatorio deberá prever, entre otras, las sanciones de apercibimiento y multa. El producido de las multas, cuando las mismas deriven de algún perjuicio directo a los usuarios, podrá ser destinado a éstos según lo disponga la reglamentación. La acumulación de sanciones durante el término de vigencia de la concesión, licencia o autorización, en los términos dispuestos en las mismas, podrá ser considerada incumplimiento grave del prestador y habilitar consecuentemente la aplicación de la sanción de caducidad de la concesión, licencia o autorización.

Artículo 82º: Secuestro de bienes. En casos de necesidad el E.R.C.E. podrá solicitar al Juez competente el secuestro de bienes como medida preventiva. 

Artículo 83º: Auxilio de la fuerza pública en casos de contravenciones. En los casos de prevención o constatación de contravenciones, así como para lograr el cumplimiento de las medidas de secuestro y otras que pudieran corresponder, el E.R.C.E. estará facultado para requerir auxilio de la fuerza pública. A tal fin bastará que el funcionario competente para la instrucción de las correspondientes actuaciones administrativas expida un requerimiento escrito a la autoridad que corresponda. Si el hecho de prevención o comprobación constituyera un delito de orden público, deberá dar inmediata intervención a la justicia con jurisdicción en el lugar.

Artículo 84º: Sanciones a las violaciones e incumplimientos de la Ley. Las violaciones o incumplimientos a la presente ley y sus normas reglamentarias serán sancionados con:

a) Apercibimiento.

b) Multas entre 20 Mwh y 25.000 Mwh al precio vigente en el Nodo Santa Fe del Mercado Eléctrico Mayorista, informado trimestralmente por la Compañía Administradora del Mercado Eléctrico Mayorista (CAMMESA).

c) Decomiso de elementos utilizados para cometer la contravención, o de los bienes, artefactos o remoción de instalaciones construidas o ubicadas en contravención.

d) Intervención administrativa a los prestadores de servicio público, para asegurar la continuidad del mismo;

e) Caducidad de la concesión, licencia o autorización.


Estas sanciones podrán aplicarse acumulativamente atendiendo a la gravedad y demás circunstancias del caso.

CAPÍTULO XI

CONCESIONES, LICENCIAS Y AUTORIZACIONES

Artículo 85º: Concesiones, licencias y autorizaciones. El ejercicio de actividades relacionadas con la generación, transporte, o distribución de energía eléctrica de jurisdicción Provincial requerirá concesiones, licencias o autorizaciones de conformidad con las disposiciones de la presente ley, siendo el Poder Ejecutivo el poder concedente.

Artículo 86º: Plazos de las concesiones. En los casos en que la prestación del servicio público de electricidad sea realizado por terceras personas jurídicas, públicas o privadas, cualquiera sea el título por el que la realizaren, ésta se ajustará a los siguientes parámetros:

a) Término máximo a 35 años.

b) Responsabilidad del prestador por los daños que ocasione y suficientes garantías de respaldo.

c) Prestación por cuenta y riesgo del prestador.

Artículo 87º: Contenidos mínimos de las concesiones, licencias y autorizaciones. Los contenidos de las concesiones, licencias o autorizaciones, y los requisitos para el otorgamiento de las mismos, establecerán como mínimo lo siguiente:

a) Las condiciones generales y especiales del otorgamiento y los derechos y obligaciones inherentes al mismo.

b) Las condiciones de uso y ocupación del dominio público o privado del Estado.

c) La delimitación de la zona de concesión, licencia o autorización del servicio público de electricidad que está obligado a atender.

d) Monto de Inversiones mínimas a cargo del concesionario

e) Las causales de revocación y caducidad de los contratos de concesión, licencia o autorización.

f) La afectación de los bienes destinados a las actividades y en especial, el destino final de los bienes costeados, financiados o amortizados por los usuarios, en su caso.

g) Las condiciones en las cuales se constituirán las servidumbres necesarias a los fines de la prestación del servicio.

h) El régimen de suministro y venta de energía eléctrica.

i) El régimen y cuadro tarifario.

j) El régimen de infracciones, multas y extinción de los contratos de concesión, licencia o autorización.

k) El régimen de calidad de servicio que contemplará:


1- La calidad del producto técnico, el nivel de tensión en el punto de alimentación del usuario, y las perturbaciones.


2- La calidad del servicio técnico prestado, la frecuencia y duración de las interrupciones en el suministro. 

l) La calidad del servicio comercial, la que se controlará con los tiempos utilizados para responder a pedidos de conexión, errores en la facturación estimada y demora en la atención de los reclamos del cliente.

m) Régimen de atención a los usuarios en cada localidad y modalidad de mantenimiento.

n) Cláusulas de progreso

o) Derechos y obligaciones de las partes.

p) Cláusulas penales por incumplimientos contractuales.

q) Procedimiento, obligaciones y derechos de las partes en caso de rescisión.

r) Cláusulas transitorias.

Artículo 88º: Períodos de gestión. El plazo de la concesión, licencia o autorización podrá ser subdividido en períodos de gestión.


El Poder Ejecutivo, a través del Ente, establecerá los parámetros de calidad de servicio que se aplicarán durante cada período de gestión.


Al finalizar cada período de gestión el E.R.C.E. procederá a revalidar la actuación del prestador, haciendo caducar en su caso la concesión, licencia o autorización de que se trate.

Artículo 89º: Procedimientos para una nueva concesión, licencia o autorización. Con una anterioridad de no menos de doce (12) meses a la fecha de finalización de la concesión, licencia o autorización, el Poder Ejecutivo, deberá iniciar los procedimientos necesarios para que, al finalizar el plazo vigente se otorgue una nueva concesión, licencia o autorización de acuerdo a las pautas de esta ley.

Artículo 90º: Extinción de las concesiones, licencias o autorizaciones. Las concesiones, licencias o autorizaciones se extinguirán por el vencimiento del plazo por el que fueron otorgadas. Se extinguirán también por acto del Poder Ejecutivo con la previa intervención del E.R.C.E. y con los recaudos contractuales y reglamentarios que la concesión, licencia o autorización establezcan al respecto.

Artículo 91º: Resolución del contrato. En los casos que se produzca la resolución del contrato, ésta será resuelta por el Poder Ejecutivo con previa intervención del E.R.C.E..

Artículo 92º: Continuación del servicio vencido el plazo. En caso del vencimiento del plazo, si la nueva concesión, licencia o autorización no pudiese ser otorgada antes de la finalización del contrato de la anterior, el E.R.C.E. podrá requerir al titular de la misma la continuación del servicio por un plazo no mayor a los doce (12) meses, contados a partir de la fecha original de la finalización de la concesión, licencia o autorización, y bajo las mismas condiciones contractuales y técnicas.

Artículo 93º: Tipos societarios para titularidad de concesiones, licencias o autorizaciones. Los titulares de concesiones, licencias o autorizaciones podrán ser únicamente cooperativas o sociedades por acciones, en cualquiera de sus tipos, y en este caso todas las acciones serán nominativas no endosables o escriturales.

CAPÍTULO XII

DE LAS COOPERATIVAS

Artículo 94º: Cooperativas prestadoras a la entrada en vigencia de la Ley. Las cooperativas que en la actualidad prestan servicios eléctricos en territorio provincial, deberán adecuar su funcionamiento al régimen establecido por la presente ley, dentro del plazo que determine la reglamentación, que no excederá los cinco (5) años contados desde la vigencia del Decreto del Poder Ejecutivo por el cual se les otorga la concesión. Tendrán carácter de distribuidoras de energía eléctrica para actuar en el Mercado Eléctrico Mayorista cuando cumplan con los requisitos reglamentarios para tal fin. El Poder Ejecutivo formalizará la concesión reconociendo, en caso de existir, los contratos celebrados antes de la vigencia de esta ley entre las autoridades locales y las cooperativas, con la sola condición que las cooperativas se ajusten a esta ley. 

Artículo 95º: Cuadros tarifarios de las cooperativas. Las cooperativas eléctricas aplicarán en sus jurisdicciones respectivas el mismo cuadro tarifario que se determine para la sociedad concesionaria. Cuando la autoridad de aplicación constate que la aplicación de dicho cuadro tarifario no cubre los costos calculados de acuerdo con los principios tarifarios establecidos en el Capítulo VI – Tarifa del Servicio Público -, los déficits resultantes podrán ser compensados mediante la asignación de compensaciones explícitas, con recursos provenientes del Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios. 

Artículo 96º: Cooperativas que no se adecuen a las normas de la Ley. Las cooperativas que, conforme al artículo 94, no se adecuen al régimen de la presente ley, dejarán de prestar el servicio eléctrico por caducidad de la concesión. Dentro de un período no superior a ciento ochenta (180) días de vencido el referido plazo, el Poder Ejecutivo, con asistencia del E.R.C.E. deberá adoptar los recaudos necesarios para:

a) Transferir o anexar, con carácter oneroso, el área de concesión caducada a la sociedad concesionaria o a otra cooperativa que tenga asignada área de concesión dentro de la provincia. En ese caso tendrá prioridad la que incluya al personal afectado, agrupado a través de su organización gremial.

b) Efectuar la licitación pública del área de la concesión respectiva, para el supuesto de no ser factible lo dispuesto en el inciso precedente.


Igual criterio será adoptado con aquellas cooperativas que, de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley, debiesen cesar como consecuencia del incumplimiento de los términos establecidos en el contrato de concesión o por otra causa legal.

Artículo 97º: Tarifa para suministro de energía en bloque y costos de transporte. El cuadro tarifario contendrá una tarifa para el suministro de energía en bloque entre distribuidores y a las cooperativas que presten servicios en el territorio provincial, así como una tarifa de peaje para remunerar la prestación de la función técnica de transporte. Los criterios para definir las tarifas mencionadas deberán contemplar una estricta y explícita relación de los costos involucrados y la diferenciación de los mismos en costos fijos y costos variables, determinados teniendo en cuenta las pérdidas razonables del sistema.

Artículo 98º: Suministro de energía y libre acceso al transporte. En las condiciones y precios definidos por aplicación de las tarifas mencionadas en el artículo anterior, la sociedad concesionaria estará obligada a suministrar la energía que demanden las cooperativas y garantizar el libre acceso al transporte, en el caso de que estas últimas perfeccionen contratos de compra de energía con generadores. 

Artículo 99º: Satisfacción de demanda de servicio para asociados y no asociados. Las entidades cooperativas deberán satisfacer la demanda de servicio de energía eléctrica que le sea requerida, en los términos de sus contratos de concesión, sean asociados y no asociados a ella. 

Artículo 100º: Cooperativa prestataria de servicios múltiples. Las Cooperativas que brinden otros servicios o desarrollen otras actividades además de la prestación del servicio de electricidad, deberán llevar obligatoriamente una registración independiente para el servicio de energía eléctrica, y discriminarla en la facturación del usuario, en el caso de emisión de una única factura.


Podrá ser incluido en las facturas, como concepto de prestación de servicios, el consumo por alumbrado público, y otros conceptos, si existiere acuerdo o convenio suscripto con las autoridades locales y aprobado por el E.R.C.E..

Artículo 101º: Tarifas máximas admisibles y cuotas de capitalización extraordinarias. Las cooperativas, al ajustarse a los criterios de tarifa máxima que se determinarán de acuerdo a lo indicado en el Capítulo VI de la presente ley, no podrán aplicar cuotas de capitalización para solventar costos o rubros incluidos en ella. En los casos que situaciones extraordinarias obliguen a instrumentarla, deberá contar con la previa aprobación en asamblea general extraordinaria convocada al efecto y supervisadas por el E.R.C.E.

Artículo 102º: Adicionales de costos por generación. Las cooperativas que cuenten con sistema radial de abastecimiento y hubiesen realizado o realicen inversiones en generación a modo de asegurar el suministro permanente de energía, podrán incluir esos costos en su facturación previa justificación y aprobación por el E.R.C.E..

CAPÍTULO XIII

DE LA TRANSFORMACIÓN DE LA EMPRESA PROVINCIAL DE LA ENERGÍA

Artículo 103º: Transformación de la Empresa Provincial de la Energía y creación de ESFESA. Dispónese la transformación de la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe (EPESF), en una Sociedad Anónima que se denominará Energía de Santa Fe Sociedad Anónima (ESFESA). La modalidad estará sujeta al criterio a adoptar según el artículo 104.

Artículo 104º: Constitución de la sociedad anónima. El Poder Ejecutivo deberá constituir la sociedad anónima ESFESA, determinando como objeto principal la realización de actividades de distribución y comercialización de energía eléctrica en el territorio de la Provincia de Santa Fe. Las líneas de alta tensión que se le transfieran a ESFESA son para su uso en las actividades concesionadas. Cuando estas líneas son usadas por otros actores del Mercado Eléctrico por el principio de libre acceso, ESFESA prestará la función adicional técnica del transporte, percibiendo una remuneración establecida en el contrato de concesión.

Artículo 105º: Autorización para el concesionamiento de los servicios. Autorízase al Poder Ejecutivo a otorgar a ESFESA, la concesión para la prestación del servicio de distribución y comercialización de energía eléctrica en las áreas territoriales que actualmente sirve la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe. La concesión en favor de ESFESA entrará en vigencia a partir del perfeccionamiento de la venta de las acciones clase “A”, y “B” de la suscripción de los documentos necesarios conforme a los procedimientos previstos en la presente ley y su reglamentación.

Artículo 106º: Transferencia de activos y pasivos a la ESFESA. Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir a la ESFESA, los activos y pasivos de la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe afectados a los respectivos servicios, que resulten convenientes para el desarrollo de las actividades objeto de dicha sociedad. 

Artículo 107º: Valuación de bienes de la ESFESA. La valuación de ESFESA será realizada sobre la base del cálculo del valor actual del flujo neto de fondos descontado, generado por la actividad o activos que se privaticen, en concordancia con las reglas del buen arte y los principios contables generalmente aceptados, y otras normas de carácter específico que complementen las anteriores. No serán admisibles ofertas económicas inferiores al setenta por ciento (70%) de la valuación oficial.

Sección 1º: Constitución de ESFESA

Artículo 108º: Capital social. El capital social de ESFESA estará representado por acciones de las siguientes clases:

a) Acciones clase “A”: Representarán el cincuenta y uno por ciento (51%) del total del capital social de la sociedad concesionaria y serán acciones ordinarias nominativas no endosables.

b) Acciones clase “B”: Representarán entre el treinta y nueve por ciento (39%) y el cuarenta y nueve por ciento (49%) del capital social y serán acciones ordinarias nominativas no endosables.

c) El Poder Ejecutivo podrá decidir la creación de acciones clase “C” por hasta el diez por ciento (10%) del capital social y serán acciones ordinarias nominativas no endosables. Estarán destinadas a un programa de propiedad participada, en las condiciones establecidas en el Capítulo XIII sección 4º de los Recursos Humanos de ESFESA. Se faculta al Poder Ejecutivo para definir las características del programa de propiedad participada. La creación y emisión de estas acciones está condicionada a la resolución por acuerdo de todos los juicios que tengan los Sindicatos de Luz y Fuerza de la provincia y/o la Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza contra la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe o contra el Estado Provincial, al momento de la emisión de las mismas. Si por las razones apuntadas no se realiza la emisión, las acciones clase “B” constituirán hasta el 49 % del capital de ESFESA. La transferencia de este tipo de acciones a los trabajadores será a título oneroso, y estará sindicada por una institución bancaria, que garantice la transparencia de los procesos de venta y/o cesión de las mismas. No se permitirá la constitución de sociedades de capital o de personas para la administración o sindicación de este tipo de acciones.

Artículo 109º: Representación en el Directorio de ESFESA. El estatuto de la sociedad concesionada deberá prever la representación en el Directorio de todas las clases de acciones. 

Sección 2º: Concesión de ESFESA

Artículo 110º: Requisitos mínimos del contrato de concesión. Sin perjuicio de las disposiciones de la presente Ley, de lo que establezca la reglamentación, el contrato de concesión de ESFESA deberá incluir los siguientes elementos básicos:

a) Lo dispuesto por el artículo 87 de la presente ley.

b) La concesión tendrá una duración máxima de treinta y cinco (35) años y su ejercicio será dividido en períodos de gestión el primero de quince años (15) y dos siguientes de diez años (10) cada uno, contados a partir de la entrada en vigencia de la concesión. La reglamentación dispondrá el plazo de duración de la actividad de comercialización exclusiva.

c) El régimen y cuadro tarifario inicial establecerá criterios tarifarios uniformes para todo el territorio provincial, así como las tarifas de peaje.
d) La definición de la calidad de servicio a exigir, su escalonamiento en el tiempo y el régimen de sanciones.

e) Las condiciones para la celebración de contratos de transferencia de tecnología y subcontratación de obras significativas, así como las limitaciones a su respectiva contraprestación.
f) La prohibición de modificar la proporción de las acciones clase “A” en relación con el capital social.

g) El compromiso de implementar políticas de desarrollo de proveedores y políticas de compras y suministros que habiliten mecanismos de competencia.
h) El compromiso de favorecer la adjudicación de contrataciones a proveedores radicados en la provincia de Santa Fe, incluida la generación de energía, ante ofertas iguales en precio y calidad.

i) El compromiso de realización de las obras necesarias, en un tiempo prudente, para la integración del sistema Tostado al Sistema Interconectado Nacional. 

j) El régimen de propiedad de los bienes afectados a la prestación del servicio.

k) El mecanismo para la realización de obras en zonas no rentables.

Artículo 111º: Nuevo contrato de concesión por finalización del anterior. Al término de la concesión de distribución de energía eléctrica de ESFESA, el Poder Ejecutivo otorgará un nuevo contrato de concesión, en las siguientes condiciones:

a)
El contrato se adecuará a lo dispuesto en la ley, reglamentos, normas y condiciones establecidos por el Ente y a los lineamientos del artículo 110 de la presente e incorporará los nuevos elementos que la experiencia indique y habrán de otorgar mayores garantías de calidad y menor costo del servicio;

b)
Vencido el plazo de cada contrato de concesión, corresponderá al Estado Provincial un porcentaje mínimo del veinte por ciento (20%) del valor de la nueva contratación de ESFESA. La reglamentación establecerá el procedimiento a través del cual la empresa deberá abonar los derechos del Estado Provincial. Dicho costo no será reconocido como valor agregado de distribución ni podrá ser trasladado a tarifa.

c)
El adjudicatario de las acciones clase “A” deberá suscribir, al inicio de la concesión, un mandato irrevocable a favor del Poder Ejecutivo de acuerdo al artículo 115, facultándolo a vender las acciones clase “A” de propiedad del primero, a la finalización del período de gestión; 

d) 
El Poder Ejecutivo procederá a la venta conjunta del total de las acciones clase “A” y destinará los ingresos al pago de tales acciones al ex titular de las mismas. Los oferentes serán precalificados en la forma dispuesta por el artículo 114 inciso a), pudiendo participar de la misma el titular de las acciones clase “A”.


Si resultare adjudicataria el titular de las acciones clase “A”, la venta de las acciones de su propiedad no se llevará a cabo, por lo que, previo pago por parte de ESFESA de los derechos del Estado Provincial según el inciso b) precedente, continuará con la titularidad del total de las acciones clase “A”.

Artículo 112º: Designación de veedor para el traspaso de bienes. Facúltase al Poder Ejecutivo para designar un veedor en la administración de las concesionarias con el objeto de garantizar un adecuado traspaso de los bienes, instalaciones y actividades a quien corresponda, al momento del vencimiento de la concesión respectiva. 


La designación deberá realizarse con una anticipación no menor a un (1) año, respecto del vencimiento de la concesión. El veedor deberá asegurar un adecuado flujo de información sobre el desenvolvimiento empresario a los interesados en la concesión, y su actividad contará con el apoyo complementario del personal del Ente.

Sección 3º: Enajenación de ESFESA

Artículo 113º: Procedimiento de venta de las acciones de las clases “A” y “B”. El total de las acciones clase “A” y “B” de ESFESA serán vendidas en forma conjunta mediante licitación pública nacional e internacional, conforme el artículo 115, en dólares estadounidenses u otro medio de pago que asegure el mantenimiento del valor real de la transacción, pudiendo recibirse el importe de la venta en un solo pago o en forma escalonada. A los fines del resguardo del patrimonio provincial, facúltase al Poder Ejecutivo a decidir la modalidad, instrumentos financieros e instituciones en que se mantendrán dichos fondos, derogándose las disposiciones que se opongan a la presente o que regulen la misma materia en forma distinta. 

Artículo 114º: Contenidos mínimos de los pliegos de licitación de las acciones clase “A” y “B”. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, los pliegos de bases y condiciones para la venta conjunta por licitación pública de las acciones clase “A” y “B” de ESFESA, deberán prever:

a) La precalificación de oferentes, para lo cual se detallarán los recaudos jurídicos, económicos, financieros y técnicos requeridos a cada participante de la sociedad inversora para que la misma sea admitida como oferente en la licitación pública.

b) La obligatoriedad, durante los primeros cinco (5) años de vigencia de la concesión, de incluir entre los integrantes de la sociedad inversora, un operador técnico con experiencia en la operación de sistemas de distribución de dimensiones similares o mayores a las de la concesión ofertada, quien deberá acreditar fehacientemente el ejercicio de tales antecedentes durante, por lo menos, cinco (5) años consecutivos. El operador técnico deberá integrar, como mínimo, el veinte por ciento (20%) del capital social de la sociedad inversora y participar, al menos en igual proporción en el aporte del capital necesario para la compra de las acciones.

c) La prohibición estatutaria de transmisibilidad de las acciones de los adquirentes iniciales de las acciones clase “A”, durante los primeros cinco (5) años de vigencia de la concesión, sin previa autorización del Poder Ejecutivo;

d) La forma de pago del precio por la compra de las acciones y el procedimiento de entrega de éstas a los respectivos adjudicatarios;

e) La obligatoriedad de constituir un derecho real, al tiempo de recibirse el pago del precio, y a favor de la autoridad de aplicación, sobre el total de las acciones clase “A” vendidas a los oferentes adjudicatarios, a fin de garantizar el fiel cumplimiento del contrato de concesión. Las acciones clase “A” que se emitan durante la vigencia de la concesión deberán ser garantizadas de igual forma;

f) La obligación de aceptar el texto del proyecto de contrato de concesión, por los oferentes, el cual se presentará firmado y sin enmiendas en las ofertas de la licitación;

g) Las condiciones en que se operará la transferencia de activos, pasivos y del personal a favor de ESFESA.

h) Las condiciones en que se operará el perfeccionamiento del contrato de concesión a favor de la concesionaria, así como la fecha programada para el inicio de las actividades de la misma.

i) En la evaluación de ofertas existirá un mecanismo que otorgue preferencia a aquellos grupos empresarios en los cuales participen empresas radicadas en la provincia de Santa Fe o entidades cooperativas del sector eléctrico. 

j) ESFESA deberá preservar la prestación del servicio eléctrico en los sistemas, subsistemas, distritos, subdistritos, y servicios vigentes a la sanción de la ley.

Artículo 115º: Venta de las Acciones al Concluir los períodos de gestión. El Poder Ejecutivo dispondrá que el adjudicatario de las acciones clase “A” suscriba, anterior o contemporáneamente a la adquisición de tales acciones, un mandato irrevocable de venta de tales acciones a favor del Estado Provincial, quien lo ejercitará mediante la actuación del organismo o persona que disponga. Tal mandato facultará a ésta a vender las mismas al concluir cada período de gestión de los referidos en el artículo 110 inc. b).


Dicho mandato tendrá vigencia hasta dos (2) años posteriores al vencimiento del plazo de la concesión y será nuevamente otorgado por igual plazo con cada nuevo contrato de concesión. Será ejecutado conforme a las pautas de la presente ley y al criterio del mandatario, que no estará obligado por instrucciones del mandante y queda relevado de rendir cuentas.


En caso de que el Poder Ejecutivo utilice este mecanismo, podrá disponer que tal mandato, con el alcance previsto en el presente y el que surja del acto que lo disponga, es condición de eficacia de la transferencia de las acciones.


En caso de que se produzca enajenación de las acciones antes del vencimiento de cada período de gestión, el Poder Ejecutivo podrá condicionar la autorización a que refiere el artículo 114 inciso c) a que se deje constancia en el instrumento de venta del mecanismo de control de futuras enajenaciones, sea éste el mandato u otro previsto conforme al último párrafo del presente.


La venta se efectuará por licitación pública nacional e internacional y los oferentes serán previamente calificados en la forma dispuesta en la presente ley. El producido de la venta se destinará, previa deducción de créditos fiscales que pudieren corresponder y los gastos de venta y sus instancias preparatorias, al pago del precio de la venta de las acciones a favor del mandante.


Si resultase adjudicatario el mandante la venta no se llevará a cabo, continuando el mismo accionista en la operación de la concesionaria por otro período de gestión. En tal caso, estarán a cargo del accionista los gastos que el proceso hubiere demandado.


Si el titular de las acciones clase “A” manifestare fehacientemente y con la anticipación que determine la reglamentación su voluntad de retener dicha titularidad, el Poder Ejecutivo podrá disponer no convocar la licitación y autorizar su continuidad en la gestión de la concesionaria, siempre y cuando no exista otro sujeto que haya manifestado de modo expreso su interés en adquirir las acciones, quien deberá adecuarse a las condiciones que exija la reglamentación para garantizar su participación y responsabilizarse patrimonialmente por su desistimiento. En este último caso el contrato de concesión establecerá la forma de calcular el valor establecido en el artículo 111 inciso b).


El Poder Ejecutivo podrá disponer otros mecanismos distintos del referido anteriormente, con tal que de ellos resulte la potestad de la Provincia de establecer las condiciones de venta y mantener poder de decisión sobre la elección del adquirente.

Sección 4. Recursos Humanos de ESFESA

Artículo 116º: Empresa continuadora de la EPESF. ESFESA será continuadora de la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe, en todas las relaciones laborales que unen a ésta con sus empleados, respecto de aquéllos que les sean transferidos, con sujeción a las disposiciones de la normativa legal y convencional.

Artículo 117º: Cobertura previsional y social del personal transferido. El personal comprendido en el artículo anterior mantendrá los derechos y obligaciones en materia previsional y de obra social vigentes al momento de su transferencia a ESFESA, pasando, respectivamente, las obligaciones patronales a éstas. El personal transferido a ESFESA continuará aportando al sistema previsional de la provincia de Santa Fe las contribuciones y aportes para obra social establecidos por la legislación y convenio vigente, como así también los servicios sociales emergentes del Laudo Pellerano (SMAI) para todos sus actuales beneficiarios. Deberán ser depositados en favor de aquellas entidades y organismos en que registraren afiliación los empleados al momento de la transformación. El personal transferido podrá seguir adherido a la Caja de Seguro Mutual.

Artículo 118º: Pautas para los recursos humanos al momento de la transferencia. Una vez que el ganador de la licitación para la venta de las acciones de ESFESA asuma el control de la Empresa, éste deberá respetar como garantías laborales mínimas del personal transferido de la EPESF y sin perjuicio de las que se establezcan en la reglamentación, las siguientes:

a) Transferir el personal que sea requerido por el E.R.C.E., conforme lo reglamente el Poder Ejecutivo. 

b) Mantener en la planta de personal de la empresa un número de agentes compatible con la magnitud, calidad y extensión del servicio a prestar. El E.R.C.E. intervendrá en caso de manifiesto incumplimiento.

c) En caso de que ESFESA decida prescindir de personal por la necesaria adecuación empresaria durante los primeros diez (10) años a partir de la toma de posesión, deberá garantizar al personal alguna de las siguientes alternativas: 


c.1). Retiro Voluntario. Ofrecer un Programa de Retiro Voluntario cuya compensación mínima será la establecida actualmente por la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe mediante Resolución No 138/99. Brindar a este personal actividades de capacitación, por lo menos durante un (1) año, que propenda al perfeccionamiento de oficios y/o desarrollo intelectual que favorezcan su inserción en otras actividades laborales. El programa de Retiro Voluntario deberá prever la opción, a favor del trabajador, de percibir todo o una parte del monto pactado, con más sus intereses, en cuotas mensuales, de carácter no remunerativo, durante el período comprendido entre el cese de la relación laboral y su fecha prevista de jubilación.


c.2). Retiro Voluntario con reingreso a la Administración Pública. El trabajador podrá voluntariamente solicitar la opción de volver a tener relación laboral con la Provincia, quien lo incorporará en alguna de sus áreas con necesidades de personal, respetando su sueldo, antigüedad y condición, sin adicionales por función como tarea riesgosa, disponibilidad, servicios extraordinarios, dedicación funcional, desarraigo y sin la Bonificación Anual por Eficiencia (BAE), ni la bonificación especial que goza el actual trabajador de la EPESF cuando se jubila, ni tampoco la bonificación especial por cobertura de servicios sociales emergentes del “Laudo Pellerano” y ningún otro adicional o bonificación propia de la actividad vigente al momento de sanción de esta ley. 


En este caso el monto correspondiente de la compensación por el retiro voluntario más la parte proporcional de la propiedad participada, en caso de que existiera, lo recibirá la Provincia. El mismo integrará un fondo para pagarle el salario y las contribuciones al trabajador, hasta que el mismo se extinga. Recién allí la Provincia afrontará el pago de salarios y contribuciones con sus recursos corrientes. La Provincia podrá ofrecer tomar al personal a la municipalidad o comuna de su base, en cuyo caso ésta recibirá, mensualmente, la suma igual al monto del retiro voluntario afectándolo para el pago del salario y contribuciones hasta su extinción. Recién allí la municipalidad o comuna afrontará el pago del salario y contribuciones con sus recursos corrientes. La reglamentación podrá establecer un monto a recibir por el trabajador por única vez cuando reingresa a la Administración Pública, que no podrá ser superior al quince por ciento (15 %) del monto correspondiente de retiro voluntario. 


La reubicación del trabajador se hará respetando en lo posible su perfil laboral y profesional. En ningún caso el trabajador podrá ser destinado a trabajar en una dependencia ubicada a más de 50 kilómetros de distancia del lugar que lo hace actualmente, excepto que exprese su conformidad.


c.3). Jubilación Anticipada. Ofrecer un programa de jubilación anticipada a quienes estén próximos a reunir los requisitos jubilatorios, que contemple el cobro de una suma no remunerativa, hasta que el agente alcance la edad y años requeridos por la ley para acogerse al beneficio, y el mantenimiento de la obra social vigente. Durante ese período ESFESA deberá mantener y realizar los mismos aportes previsionales que el trabajador tuviere al momento de la sanción de esta ley. La reglamentación especificará los requisitos que deberán reunir los agentes para ser incluidos en esta alternativa.

d) Promover, con la participación de la organización gremial que los representa, la formación de Empresas integradas por el personal que se retire de ESFESA con el objeto de brindar servicios a esta sociedad. Estos emprendimientos laborales tendrán una preferencia para la contratación de sus servicios –a igualdad de precio y conveniencia– en las condiciones y por el tiempo que fije la reglamentación. En caso de compulsas por mejores ofertas estas Empresas tendrán la opción de mejorar la oferta ganadora de los servicios a contratar, la cual deberá ser ejercida en un plazo de hasta cuarenta y ocho (48) horas. El E.R.C.E. verificará la calidad técnica de los servicios de operación y mantenimiento realizados a través del sistema de tercerización.

Artículo 119º: Cobertura de servicios sociales para el personal que se acoja al retiro voluntario. ESFESA deberá brindar al personal que opte por el retiro voluntario dispuesto en el artículo 118 inciso c), por dieciocho (18) meses, similar prestación de servicio de obra social. El personal que reingrese a la Administración Pública podrá optar por ingresar a la Obra Social Provincial (I.A.P.O.S.). o mantener su actual Obra Social. En este último caso, el aporte por parte del Estado Provincial será igual al del resto de la Administración Pública.

Artículo 120º: Concesiones especiales para generación, y distribución en mercados dispersos. En el eventual otorgamiento de concesiones para generación, y distribución en mercados dispersos o en zonas aisladas del territorio provincial, identificadas como tales en los términos del artículo 2° inciso c) de la presente ley, se dará preferencia a los emprendimientos laborales organizados por los trabajadores del sector.

Sección 5º: Asignación del producido de la enajenación de ESFESA

Artículo 121º: Asignación del monto producido de la venta del paquete accionario de ESFESA. El monto producido por la venta del paquete accionario de ESFESA es inembargable y se asignará a cuatro fondos específicos creados en el presente artículo, no pudiendo destinarse a cubrir gastos corrientes del presupuesto provincial. Los fondos a crearse tendrán los siguientes objetivos:

1. Fondo para subsidiar tasas de interés a pequeñas y medianas empresas. 

Se utilizará para subsidiar tasas de interés destinados a préstamos para emprendimientos productivos de pequeñas y medianas empresas, tratando de consolidar y crear puestos de trabajo. Las instituciones bancarias seleccionadas en base al mejor servicio y menor costo se encargarán de ofrecerlo para su efectivización.
2. Fondo para Obras de Infraestructura Provincial.

Se asignará para obras de infraestructura en la provincia al menos el cincuenta por ciento (50%) del total producido. El Poder Ejecutivo propondrá las obras a realizar con estos fondos y el Poder Legislativo deberá aprobar el plan de obras, estableciendo las prioridades que estime corresponder. 

3. Fondo para Municipios y Comunas. Se asignará para obras de infraestructura con carácter de reintegrables, y a tasas promocionales.

4. Fondo Anticrisis. Será un fondo para el uso en época de crisis, y los efectos que de ella deriven. El mismo podrá ser destinado a reducir el endeudamiento y a mejorar las condiciones de los préstamos. Mientras ello no ocurra serán indisponibles, y depositados a favor de la provincia de Santa Fe con responsabilidad de rendición de cuentas a la Comisión Bicameral creada por el artículo 134 de la presente ley.


El Poder Ejecutivo, reglamentará la metodología, destino y funcionamiento de los cuatro fondos enunciados en este artículo.

CAPÍTULO XIV

ALUMBRADO PÚBLICO

Artículo 122º: Incumbencia y retribución del servicio de alumbrado público. El suministro de energía eléctrica para la prestación del servicio de alumbrado público de incumbencia de los municipios o comunas, de los administradores de la red vial o de otros organismos o instituciones, será retribuido a los distribuidores mediante una tarifa que corresponda a la modalidad de consumo más eficiente con parámetros que aseguren la optimización del servicio y la reducción del costo. La tarifa incluirá la provisión de electricidad y el costo de la red necesaria para este suministro, siempre que sea complementaria y esté contenida en la red de distribución.

Artículo 123º: Mantenimiento y construcción de nuevas obras. El mantenimiento del servicio de alumbrado público y la construcción de nuevas obras, podrán ser convenidos libremente entre los distribuidores y los organismos responsables.

Artículo 124º: Area de distribución como unidad territorial. Cada área de distribución será considerada como una unidad territorial a los efectos de establecer la tarifa por el suministro de energía eléctrica en el servicio de alumbrado público mientras no exista medición. La reglamentación establecerá los mecanismos de compensación. Cuando una Municipalidad o Comuna y su correspondiente prestador implementen la medición plena de su alumbrado público, podrán establecer acuerdos individuales en la modalidad de pago de ese servicio.

Artículo 125º: Convenios preexistentes. Los convenios y actas complementarias vinculados a la prestación del servicio de alumbrado público, suscriptos entre los prestadores actuales y los municipios o comunas de su área de distribución, por los cuales se normalizó la prestación y cobranza de este servicio, mantendrán su vigencia requiriéndose la conformidad de ambas partes para su extinción. Los prestadores deberán alentar y colaborar con los municipios o comunas para hacer más eficiente el servicio de alumbrado público. ESFESA será continuadora de la Empresa Provincial de la Energía en tales acuerdos.

Artículo 126º: Cobranza y determinación de consumos. Los distribuidores percibirán el monto correspondiente a la tarifa fijada para todo el consumo de su área. La estimación de la energía consumida, hasta que se mida efectivamente la hará el distribuidor con información al municipio o comuna y el E.R.C.E. deberá prestar su acuerdo. La Reglamentación establecerá el plazo a partir del cual se implementará la medición real del consumo por alumbrado público. 


Cuando lo percibido por los acuerdos de cobranza existentes supere lo que los prestadores deben recibir de acuerdo a las tarifas establecidas y consumos estimados o medidos, los excedentes lo entregarán los prestadores al Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios.

CAPÍTULO XV

NORMAS COMPLEMENTARIAS y TRANSITORIAS

Artículo 127º: Declaración de utilidad pública y sujeto a expropiación de bienes. Declárase genéricamente de utilidad pública, sujetos a expropiación, y constitución de servidumbres administrativas, los bienes de cualquier naturaleza, obras, instalaciones, construcciones y sistema de explotación de cuyo dominio fuera necesario disponer para el cumplimiento de los fines de esta ley, en especial para el regular desarrollo y funcionamiento de los sistemas lineales de transporte, y distribución de la energía eléctrica bajo jurisdicción Provincial, todo previa intervención del E.R.C.E. y de conformidad con los procedimientos y disposición de la Ley Provincial No 7.534 y modificatorias.

Artículo 128º: Alícuota a Municipalidades y Comunas. Las prestatarias estarán exentas del pago de todo gravamen o tributo de origen municipal o comunal. En sustitución de éstos, abonarán a los Municipios o Comunas en cuya jurisdicción presten el servicio público una alícuota del seis por ciento (6 %) de sus entradas brutas sin impuestos, recaudadas por venta de energía eléctrica consumida dentro de cada distrito municipal o comunal. Exceptúase para su cómputo las entradas por ventas de energía eléctrica para alumbrado público y/o reparticiones oficiales. La prestataria discriminará en la factura al usuario el importe correspondiente a esta contribución pudiendo los Municipios y Comunas convenir una alícuota menor cuando razones de promoción lo aconsejen. 

Artículo 129º: Derogación de normas que se opongan al cumplimiento de esta Ley. Deróganse la Ley No. 10.014, Ley No. 7.797 y todas las normas que se opongan a la presente ley o que regulen la misma materia en forma distinta. Todo conflicto normativo relativo a su aplicación deberá resolverse en beneficio de la presente ley.

Artículo 130.- Proceso de transición entre la transferencia del paquete accionario y la efectiva asunción de responsabilidades del nuevo concesionario. El proceso de transición entre la finalización de las actividades de la EPESF y la efectiva transferencia accionaria a favor del concesionario adjudicado continuará temporalmente en manos de la Intervención de la EPESF, y quedando a cargo del nuevo concesionario el inicio de actividades, registraciones, inscripciones y tareas administrativas necesarias para llevar adelante los procesos administrativos, de facturación, cobranza y disposición de fondos.


Para este período se aplicarán temporalmente las disposiciones de la Ley 10.014, la que quedará sin efecto al momento de la efectiva transferencia de las acciones a sus nuevos propietarios.

Artículo 131º: Funciones residuales de la EPESF. Transfiérese al ámbito del Poder Ejecutivo Provincial a partir del momento en que el sector privado asuma el control de ESFESA y hasta su completa extinción, las funciones residuales de la Empresa Provincial de Energía de la Provincia de Santa Fe, incluyendo las acciones judiciales en que la misma sea parte.

Artículo 132º: Designación anticipada de personal del Ente: El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda podrá designar antes de la transferencia de los servicios, al personal que estime necesario para iniciar las gestiones de organización del E.R.C.E.. Los sueldos que correspondan a este personal serán abonados con fondos de la EPESF, respetándose los servicios sociales que le correspondan y hasta el momento que el Consejo Directivo del Ente determine las reglamentaciones pertinentes.

Artículo 133º:Arbitraje, mediación. Los conflictos que se susciten como consecuencia de la aplicación de la presente ley entre cualquiera de las partes involucradas podrán ser resueltos con intervención de árbitros, amigables componedores o mediadores a su elección.

Artículo 134º: Creación de la Comisión Bicameral de Seguimiento del Proceso de Transformación del Sector Eléctrico. Créase la Comisión Bicameral de Seguimiento del Proceso de Transformación del Sector Eléctrico, integrada por tres (3) Senadores y tres (3) Diputados elegidos por sus propios cuerpos, a los efectos de verificar el cumplimiento de la presente ley y mantener informado sobre el mismo a las respectivas Cámaras.

Artículo 135º: Exención impositiva especial. Exímese del pago de los impuestos, tasas, contribuciones y gravámenes provinciales que fueren de aplicación, a los actos e instrumentos que deban otorgarse con motivo y ocasión de las transferencias a ESFESA según lo dispuesto por la presente ley.

Artículo 136º: Plazo para constitución del Ente. El E.R.C.E. deberá constituirse y organizarse dentro de los ciento ochenta (180) días de la transferencia al sector privado de las acciones de ESFESA. Desde esta transferencia hasta la constitución del E.R.C.E., las funciones imprescindibles serán ejercidas por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.

Artículo 137º: Intervención de la EPESF. Facúltase al Poder Ejecutivo para intervenir la Empresa Provincial de la Energía de la Provincia de Santa Fe. La intervención podrá durar hasta la transferencia al sector privado de las acciones de ESFESA. Derógase a partir de la vigencia de esta ley, el artículo 44 de la Ley Nº 10.014 que limita los motivos y la duración de la intervención a la EPESF.

Artículo 138º: Inicio de las prestaciones a cargo del concesionario antes de la transferencia accionaria. Si para el mejor cumplimiento de esta ley, el Poder Ejecutivo conjuntamente con la Comisión Bicameral de Seguimiento de la presente ley deciden la prestación anticipada de los servicios a los adjudicatarios de las acciones de ESFESA, ésta podrá asumir la prestación actual del servicio que presta actualmente la EPESF, antes de la efectiva transferencia de sus acciones al sector privado, previo a la suscripción de una acta acuerdo que fije las condiciones. La dirección y administración de la sociedad se conformarán con los mínimos de directores que prevea el estatuto de la sociedad anónima, debiendo designar el adjudicatario un directorio integrado por un (1) presidente, un (1) vicepresidente, y aceptar temporalmente la inclusión de un (1) director titular designado por el Poder Ejecutivo. Será responsabilidad de la adjudicataria la integración del directorio con personal técnico idóneo. En caso de ausencia que impida al presidente ejercer sus funciones, lo reemplazará el vicepresidente.

Artículo 139º: Contratación de asesoramiento externo. Facúltase a la EPESF a contratar la elaboración de la documentación licitatoria, Reglamento Técnico de Suministro, y demás instrumentos legales y técnicos que surjan de la puesta en vigencia de esta ley. Podrá contratar también servicios profesionales como asimismo la elaboración del plan de difusión, búsqueda de interesados y en general el apoyo necesario para las ventas de las acciones de ESFESA. La contratación deberá efectuarse con personas o entidades que reúnan antecedentes y condiciones probadas de idoneidad para la realización del trabajo requerido. Facúltase a la EPESF a pagarlo de su presupuesto.

Artículo 140º: Recursos Humanos durante la Transición. A partir de la vigencia de la presente ley la EPESF podrá iniciar la implementación de cualquiera de las alternativas establecidas en los artículos 118 y lo dispuesto en los artículos 119 y 120. En el caso del artículo 118 inciso c.2) retiro voluntario con reingreso a la administración pública y artículo 118 inciso c.3) jubilación anticipada, su concreción y perfeccionamiento definitivo quedará supeditado a la efectiva venta de las acciones de ESFESA.

Artículo 141º: Modificación presupuestaria. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones necesarias en el presupuesto vigente para la implementación de la presente ley.

Artículo 142º: Orden Público. Las disposiciones de la presente ley son de orden público y entrarán a regir a partir de su publicación.

Artículo 143º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

SALA DE LA COMISIÓN, 22 de Diembre de 1999.-

-
Meotto-Esquivel-Barrera-Gastaldi-Dalla Fontana-Rébola-Venesia-Gutierrez-Schachner-Pochettino-Paganini-Giardino-Giorgetti.

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General conjuntamente con la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 6731-Letra Per-Mensaje N° 2109 y sus agregados Exptes. Nos. 6740 FPS y 6731 UCR), por el cual establece un marco regulatorio del Servicio Eléctrico y transformación de la Empresa Provincial de la Energía. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, ya que el mismo cuenta con dictámenes en minoría de las Comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de previsión y la de Obras y Servicios Públicos, los diputados abajo firmante adhieren al dictamen minoría suscripto por los diputados Di Pollina y Baudin.

Di Pollina - Cecchi.

Dictamen de Minoría:

Vuestras Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, han considerado el expte. N° 6731 PER y sus agregados 6740 FREPASO y 6743 UCR, aconsejando, por las razones expresadas y las que dará el miembro informante, el rechazo del mismo.

Sala de la Comisión, 29 de diciembre de 1999.

D´Ambrosio - Tate.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración el tratamiento sobre tablas.

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


En nombre del Bloque Radical en la Alianza nos oponemos al tratamiento sobre tablas del proyecto en consideración. Lo vamos a hacer en función de un hecho material indudable. Conocimos por una gentileza del señor presidente el texto que era relativamente el último –porque después creo que hubo un par de reformas más– aproximadamente a las 15 de hoy. Es evidente que un proyecto de esta trascendencia con este condicionamiento político y técnico, no puede ser abordado con seriedad cuando hemos recibido el proyecto que en definitiva se ha establecido como proyecto final por la mayoría de esta Cámara de Diputados, en el brevísimo lapso que va desde ese momento al que estamos considerando, incluso con una reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria de por medio.


Señor presidente, el parlamento en el mundo ha ido cediendo, por razones técnicas absolutamente atendibles, las iniciativas de proyectos complejos como son los códigos de fondos y este tipo de leyes, y se ha visto fortalecido en cambio en la necesidad de su presencia constante, que nadie discute, en el rol de control que el Parlamento debe ejercer sobre el dictado de las leyes y el correcto análisis no sólo del texto, sino de su correlación. Realmente creo que estaríamos haciendo un mal favor al prestigio de este Parlamento y de esta Cámara que recién inicia sus sesiones, si agregamos al tratamiento que este proyecto mereció en el Senado, un tratamiento sobre tablas.


Aquí estamos considerando un proyecto de ley que, no podemos ocultar, por la voluntad de la mayoría ya expuesta en términos muy claros, será sancionado y va a significar por parte de la Provincia el desprendimiento de uno de sus bienes patrimoniales más considerables. Más allá de cualquier circunstancia que se puede agregar en favor o en contra de esto, sentar que lo vamos a tratar en particular sobre tablas, me parece que es un gravísimo antecedente. Me permito recordar que incluso en el propio Senado de la Provincia, al considerar el proyecto, alguien que desde el punto de vista global es partidario de la inserción privada en la explotación de la energía como es el senador Beccani, se vio obligado a votar en contra por la alteración de una pauta parlamentaria de mínima seriedad como sería considerar este tema cumpliendo con los plazos establecidos.


Por eso nos oponemos al tratamiento sobre tablas del proyecto y desde ya solicitamos se realice la votación nominal para la moción que consideramos.

SRA. TATE.- Pido la palabra.


Señor presidente, quiero manifestar a fuerza de ser sincera, que como diputada comienzo mi tarea legislativa con una enorme decepción. Como decía recién el presidente de mi bloque, no estamos dispuestos a votar de esta manera el tratamiento de un proyecto de una envergadura tal como es el enajenamiento de una de las empresas más importantes de la Provincia, de una empresa que es superavitaria. He tomado un compromiso con la gente de trabajar seriamente y soy mujer de palabra, pero creo que votar hoy, en estas condiciones, un proyecto de estas características, no tiene nada de seriedad y no tiene nada de tarea que deba hacer un legislador que trabaja como sus mandantes quieren que lo haga.


Nosotros hemos escuchado del oficialismo, en muchas oportunidades, que este proyecto iba a salir por consenso. Señor presidente, consenso según la definición del diccionario es consentimiento unánime, que es lo que no hay aquí. Seremos pocos los diputados que vamos a votar en contra, pero representamos a muchos electores que nos votaron y muchos otros que a lo mejor no nos votaron, pero que tampoco están de acuerdo con el enajenamiento de esta empresa.


Además, nosotros hemos manifestado, en los antecedentes que pedimos que se agreguen al expediente del Ejecutivo, las razones por las cuales creemos que no puede disponer el Ejecutivo de un servicio que no le pertenece. El servicio de prestación eléctrica corresponde a los municipios y a las comunas, es indelegable y así lo ratifica la documentación que hemos acompañado. Hay innumerables ordenanzas de las distintas comunas y municipios que le han concedido en algunos casos -en las municipalidades grandes, como Rosario y Santa Fe- la prestación del servicio eléctrico a quien le antecedió a la E.P.E., y en otros casos -las comunas pequeñas- están las ordenanzas que ratifican que han concedido la prestación del servicio a la E.P.E.


Por esa razón nos vamos a oponer a este proyecto y, como dijo el presidente del bloque, al tratamiento sobre tablas.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Cuando la Presidencia dijo que se iba a poner a consideración el tratamiento sobre tablas, había pedido la palabra simultáneamente con el señor diputado D’Ambrosio a los fines de preguntar si algún legislador va a fundar el pedido de tratamiento sobre tablas. Si no fuera así, entonces vamos a hacer uso de la palabra.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Pedí el uso de la palabra a posteriori de los diputados D’Ambrosio y Tate cuyas manifestaciones, obviamente, no compartimos porque creo que en este caso en particular la diputada está adelantando el debate. Después le voy a leer un artículo de una ley provincial sancionada por unanimidad por los legisladores anteriores de esta Cámara cuyo artículo segundo ratifica el poder concedente en favor de la Provincia, votado por unanimidad por los legisladores de su partido. Pero no quiero entrar aquí en el debate y no comparto de ninguna manera lo que dijo el diputado D’Ambrosio, porque si en algo no nos podemos comparar es con el tratamiento que hubo en el Senado, más allá del gusto de cada uno. Acá hubo un trabajo y hoy he presidido una comisión donde, adelantando un poco el concepto de lo que yo iba a decir, agradezco la colaboración que hemos recibido del justicialismo y de la oposición de todos los sectores, en las reuniones continuas que hemos tenido desde hace dos semanas, en una ardua tarea más allá de los disensos y más allá de las discrepancias que hemos tenido pero buscando siempre el perfil de mayor consenso. 


Por lo tanto, diputada, le quiero decir con todo respeto que consenso no es igual a unanimidad, si fuese igual a unanimidad no sé qué estaríamos debatiendo en este momento. Si hay precisamente disenso y hay debate es porque puede haber consenso, pero puede haber disenso en otros temas que hacen al proyecto, como lo hay en este caso. Hay temas vitales que nos separan pero hay otros temas -usted lo verá en el debate- que nos unen. 


Por eso, creo que comparar lo del Senado con lo de la Cámara de Diputados, no se puede hacer de ninguna manera, porque ustedes mismos, los legisladores de la oposición, y los del justicialismo han trabajado arduamente para llegar a este resultado final. Por lo tanto no tiene ni punto de comparación con el Senado. 


Y con respecto al debate, después, en su momento le contestaré con la amplitud del caso a lo que usted acaba de decir, indicando dónde hay suficientes fuentes normativas y constitucionales, fundamentalmente donde dice que el poder concedente lo tiene la Provincia o el Poder Ejecutivo.


Por lo que yo creo y expreso, me remito a que la decisión del tratamiento sobre tablas fue resuelto en Labor Parlamentaria. Por lo tanto, Labor Parlamentaria cumple esa finalidad y así nos ajustamos.

SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.


En sentido coincidente con las últimas palabras del diputado Esquivel, está prevista una sesión para mañana a la tarde temprano, había un avance suficiente y más de 11 horas de trabajo de comisión y se había llegado prácticamente a una situación donde los puntos más importantes se habían consensuado. Si después en Labor Parlamentaria, la mayoría acordó que este asunto podría tratarse en el día de la fecha sobre tablas, creo que era un fundamento más o menos razonable para que estuviera hoy en el recinto. Esto es lo que quería aclarar.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Arrancamos mal, señor presidente, y digo que arrancamos mal porque evidentemente desde el comienzo parece que no respetamos las reglas de juego, las reglas de juego parlamentario que se acordaron aquí después del bochorno que ocurrió en el Senado. Seguramente tratando de cambiar esa imagen lamentable, se dijo públicamente –y eso creo que eran puntos del acuerdo– que se iba a posibilitar la discusión, que se iba a tratar de lograr el mayor consenso, que la ley era perfectible y que, seguramente, con el aporte de todos se podía mejorar la norma. 


Nosotros, señor presidente, somos opositores leales. Cuando el gobernador hace propuestas que coinciden con nuestra manera de pensar lo apoyamos, y esto vale para el tema en debate.


Desde 1987 el Partido Demócrata Progresista viene proponiendo la necesidad de la privatización de la Empresa Provincial de la Energía, y si ahora un gobernante, que no es de nuestro partido, propone concretar ese objetivo, nosotros nos encolumnamos en favor de ello porque entendemos que los logros legislativos no son conquistas partidistas, sino que estamos legislando para una sociedad que requiere mejores norma de convivencia social.


Con ese espíritu aportamos ideas y sugerencias tratando de mejorar el proyecto original que se había aprobado en el Senado. No sabemos qué suerte han corrido nuestros aportes. La realidad, señor presidente, es que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General junto con la de Presupuesto y Hacienda, que trataron conjuntamente el tema, se reunieron en dos oportunidades, una cuando el ingeniero Caro hizo un informe complementario del que había hecho en la mañana en las Comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y la de Obras y Servicios Públicos. Y nos reunimos el lunes, única y exclusivamente, señor presidente, para escuchar la propuesta que hicimos los demócratas progresistas, amén de una reunión anterior donde se había escuchado la propuesta del bloque de la Unión Cívica Radical. Ayer debía volver a reunirse la Comisión, e, imprevistamente, nos enteramos, sin saber por qué, que esa reunión había sido suspendida. Esta mañana tenía que volver a reunirse, se dijo que se iban postergando las horas de la reunión, en definitiva, a las seis de la tarde fuimos convocados y se nos entregó copia del dictamen que se iba a presentar.


Como ya corría la versión de este tratamiento sobre tablas, le planteamos nuestra preocupación al señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, quien nos manifestó y nos aseguró que, conforme a lo que se había convenido, hoy entraban los dictámenes, y que, no obstante, estaban abiertos para recoger cualquier tipo de sugerencia hasta mañana. 


No dudo de la palabra ni de la intención del presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, pero pregunto: ¿qué pasó para que se haya roto el acuerdo y ahora estemos discutiendo el tratamiento sobre tablas de un proyecto de esta trascendencia que, ni tan siquiera, hemos tenido tiempo de leer para saber cómo quedó redactado en definitiva? Evidentemente, señor presidente, el supuesto consenso que se buscaba -y coincido con el señor diputado Esquivel en que consenso no es unanimidad- parecería que era más que nada lograr el consenso de los dirigentes sindicales, y no de los legisladores que tenemos que votar la ley.


Los episodios lo han desbordado al señor diputado Esquivel. No hacemos imputaciones personales, señor presidente; el señor diputado sabe el respeto del que goza en nuestro bloque; pero sí nos ratifica, lamentablemente, lo que hemos tenido que decir muchas veces: con el justicialismo no se puede acordar nada, ni tan siquiera la claridad de los procedimientos para llegar a un objetivo común que compartimos, y para los cuales hicimos aportes tratando de enriquecer la ley.


¿Por qué la urgencia, si el acuerdo era tratar mañana el proyecto de ley?. El Presidente nos dijo que por razones de seguridad; yo no entiendo cuáles son las razones de inseguridad o ¿acaso tenemos miedo de venir a expresar con claridad nuestras ideas y pensamientos, cuando algunos se oponen a nuestra manera de pensar?


Algún sector opositor manifestó que había que votar el tratamiento sobre tablas porque de aquí a mañana nada iba a cambiar. En fin, son las cosas a veces inexplicables de la política, señor presidente.


Lamentamos profundamente que no se haya cumplido con lo acordado, nos oponemos al tratamiento sobre tablas porque entendemos que para ser responsables no podemos venir a discutir un proyecto que ni tan siquiera conocemos; porque aspirábamos a hacer propuestas enriquecedoras; porque queremos marcar nuestro disenso con fundamentos, que no compartimos, porque queremos reconocerle la permeabilidad a la mayoría, si es que aceptó alguna de nuestras propuestas en el dictamen definitivo.


No importa, señor presidente, que las mayorías acuerden el tratamiento para terminar cuanto antes con esta cuestión, porque parece que ésa es la urgencia. La urgencia no es darle un instrumento al Poder Ejecutivo para solucionar un problema de la gente, la urgencia para algunos es sacarse cuanto antes el problema de encima. 


No importa, trataremos de cumplir de la mejor manera posible con nuestra responsabilidad legislativa, repito, no hemos tenido tiempo de ver el dictamen definitivo, pero vamos a participar del debate si se insiste en esta propuesta, traída a contrapelo, de tratar hoy el dictamen que seguramente la inmensa mayoría de los legisladores no conoce.


Vamos a cumplir con nuestra responsabilidad y nuestra obligación de tratar de mejorar las leyes con todas las limitaciones del caso, pero vamos a afrontar el debate, señor presidente. 


Hubiésemos querido tener todos los elementos, hubiésemos querido que se nos aclaren algunas dudas que todavía están pendientes; hubiésemos querido poder leer el dictamen definitivo y marcar los disensos en lo que fuese necesario; pero bueno, parece que la decisión ya está tomada.


Por estas razones, señor presidente, reitero, nos oponemos al tratamiento sobre tablas de este proyecto.

SR. DI POLLINA - Pido la palabra.


Señor presidente, nos oponemos al tratamiento sobre tablas del proyecto del marco regulatorio de energía eléctrica de la Provincia de Santa Fe. Entendemos que es un patrimonio fundamental, el último que le queda a la Provincia, en lo que se refiere a la cuestión de servicios públicos. También entendemos que hubo una serie de conversaciones entre los presidentes de los bloques y el señor presidente de la Cámara donde planteamos con preocupación que no se repitiera lo sucedido en el Senado, aunque coincido, por supuesto, en que esto no es lo mismo que aquella situación en la que como bien dijera el señor diputado Favario, en un acto de bochorno, en pocos minutos y prácticamente a libro cerrado se aprobó la media sanción de este proyecto que vamos a tratar en el día de la fecha. Creemos que el tiempo ha transcurrido, a nuestro entender, -lo manifestamos en reunión de Labor Parlamentaria- no es suficiente porque consideramos que un patrimonio de tanta magnitud e importancia para los santafesinos debiera haber tenido un tiempo legislativo mucho mayor que el de hoy, y aún si fuera el día de mañana.


Reconocemos, aunque no basta, no alcanza el tiempo que se le dio en comisión, que existió por parte del oficialismo la voluntad del diálogo, a pesar de haber tomado una posición política de aprobar como se lo va a hacer en pocos minutos, antes de fin de año. Pero sí reclamamos que no se respetó lo acordado políticamente, o sea que se iban a esperar los tiempos legislativos correspondientes por un lado, como lo indica el reglamento de esta Cámara y que no lo íbamos a tratar sobre tablas por el otro.


Sorpresa mayúscula fue la nuestra cuando en Labor Parlamentaria los bloques dieron su acuerdo para lograr los dos tercios para darle tratamiento sobre tablas a la privatización de la Empresa Provincial de la Energía. De todos modos esta sorpresa evidentemente -y parafraseando las palabras del señor diputado Favario- es parte de las cosas de la política que no tienen explicación en absoluto.


Por todo lo expuesto señor presidente, es que no vamos a apoyar el tratamiento sobre tablas.

SR. ALVAREZ (J).- Pido la palabra.

Considero que sería más importante que avancemos con el tema del tratamiento del proyecto, aunque es importante que aclaremos que nuestro bloque va a apoyar el tratamiento sobre tablas.


Cuando poco tiempo antes que asumamos como diputados se trataba en el Senado este proyecto, lo repudiamos y nuestro representante en el Senado, Alberto Beccani, manifestó los motivos por los cuales realmente se estaba oponiendo. No había habido debate, no se había analizado en ninguna comisión y muchos ni siquiera habían leído el mensaje, por lo cual estuvimos de acuerdo con la postura del senador de nuestro bloque y nos pusimos de su lado en el momento en que se opuso en el Senado. Además nos llenó de preocupación pensar que se iba a repetir la misma historia en esta Cámara.


Cuando se trató el proyecto de privatización de la DIPOS, yo estaba en esta Cámara, y se hizo sin tratamiento sobre tablas.Observamos una actitud del oficialismo que nos indicaba en el trabajo de comisiones que el proyecto iba a salir sin que se moviera una coma y salió una ley que hoy tiene muchos problemas; quizás si lo hubiésemos debatido las cosas hubieran sido diferentes.


Cuando analizamos el tema de la EPE nosotros teníamos nuestras propuestas desde hace mucho tiempo de lo que queríamos hacer con la empresa. Hubiera sido más fácil decir no porque no, pero asumimos una actitud de compromiso, fuimos a las comisiones a debatir y empezamos –como ya lo dijeron otros legisladores- a manifestar nuestras opiniones. Recuerdo que un correligionario me dijo “Jorge estás arando en el mar” y yo dije “pero bueno a veces las actitudes de las mayorías impiden incorporar algunas modificaciones”.


Hoy decimos que vamos a dar el tratamiento sobre tablas, lo cual no significa decir que vamos a acompañar al proyecto en general, y ahí vamos a exponer los aspectos que nos separan. Pero tratarlo hoy en vez de mañana señor presidente cuando ya hay dictámenes de comisión, cuando existe el tema de seguridad, lo aceptamos, de cualquier manera hemos trabajado y estudiado el tema, lo hemos debatido en las comisiones si bien no va a salir el proyecto de privatización que la UCR hubiese deseado, reitero si estamos conscientes de que hemos trabajado y nos hemos calentado para que esta ley salga lo mejor posible. 

SR. ESQUIVEL.- Señor presidente, he sido aludido y quiero contestar algunos aspectos que se han tocado.


Es cierto que el ingeniero Caro concurrió a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y continuó con las explicaciones que había iniciado en el recinto de esta Cámara. Quiero destacar la buena voluntad del Ingeniero, ya que estuvo a disposición, no sólo del oficialismo sino también de todos los sectores políticos, porque era el conocedor del proyecto en su letra y en su espíritu. A partir del lunes la comisión produjo un cuarto intermedio, que se mantuvo -quizás con un rasgo de informalidad pero acompañado por todos los sectores- porque lo que se trataba era de dejar abierto el camino para lograr el mejor consenso posible, más allá de las diferencias que pudieran ser irreconciliables. Así trabajó la comisión hasta la fecha, mantuvo contactos permanentes comunicando las buenas nuevas y las no tan buenas, pero entiendo que había negociaciones permanentes porque el tema estaba abierto a todos los sectores interesados en obtener la mejor ley posible.


Esto que acabo de expresar por la responsabilidad que me cabe, porque cuando asumí la presidencia de la comisión, dije que quería repetir lo bueno que se había hecho, entendiendo que es una comisión estratégica por lo que hay que mejorar su funcionamiento.


Otra aclaración que quiero hacer, porque se me atribuye cierta responsabilidad como presidente de la comisión. Al respecto quiero decir que no concurrí a la Comisión de Labor Parlamentaria, aunque en definitiva es una comisión donde se logran acuerdos políticos para el tratamiento de temas en el recinto, pero obviamente en un ámbito político como éste nos pueden sorprender con imprevistos, pero respondiendo a un acuerdo político del que participaron varios sectores, por algo es un acuerdo; de todos modos no me pueden hacer cargo de algo de lo que no participé.


Más allá de esto hay una fuerte convicción de avanzar en el proyecto hoy, mañana, el lunes o cuando sea, la decisión política es esa, pero no hemos sido autoritarios, de ninguna manera, en ninguna de las dos comisiones que junto con el señor diputado Paganini hemos presidido. No sé si me superaron los hechos -como se dijo- lo que sí hemos sido concientes y responsables al dejar abierta la puerta a todas las inquietudes aunque el único proyecto en tratamiento sea el que tiene media sanción del Senado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- El señor diputado D’Ambrosio había hecho una moción para que la votación sea nominal.

SR. D’AMBROSIO.- Me imagino que no debe haber inconvenientes en decir qué se vota y por qué se vota.

SR. FAVARIO.- Apoyo la moción formulada por el señor diputado D’Ambrosio.

ÁLVAREZ (J).- Hemos expuestos los motivos, razón por la cual vamos a acompañar la moción de votación nominal. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado D’Ambrosio.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consecuencia, por Secretaría se tomará votación nominal.

-
Votan por la afirmativa los señores diputados Álvarez (J), Álvarez (R), Barrera, Basaldella, Becker, Bermúdez, Broda, Cané, Cavigiuri, Dalla Fontana, De María, Esquivel, Foresi, Funes, Galareto, Gastaldi, Giacosa, Giardino, Giorgetti, González, Grbavac, Gutiérrez, Hammerly, Ibaldi, Mazziota, Meotto, Migno, Miret, Molinas, Paganini, Pezz, Pochettino, Rébola, Reutemann, Schachner, Schpeir, Sellares, Ugalde, Venesia y Villalba .-

-
Votan por la negativa los señores diputados Baudín, Bullrich, Cecchi, D’ambrosio, Di Pollina, Favario, Ritter, Tate y Zogbi. 

SR. SECRETARIO (Borgonovo) - Informo, señor presidente, que han votado 39 señores diputados por la afirmativa y 9 por la negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Queda aprobado el tratamiento sobre tablas.


En consideración el proyecto.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Señor presidente: inicialmente en esto que sería la presentación del dictamen queremos manifestar y expresar al Cuerpo que venimos, con toda nuestra convicción y con el mayor consenso posible, pero con la responsabilidad y firmeza de saber que se está en el camino correcto, a tratar proyecto de transformación de la Empresa Provincial de la Energía, o lo que se da en llamar el marco regulatorio eléctrico y transformación energética provincial, que cuenta con media sanción del Senado de la Provincia de Santa Fe.


Hablo de responsabilidad y firmeza, que involucra los conceptos que enunciáramos en la intervención anterior cuando hablamos del mayor consenso y nuestra convicción de estar en el camino correcto. Lo hacemos con la tranquilidad de haber receptado todas las inquietudes posibles de los sectores interesado en un arduo trabajo en comisión interviniendo todos los sectores políticos que de una u otra manera han aportado lo suyo, más allá de los disensos y más allá de que resultara incompatible o no con el proyecto original, que tiene una filosofía propia para sacar el mejor proyecto posible.


Creo, por otra parte, que siempre debe aspirarse en proyecto de este tipo a buscar el mejor proyecto, respetando siempre la filosofía o la idea de quien lo presenta. Por ello reitero, y esto es personal, mi agradecimiento a todos los que intervinieron para llegar a este feliz término sin excepción. Del trabajo de comisión quiero rescatar no sólo la actuación de los miembros de todos los sectores, sino en especial al ingeniero Caro, mentor del proyecto, que ha estado permanentemente a disposición, aun cuando fue reiterativo, pero probablemente por nuestras propias limitaciones, porque es un proyecto muy técnico, aunque tiene connotaciones jurídicas, él no sólo concurrió las veces necesarias sino que siempre estuvo a nuestra disposición, con el cansancio y todo, porque sabíamos que este proyecto era complicado y necesitaba de mucho consenso, conversaciones y muchos acuerdos y concesiones para llegar –como decía– a este feliz término.


La filosofía del proyecto está inspirada en lo que se ha enunciado reiteradamente buscando ese consenso: rebajar las tarifas, la eficiencia empresarial, el respeto a los derechos de los trabajadores y, fundamentalmente, que esto quede muy claro, el control estricto del proceso de concesionamiento o privatización de la EPE.


Hago hincapié en el control porque creo que luego de las privatizaciones que se han dado en nuestro país el plan energético nacional ha sido eficiente en lo técnico –lo dijo el ingeniero Caro, más conocedor del tema que quien habla–, pero yo hago énfasis en el control, y por eso tenemos comisiones de seguimiento que se crean en el ámbito legislativo y que deberán seguir de cerca este proceso de transformación.


 En principio parecería simple, todo el mundo habla de la privatización de la EPE en una sociedad anónima, pero yo creo que hay otros temas y el ingeniero Caro lo ha destacado con toda claridad, más allá de la transformación, algunos conceptos que los cito rápidamente: la caracterización del servicio eléctrico (capítulo I), fijar una política provincial en el área (capítulo II), establecer las incumbencias de los actores del servicio eléctrico, reglamentación de la prestación del servicio eléctrico, establecer los derechos y obligaciones de los usuarios, fijar los principios tarifarios, crear un organismo de control y las condiciones de participación de los usuarios en audiencias públicas, fijar el procedimiento administrativo de reclamación, crear fondos provinciales con fines específicos, contemplar el rol del cooperativismo, condiciones del alumbrado público, condiciones de las concesiones, licencias y autorizaciones, y la transformación de la EPE. Sucintamente en esto consistiría el proyecto en consideración.


Aspiramos a que todas estas disposiciones legislativas inspiren sí o sí las condiciones del pliego licitatorio y, fundamentalmente, un criterio de control y regulación estatal.


Rápidamente hagamos un poco de historia. ¿Por qué la privatización? Obviamente descartamos que sea caprichosa o antojadiza la decisión de privatizar. Recuerdo que en 1995 la Legislatura tuvo oportunidad de tratar un proyecto que lamentablemente no llegó a feliz término, donde se hablaba de un proceso de privatización e incluía algunas consideraciones respecto a los centros gasíferos, pero no tuvo eco en la Legislatura y quedó el tema flotando, el tema de la eficiencia de la empresa en la órbita del Estado. Lamentablemente –como dije– ese proyecto fracasó, no llegó a feliz término, pero quedó la inquietud permanente de la privatización o no, de utilizar el servicio eléctrico en la órbita estatal o en órbita privada. Recuerdo que al asumir en el año 1995, principios del 96 el ingeniero Obeid, en su momento en una charla con los diputados se habló del tema de la privatización, pero más allá del proyecto de privatización sí o no, se buscaba siempre el tema del respeto del derecho del usuario, hacer eficiente el servicio del Estado, y veíamos que el Estado parecía que había tocado un límite donde no podía avanzar más 


Esa fue la fecha donde decía Caro: “me tuve que ir de la empresa”, decía que se tuvo que ir porque la empresa había tocado una especie de límite y no podía avanzar más, esa fue la fecha donde decía Caro “me tuve que ir de la empresa” y se tuvo que ir de la empresa porque vio que en la órbita estatal no podía avanzar más. Esto dicho con todo respeto porque hoy es el momento de decir las cosas como son de esta vieja historia de la E.P.E. 


Allí se produjo un disenso dentro del sector político que trataba el tema y entendimos, como decía Caro convencido que no podía avanzar más, también afirmaba que mantener a la E.P.E. en la órbita del Estado tenía un costo tremendo y lo expresaba en cifras, pero, bueno, era su filosofía, él entendía que en la órbita privada esto se podía mejorar.


Quiero tocar un aspecto político en esta primera intervención, en todo caso después ampliarlo, porque creo firmemente que no solamente en Senado, más allá del procedimiento que ya hemos dicho no ha sido para nada similar a esta apertura que ha tenido la Cámara de Diputados y que lo hemos hecho, aún con imperfecciones o, digamos con algunas cuestiones que no funcionaron matemáticamente, pero que hemos sido amplios y hemos receptado todas las inquietudes. 


Creo que el Gobernador actual de la provincia tiene la autoridad suficiente para hablar cuando dijo que el destino fundamental de esto eran los usuarios y para ello había que rebajar las tarifas y que si esto no se lograba, no había privatización. Lo dijo, con toda modestia y más allá del resultado electoral que todos conocemos que le da la suficiente capacidad para hacer una afirmación, que después la voy a ampliar y que él refirió en su momento cuando inició el mandato en la Asamblea Legislativa cuando dijo cómo se fue convenciendo poco a poco de que el Estado había tocado un límite. Cuando se refirió en la Asamblea Legislativa dijo: “asumo este gobierno en el pleno convencimiento de que la privatización de la Empresa Provincial de la Energía es un deber impostergable de mi gestión”, filosofía que comparte, obviamente, el Senado de la Provincia en la sanción y que compartimos el Justicialismo para avanzar en este proceso que entendemos es una decisión política irreversible.


Decía el señor Gobernador: “ confieso que no siempre he estado tan convencido. Cuando asumí mi primer gobierno en el año 1991 creía firmemente que las empresas debían permanecer en la órbita del Estado y este debía controlarlas para favorecer a la población. Mi experiencia de gobierno me ha persuadido de lo contrario . El Estado no puede controlar estas complejas organizaciones y ellas operan con altísimos costos y con criterios que están más cerca del corporativismo que de la solidaridad” ¡Qué frase, no! Reitero, dijo: más cerca del corporativismo que de la solidaridad. O sea que él sufrió un proceso de transformación porque al principio pensaba que en la órbita del Estado esto podía ser eficiente.


“Quienes insisten en la permanencia de la E.P.E. en la órbita del Estado, no plantean ni defienden los derechos de 3 millones y medio de santafesinos y si aducen la posibilidad de un cambio en las actuales condiciones, lo hacen en forma teórica esperanzados de una mejora que no tiene tiempo ni compromiso.


 En 1992 se inicia en la Argentina la transformación del sector eléctrico que condujo la transferencia a manos privadas de las empresas del Estado nacional para superar el estado de crisis en que se encontraba. Fue una de las más exitosas privatizaciones con efectivos marcos regulatorios establecidos por ley. Se invirtieron más de 10 millones de pesos y los usuarios adquirieron el derecho de reclamar resarcimiento, inédito en nuestro país- frente a graves perjuicios como el de EDESUR. 


A partir de 1993, las provincias empiezan a sumarse a este proceso de transformación. A fines de 1994 Santa fe decidió optar por el cambio y enviamos a las Cámaras el proyecto de ley para privatizar la E.P.E. -al que hacía mención hoy - En ese momento las tarifas para los grandes usuarios eran razonables por la desregulación del mercado, pero eran excesivamente caras para los usuarios cautivos quienes pagaban al año más de cien millones de pesos de los que en realidad les correspondían. “Lamentablemente ese proyecto -dijo el señor gobernador- no prosperó. Mientras tanto el proceso de privatización avanzaba en el país. San Luis, Santiago del Estero, Formosa, Tucumán, Entre Ríos, Salta, Jujuy, La Rioja, Catamarca, San Juan, Río Negro; los usuarios comenzaban a pagar tarifas más bajas que en Santa Fe. Llegamos así a fines del año 1.999 con una de las tarifas residenciales y comerciales más caras del país, un robo de energía que supera el 13 % del total y una empresa incapaz de trasladar a los usuarios cautivos la baja del precio de la energía comparado con el año 1998, condición sine quanon, la rebaja de tarifa, para la privatización.


Como gobierno tenemos las responsabilidades ciertas de que el servicio eléctrico llegue a todos con condiciones de precios y de calidad, tenemos que controlar que se compense adecuadamente a todos los usuarios, la falta de cumplimiento. Con el producto de la venta se creará un fondo de desarrollo, un fondo provincial para asistir financieramente a tasas de inversión muy razonables, proyectos de inversión que prioricen la mano de obra, fondos para municipios y comunas, fondo anticrisis, y un fondo para obras de infraestructura trascendentes para la Provincia. Pero tenga la seguridad que el destino de esos fondos se determinará luego de un amplio debate Legislativo en el que puedan hacer oir su voz hasta el más pequeño pueblo de la Provincia.


Soy conciente que los trabajadores de la empresa no son responsables de la actual situación, que no es nuestra intención agregar más preocupación a la existente, por lo que se han previsto varias alternativas: Como gobernante de todos los santafesinos tengo el deber de crear para que nuestra Provincia pueda atraer a los inversores que hoy nos evitan por el alto costo de nuestros servicios; del mismo modo es mi responsabilidad ocuparme de los 600 mil habitantes que viven en condiciones de pobreza y no pueden permitirse el lujo pagar la tercera tarifa más alta del país. Con el mismo criterio de equidad enfrentaré, a quienes teniendo poder adquisitivo, insisten en seguir robando energía. También tengo que proporcionar a todos los santafesinos la posibilidad de reclamar por sus derechos de usuarios ante un organismo que controla la empresa prestataria, que tuvieran una posición polícia y social.


Finalmente es mi posición lograr que ingresen al circuito económico los casi 100 millones que el pueblo de Santa Fe ahorrará cuando se apliquen las rebajas tarifarias previstas en el proyecto. Debo aclarar que la empresa será vendida, sólo si se presentan ofertas razonables, no es mi intención rematar un bien del Estado, si no impulsar una tranformación cuyo fruto probablemente se pueda ver después del 2003. Los nuevos tiempos demandan un Estado distinto, un Estado a garantizar y controlar prestaciones y capaz de renunciar a la tentación de apropiarse de los recursos de la comunidad, ante este nuevo desafío apelo a la reflexión, cordura y solidaridad de los sectores corporativos, frente a las necesidades de una Provincia que no puede seguir atada al pasado”.


Esta reflexión, que acabo de leer literalmente, creo que valió la pena, y en oportunidad de la Asamblea Legislativa, la corroboré personalmente, porque quien habla trabajó 11 años en la Empresa Provincial de la Energía, o sea que conozco la empresa de puertas hacia adentro, quiero decir que todo lo que se ha dicho es cierto, no tengo ninguna duda.


Estamos hablando con una convicción y una firmeza en el proyecto con conocimiento de causa. Yo por allí, en el procedimiento y volviendo al tema coyuntural, el procedimiento del Senado que tanto se ha insistido en el tema, lo tomo bajo la misma explicación que dieron los senadores invocando razones de seguridad por antecedentes que habíamos tenido hace muy poco tiempo en el tratamiento de la Ley de Emergencia Previsional y Económica.


No es lo ideal, por eso la apertura en diputados, por eso este consenso que hemos buscado, con imperfecciones, pero consenso al fin. Les aclaro que tenemos muy latente lo que nos tocó vivir en el tratamiento de la ley de emergencia económica, porque entendemos que democracia no es igual a libertinaje, entendemos que se pueden debatir proyectos de esta envergadura sin los agravios moral y físicos que tuvimos que presenciar.


Escuché por allí entre los argumentos políticos opositores en un programa de televisión a un dirigente gremial, que cuando le preguntaron por allí si el poder político había sucumbido de alguna manera ante el poder gremial y que por supuesto no se podía conducir la empresa, dijo una frase que me quedó muy grabada “La legalidad no es igual que legitimidad”.


Yo creo que la legalidad la vemos en el tratamiento en esta Cámara de Diputados a través del tratamiento reglamentario de esta apertura que se hizo, superando obviamente al tratamiento que se hizo en el Senado. Pero hablo de legitimidad por los siguientes aspectos para defender, los intereses comunes de la sociedad santafesina en su conjunto de los usuarios, porque se debatió el tema en profundidad, porque tuvo amplia difusión por todos los medios comunicacionales de la Provincia y sus alrededores.


Nosotros no nos podemos negar, este tema fue debatido, creo que todo el mundo prendió la televisión y la radio y escuchaba sobre el mismo, porque era el tema candente, es decir es un tema que tiene suficiente entidad para ser tratado con la profundidad del caso, o sea que acá no hubo ninguna restricción ni ninguna limitación de ninguna naturaleza, porque entiendo que siempre se jugó de frente. Por todas estas convicciones que digo es que tratamos en lo posible, con alguna imperfección, hacer una apertura en Diputados, que no lo logramos, lamentablemente, en el Senado, pero por las circunstancias que los Senadores mismos explicaron por las circunstancias que el mismo ha publicado doy por considerado y entendido el criterio con que se trabajó.


 Voy a decir dos palabras con respecto al rol del Estado. Respeto la opinión de todos aquellos que proponen el mantenimiento de la Empresa Provincial de la Energía en la órbita del Estado pero el rol del Estado ha cambiado considerablemente. Ese rol estatal del pasado con relación a los servicios públicos, el que concentraba la prestación y tenía a su cargo el poder de regulación y control sobre los mismos, debía abandonarse porque se había tornado ineficaz y dejaba en una situación de indefensión al usuario, primero en la órbita nacional y luego en las jurisdicciones provinciales se fueron dando nuevas estructuras legales tendientes a producir la desregulación económica y la transformación y reestructuración del viejo Estado.


Por ahí en algún debate -recuerdo el de la Caja de Jubilaciones- se hablaba de la vieja Caja y la nueva Caja como referenciando el plazo que nos va a llevar para cambiar en un ciento por ciento el sistema previsional.


Creemos que el Estado empresario debe transformarse, y esa filosofía es la que plasmamos en nuestro proyecto, en un Estado de control. La ley que nos proponemos tratar intenta concentrar los esfuerzos del estado en definir claramente las características del servicio, los derechos y obligaciones de los vinculados al mismo y las condiciones de calidad técnica y seguridad al nivel de los estándares mundiales aceptados y generar condiciones de seguridad jurídica para que terceros asuman el ejercicio de actividades, el costo de inversiones y la reducción de las tarifas que el propio Estado ya desde hace tiempo no está en condiciones de efectuar por sí, reservándose la titularidad de la competencia sobre ese servicio público y asumiendo plenamente la regulación y control de la prestación por terceros, en resguardo del interés general.


Comparto como síntesis lo que en algún momento se expresó en el sentido de que resulta necesario comprender que el aparente desplazamiento de un Estado que presta servicios por sí mismo a un Estado que regula y controla servicios que pueden prestarse por terceros, no es en rigor un rol nuevo sino la repotenciación del Estado en su rol de garante del bien común. El Estado al que debe aspirarse es aquel que se oriente a proteger las necesidades básicas regulando actividades o razones de interés público y garantizando eficaces mecanismos de control.


Creo que esto que acabo de enunciar es lo que quedó del consenso de las privatizaciones a nivel nacional. Hay diferencias en aquellos puntos que son divergentes y que son irreconciliables pero no es que el Estado quede al margen de toda esta transformación.


Una reflexión final que la voy leer textualmente está dicha con todo respeto por tratarse de quien emana, de un discurso del General Perón dirigido en la CGT, el 30 de julio de 1973 y dice así: “Revolución, es su verdadera acepción son los cambios estructurales necesarios que se practican para ponerse de acuerdo con la evolución de la humanidad, es la que rige todos los cambios que han de realizarse. El hombre cree a menudo que él es el que produce la evolución. En esto, como en muchas otras cosas, el hombre es un poco “angelito”, porque es la evolución la que él tiene que aceptar y a la cual él debe adaptarse”. Señor presidente, en esta primera intervención no podemos negar la realidad que tenemos en esta materia en la provincia. Creemos que este proyecto de ley que hoy está a consideración del Cuerpo se pone al frente del problema, asume la responsabilidad social, el compromiso existente y desde la solución, que se puede compartir o no, va a corregir, modernizar y hacer eficiente el sistema teniendo en cuenta el legítimo destinatario que es el usuario y el estricto control en la ley y en las obras adjudicables.


En definitiva nuestra posición tiene sólida responsabilidad constitucional y voy a dar lectura rápidamente al Art. 25 de la Constitución Provincial que dice: “El Estado provincial promueve el desarrollo e integración económicos de las diferentes zonas de su territorio. En correlación con la economía nacional, y a este fin orienta la iniciativa económica privada y la estimula mediante una adecuada política tributaria y crediticia y la construcción de vías de comunicación, canales, plantas generadoras de energía y demás obras públicas que sean necesarias”.


Cuando habla de las atribuciones del Poder Ejecutivo, el Art. 72 de la Constitución dice: “El Gobernador de la provincia: 1º - Es el jefe superior de la administración pública”; y en el inciso 5º dice: “Provee, dentro de los mismos límites, a la organización, prestación y fiscalización de los servicios públicos”; a lo que también se hace referencia en la Constitución Nacional en su Art. 42 cuando habla del derecho de los usuarios, del derecho del consumidor. Esto también es con respecto a la responsabilidad del tema en materia de los servicios públicos.


Por el momento, señor presidente, doy por finalizada mi intervención para que quienes quieran expresarse sobre este proyecto lo hagan, pero dejo a salvo nuestra absoluta certeza y convicción de estar en el camino correcto al haber intentado llegar más allá con este proyecto en el que nos hubiera gustado contar con mayor consenso, pero reafirmamos nuestra intención de que en este proceso de transformación en la órbita privada, con los debidos controles que son irrenunciables, con el respeto a los derechos de los consumidores o de los usuarios, esta Legislatura en la ley hoy con la lectura pormenorizada que nos sirvió a todos absolutamente por lo que venimos manejando del texto definitivo, creemos tener la seguridad de estar en el camino correcto.


Con esta argumentación dejo a consideración del cuerpo su aprobación.

SR. DI POLLINA.- Pido la palabra.


Señor presidente: voy a fundamentar el despacho en minoría de la comisión donde planteamos la transformación de la EPE en manos del Estado.


Nosotros coincidimos, como coinciden todos los sectores políticos, que la EPE debe transformarse, debe eficientizarse, debe rebajar sus tarifas, pero entendemos que esto debe ser dentro del marco del Estado cambiando su figura jurídica. Planteamos así la transformación jurídica en lo que significaría una sociedad del Estado. La sociedad del Estado sería la autonomía total de la EPE transformada, independiente de la administración provincial, y la única función del Poder Ejecutivo sería la designación de los miembros de su Directorio.


Esto permitiría tener un instrumento jurídico para transformar administrativa, económica y financieramente la empresa, para lograr su desburocratización, su descentralización y también la eficiencia en su funcionamiento. Este no es un tema menor porque entendemos que la empresa al mantener el ciento por ciento del capital en manos del Estado, puede funcionar autónomamente como otra empresa, entre comillas, privada; puede competir y puede provocar las transformaciones que el usuario necesita, sin necesidad de su privatización ya que la empresa es una herramienta estratégica en manos del Estado Provincial.


Sabemos muy bien que una empresa privada nunca sería funcional a las políticas del Estado cuando estas políticas no le redituaran un lucro inmediato en su acción concreta como empresa privada. 


La sociedad del Estado le permitiría al propio Estado hacer funcionar su política estratégica en lo que se refiere a la promoción industrial, a las economías regionales, a la asistencia a la pequeña y mediana empresa. Esta inquietud la hemos escuchado en la mayoría de los discursos y ahora también desde el oficialismo estamos escuchando a un discurso que no justifica en absoluto la privatización de la E.P.E. porque no hemos oído un solo argumento que justifique la privatización de la misma. ¿Por qué digo todo esto? Porque si bien se argumenta como objetivo final la rebaja de la tarifa y la eficiencia del servicio –que compartimos– se resigna todo papel estratégico que pueda cumplir una empresa eléctrica en manos del Estado. 


Nuestro proyecto también propone la creación de un ente regulador, que es fundamental para hacer cumplir los objetivos de la empresa transformada en sociedad del Estado. Este ente regulador estaría constituido por cinco miembros en su Directorio, donde se contemplaría la participación de los usuarios con un representante y la de los Municipios y Comunas con otro representante. Esto posibilitaría cumplir los objetivos fundamentales que debe seguir adelante esta empresa transformada. ¿Por qué lo decimos también? Porque vamos a hacerlos cumplir a través de este ente regulador y a contemplar todos los intereses de los usuarios, de las regiones y de los Municipios y Comunas, como lo indica el artículo 42 de nuestra Constitución Nacional. 


También proponemos, por supuesto, como lo decía al principio, la reducción tarifaria que es, coincidimos, una de las más caras del país. En nuestro proyecto de ley planteamos –a diferencia del proyecto oficialista de privatización– que esta rebaja tarifaria sea sobre el final de la facturación, donde proponemos una rebaja del 30 % en residenciales; 25 % en usuarios y comerciales; 10 % en pequeños industriales; 10 % de descuento también para jubilados y pensionados que consuman menos de 120 kilovatios. 


Hemos, además, incorporado en nuestro proyecto de ley la figura de la audiencia pública. Me voy a permitir citar a quien es uno de los especialistas más importantes de nuestro país en Derecho Administrativo, el doctor Gordillo, quien la define como que “Es la necesidad política, jurídica y práctica de escuchar al público antes de adoptar una decisión, cuando ella consiste en una medida de carácter general, un proyecto que afecta al usuario o a la comunidad, al medio ambiente o es una contratación pública de importancia. Es la participación oral y pública lo que cualifica la audiencia pública; es la activa participación del público como parte en el procedimiento.”


Nosotros queremos también destacar la profunda diferencia que tenemos con el proyecto oficial en lo que significa la delegación que le hace esta Legislatura Provincial al Poder Ejecutivo. 


El proyecto que presenta el oficialismo ante este Parlamento plantea, fundamentalmente, el marco regulatorio eléctrico y el instrumento legal para habilitar la privatización y delega absolutamente todo en manos del Poder Ejecutivo. No conocemos el valor de la empresa, la confección de los pliegos, el reglamento de suministros, el reglamento del derecho de los usuarios, el valor de las tarifas, las causales de revocación de la concesión y todo esto queda en manos de una consultora, delegando y reduciendo el rol de la Legislatura en una bicameral constituida por seis legisladores, con una simple función informativa.


Por ello, no compartimos en absoluto delegar un derecho constitucional que tiene esta Legislatura de controlar la privatización de un patrimonio de semejante magnitud.


Por otra parte, también debemos considerar otro aspecto institucional como es la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe. Al respecto, hemos dialogado con el ingeniero Caro, cuando visitó las comisiones, quien nos reconoció que el proyecto de ley de privatización, una vez jubilado el último empleado transferido de la EPE a la empresa privada, la Caja no recibirá más aportes y se tendrá que hacer cargo nuevamente de una planta de jubilados sin los aportes de los activos, lo que significa para la Caja de Jubilaciones más déficit.


Le escuchaba al diputado preopinante hablar del discurso del señor gobernador del día de su asunción. Compartimos con el señor gobernador algunos de sus planteos. Desde hace muchísimo tiempo que no escuchaba a un dirigente del Justicialismo reconocer con toda sinceridad que si bien la macroeconomía ha generado mayor riqueza en el país y en el mundo, también ha provocado un país y un mundo más injusto desde el punto de vista social.


La gran cantidad de excluidos que hay en nuestro país es producto de la gran concentración de capitales. También es de resaltar el pedido que hizo el señor gobernador cuando planteó que le iba a pedir a la empresa, que se hizo cargo de la privatizada Dipos, el 50 por ciento de rebaja para los sectores más necesitados, la exclusión del cargo por infraestructura y el desistimiento del 4 por ciento de aumento del año 2000.


Aquí el señor gobernador está reconociendo implícitamente que esta privatización, la de la Dipos, ha sido altamente negativa e inconveniente para la mayoría de los usuarios de la Provincia de Santa Fe. El mismo argumento que escuchábamos hace minutos aquí fueron los que utilizaron para la privatización de la Dipos. En aquel momento se hablaba de la eficiencia y de que los usuarios iban a pagar una tarifa menor. Nos consta además, por los reclamos permanentes que han hecho los usuarios de la Provincia, que están pagando tarifas cuatro o cinco veces mayores que cuando el servicio estaba en manos de la Dipos, o sea, en manos del estado provincial. Todo este camino que está recorriendo nuevamente esta Legislatura que es la delegación al Poder Ejecutivo de sus atribuciones de control de esta privatización, fue la misma metodología que se utilizó cuando se privatizó la Dipos y es de público conocimiento lo negativo que fue esa privatización.


Este año, en el mes de junio, esta Legislatura tuvo que tratar la renegociación de los pliegos de Aguas Provinciales porque la gente no podía pagar tamaño costo como es la realización de obras de líquidos cloacales cuyo costo era de alrededor de 1.000 pesos. Todo esto producto de aquella privatización. Esa recomposición, que no apoyamos porque tampoco fue ninguna solución para los usuarios, la empresa siguió beneficiandose por la manera en que se renegoció. Hace pocos días el propio gobernador le reclamó a Aguas Provinciales rebajas en las tarifas y la respuesta pública de esta empresa fue absolutamente negativa; y como contrapropuesta para rebajar a los sectores de menores recursos –el 20 % de los usuarios– planteó que debía aplicar un aumento al 80 por ciento de los usuarios de Aguas Provinciales, desoyendo el resto de los requerimientos. Esto es un ejemplo claro de cómo actúa una empresa privada cuyo objetivo exclusivo es el lucro.


También escuchaba al diputado preopinante citar a uno de los presidentes más notables que ha tenido la historia de nuestro país, que ha sido Juan Domingo Perón, autor de uno de los proyectos nacionales más importantes, y podemos tener nuestras diferencias porque era un proyecto distribucionista. Nosotros, los socialistas, siempre hemos compartido que entre distribuir para abajo y distribuir para arriba, nos quedamos con quienes han distribuido para abajo, como fue aquel gran proyecto nacional. No me lo imagino a Juan Domingo Perón transformando el Estado de la mano de la familia Alsogaray y de los filósofos conservadores que han empujado a este país a la situación económica en que nos encontramos a partir de la administración de Carlos Menem.


Cuando el señor gobernador habla de que ha crecido la macroeconomía y de la gran cantidad de excluidos que hay en nuestro país, yo creo que es muy importante citar también lo que dijo en el año 1987 Henry Kissinger en un encuentro internacional de economistas en Berna: “No hay camino indoloro para que los países deudores puedan solucionar su crítica situación, pero debemos proponer algunas soluciones alternativas a los programas de ajustes que propone el Fondo Monetario Internacional. La solución siempre implicará un sacrificio. Yo prefiero que las naciones deudoras paguen sus obligaciones externas con activos reales a los bancos acreedores, tales como empresas públicas nacionales. El procedimiento más fácil para hacer esto será dar a los bancos posiciones accionistas de las industrias estatales como la petroquímica de Méjico y las hidroeléctricas de Brasil. Debemos persuadir a los dirigentes nacionales de esos países que los criterios esenciales de soberanía ya no pasan por los recursos naturales y los servicios públicos.” Esto lo decía Henry Kissinger, año 1987. Dos años después la administración Menem seguía, además de los escándalos de corrupción y falta de transparencia, una privatización despiadada de todos los sectores públicos del país, y argumentaba que de esta manera, como decía Henry Kissinger, achicaríamos la deuda externa.


En aquel momento, año 1989, el gobierno de Menem asumió el país con una deuda externa de 40 mil millones de dólares. En la actualidad Argentina debe más de 120 mil millones de dólares -si no estoy desactualizado de las cifras- y no tenemos más patrimonio nacional, como los teléfonos que fueron un verdadero escándalo en perjuicio de los usuarios, no tenemos más petróleo, ni aerolíneas, ni ferrocarriles, etcétera.


Conocemos todos los perjuicios que han generado todas estas privatizaciones. No coincidimos en absoluto con el concepto del rol del Estado que manifestó el diputado preopinante y no creo que el ex presidente Juan Domingo Perón, que él citó, hubiera coincidido con esta filosofía política de la economía que se ha impulsado en este país.


Llegamos a 1999, donde se ha cumplido una cuarta gestión justicialista al frente de la Provincia de Santa Fe. La provincia está endeudada en más de mil millones de pesos. Se ha privatizado la DIPOS, como explicaba recién, en manos de Aguas Provinciales con las consecuencias que ello ha tenido. El gobierno de Vernet recibió uno de los bancos más importantes de este país, que era el Banco Provincial de Santa Fe, una institución casi centenaria en nuestra provincia, que fue promotora de las economías regionales, que subsidiaba a la pequeña y mediana empresa, que promovió la industria en la provincia. Este banco fue saqueado y vaciado en varios cientos de millones de dólares por los responsables que asumieron su directorio en los gobiernos de Vernet y Reviglio, y luego, con el argumento de que el banco era deficitario, se lo privatizó y nos quedamos sin la herramienta financiera más importante en esta provincia. Ahora por allí escuchaba también que con la venta de la Empresa Provincial de la Energía vamos a intentar cubrir o asistir a las economías regionales y a las PYMES. Hemos vendido el Banco, la DIPOS y con la EPE nos hemos quedado sin otro patrimonio fundamental de la Provincia de Santa Fe, siguiendo el modelo nacional de Menem.


Nos preocupa profundamente también que en el discurso del señor gobernador no hemos escuchado cuál es el proyecto para la provincia de Santa Fe, provincia que sufre una profunda crisis. Sabemos que hay una crisis administrativa y económica en la Provincia, y da la sensación que la venta de la Empresa Provincial de la Energía es para tapar los agujeros económicos de esta Provincia. Parece que ese sería el verdadero objetivo de la venta. Entendemos que hasta que no se asuma realmente un proyecto político de transformación del Estado, que modernice el Estado, que convoque a todos los sectores para transformar el Estado, no vamos a salir de esta crisis. El dinero lo van a gastar y no vamos a poder continuar adelante, vamos a seguir profundizando la crisis. Entendemos que algún gobierno debe asumir esta situación y tomar la decisión política de transformar el Estado santafesino.


Por todos estos argumentos y dentro de las posibilidades que hemos tenido, por el corto plazo, por las pocas horas que han transcurrido para poder elaborar esta fundamentación, señor presidente, nosotros vamos a votar nuestro proyecto de transformación de la Empresa Provincial de la Energía en Sociedad del Estado, y por eso nos oponemos terminantemente a su privatización. 

SR. ÁLVAREZ (Jorge) - Pido la palabra.


Señor presidente, tal cual lo adelantamos cuando avalábamos el tratamiento sobre tablas, decía que el bloque de la Unión Cívica Radical había decidido presentar un proyecto alternativo fijando concretamente cuál era su posición sobre este tema, señor presidente, es lo que hemos ido tratando de incorporar la mayor cantidad de modificaciones al proyecto oficialista.


Indudablemente hubiéramos anhelado que hoy la Cámara estuviera votando nuestro proyecto, porque consideramos que es superador al dictamen de la mayoría, pero también somos realistas de la realidad de los números que tiene esta Cámara. Quizás, si nosotros tuviéramos mayoría, el proyecto que hoy estaríamos votando sería distinto. Y digo esto porque compartimos y decimos que hay que privatizar el servicio de la energía, pero esto no significa que tenemos que vender la empresa, pero sí podemos concesionarla y de esta manera indudablemente vamos a lograr el objetivo fundamental que venimos reclamando, que haya una mejor tarifa para el usuario, una mejor calidad de servicio y una mejor inversión.


Por esta base es que nosotros decimos que estamos de acuerdo en el “que” y discrepamos en el “como”. Este es uno de los motivos fundamentales por los que el bloque de la Unión Cívica Radical no va a acompañar el proyecto que hoy estamos tratando del dictamen de la mayoría. Quizás lo que quisiera hacer sintéticamente, es plantear cuáles son las discrepancias con el proyecto que se está tratando.


Nosotros decimos que los períodos de gestión deben ser concretos y planteábamos no superiores a 5 años, y en el dictamen se ha avanzado un poco más de lo que decía el Senado; en el Senado se decía de 5 a 10 años y hoy se dice que el período de gestión primero va a ser de 15 y los posteriores de 10. Consideramos que, a los efectos de una mejor valorización y control del concesionario, este período debería haber sido no superior a los 5 años.


De la misma manera que cuando hablamos de la valorización de la oferta, consideramos que el proyecto no dice cuánto nos va a pagar el concesionario, cuál es la tarifa que ofrece, cuál es la inversión, cuál es la calidad, y en esto tenemos que decirles que algunos aspectos han sido incorporados en el proyecto.


Uno de los aspectos que plantéabamos era la necesidad de la descripción y cuantificación de la inversión. Esto en el artículo 87, inciso d), ahora está incorporado, cuando se habla del monto de inversión mínima, aunque no es la redacción ideal que hubiéramos pretendido, pero sí sabemos que se ha modificado.


De la misma manera, cuando se habla de transferencia de los pasivos a ESFESA, el dictamen dice que se podrán transferir los pasivos, y nosotros decíamos que se deberá disponer la transferencia de los pasivos. No estamos de acuerdo con que el Estado se quede con pasivos que hoy tiene la EPE.


Con la exclusividad zonal plantéabamos que tenía que haber una posibilidad de modificación teniendo en cuenta el avance tecnológico que se puede producir en un período tan largo como es el de 35 años.


Respecto del órgano de control, para nosotros la base fundamental en este proceso era que tenía que haber sido constituido con anterioridad al proceso de concesión, tenía que hacer un control concomitante en todo el proceso licitatorio, pero vemos que en el proyecto del oficialismo se plantea un período de 180 días posteriores, lo cual indudablemente lleva a que todo este proceso se hace con anterioridad, otorgando la facultad para que el control lo realice el interventor de la EPE.


De la misma manera, plantéabamos llevar de 3 a 5 el número de miembros del órgano de control, y esto no es para hacerlo un órgano burocrático, sino porque considerábamos que dada la importancia que tiene esto se debe designar la suficiente cantidad de miembros para hacer un verdadero control.


Plantéabamos la necesidad de la audiencia pública en todos los casos, y esto tampoco ha sido incluido. Sí hubo una incorporación en la posibilidad de la participación de los municipios y comunas cuando se traten temas inherentes a su jurisdicción. En el órgano consultivo que se crea considerábamos que no tenía que ser el Poder Ejecutivo el que dispusiera su conducción, sino que fuera el propio órgano de control el que lo determinara.


Con respecto a las tarifas, en el proyecto de viene del Senado se tomaban como base las tarifas de 1998. Fue uno de los temas que planteamos aquí y en comisión al ingeniero Caro, y tenemos que reconocer que ha sido incorporado en el dictamen que hoy se está tratando, por cuanto las tarifas son las de 1999. De la misma manera, planteábamos la necesidad de que a mayor consumo, la tarifa debe ser menor, y se me decía que esto era una condición natural, pero hoy la realidad indica que el usuario santafesino cuanto más consume, más está pagando. Esta incorporación también fue realizada en el dictamen de mayoría.


También plantéabamos la necesidad de que la disminución debiera ser a partir del segundo año y no a partir del primero, aunque el cuadro tarifario sea de 5 años. Este aspecto no ha sido incorporado en el dictamen que estamos tratando.


En la tasa de fiscalización planteábamos la necesidad que la misma no podía ser trasladada al usuario, y esto no es un capricho del bloque de la Unión Cívica Radical, porque el propio Gobernador en este recinto dijo que una de las cosas que debían modificarse respecto del proceso de privatización del agua era el no traslado de la tasa de fiscalización, algo que considerábamos que se podía realizar y todavía se está a tiempo de modificar.


También vemos con beneplácito que se hayan incorporado tarifas especiales para asociaciones, como es el caso de las escuelas y demás, pero plantéabamos que quizás esto tendría que haber sido directamente subsidiado, y no con tarifas especiales.


Con respecto a los derechos de los usuarios, y más desde la sanción de la nueva Constitución Nacional, consideramos imprescindible que debía existir un capítulo, un anexo especial donde se incorporen los derechos del usuario.


Uno de los aspectos que consideramos importante es que deber existir una oficina de atención al consumidor. Sabemos hoy lo que está sucediendo con los teléfonos porque tenemos que llamar a un determinado número para que nos atiendan. Si bien esto no fue incorporado en su plenitud, sí tenemos que reconocer que en un inciso de un artículo se dice que en el proceso del pliego debe contener cuál es la atención mínima que se debe tener en la localidad. Pero sí se debería haber dicho expresamente que tiene que existir una oficina de atención al consumidor.


Con respecto a las cooperativas hay un avance sustancial y nosotros coincidimos en el hecho de darle el carácter de distribuidores y no como es actualmente para el sistema cooperativa, pero hay cooperativas que hoy tienen el servicio rural y no tienen el servicio urbano y hace muchos años que vienen reclamando esto y saben que tuvo que encararlo la cooperativo porque el Estado no iba a llevar el servicio de electricidad a lugares distantes de la provincia de Santa Fe. Por eso consideramos que este aspecto se tendría que haber tenido en cuenta, de la misma manera que cuando hablamos de igual tarifa en todo el territorio, lo cual por supuesto compartimos, hay que tener en cuenta en qué condiciones se presta el servicio en determinados lugares de nuestra provincia. De la misma manera que planteamos también discrepancias en cuanto a la forma de medición del alumbrado público. 


Con respecto a los municipios nosotros planteamos en el artículo 19º, cuando habla del uso de la vía pública que debía constar un párrafo en el sentido de pedir la autorización previa de los municipios y comunas, esto también tengo que reconocerlo, que no fue incorporado al dictamen de la mayoría. Sí fue incluido el respeto a los municipios y comunas que nosotros le planteamos al ingeniero Caro en el cuestionario que se le realizó en este recinto. Es decir, que en este momento los municipios y comunas tienen el respeto del 6 % que están cobrando en cada jurisdicción. Sí hay dos aspectos que tendrían que haber agregado a ese artículo y uno era que se podía reducir la tarifa teniendo en cuenta la promoción que la localidad, es decir, cada municipio y comuna podía reducir ese 6 % para la producción pero queríamos agregar una palabra que era para la “promoción” productiva; de la misma manera que tenía que haber quedado claro en ese artículo el tratamiento del derecho del registro de inspección por cuanto la Provincia va a cobrar el impuesto a los ingresos brutos pero se encuentran imposibilitados los municipios y comunas del cobro del derecho del registro de inspección, tal cual está redactado ese artículo. Aunque personalmente considero que es un aspecto de tratamiento eminentemente jurídico el análisis sobre el particular. 


También nosotros planteamos un capítulo sobre la calidad del servicio que está incluido en distintos artículos pero no resumido en un capítulo sobre el particular.


Estas, señor presidente, son las distintas diferencias no estoy diciendo en lo que coincidimos sino en qué estamos disintiendo con el dictamen de la mayoría; pero sí quiero hacer algunas aclaraciones concretas sobre algunos artículos que tiene el dictamen de mayoría que hoy se está tratando.


En el artículo 104º, el mensaje que venía del Senado, con respecto al transporte decía que el Poder Ejecutivo podía constituir una sociedad anónima; en esto estaba directamente otorgando una facultad discrecional al Poder Ejecutivo provincial, y tampoco decía qué iba a hacer con los recursos que venían del transporte.


En esto el artículo 104º se modificó teniendo en cuenta parte de lo que nosotros planteábamos pero también tengo que decir que no es el artículo y la redacción que nuestro bloque hubiera preferido. Con respecto a la empresa, es decir, la sociedad anónima que hoy se está constituyendo consideramos que hay el recurso importante que proviene de la venta se dice el objetivo por el cual se pretende distribuir los recursos que vienen de la privatización y, señor presidente, nosotros no estamos dudando de la honorabilidad, ni del gobernador, ni de ninguno de los legisladores presentes, pero esto debería ser tratado por una ley particular que diga, para cada fondo cómo se va a constituir, como se va a distribuir. En esto me permito pedirle al bloque oficialista, porque todavía están a tiempo, porque esto hace a la transparencia de una gestión y de una ley y sería importante que cuando sea el tratamiento en particular, en este artículo, algún integrante del bloque oficialista pida la palabra y proponga que este artículo sea por una ley especial y no tal cual está redactada.


También planteábamos al ingeniero Caro que se dice qué es lo que se va a hacer con el producido de la venta, pero no se dice qué es lo que se va a hacer con el producido de las concesiones, porque aquí la ley permite que haya más de una concesión, no solamente la que se le dé a la empresa, sino que puedan haber otras, sobre esto no se está diciendo adónde van los recursos. Es decir que en esto tampoco , señor presidente, se ha incorporado este aspecto.


Por último, es importante que el Estado mantenga en su patrimonio, el patrimonio de la empresa, por eso planteamos la concesión y no la venta, quizás todavía están a tiempo, no digo de votar la propuesta de nuestro dictamen de la minoría y que está en el artículo 11 inciso b), cuando habla que al final de la concesión el 20 % vuelva al Estado, en vez del 20 % llevarlo al 41 % más el 40, nos da la posibilidad que la Provincia de Santa Fe, una vez finalizada esta concesión tenga por lo menos la mayoría del patrimonio de esa empresa.


Indudablemente, señor presidente, hubiéramos preferido un mayor consenso para beneficio de todos los santafesinos, tenemos que reconocerles, como lo dije anteriormente, que no ocurrió hoy lo que ocurrió en el tratamiento de la ex.DIPOS, que lo pasamos por las comisiones, pero no nos dejaron ni siquiera hablar ni modificar una como, tenemos que reconocerles hoy que muchas de las objeciones que hicimos han sido incorporadas a este proyecto. Por supuesto que no alcanza para lo que nosotros pretendíamos del proceso de transformación de la EPE .


Digo que cuando uno habla del tratamiento en general, charlándolo en nuestro bloque dijimos que las diferencias son grandes y permítanme decirles un ejemplo, si la familia decide no explotar más el campo del abuelo, hay dos alternativas, la de alquilar o la de vender. Estas son las dos grandes diferencias por las que no estamos de acuerdo en que se venda la Empresa Provincial de la Energía y por ese motivo no vamos a acompañar en general el tratamiento, lo que sí espero es que ocurra algo en el Senado, que este no insista en su despacho original y que acompañe este dictamen, que si bien no lo compartimos en plenitud, pero es indudablemente mejorador de lo que se ha votado en el Senado de la Provincia.

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


Voy a fundar nuestra oposición al proyecto de enajenación de la Empresa Provincial de la Energía, con la aclaración de que en mi intervención anterior me reduje a señalar la oposición al tratamiento sobre tablas por una cuestión de tiempo material, si bien nos esforzamos en estudiarlo, porque tengo una copia de lo que usted me entregó, señor presidente, donde hemos subrayado las diferencias entre este despacho y el originario. Lo hicimos en las condiciones de enorme dificultad que usted conoce, señor presidente, que estoicamente hemos soportado, porque sabemos de las pequeñeces que albergan muchas conductas, pero objetivamente hemos tenido que trabajar sin rajarnos el pecho por ello, ni adoptar actitudes matonezcas y con gran incomodidad.


Es decir que nosotros también trabajamos aunque no tengamos algún proyecto alternativo y no lo tenemos porque hemos querido ser coherentes con lo que desde un primer día dijimos, que queríamos el debate, que queríamos consenso como naturalmente lo ha expresado el diputado Esquivel. También quiero hace3r otra aclaración, si yo he señalado en algún momento algún correlato con la cuestión del Senado, fue simplemente para señalar la actitud de un legislador que me merece mucho respeto que es el Senador Becani. Pero lo que sucedió en el Senado no es lo mismo que lo que sucedió en la Cámara de Diputados. Al señor diputado Esquivel que integra este Cuerpo si alguna palabra mía ha sido confusa, le pido disculpas.


De todas formas aquí ha sucedido algo distintos que voy a tratar de enumerar matemáticamente. Cuatro, cinco o seis horas de reunión con el interventor de la EPE, a quien tratamos con toda caballerosidad, los que tienen experiencia en esta Cámara o en otras, sabíamos que esto se podía prestar a bastante show y por eso formulamos las preguntas por escrito, no queríamos hacer discursos, pero sí queríamos saber qué opinaba y cómo veía la cuestión el interventor de la EPE.


Así hemos tenido dos reuniones y efectivamente el presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General mostró un espíritu abierto, pero limitado en el tiempo. Las dos primeras comisiones vinieron con los despachos escritos y este es un elemento que no quiero molestar, pero históricamente fue así, históricamente sabíamos que era a plazo fijo, primero era el 30 de diciembre, nos equivocamos ahora es el 29.


No nos parece que esto pueda compararse con lo que pasó en el Senado, pero esto no nos parece que sea suficiente, señor presidente. 


Nosotros tenemos una imagen después de lo que pasó en el Senado y después de lo que dijo el señor Gobernador en el discurso a la Asamblea Legislativa y de lo que dijeron sus hombres más representativos que este debate iba a adquirir las características que no son las que imaginamos y que no es un debate de la oposición queriendo patear el tablero al intentar postergar la decisión del gobierno que quiere adoptara con velocidad la enajenación. Creo que aspiramos a la aplicación de principios que surgen del Artículo 42 de la reformada Constitución Nacional aprobado por unanimidad en 1.994 y que establece, por primera vez en la Argentina, la inserción del ciudadano, no del sindicato, no de los diputados, sino la intervención del ciudadano en los manifiestos intereses de lo que pasa con sus derechos en materia de privatizaciones, concesiones, otorgamiento de beneficios en el área de los servicios públicos. Entonces, si la constitución prevé la intervención de los usuarios en forma activa, qué otro espíritu puede albergar la Constitución cuando vamos a disponer la política energético y el futuro de los usuarios de le energía eléctrica por 35 años en la Provincia de Santa Fe.


Nos adherimos a este espíritu e imaginábamos que esto iba a comenzar con la presencia del interventor de la EPE como corresponde, pero también que iba a continuar con otras personas, porque hay algunos misterios que aquí no se han develado y tengo que creer en el principio de inocencia, mientras no me digan qué denuncia penal recayó sobre los dirigentes que supuestamente han exterminado a la EPE, según versiones antojadizas que nos han hecho llegar. Tengo que creer en la inocencia del interventor de la EPE, porque creo en la gran conquista de nuestro tiempo que es el principio de inocencia, también creo en la inocencia de otros funcionarios pero hubiera querido escuchar cómo se solucionan las contradicciones que voy a tratar de poner de manifiesto en el curso de mi exposición.


Además, señor presidente, me hubiera gustado que esto hubiera sido acompañado por el impulso del partido del gobierno que contó con la legitimidad de un triunfo inobjetable. Con una convicción tan grande como fue expresada muy claramente por el señor gobernador en su discurso en la Asamblea Legislativa. Entonces, si él tenía tanta claridad de objetivos desde el principio de su primer mandato, por qué no dijo con toda claridad en la campaña electoral lo que pensaba de la EPE. Eligió en cambio la ambigüedad que pasaba desde la privatización a la posibilidad de una sociedad mixta y otras variantes. Hubiera sido mucho más claro para que la voluntad popular que lo acompañó hubiera estado anoticiada de la real intención que tenía el actual gobernador. Y nosotros venimos también a esta reunión con ánimo de detectar problemas, no con el ánimo de poner palos en la rueda, que no es ni va a ser nuestra actitud legislativa en estos cuatro años que tenemos que compartir, sino con el ánimo de detectar problemas que consideramos serios. 


Y en ese ánimo y no en el de crear un inútil debate jurídico, es que planteamos nuestras serias dudas con respecto a quién le toca el poder concedente en estos casos, y precisamente cuando la misma estructura del mercado eléctrico nacional ha sido dividida en productores, transportadores, distribuidores, es que nosotros creemos que aquellos que prestan el servicio al ciudadano concreto en una ciudad o en un pueblo de la provincia, es un poder de origen esencialmente local y esto está avalado por un sinfín de resoluciones, de decretos, de ordenanzas, avalados por dictámenes del Poder Ejecutivo, por leyes del Poder Ejecutivo, por decretos del Poder Ejecutivo en distintos períodos y además con total transparencia. Lo acompañamos a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y le preguntamos con toda claridad al ingeniero Caro con respecto a este problema y aquí sí surge un primer punto oscuro que es necesario aclarar, señor presidente.


Nosotros le preguntamos con toda claridad al señor Caro qué opinaba de esto, y el ingeniero Caro reconoció que carecía de conocimientos en materia jurídica, pero no se requiere de conocimientos jurídicos para acordarse de los papeles que tiene alrededor. Mencionó que había dictámenes expresos en el seno de la EPE sobre el derecho de la empresa a concesionar el servicio, y de la provincia en su nombre como dueña final de esta empresa para hacerlo. Habló de dictámenes y entonces se los requerimos porque queríamos ver los fundamentos, los argumentos que se utilizaban, no quiero acusar a Caro de mentiroso o de ocultar documentación que en definitiva no le pertenece, pero la opción es esa porque habló de dictámenes y lo que nos acompañó y acompañó a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, es un dictamen que tiene una fecha extraordinaria, reciente, es un dictamen que ha sido confeccionado a posteriori, yo diría que se dio por la circunstancia que voy a señalar.


Con fecha 27 de diciembre de 1.999 lleva la firma de un señor Pedro Roulet con el antiguo rango que ocupaba, ahora ha sido ascendido por el ingeniero Caro, y está hecho para responder a nuestra inquietud, pero a posteriori, con lo cual el contenido de este dictamen puede ser bastante inviable porque incluso pese a esa circunstancia está encabezado por una frase que realmente es un paraguas más grande que el que le han puesto los ingleses al tema de las Malvinas. Dice: “He de volcar el presente parecer sin perjuicio de reconocer lo complejo y extenso de la materia tratada...” Es una opinión redactada, pese a lo extenso del dictamen, con reconocimiento que es de apuro, por un funcionario que es de absoluta confianza del ingeniero Caro.


También puedo conseguir abogados que traigan dictámenes, pero no sé qué valor le darán ustedes. Esto se agrava porque en esta provincia todo se sabe, y nosotros sabemos que el margen de lo que acompañamos, señor presidente, en algún momento tendremos que plantear las investigaciones del caso. En 1.984 hubo una nota, la Nº 239, emanada de la Gerencia Comercial, de fecha 18 de setiembre de 1984, según nuestra información —no puedo aseverar lo que diré después—, era una nota general de la Gerencia Comercial de la EPE reclamando a comunas y municipios la autorización para que ellos siguieran siendo los concesionarios del servicio eléctrico; lamentablemente esta nota —a esto en su momento lo tendremos que investigar— no aparece, entre otras cosas que no aparecen, pero parece que lo más importante es esto. Creo entonces, señor presidente, que aquí han quedado algunas dudas planteadas en un sentido sustancial, vinculadas con los derechos de los usuarios y consumidores y con respecto al titular del poder concedente de esta venta y del concesionamiento del servicio eléctrico, las que lamentablemente no han sido esclarecidas .


Quedo también sin la notoria convicción que exhibe hoy el Gobernador y el bloque del partido de Gobierno en favor de esta privatización, de esta enajenación y privatización del servicio. Y nosotros tenemos todo el derecho a reconocer como legítima esta posición, señor presidente, pero también tenemos que reconocer que esto no es unánime. No voy a mencionar extensamente, para no agotarlos, el último libro que ha publicado el ex Gobernador. Tiene frases realmente contundentes con respecto a esto, pero no lo voy a leer porque parecería realmente que Obeid, en este momento, no está bien plantado frente al partido de gobierno en su condición de diputado nacional por la Provincia en este tema. 


De cualquier manera, señor presidente, hay algunas afirmaciones que no puedo dejar de transmitir a la Cámara, pese a que sin lugar a dudas, algunos de los integrantes del Cuerpo las conocen, por lo cual voy a permitirme leer algunos renglones sobre estos comentarios vertidos al referirse a la Empresa Provincial de la Energía, que textualmente dicen: “La Empresa Provincial de la Energía es hoy una empresa comercial más eficiente, que ha mejorado notablemente la relación con los clientes, la calidad de sus servicios y la eficiencia interna. Se logró rebajar las tarifas, transfiriendo 45 millones de pesos anuales al sector productivo en dos años; reducir sustancialmente el nivel de cortes de energía; invertir en obras 84 millones de pesos en tres años –1996/1998–; descentralizar la atención a los clientes, teniendo actualmente doce sucursales madres en lugar de tres gerencias regionales, para estar más cerca de ellas; renegociar el convenio con los empleados, reduciendo un 20 % el costo salarial; reducir las gerencias, contándose actualmente con sólo cuatro en toda la Provincia; intervenir en miles de denuncias contra fraudes y clandestinidad; planificar y ejecutar la inversión más importante de su historia –180 millones de pesos para el período 1997/2000–” Agrego que supongo que estas inversiones van a favorecer mucho a las definitivas adjudicatarias de la venta de esta empresa. 


Y continúa el documento: “Esta política empresaria llevada adelante por la actual administración permitió utilizar a la empresa como una herramienta activa dentro del proceso productivo santafesino, sacudido en los últimos tiempos por factores externos. Las 1.500 mayores empresas clientes tienen las mejores tarifas del país –como se aprecia en la página 5 de un documento que forma parte de esta comunicación–. El documento que se acompaña precisa sintéticamente lo actuado y emprendido por la E.P.E. Cumplimos así con la necesidad de informar, junto a los dirigentes provinciales, sobre la tarea que lleva a cabo nuestra empresa.”


Y éste no es un documento de algún dirigente gremial de alta o baja jerarquía; no es un documento emanado de algún nostálgico de la década del ‘70 ni de un recalcitrante seguidor del Perón de la posguerra. Está suscripto –casualmente hoy hace ocho meses– el 29 de abril de 1999 y lleva la firma del entonces Presidente de la E.P.E. y hoy Ministro del Gobierno de Reutemann, doctor Ángel Baltuzzi. 


Entonces, señor presidente, ¿cuáles son los paraísos, los que nos contaba Baltuzzi en esta nota o los que nos dibujó Caro? Para que no crean que hay complicidad –y no lo quiero meter al Ministro de Gobierno, pese a la antigua amistad que tengo con él–, creo que ni uno ni otro. Aquí ha habido optimistas a ultranza y yo se cómo les va a los optimistas. Por eso creo que no hay que ser ni muy optimista ni muy pesimista. Hay que tener esperanza, que es una virtud del alma que está un poco más allá de los avatares del optimismo y del pesimismo, porque el optimismo nos lleva a circunstancias bastante difíciles. Aquí se ha mencionado la privatización de la Dipos y su concesionamiento. No lo digo bajo ningún punto de vista con agravio, al contrario, me gusta compartir ilusiones. Sin dudas esta exposición del compañero de bancada, el diputado Dalla Fontana, estaba signada por la mejor buena voluntad, pero en un pequeño cruce de opiniones que tuvo con el señor diputado Cecchi, el diputado Dalla Fontana dijo textualmente de dónde sacó que no se dará cobertura a las áreas no servidas. Está en el pliego. Hablemos en serio, señor diputado. Justamente la finalidad de esta ley es concesionar el servicio de agua a toda el área no servida, no en 30 años como usted dice sino en 8 años”. Al señor diputado Dalla Fontana le digo que venga a mi barrio de la ciudad de Rosario. Yo vivo mejor que la mayoría de mis convecinos, pero están todos en los niveles más terribles de la pobreza. Necesitan las obras de saneamiento como primer paso para el ingreso, no digamos al tercer milenio, sino casi diría al segundo, o por lo menos como egreso de este siglo que ya termina. En el 2012 les van a hacer las cloacas. Esta discusión es de 1994. En Rosario se postergaron todas las obras de saneamiento. Ustedes saben qué problemas tenemos con la marginalidad en Rosario. Vaya a decirle a la gente que trabaja en política que no responda al mandamás de turno cuando tienen delante de sus casas una zanja maloliente. Entonces, señor presidente, vamos a poner las cosas en su lugar. Yo admiro y a veces envidio la capacidad del Justicialismo para recordarme el título de una vieja película holliwoodense que se llamaba “Nacida ayer”. Aquí se nace siempre de nuevo. Lo que pasó no es producto de nuestras acciones.


Yo respeto mucho al presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, pero me preguntaría por qué fracasó lo de 1995. Tenían convicción en su gobernador, mayoría en la Cámara de Diputados, mayoría en el Senado. No es posible echarle la culpa a recientes lucideces. Creo que tenemos que asumir nuestra responsabilidad y la relatividad de esta discusión planteada con el signo pendular de lo primitivo. Hemos logrado, señor presidente, abandonar el péndulo trágico entre gobiernos civiles y militares. Y en algún momento también tendremos que abandonar el péndulo trágico de decir que todo lo que es defensa del Estado es trasnochado y todo lo que es privatización es un joya brillante que se ofrece para el futuro feliz de los argentinos. Fuimos los primeros, a través del ministro de Obras y Servicios Públicos, Rodolfo Terragno, en darnos cuenta que el Estado no servía ni para los que lo querían defender. Sabemos dónde terminaron los intentos de Terragno y es fácil hacer apología de la historia no vivida. Sospecho que con Aerolíneas Argentinas no habría pasado lo que pasó si en el Senado de la Nación no se hubieran frenado los intentos de un gobierno democrático elegido por la mayoría argentina. Hay que guiarse por la experiencia, señor presidente, y la experiencia indica que la administración Reutemann, a quien le deseo lo mejor de los éxitos, en esta materia pecó por omisión y por acción excesiva en los dos intentos que preceden a este último. Pecó por omisión porque no era cuestión de liquidar el Banco. No me vengan con eso de que Machinea era partidario de eso. Machinea vino a dar la extremaunción cuando nos enterraron el Banco. Ya no había tiempo. El tiempo existía antes. Yo sé que el señor gobernador se pone nervioso cuando uno dice estas cosas. Así que voy a parar acá. Y los de la Dipos y los de Aguas Provinciales, yo creo que realmente le han dicho al gobernador que no tienen ganancias. Propagandizan Aguas Santafesinas como si fuera un agua mineral. Falta nomás que la contraten a la tenista. ¿Qué es esto de hacer propaganda del agua que sale de la canilla? Ustedes saben que no hay medio de comunicación, grande, mediano o pequeño que no tenga ingentes inversiones publicitarias de Aguas Provinciales. ¡Y después dicen que no tienen ganancias! 


Yo no quiero que dentro de seis años éste u otro gobernador venga a decirnos que le va a pedir a la empresa que va a suceder a la que estamos liquidando si puede rebajar un poco las tarifas a los que no pueden pagar. En todo caso, resolver el problema de los que no pueden pagar las tarifas forma parte de una política que está por enunciarse.


Creo que el poder hay que ejercerlo cuando se detenta. No vale la buena voluntad con intereses absolutamente vinculados con la ecuación financiera como le acaban de contestar con toda crudeza los solícitos directivos de Aguas Santafesinas al seguramente bien intencionado gobernador de la Provincia en la propuesta que expresó, quizás con demasiada premura, ante la Asamblea Legislativa.


Si tenemos el poder hay que ejercerlo ahora y no pensar inocentemente que vamos a ser lo suficientemente vivos como para diseñar un ente que controle en serio, una capacidad de una comisión de seguimiento de esta privatización. Sinceramente, yo he sido miembro de las comisión de seguimiento de las privatizaciones en el Parlamento Nacional y nunca vi una comisión mejor definida que esa. A las privatizaciones las seguimos, nunca las alcanzamos. No es un organismo competente una comisión del Congreso para seguir cuestiones de tanta magnitud técnica. No seamos inocentes. También con el peaje pasó lo que pasó. Creo, realmente, que tendríamos que procurar todos, más allá del disenso que en este momento pueda separarnos, y lo quiero decir con toda sinceridad: creo que la solución estaría en ver cómo le retornamos al Estado, no para que siga siendo empresario, le retornamos el poder para controlar a los dueños del mundo. Y en este sentido estamos siendo todos víctimas, algunos más y otros menos, pero nos tenemos que convencer que este signo de impotencia de decir que la EPE no va más, no va más ¿por qué? Si Caro ha tenido el poder en estos 20 días de elucubrar todo esto, me pregunto cuál es el monstruo que hay detrás de la EPE, y si lo hay, me hubiera gustado que me lo contaran en detalle para decirle que aquí un hombre con poder no puede crucificar a cualquiera y hacer una empresa como la gente. Tenemos a un gobernador que ha sido plebiscitado, con mayoría en la Cámara de Diputados y en la Cámara de Senadores, con consenso generalizado para creer en su palabra. Señor presidente, no votemos por la impotencia. Esto es un signo de impotencia, creer que van a venir patriotas de afuera a resolver lo que no pudimos resolver nosotros y no quiero ser nostálgico de ningún tiempo, pero si vamos a privatizar algo, vamos a hacerlo bien. Y reconozcamos que en esta materia nos hemos equivocado tanto como defender un Estado caduco.

SR. POCHETTINO.- Pido la palabra.


Señor presidente, creo que habría que agregar algunos elementos que vienen bien para justificar, tanto desde el punto de vista conceptual como desde el punto de vista práctico, concreto, de los números de la empresa esta determinación que hoy el gobierno de Carlos Reutemann ha tomado.


El tema de la EPE, como bien decía el diputado Esquivel, viene siendo meneado desde hace bastante tiempo a partir de aquel proyecto de Reutemann que no tuvo éxito en la Legislatura. El gobernador Obeid, al cual todos mis compañeros justicialistas saben que lo conozco desde hace muchísimos años y tengo una amistad grande con él, pero eso no quita que tenga que hacer la crítica política de lo que hizo.


Creo que este proceso de transformación que intentó hacer y que se frustró, estaba viciado desde el principio porque no estaba desarrollándose en las bases fundamentales que debe tener un análisis real y concreto de la situación, que nos permita encontrar los caminos para resolverlo. ¿Por qué digo esto? Se intentó bajar un elemento que es la masa salarial. La masa salarial en la EPE es alrededor de 150 millones de pesos al año, eso es lo que le cuestan a la EPE sus empleados. Una empresa de similares características, según la experiencia que tenemos en la Argentina, no debería pagar más de 60 o 70 millones. No me voy a poner a discutir si son privilegios o conquistas, creo que fueron conquistas, hoy ya no lo son, pero de todas maneras no es el eje central, y lo voy a demostrar, pero durante este proceso de transformación se intentó bajar ese costo, y se hizo lo posible: se bajaron alrededor de 30 millones de pesos. La masa salarial allá por el 97 era de 170 y pico de millones de pesos. Amén de que esa disminución se produjo a partir de un vicio muy grande que tenemos en el Estado y, debemos reconocerlo, algún día tendremos que discutir cuando tratemos la ley de la Caja de Jubilaciones, que es pagar conceptos no remunerativos: el Estado paga en negro, y esto ocasiona una pérdida a la Caja de Jubilaciones de alrededor de 20 millones de pesos; o sea que, por un lado, cerramos un poco mejor los números para el balance de la EPE y, por otro, el Tesoro tiene que auxiliar a la Caja.


Además, en los acuerdos que se firmaron entre el gremio y el gobierno allá por el 97 se estableció, como era lógico, atacar el tema de las pérdidas de la EPE: éstas, tanto las técnicas como por robo de energía, están hoy en los 45 millones de pesos anuales, a precio de venta de la energía, y no bajaron, desde aquel momento subieron.


¿Qué es lo que pasó? Con este esquema de funcionamiento, con esta planta, no se pudo disminuir otro de los factores fundamentales para conseguir una mejor situación financiera de la EPE, porque cuando se habla de que la EPE da ganancia, la da en los balances, pero los contadores saben cómo se hacen los balances para no pagar impuestos a la DGI. La EPE da ganancia, pero cuando invierte 30, 40 o 50 millones de pesos al año, ¿alcanza? No alcanza. Los problemas que todavía subsisten de calidad del servicio, de cortes, etcétera tienen que ver con esto. Es una empresa que, como tantas empresas del Estado, ha pasado años sin realizar las inversiones que necesitaba. Tanto es así que en esta Legislatura aprobamos un endeudamiento para la EPE de 100 millones de pesos, de los cuales ha tomado más de 20. ¿Por qué si da ganancia, la EPE tiene que endeudarse? Da ganancia en los balances. Por ejemplo, a título de comentario, en los balances aparecen las deudas de los morosos como créditos, pero ¿cuándo se van a cobrar esas deudas acumuladas durante años?


Entonces, creo que este proceso que se intentó en el Estado ha dado resultados muy claros, porque hay una razón fundamental: yo decía hoy que la masa salarial de la E.P.E. es de 150 millones de pesos y la compra de energía es de 145 millones de pesos. Entonces, fíjense ustedes gastamos tanta plata en energía como la que gastamos en salarios. El problema se va simplificando porque ¿adónde está el punto crítico? ¿podemos ahorrar energía? Hemos ahorrado energía; la energía ha bajado permanentemente. Lo decía el ingeniero Caro el otro día que el costo de energía en nuestro país es uno de los más baratos del mundo y esto gracias a los procesos de privatización de los que después voy a hablar. Y ha bajado en estos años, en el curso de estos procesos de privatización, un 50 %. Como decía ese informe de la E.P.E. se bajó la tarifa a los grandes consumidores, a algunos productores medianos, ¿pero a costa de qué? de un tremendo subsidio cruzado de los pobres y de los usuarios domiciliarios y de la Pymes hacia lo que más tienen, permitió mantener a los grandes consumidores de la provincia de Santa Fe, si no se hubieran ido. Los que unos pagaban de menos, los pagábamos todos los demás. Esta es la única manera de mantener este esquema. Si queremos bajar más el costo de la energía, sí, posiblemente baje más, lo decía Caro también, ¿cuánto? un 2 %, un 5 % un 10 % pero el problema se va reduciendo, como decía; el problema está en el gasto salarial y ¿qué es lo que tenemos que hacer ?; la única alternativa posible para que una empresa funcione es que sea eficiente tiene que tener la cantidad de personal adecuado para la rentabilidad que pretende sacar y para cumplir con los objetivos de sus servicios, poder abastecer a la gente con energía más barata y de mejor calidad . Esa diferencia no es menor; esa diferencia que hoy queremos trasladar a los usuarios que son más de 90 millones de pesos sin impuestos al año, es lo que tenemos que achicar en personal. Esto hay que decirlo con toda claridad, nuestro proyecto contempla muy claramente el hecho de que no vamos a dejar a nadie en la calle; esto está meridianamente expresado en el proyecto pero la empresa se va a achicar. Estos 90 millones son los que tenemos que ahorrar en personal y la ganancia de la empresa está en que controle la pérdida de energía; si recuperan esos 45 millones que será responsabilidad de la empresa; esa será su ganancia. Este es el esquema simple para hacer que una empresa que hoy tiene todos estos problemas que hoy estamos analizando, sea eficiente, viable, con tarifas baratas y con una energía que tenga la calidad tanto en la potencia como en la frecuencia de cortes y todo esto controlado por un fuerte ente regulador donde participen todos los sectores involucrados y que haga respetar a rajatabla las condiciones del pliego, las condiciones del reglamento del usuario, las condiciones de la ley y de su reglamentación. Entonces yo me pregunto en la propuesta del Frepaso, se plantea exactamente los mismos número –el diputado Cecchi se ríe porque ya lo discutimos en un programa de televisión días pasados- es decir los mismos números que planteamos nosotros ahora los rebajan, 30 % para los domiciliarios, 25 % para el comercial, 10 % para las Pymes, 10 % para los jubilados.

            En una empresa que se mantiene dentro del Estado y no plantea ningún tipo de reducción en principio de personal ¿cómo hacen para rebajar las tarifas? Además lo tienen que hacer en noventa días porque así lo dicen en su proyecto. No lo tengo acá en este momento, lo hacen a partir de la concesión, es decir que hay un plazo para implementar las tarifas, ¿Qué es esto, magia? ¿Cómo lo hacen?.

           Yo le decía Cecchi que le tienen demasiada confianza a un gobierno plesbicitado como Reutemann, que ni él lo va a poder hacer. Entonces creo que esto más allá que sea una buena expresión de deseo me parece que hay que darle un carácter de más seriedad para un debate como el que estamos proponiendo, más aún si proponen como lo he visto expresado que la empresa va a constituir su nivel de conducción, entendiendo la relación laboral como dependiente del Estado, mantiene su condición como empleado público y el resto del personal pasa a manejarse en el ámbito de la ley de Contrato de Trabajo. ¿Qué quiere decir esto? Que pueden hechar a cualquiera y sin ningún reaseguro como el que nosotros le estamos dando, cubriendo a cada trabajador con un sueldo digno y con diferentes alternativas. Hay que tener cuidado con estas cosas, porque me parece que podemos convertirlas en herramientas sumamente peligrosas.


Decía el diputado Di Pollina que tenemos que conservar la empresa en nuestras manos porque tenemos que conservar la potestad del Estado, entre otras cosas hablaba de promoción industrial, el Estado como promotor de todas estas cosas, que yo no las niego de ninguna manera y se asombraba hasta de que estemos traicionándolo a Perón. Creo conocerlo un poco más que Di Pollina –no lo digo con soberbia- lo he admirado, he compartido su época y lo he sufrido cuando me he equivocado, así que lo conozco bastante. Lo que no entiende Di Pollina es que la mayor virtud del peronismo es tener esa capacidad tremenda de saber adecuarse a las épocas y a las circunstancias, al momento en que vive el mundo y encontrar las herramientas necesarias para seguir transformando la realidad.


Nosotros nunca leemos los libros, nos criticaron siempre, se acuerdan de aquella frase “alpargatas si, libros no”, viejas épocas, primero hacemos, después vamos y leemos los libros donde consolidamos lo que hicimos para las generaciones que vienen después. Este mecanismo de adecuación del cual estamos orgullosos, es lo que nos permitió hacer las cosas que hicimos, la hicimos con Perón y la hicimos con Menem, y cuando no lo tuvimos en cuenta sufrimos la derrota. Una vez hablé de la derrota del ‘83 y lo dije que el que entendió la realidad fue Alfonsín, sin ninguna duda lo pagamos caro. Lo que no supimos aprovechar de estos 10 años de transformaciones en la Argentina, porque cometimos errores, porque tuvimos problemas serios, al respecto yo firmé un proyecto de comunicación, pedido de informes en esta Cámara junto con la oposición, pidiendo la renuncia de Alderete que hoy me va a dar mucha alegría si paga con la cárcel, porque cuando no entendemos lo que le pasa a la gente, nos castigan.


También tengo que decir que en estos últimos dos años de transformación atravesamos la crisis más tremenda de los últimos años, que no es propia de nuestro gobierno, es importada, a eso no lo podemos desconocer porque tiene una tremenda importancia en el resultado electoral y sino que lo digan los que gobiernan ahora que están llevando adelante propuestas legislativas que tienen que ver con los últimos años del peronismo cuando no supimos encontrar la salida. Decíamos que Roque Fernandez tenía piloto automático, no supimos encontrar la salida. Desde el mismo parlamento la bancada justicialista se oponía a los planteos de Roque Fernández; hoy los asume la Alianza, creo que no lo entienden, y ojalá puedan encontrar las alternativas para salir.


Decía también que en este nuevo rol del Estado, que no es una moda, sino una necesidad, donde la promoción industrial, el proteger a las PyMES como lo hicimos y lo estamos haciendo y lo hemos dicho en esta Cámara muchas veces, son los mecanismos necesarios como los que a través de esta ley estamos encontrando, ley que no busca juntar plata para tapar agujeros sino hacerle ahorrar a la gente 100 millones de pesos, sino que la plata se va a usar para lo que decía el señor diputado Cecchi y así está explícitamente en la ley, porque el artículo 121 dice que no se van a usar estos recursos para gastos corrientes, en todo caso para mejorar el perfil de la deuda en una etapa de crisis que tiene el país, que tienen todas las provincias y a la que no escapa la nuestra. Qué mejor que usar esos fondos para mejorar el perfil de la deuda y así el futuro de generaciones que vivan en Santa Fe.


De la privatización de la DIPOS -que yo no la viví como legislador- de la que algunos otros compañeros van a hablar más adelante, tengo claro una cosa, esta privatización y muchas de las primeras privatizaciones nacionales -no voy a defender a nadie que se le haya comprobado un negocio- ¿en qué época se hicieron? ¿El país vivía la misma situación que ahora?. Me acuerdo que me hablaban de que había unos inversores japoneses que pretendían hacerse cargo de todos los ferrocarriles argentinos antes de privatizarlos, pregunte: ¿cuánto ponen? Y me dijeron no, cuánto piden, así que dije además de regalárselos encima nos van a cobrar un canon. Muchos de los ferrocarriles privatizados en la Provincia de Buenos Aires lo están haciendo. Esa es la realidad del país que vivíamos, a partir de los años 89-90 en la época de la hiperinflación cuando el riesgo país era tremendo, donde es cierto lo que dice el señor diputado Cecchi acerca de Kissinger, pero no es que se adhería a lo que decía Kissinger era que apretaban y esa era la única manera de salir, había que aceptar condiciones a veces leoninas, hoy tenemos un país diferente y nos podemos dar el lujo de hacer las cosas cada vez más como queremos nosotros porque hemos cambiado el país.


Yo creo que el tema de la DIPOS tiene mucho que ver con esto. Fíjense una cosa, no contempla el régimen de audiencias públicas porque es vieja, hoy tenemos que incorporar la audiencia pública en el esquema de Aguas Provinciales. He batallado mucho por eso, ni siquiera la Constitución lo preveía porque la reforma constitucional es posterior a la ley de la DIPOS, por eso tenemos que poner las cosas en el lugar y el tiempo correcto.


Por último, señor presidente, respeto mucho a todos los colegas y creo que el diputado D’Ambrosio ha dado una serie de argumentos pero falta algo. La pregunta que quiero hacer es muy sencilla ¿qué hacemos? ¿dónde está la alternativa?, y en esto no creo que faltó tiempo, me parece que el tiempo estuvo, estuvo en los medios, estuvo en la Legislatura. Si lo único que vamos a hacer es decir no, para qué queremos tanto tiempo.


Me parece, también, que más allá de las críticas que podemos hacer a los proyectos, es importante que se planteen y que se debatan para sacar las conclusiones que correspondan, pero creo que la oposición por si misma no es lo que necesitamos en este momento ni en Santa Fe ni en Buenos Aires donde somos oposición y asumo las responsabilidades como miembro de un partido, que es un gran partido nacional.


Finalmente, señor presidente, retomando las palabras del señor diputado D’Ambrosio que decía que hay que ejercer el poder y retornar el poder al Estado, creo que más allá de retornar el poder al Estado hay que hacer un Estado fuerte, eficiente y que le devuelva el poder a la gente. Nosotros queremos devolverle el poder a la gente, así la gente se va a ver beneficiada, la gente va a poder controlar, la gente va a poder evaluar y la gente va a ser en definitiva la que va a aprobar o condenar esto en las próximas elecciones. Quizás sea optimista como decía el diputado D’Ambrosio, pero las espero con eso, con optimismo.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


El objetivo del debate de este proyecto de ley no es otro que el abaratamiento de las tarifas de la EPE. Así lo entendimos hace unos años atrás, en 1.995, cuando estábamos conformando la Alianza santafesina. En la conformación de la Alianza estaba la confección de la plataforma y este punto de la privatización de la EPE fue la piedra que en definitiva fue solucionada, pero hizo peligrar en un momento dado la conformación de la Alianza; tanto la Unión Cívica Radical como el Partido Demócrata Progresista entendíamos que el abaratamiento de las tarifas, de los costos de la energía que hacen al desarrollo de la provincia pasaba por la privatización de la EPE. Nobleza obliga, esto no era compartido por el Frepaso y se concibió una fórmula de transición hasta después de ver cuál iba a ser el resultado electoral. Y esa fórmula era la transformación de la Empresa Provincial de la Energía, como un punto exclusivo de la plataforma tendiente a abaratar los costos que en ese momento cobraba esta empresa. Con el correr de los años y después de varios intentos de modificar esta situación, los costos de la energía en la Provincia de Santa Fe son uno de los más altos en la República Argentina. 


Y esta problemática que tenía la Alianza Santafesina en 1995 la tuvo también el Partido Justicialista, ya que como bien decía Mario Esquivel, en 1995 –más precisamente el 23 de mayo de 1995– Carlos Reutemann presentó a esta Legislatura un proyecto de privatización de la E.P.E., el que no fue ni siquiera tratado, a pesar de tener mayoría el Partido Justicialista en las dos Cámaras, por cuanto los justicialistas estimaban que la E.P.E. no debía privatizarse. Asimismo, cuando lo sucedió Obeid a Carlos Reutemann, dictó el decreto 114 del 28 de diciembre de 1995, a pocos días de hacerse cargo del gobierno. Este decreto que tenía que ver con la intervención de la Empresa Provincial de la Energía establecía en sus considerandos: “Es propósito del Gobierno de la Provincia que la generación, el transporte, la comercialización y la distribución de energía eléctrica sean prioritariamente realizados por personas jurídicas privadas, cumpliendo de esta manera con el programa puesto a consideración del pueblo en las elecciones próximas pasadas, ya que la voluntad política expresada consiste en la transformación y privatización.”


Esto lo dijo Jorge Obeid el 28 de diciembre de 1995 y el 21 de enero de 1997, cuando declaró el estado de emergencia al servicio público de electricidad en la Provincia, cambió fundamentalmente su concepción privatista y estimó en ese momento que la solución para bajar los costos de energía iba a ser la transformación de la empresa en una sociedad anónima, con participación estatal mayoritaria.


Este decreto que se puso en práctica con la emergencia trajo aparejada la reducción de los costos de la energía y –como bien lo decía Domingo Pochettino– todos los ajustes que se hicieron para transformar la empresa no alcanzaron para bajar los costos, comparativamente con otras provincias argentinas. Y sin ir más lejos, insiste Jorge Obeid con este proyecto de transformación y a principios de este año presenta el proyecto de transformación de la E.P.E. en sociedad anónima, con participación estatal mayoritaria, que es el mismo proyecto utilizado por el Senado de la Provincia para cambiarlo rotundamente y dictaminar lisa y llanamente sobre la privatización de esta empresa. 


Nosotros compartimos filosóficamente esta decisión, como habíamos sostenido en 1995. Lo que criticamos – lo hicimos también en el Senado y lo pusimos de manifiesto cuando no votamos sobre tablas el tratamiento en la noche de hoy– es que era necesario un debate más amplio, que no sabemos el por qué de las urgencias al forzar el tratamiento de hacer una ley que en definitiva compartimos en su esencia, pero que para nosotros tiene una serie de defectos que son posible de solucionar, sobre todo si esto se hubiera enriquecido con un debate donde hubieran tenido participación obligatoriamente las municipalidades y comunas.


No nos amedrentaron las bombas que se tiraron hace unos meses en la Legislatura tendientes a hacer fracasar esta privatización. Tampoco teníamos miedo hoy de que vinieran los carros de la Empresa Provincial de la Energía a volver a tirar las bombas porque estamos aquí para legislar, tendientes a un bien común.


Se podrá tener una dirección diferente en cada uno de los diputados que están en la Cámara. Incluso más –como decía recién–, se podrá tener posiciones diferentes dentro de la misma fracción política. Sin ir más lejos mencionaba Angel D’Ambrosio a Baltuzzi quien renunció cuando declaró públicamente que estaba de acuerdo con la privatización. Y también Millet, que era el presidente de la bancada de la Unión Cívica Radical, en la campaña electoral de este año, en el mes de julio de 1999, declaró que estaba de acuerdo con la venta de la Empresa de la Energía. Habló de 500 millones de pesos para utilizarlos en promoción de la industria y de las Pymes de la Provincia de Santa Fe. En el mismo artículo mencionan a un diputado justicialista que no está de acuerdo con la privatización y hoy está integrando el grupo de los 28 diputados justicialistas de esta Cámara. O sea que obviamente no es de fácil comprensión y creo que –como decía recién– hubiera hecho falta un debate más enriquecedor, mayores consultas a gente que tengan mayor conocimiento que nosotros, tendiente a que esta ley sea lo mejor para la Provincia.


El objetivo primordial –como mencionaba recién– es el cuadro tarifario...

-
Varios señores diputados hablan a la vez.

SR. BULLRICH.- No, es Bermúdez. Le echaban la culpa a Chipoloni.


Le pedimos al ingeniero Caro, el día viernes cuando estábamos reunidos en la comisión, que nos acercara no sólo el cuadro tarifario sino también el mentado dictamen legal en donde se aseguraba que la Empresa de la Energía, o sea, la Provincia de Santa Fe, tenía el poder concedente y por lo tanto podía dictar esta ley.


Este cuadro tarifario nos llegó el día de ayer por la tarde, juntamente con este dictamen que mencionaba D’Ambrosio. La sorpresa es la verificación de una realidad: que el 30 por ciento de la rebaja en el precio de la energía que está como condición de la privatización es promedio. Decía Caro en un momento, cuando nos visitó en la reunión conjunta de las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda, que podía haber sectores que no se beneficiaran con estos porcentajes por cuanto era el resultado de un promedio de toda la facturación. Es por eso que no pretendíamos tener la oportunidad, por esta urgencia de sancionar la ley antes de finalizar el año, de poder poner un requisito que garantice la rebaja tarifaria para todos los sectores que están contemplados en esta ley y que esta rebaja sea una rebaja real y no porcentual o promedio de acuerdo con las diversas bandas en que está distribuido el cuadro tarifario. También nos preocupaba y nos demorábamos en nuestro dictamen. Pedíamos que se nos alcanzara el dictamen en donde, como decía recién, se ponían de resalto las facultades de la Provincia en concesionar este servicio público, ya que nosotros, como se ha manifestado aquí, también teníamos nuestras dudas y este dictamen, obviamente, no nos satisfizo. Es un dictamen que se ha hecho, como lo decía el diputado D’Ambrosio, con mucha premura y a los efectos nada más que de evacuar la consulta que se había realizado a través de las comisiones de la Cámara de Diputados. Y nosotros también nos pusimos a estudiar sin tener la capacidad necesaria -y por eso, vuelvo a insistir, que las urgencias no le hace bien a la sanción de esta ley- ya que se podía consultar a juristas de nota para ver cuál era el alcance de todas estas disposiciones que, en definitiva, en algún momento concluyen en decir que este poder concedente puede ser concurrente de las municipalidades y de la Provincia. Y decimos que esto puede ser concurrente porque cuando se sanciona la ley nacional 24.065 establece la competencia nacional para todas aquellas líneas de transporte de energía que tengan una incidencia interprovincial. Y yo puedo decir que esta ley que se va a sancionar ahora, en la medida en que sea de competencia entre distintas ciudades y pueblos de la Provincia, tiene que ser competencia provincial. No dejo de analizar que con el correr del tiempo se fue transformando esta idea pero originalmente este poder concedente, y así lo dice la Constitución Provincial en el artículo 107, también es un poder que corresponde a las municipalidades y comunas de la Provincia. Entonces, pretendíamos, y lo vamos a tratar de imponer cuando tratemos en particular este tema, que haya una adhesión expresa de las municipalidades y comunas antes de llamar a licitación de la empresa de la energía.


Creo que con esto se estaría cubriendo y perfeccionando la ley. Hubiera preferido, a lo mejor, hacer una modificación donde este reconocimiento mutuo entre la Provincia y las municipalidades pueda realizarse a través de leyes convenios o acuerdos mucho más formales que una adhesión a la ley. Pero, bueno..., la premura en el tratamiento no nos hizo más que imaginar que con una previa determinación de los concejos municipales de todas las ciudades de la Provincia de Santa Fe pueda llegar a ser suficiente para convalidar esta duda que se presenta y que, en definitiva, a nuestro entender, es una facultad concurrente.


Por eso decíamos que queríamos tiempo, porque algunas objeciones las planteamos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, más de fondo o menos de fondo, y nos quedaban estas cinco o seis cuestiones, para nosotros importantes, que dejábamos para lo último para no trabar el tratamiento de la ley en la comisión. Pero pretendíamos con esto que esta redacción de las modificaciones a la ley, de las divergencias que teníamos, quedaran plasmadas por cuanto si salía sancionada no sería tanto el problema, pero si no salían sancionadas, eran la garantía de nuestra posición que dejábamos plasmada sobre la competencia de las municipalidades y comunas sobre el cuadro tarifario y la real rebaja de las tarifas para los sectores involucrados en la ley y algunas otras cuestiones, como una ley especial para la administración de los fondos que van a ser el producto de la venta y que van a terminar en un fondo anticrisis, en un fondo de infraestructura, en un fondo para municipalidades y comunas, en donde es necesario determinar y no hacer un cheque en blanco para que sea el Poder Ejecutivo el que lo determine.


Y esto es así por cuanto ha habido suficientes experiencias en la provincia que cuando se manejan dineros para solventar o ayudar al desarrollo de las pequeñas y medianas industrias, el tema de los créditos que se otorgaron a aquellos productores afectados por las inundaciones, es muy difícil el control de la administración y siempre aparece una trampita por ahí.


Hubiéramos preferido, como lo decíamos en el 96 cuando se comenzó a conversar, a charlar, y se presentó el proyecto de privatización del Banco Provincial de Santa Fe, que la Empresa de la Energía se vendiera para capitalizar el Banco y que los dineros de la Empresa de la Energía sirvieran para el desarrollo de la Provincia a través de una entidad financiera propia. Pero en ese momento no se logró y ahora se vendió el Banco, obviamente estuvimos años enteros discutiendo sobre la problemática del Banco y los perjuicios que le ocasionaron a la Provincia, ahora está la Empresa de la Energía y con estos fondos que se van a obtener, graciosamente los va a disponer el Poder Ejecutivo sin que haya una ley de fondo que determine cómo, cuándo y dónde van a estar destinados y cuáles van a ser los controles necesarios para tenerlos.


Le preguntaba también al ingeniero Caro, que son cuestiones que están tanto en los pasillos –radio pasillo, que le dicen– o a través de los medios de comunicación que cuando los que se oponen a la privatización de la Empresa hablan de que no hay un método válido de valuación de la Empresa, se lo preguntábamos también a Caro donde él hablaba del flujo de dinero que traía como consecuencia el desarrollo de la actividad y éste era el precio de la Empresa: la Empresa vende tanto, o sea, la Empresa vale tanto. Nosotros entendíamos, y se lo planteamos, que hay bienes que tiene la Empresa que, si bien fuera de la concesión pueden perder valor, son importantes y van en definitiva cuando esta Empresa –o quien compre la Empresa– deje de tener la concesión, los va a liquidar o los va a vender para obtener una ganancia que en este momento es de todos los santafesinos.


No teníamos en claro, tampoco ahora, cuáles son los activos que se van a transferir ni cuáles son los pasivos, y vuelven a ser los cheques en blanco que se van a otorgar al señor gobernador a través de esta ley. Y es por eso que, como otra condición esencial, pretendemos –y vamos a solicitarlo en el tratamiento en particular– que los pliegos de bases y condiciones sean aprobados por la Legislatura y ahí vamos a tener la garantía necesaria de que lo que ocurrió con la DIPOS no va a volver a ocurrir, porque esta Legislatura va a garantizar que todas estas facultades que se le otorgan al Poder Ejecutivo van a ser controladas a través de un pliego donde van a quedar plasmados cuáles van a ser los derechos, la obligaciones, los activos, los pasivos, qué va a pasar con cada uno de estos interrogantes que nosotros estamos planteando y después que las comunas se hayan expedido por el otorgamiento de esta concesión o de una nueva, como se venía otorgando hasta ahora, o reasumir, como el caso de alguna otra municipalidad –se me ocurre pensar en la ciudad de Avellaneda, que tiene una cooperativa eléctrica– la distribución de la energía que necesariamente tendrá que comprarla al sistema interconectado nacional.


Por eso es que, a pesar de estos planteos que yo estoy realizando y que vamos a poner de manifiesto en el tratamiento en particular, vamos a votar afirmativamente en general el despacho de la mayoría. Hubiéramos preferido, como dije recién, hacer un despacho diferente para plasmar nuestras disidencias por escrito, pero no se nos dio la oportunidad. De todas formas queremos ser consecuentes con lo que dijimos en el 95, repetimos en la última elección y ahora lo vamos a sostener en este recinto.

SRA. TATE - Pido la palabra.


Cuando se comenzó en la Provincia el proceso de modernización del Estado, que creíamos que era necesario para mejorarlo, para transformarlo, quienes eran en ese momento legisladores de la Unión Cívica Radical, apoyaron las leyes de emergencia económica y los proyectos de ley de reforma del Estado. Pero ya en ese entonces votaron en contra de la privatización, que era la posición que había adoptado la Unión Cívica Radical. En ese momento comenzamos a transitar un camino que nos alejaba cada vez más del Estado de bienestar para acercarnos al Estado actual, cada vez más ausente.


Los legisladores que en ese entonces votaron en contra de la privatización, no lo hicieron, como no lo hago yo hoy, por una posición fundamentalista; tal vez lo hicieron tomando las expresiones de un eminente administrativista como es el doctor Tomás Hatchinson, quien muchas veces ha planteado en sus disertaciones que las privatizaciones no son ni buenas ni malas, son neutras, y lo que hace de ellas que sean buenas o malas es la forma en que se las hace.


En este país, señor presidente, lamentablemente alguna vez se dijo que había que hacer cirugía sin anestesia, y en verdad se hizo cirugía sin anestesia, pero a fines de este siglo, en los albores del año 2000, hacer cirugía sin anestesia no es cosa de cirujanos, es cosa de curanderos; y así han resultado las privatizaciones.


Las privatizaciones que se han hecho en el Gran Buenos Aires y en la ciudad de Buenos Aires, que pertenecen a las empresas Edenor y Edesur, nos están demostrando hoy que la privatización no tiene nada que ver con la eficiencia, que tampoco la privatización tiene que ver con los bajos costos de la electricidad; y, si no, yo plantearía que les preguntemos a los ciudadanos de la ciudad de Buenos Aires y el Gran Buenos Aires cuántos cortes de electricidad han sufrido en lo que va del año. Más de 80 cortes, y en el mes de febrero más de 150 mil usuarios estuvieron once días sin luz.


Esa situación no ha mejorado hoy, y en la privatización de estas empresas se ha establecido, como se establece en este proyecto, la necesidad de calidad en el servicio y multas, pero no es suficiente una exigencia de calidad como tampoco la imposición de multas, porque a las empresas muchas veces les conviene más pagar la multa que hacer inversiones, y aunque se paguen las multas, cuando el sistema colapsa es tarde para hacer inversiones, y pasa lo que está pasando en este momento en la ciudad de Buenos Aires y en el Gran Buenos Aires, que no pueden resolver los problemas y no se sabe qué es lo que va a pasar en el verano cuando empiecen los calores más intensos y comiencen a usarse a full los aires acondicionados y todos los electrodomésticos que se usan en las casas y empresas. Por eso insisto en que la eficiencia no tiene nada que ver con la privatización.


Me gustaría hacer algunas preguntas que no supo explicar el ingeniero Caro, o por lo menos yo no le entendí: ¿por qué es necesario privatizar una empresa que factura 450 millones de pesos por año, cuando los legisladores en este mismo recinto fundamentaron y se opusieron, muchos de ellos tenazmente, a la privatización de la D.I.P.O.S porque esta empresa facturaba en ese momento 70 millones de pesos?; me pregunto si realmente hay una razón para privatizarla, ¿por qué le entregamos a la empresa gratuitamente los activos? ¿por qué, señor presidente, no se le fijó precio a la empresa? ¿quién va a fijar el precio? Cuando uno vende su casa ¿no le pone precio? ¿quién se lo pone al precio? ¿por qué a la empresa no se le exigen inversiones? 


Yo me pregunto ¿qué va a pasar con el norte pobre y siempre olvidado?, ¿qué va a pasar con la electrificación rural? si a la empresa no le va a resultar rentable invertir en esa zona. ¿Va a hacer un gasto para beneficiar a los pobladores de la zona? Yo creo que no. 


Por otra parte hay otra cosa que también me pregunto, y tiene que ver con el personal de la E.P.E. Se plantea la transferencia total del personal a la nueva empresa y la instrumentación por la empresa de programas de reinserción o reingreso a la Administración Pública . Y yo me pregunto ¿cómo puede una empresa privada disponer sobre la reincorporación del personal a la Administración Pública influyendo desde lo privado en su Presupuesto.


Se habla también de una jubilación anticipada a criterio mío incorrectamente, porque en realidad lo que se está haciendo es describir un retiro anticipado con e pago de sumas mínimas para que puedan después, una vez que hayan cumplido con los requisitos y las condiciones establecidas, pedir la jubilación. Acá creo que se confunde todo y se deja en manos de particulares decisiones que deben ser del Estado porque son inherentes al Estado.


Por otra parte me pregunto, no se ha dicho nada tampoco de qué es lo que va a pasar con los salarios de los empleados de la hoy E.P.E. ¿qué va a pasar, al margen de lo que pudiera pasar con los sueldos, con la cantidad innumerable de familias que van a quedar sin empleo en una provincia donde la desocupación alcanza al 20 %. Cuando lo interrogamos al señor interventor dijo que no había estudiado el problema, a lo mejor el señor interventor está más interesado en las utilidades de la empresa que en el interés general y en el interés de los usuarios... 

SR. RÉBOLA.- Me permite una interrupción, señora diputada.

SRA. TATE.- Sí señor diputado.

SR. RÉBOLA.- Quiero hacerle una pregunta concreta. Usted está planteando que va a quedar una innumerable cantidad de personas sin trabajo y en la ley está absolutamente garantizado de acuerdo a lo que yo interpreto que no va a quedar absolutamente ninguna persona sin trabajo. Me puede explicar ¿qué personas de la E.P.E. van a quedar sin trabajo?

SRA. TATE.- En primer lugar, una vez que la empresa esté privatizada yo no se quién puede garantizar que la empresa no va a despedir personal. Por otra parte, a qué se refiere el retiro voluntario o cómo va a quedar la gente que se retira. Es voluntario entre comillas, señor diputado.


Por último señor presidente, y tal vez una de las cuestiones más importantes es cuál es el fundamente legal por el que la Provincia vende lo que nosotros creemos que no le pertenece; la prestación del servicio eléctrico es un poder originario de las comunas; son ellas las que tienen el poder concedente y así se lo reconoce la ley 7797; así lo establece y así es el espíritu de la Constitución Nacional reformada en el 94 y cuando la ley 11.000 refiere a la potestad originaria ya autónoma de la Provincia, está refieriéndose, a mi entender, a la noción de Provincia que la Constitución Provincial establece en su artículo 1º. Y cuando se refiere a gobierno, está refieriéndose a lo que establece el artículo 2º de la Constitución Provincial y creo que acá se están confundiendo ambos conceptos; yo creo que la potestad de las comunas está objetivamente reconocido en las múltiples ordenanzas que conceden la prestación de los servicios públicos en las grandes ciudades como Santa Fe y Rosario a Agua y Energía que después se transfirió a la Empresa Provincial de la Energía y en las pequeñas comunas a través de ordenanzas que fueron ratificadas por ley. Algunas de ellas todavía subsisten.


Estas son señor presidente, las preguntas que no tienen respuesta, hemos tratado también de conseguir de la Empresa Provincial de la Energía las notas en las que se les pedía a las comunas que se le concediera la prestación del servicio eléctrico, lamentablemente han desaparecido. En una de esas sería bueno buscarla en alguna de las cajas del señor Alderete, donde se han extraviado tantos documentos, haber si encontramos allí las notas que no aparecen de la EPE.

SR. ESQUIVEL.- La ley 7797 la derogamos porque es pésima, señora diputada Tate y ahora se va a incorporar el concepto con mayor claridad en el artículo 128 del texto que hoy estamos considerando. Esto en una reunión que mantuvimos con Municipios y Comunas estuvieron de acuerdo y así quedó plasmado, o sea que no estamos haciendo oídos sordos. La ley 7797 del año 1975 entendimos que podía estar mejor contemplada en una artículo como es el 128.


No quiero entrar en polémica porque entiendo que hay posiciones ya tomadas, nosotros decimos que el poder concedente lo tiene la Provincia tal cual lo dice el artículo 172 inciso 5° de la Constitución Provincial. “Las atribuciones del Poder Ejecutivo provee de los mismos límites a la organización, prestación y fiscalización de los Servicios Públicos”, pero como esto es tema de debate y no nos vamos a poner de acuerdo, yo les puedo seguir citando innumerables leyes, como la ley 11.000 del año 1993, que fue votada en este recinto por unanimidad de los presentes, porque si no me falla la memoria los integrantes de la bancada de los Demócratas Progresistas no estaban presentes, en su artículo 2° de la ley 11.00 del 24 junio del 93, dice: “Ratifícase la potestad originaria y autónoma de la Provincia de Santa Fe para explotar y administrar las fuentes de energía eléctrica y prestar el servicio público de generación, transformación, transporte, distribución y comercialización de energía electrica en toda su jurisdicción .” Lo votó el partido justicialista y la Unión Cívica Radical.


La ley de creación de la EPE dice lo mismo, por eso digo que hay normativas para uno y otro lado, por eso es que nosotros estamos absolutamente convencidos que el poder concedente lo tiene la Provincia sobre una base constitucional y normativa como la que dije.

SRA. TATE.- Yo hacía referencia a una ley vigente, no hacía juicio de valor.

SRA. VILLALBA.- Pido la palabra.


Tengo la obligación moral esta noche de decir lo que siento por lo que no pueden estar aquí. Tengo la obligación de hablar por los carenciados del año 2000, porque los van a encontrar con velas y ustedes saben que es así. Porque aquí es como que hacemos las cosas al revés, se les da la vivienda primero porque son carenciados, pero no se les pregunta si tienen trabajo los sacan de una villa y les dan una vivienda precaria pero luego empiezan a llegar los impuestos. Por qué primero, antes de darle la casita no les dan trabajo y se le dice: a ustedes se les va a descontar del trabajo un tanto por ciento para la casa, por qué no los enseñan así. Los cambian porque los quieren sacar de las villas y llevar a una casa que no pueden luego enfrentar las situaciones como quizás nosotros lo podemos hacer.


Estoy segura, señor presidente, que muchos niños van a terminar durmiendo en la oscuridad, se los afirmaría porque esto es lo que va a suceder; porque con un plan trabajar de 160 pesos es imposible pagar la luz, pagar el agua. Por eso, señor presidente, es que yo veo que estamos viviendo un poco al revés, no es tan difícil hacer las cosas bien. Si Perón viviera no estaría de acuerdo con esto, porque en su época había leyes sociales, acá las leyes sociales se terminaron, señor presidente. No es grata esta noche para los pobres, cuando ellos me preguntaron: ¿me van a privatizar la luz?, yo lo voté a Reutemann, ¿por qué nos va a hacer esto ahora?. No sé qué contestarle, no acostumbro a hablar mal de nadie, al contrario; pero entiendo que hay que buscar una solución para la gente pobre, por ejemplo: que no paguen por tres años, siempre que no tengan trabajo, aunque todos sabemos que no lo hay para esa gente. Sabemos lo que están pasando, sabemos que están enganchado, es verdad, todos sabemos eso, no es ningún misterio. También sabemos que es un delito, ¿pero no es delito que no tengan trabajo los padres para llevarles de comer a sus hijos?.


Por eso, señor presidente, hablo esta noche en nombre de esas personas que no pueden llegar aquí para hacerlo, no pueden quejarse porque son pobres, nadie los escucha, pero se va a aprobar esta ley y los que están enganchados van a ir presos. ¿ y qué hacemos con esa gente? Entonces, señor presidente, lo que pido es que esa gente tenga un trabajo digno, pero yo digo y lo dije en el concejo, hay que trabajar en esto en conjunto la Nación y la Provincia, es la única manera para salir del problema y trabajar en la unidad para ayudar a esa gente. Aquí tenemos muchas luces y bellísimas mientras hay muchos chicos durmiendo en el piso, sin luz, con el agua que les cae del techo y cuando le dan una vivienda le exigen que paguen la luz.


Reitero, señor presidente, esta noche he hablado en nombre de esta gente que no puede llegar aquí y como legisladora sentí que lo tenía que hacer.

SR. CECCHI.- Pido la palabra.


Señor presidente, llegamos una vez más a debatir en nuestra provincia una privatización; probablemente sea la última joya de la abuela que queda en la provincia de Santa Fe será una de las últimas privatizaciones menemistas, no me cabe ninguna duda que esto es privatizar por la privatización en si, privatizar para hacer negocios, pero en absoluto visualizamos más allá de lo que se verbaliza, la intención en los papeles de eficientizar los servicios para ponerlos realmente al servicio de la gente y de las fuerzas de la producción.


Con el trivial argumento de que el gobierno no pudo poner en caja a un minúsculo grupo de 3.000 sindicados, lo cual no le permitió eficientizar la empresa, nuevamente el oficialismo dará un paso adelante en su tarea de achicar el Estado, hacerlo desertor y no sostener un Estado comprometido en la provisión de elementales servicios públicos que hacen directamente a la calidad de vida de la gente.


Esto es que llegamos a una privatización que en si es la omisión práctica de la manifiesta incapacidad que ha habido en esta provincia en la gestión de los negocios y de los dineros públicos. No fueron los sindicatos, no fue la oposición política, ni fueron los efectos internacionales anteriores, el tequila o el caipirinha, los que llevaron en su momento al saqueo, al vaciamiento, al quiebre del Banco de Santa Fe y a un oscuro proceso de privatización que nos costó millones de dólares. 


No fue la oposición política, no fueron los sindicatos los que llevaron al gobernador Reutemann en el año 1994-1995 a la privatización del servicio público de provisión de agua potable y colección de líquidos cloacales en una provincia con 700 kilómetros de litoral fluvial, a caballo de uno de los ríos más caudalosos y menos contaminados del mundo. Es el negocio más fácil del mundo proveer de agua potable en estas condiciones naturales con una empresa que facturaba más de 70 millones de dólares por año, que en el último quinquenio había obtenido resultados positivos por 54 millones de dólares, que invirtió 64 millones de dólares; aquel gobierno decía que no había ninguna posibilidad de sostenerla en la órbita del Estado y la concesionó por 30 años infligiendo a las arcas públicas pérdidas por 1.000 millones de dólares que dejamos de cobrar en concepto de canon.


Esa cifra de 1.000 millones de dólares dimensiona el “agujero de ozono” que perdimos en la Caja de Jubilaciones, pero acá no hay un sindicato, son 150 ó 180 los empleados que trabajan en la Caja de Jubilaciones y recién ahora tienen una comisión interna formada hace pocos meses. Nuestro gobierno anda mendigando a la Nación y recordando que no transferimos la Caja y que por favor nos ayuden para terminar con el rojo para pagar en esta provincia jubilaciones de más de 8.000 pesos, o los casos con 17 grillas salariales distintas que subvirtieron a la Caja de Jubilaciones, o seguir aprobando las leyes de enganche que también limitan la autonomía y subvierten las posibilidades financieras de la provincia.


Qué nos dicen sobre le EPE. En lo que va de la época de la convertibilidad facturó un promedio de 525 millones de dólares por año con resultados positivos que no sólo son de balances, como decía el señor diputado Pochettino, de 150 millones de pesos, con inversiones en esta misma época de 280 millones de pesos. Y lo primero que invocan son los derechos del usuario. ¡Pobres santafesinos, qué desamparados que estamos! 


Decía textualmente el Mensaje del Poder Ejecutivo reiterado –el 1832 del año 1997 y el 2109 de 1999– que “la prestación de un servicio que supuestamente debía responder al interés general, en la práctica condena al usuario a un estado de indiferencia y fatalidad, puesto que de hecho estos eran meros beneficiarios declarativos de los servicios.” Y este concepto lo ratificó el otro día el ingeniero Caro, al decir que “el sector eléctrico está mal porque los usuarios, contrariamente a lo que ocurre en la mayoría de las provincias argentinas, no tienen derechos establecidos, no tienen calidad de servicios perfectamente definida, en cuanto a las condiciones mínimas. No existe ningún resarcimiento establecido para cuando esas condiciones mínimas de calidad no se cumplen y, además, pagamos las tarifas más caras del país.”


Y cuando uno escucha estas declaraciones, claro, recuerda lo que decía recién el diputado D’Ambrosio, en el sentido de que algunos se dan el lujo de hablar como si no tuvieran historia, como si hubieran nacido ayer. No alcanzan a comprender que la suerte y la eficiencia de una empresa en manos del Estado es de responsabilidad exclusiva y excluyente del poder político. El servicio eléctrico de Francia está totalmente en manos del Estado y a nadie se le ocurriría decir que la industria francesa está fuera de competencia en el mercado mundial o que el usuario francés está más desprotegido que el usuario porteño. 


La ineptitud manifiesta de estos gobiernos en la gestión de los negocios públicos no sólo se pone de manifiesto en la prestación concreta del servicio energético, sino también en el permanente desconocimiento que se ha hecho de los derechos de los usuarios. Tanto es así que en este dictamen, a pesar de que dicen que quieren rectificar los errores cometidos en la privatización de la DIPOS, se vuelve a violar el artículo 42 de la Constitución Nacional, que por una de esas ironías del destino fue jurado como constituyente por el señor Gobernador cuando consagró la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios en los entes de regulación, en los organismos de control de los servicios públicos. 


Se preguntaba el ingeniero Caro ¿quién defiende hoy al desprotegido usuario de la E.P.E.? Y nosotros con todo derecho podemos contestarle con otra pregunta: ¿quién defiende hoy al no menos desprotegido usuario de Aguas Provinciales de Santa Fe? 


Privatización o mejor dicho conformación de ese ente regulador, en su momento, violando también la Constitución Nacional e integrando ese ente con los mismos burócratas que habían participado del proceso de privatización. Y en este caso nadie nos garantiza que no va a suceder exactamente lo mismo con el proceso privatizador de la E.P.E. 


Y en esta interpretación del texto constitucional no estamos solos, señor presidente, no somos francotiradores interpretando la Constitución. Yo recién mencionaba los dos mensajes del Poder Ejecutivo con respecto a la transformación de la E.P.E. Y cuando llegó el momento de explicar o de argumentar por qué de los cinco integrantes del ente regulador que preveía el Gobierno de Obeid tres representaban al Poder Ejecutivo, uno a Municipios y Comunas y otro a usuarios y consumidores, en el mensaje se afirmaba que la ley recoge la doctrina que viene afirmándose en todos los ámbitos y que tuviera consagración expresa en el artículo 42 de la Constitución Nacional reformada. Se intenta garantizar la forma operativa al amparo, a los derechos e intereses de los usuarios que constituyen el eslabón más débil de la cadena, evitando también lo que se ha dado en llamar la dictadura que de hecho puede llegar a ejercerse sobre los usuarios por la índole de las vinculaciones que normalmente se producen entre los prestadores y el ente regulador. Está queriendo decir que habitualmente termina en connivencia.


“Entre los diversos roles –continúa diciendo el ex gobernador Obeid– que se pretendió dar en el ente a los usuarios están la participación consultiva, el carácter de asesor, etcétera. Hemos optado por la representación plena en el Consejo. Asimismo, en una Provincia con tan calificada y creciente participación de municipios y comunas en los asuntos del Estado provincial consideramos que idénticas razones avalan que estos estén asimismo representados en el nivel directivo.”


Terminaba diciendo: “Consideramos que este capítulo satisface las exigencias de una autoridad reguladora y de control, dotada al mismo tiempo de preparación técnica, independencia económica y legitimación democrática.”


Esto y no otra cosa es lo que está violando el dictamen de la mayoría. Además, potencia esa violación, porque cuando el otro día le preguntamos al ingeniero Caro por qué no se incluía en el proyecto de ley un anexo –y se lo preguntaba el señor diputado Pezz– con los derechos de los usuarios. El dijo: “El anexo con normas expresas de defensa de los derechos de los usuarios del servicio va a estar en el Reglamento de Suministros. Me parece que no es apropiado poner en detalle en la ley todos los derechos de los usuarios. La intención es tener definido cuáles son los derechos de los usuarios dentro de lo razonable sin llegar a ser una cosa absolutamente inalcanzable para la empresa.” ¡Se confunde, Caro,! ¡Se confunde!


Estamos hablando de los derechos de los usuarios, no de la empresa. En la Ley 11.220 por la que se privatizó la provisión de agua potable como Anexo C se incluyeron los derechos de los usuarios, estampados en el reglamento correspondiente. Caro aclara que el proyecto dice que “mientras se pueda se respetarán los derechos de los usuarios”, pero cuando no se pueda, cuando respetar los derechos de los usuarios signifique hacer inversiones, los derechos de los usuarios se seguirán violando tan sistemáticamente e impunemente como se ha venido violando hasta ahora.


Decía el señor diputado Pocchettino que el está en favor de la audiencia pública que propuso incorporar en la discusión de la tarifas del agua, pero se olvidó de que él en su momento levantó la mano para transferir facultades constitucionales de esta Legislatura al Poder Ejecutivo para que renegocie de aquí hasta el año 2025, todas las veces que quiera y a espalda de la Legislatura, el contrato que lo ata a Aguas Provinciales de Santa Fe.


Un segundo argumento que utiliza el oficialismo es el que señalamos al pasar que es imposible transformar la empresa en manos del Estado porque el verdadero dueño de la empresa –lo dijeron hasta el cansancio– es el sindicato. Este es un argumento tan pueril que si no lo hubiera dicho el gobernador, tampoco lo hubieran dicho el interventor y cuanto legislador justicialista opinara sobre el tema. Yo casi diría que no valdría la pena ni siquiera parar a refutar. Esto me hace acordar a lo que solía decir mi vieja abuela gringa: “¿De quién es la culpa? ¿Del chancho o de quien le da de comer?”


Si un gobierno de una Provincia de tres millones de habitantes con más de 3.000 millones de dólares de presupuesto no es capaz de hacer prevalecer el interés público sobre el interés sectorial de un sindicato con 3.000 afiliados se tienen que ir a casa, señor presidente. Con todo respeto lo digo. Pero, además éste no es un gobierno novato. Tiene cuatro años sobre sus espaldas, y la pregunta es: ¿qué hizo entre 1991 y 1995 para eficientizar la empresa, para poner en caja al sindicato y cuál fue la política salarial que empleó? Porque no es tan así como lo dice el diputado Pochettino, no es tan fácil, no es tan alegre, que estas recomposiciones salariales en su momento no fueron negociadas con el gremio. Y si el poder político no asume que para dar un aumento salarial, una recomposición salarial, o dictar un nuevo convenio colectivo no hace falta un decreto o una ley, esto es, una decisión del poder político, está totalmente equivocado y con qué derecho, con qué autoridad moral venir hoy a decir que lo que ayer se acordó en buena ley hoy sólo constituye una prebenda de un sindicato poderoso que traba las decisiones políticas de un iluminado poder político.


La masa salarial creció durante el primer gobierno de Reutemann el 16,5 por ciento. El costo de la mano de obra de la E.P.E. en el año 1992 era del 27,6 por ciento y en el año 1995 fue al 35,4 por ciento. Ese 16,5 por ciento de aumento en el primer gobierno de Reutemann bajó a una disminución en el gobierno de Obeid del 22,8 por ciento; pasó la masa salarial de ser el 34,62 por ciento de los ingresos genuinos de la E.P.E. a este año que va a ser del 27,11 por ciento. Y que nosotros nos hayamos enterado esta baja salarial o esta disminución en la gravitación de la masa salarial sobre los ingresos de la E.P.E. se hizo sin oposición del sindicato, sin huelgas, sin manifestaciones, con consenso. Esto quiere decir que cuando hay voluntad política, se pueden armonizar los intereses del pueblo con los intereses de los trabajadores de determinado sector. 


Otro argumento que nos da el oficialismo, y en particular nos lo dio el ingeniero Caro los otros días, es que este proyecto prevé la transformación del sector eléctrico provincial -dice Caro- porque, obviamente, si queremos transformarlo es porque está muy mal, y yo creo que nadie en su sano juicio podría hablar de que la prestación de este servicio es excelente, no podría hacerlo. En una provincia como la nuestra donde por ineptitud, incapacidad y a veces por corrupción no hemos podido sostener las rutas provinciales en manos del Estado, ni los caminos lecheros -hemos firmado un montón de convenios con comunas transfiriéndoles la responsabilidad del mantenimiento de los mismos-, no hemos podido sostener la operación de los puertos, la prestación del servicio de agua potable, la banca del Estado y hasta intentamos en su momento privatizar los aeropuertos; en una Provincia como ésta donde el poder político no ha logrado eficientizar la administración pública para que la gente deje de hacer colas para tramitar una moratoria, para pedir un libre deuda, para tramitar una jubilación, para tramitar un acta de nacimiento, hubiera sido un contrasentido que hoy podamos venir a decir que tenemos la prestación del servicio público de energía eléctrica que es excelente.


Pero esto, reitero, es responsabilidad exclusiva y excluyente de la mediocridad de los gobernantes. Por eso recién creo que se quedó corto, con todo respeto, el señor diputado D’Ambrosio cuando leyó los logros de la E.P.E., que publicitaba el 29 de abril el entonces presidente del directorio, el actual Ministro de Gobierno. No voy a reiterar, de ninguna manera, lo que ya leyó el señor diputado D´Ambrosio, pero como lo conozco al señor Ministro de Gobierno y sé que es un hombre de bien, no puedo dejar de dar fe a lo que él manifestaba no sólo en la nota sino en el análisis de la evolución de la Empresa en los últimos años, que lo hacía para información, fundamentalmente, de quienes tenemos responsabilidades en el gobierno de la Provincia de Santa Fe. Y Baltuzzi, hablando de la transformación que había logrado en la Empresa Provincial de la Energía, decía que el sector de las pequeñas empresas comerciales, industriales y rurales, casi 100.000 clientes, las tarifas fueron rebajadas desde el año 97 entre un 25 y un 40 por ciento; y en el sector de las medianas empresas industriales y de servicios tienen las mejores tarifas del país y las ha congelado por decisión del gobernador para paliar los efectos de la crisis transferida por Brasil y decía: “De todos modos la evolución de las tarifas promedio de la EPE muestran que de una media de 0,100 centavos el kilowatt en el 97, se redujo al 0,095a comienzos del 99 y deberá reducirse a 0,085 en el 2.000.” Y trae un cuadro comparativo con EDENOR, EDEA, Entre Ríos, Chaco y Córdoba, y Santa Fe en este cuadro, en el costo en el sector productivo, consumo – potencia, menos de 50 kilowatt, potencia hasta 300 kilowatt y potencia hasta 1.500 kilowatt, es el menor costo. Entonces alguien miente, señor presidente, y yo no creo que haya mentido Baltuzzi.


Cuando habla de la incidencia del costo salarial en la EPE, dice textualmente esta información: “la renegociación de un convenio de hace 25 años garantizando el empleo y racionalizando el impacto de las nuevas normas contractuales sobre los salarios, ha logrado reducir sensiblemente los mismos sin provocar desocupación, no obstante el decrecimiento previsto como consecuencia de una firme política de no cubrir vacantes producidas por jubilaciones, bajas vegetativas y programas de retiro voluntario, las reducciones de inversión obtenidas en masa salarial gracias al nuevo convenio, se han ido trasladando en descuentos a las tarifas de los clientes.”


Es cierto que uno de los problemas graves de la Empresa, como bien lo decía creo que el diputado Pochettino, es el robo de la energía. Dice esta información y creo que hay que poner énfasis en esto: “La Empresa pierde por robo, fraude y defectos de redes casi el 15 por ciento de la energía que distribuye, en un esfuerzo mayúsculo debemos revisar y, eventualmente, regularizar cientos de miles de facturas impagas que van de un bimestre hasta 5 años, pero de éstas 80.000 son usuarios enganchados donde la Empresa se enfrenta a la contradicción entre el costo social y normalizar estos suministros y su recuperación económica.” ¿Qué va a hacer la Empresa privatizada? ¿Va a comenzar a desenganchar a trompada limpia?, ¿o por casualidad creen que con 6 o 7 millones de dólares de subsidio con que se va a conformar el fondo, la Empresa se va a considerar retribuida? Claro, después volveremos a hacer lo que hicimos con Aguas Provinciales: cuando se acumulen acreencias incobrables, vamos a socializar las pérdidas de la Empresa y hacer que todos paguemos una parte para cubrirle ese déficit.


En otro ítem dice la información de Baltuzzi: “Vale la pena destacar como un éxito que durante 1998 se revirtió la tendencia estadística sobre el fraude, siendo el primer año que no aumentó. Al escenario de pesadilla del verano 96–97, con cortes masivos en Rosario, lo hemos convertido en un contexto de contingencias técnicas difíciles pero previsibles.” Creo que tenemos que agregar un párrafo, por lo menos, del discurso con el que el entonces gobernador conmemoró el pasado Día de la Industria en un acto que se realizó el 10 de septiembre en Rosario. Dijo el gobernador Obeid que “en estos cuatro años de gobierno llevamos adelante una transformación que es un ejemplo a tener en cuenta en la provincia y en el resto del país. En esta época en la que tanto se simplifican las cosas y se piensa que todo lo público debe terminar en privado, podemos demostrar que una empresa prestadora de servicio como la Empresa Provincial de la Energía se puede transformar dentro de la órbita del Estado, convertirla en capaz de desarrollar políticas de apoyo a la producción”; y termina diciendo: “Con orgullo podemos decir que hace siete meses que en nuestra provincia la EPE no traslada el aumento nacional a las empresas privadas, y aquí cabe preguntarnos –dice Obeid–: ¿se podría haber hecho esto si la EPE era privada?”.


Evidentemente esta diferencia de concepción, o por lo menos de práctica política, lleva a que cada uno de los dos gobiernos tuvieran disímiles índices de inversión en la Empresa Provincial de la Energía: de los 280 millones de dólares que invirtió la empresa en la era de la Convertibilidad, 94 invirtió el gobierno de Reutemann y 186 el de Obeid; esto da un promedio anual del 4,41 por ciento en el gobierno de Reutemann a un 9,83 por ciento bajo el gobierno de Obeid. Esto nos demuestra que cuando hablamos en nuestro proyecto de la posibilidad cierta de reconvertir a la empresa dinamizándola como sociedad del Estado, dándole autonomía, quitándole las connivencias y el favoritismo político que han caracterizado en muchas oportunidades a las empresa públicas, es posible evitar la privatización y hacerla eficiente.


Otro de los argumentos que da el oficialismo para promover la idea de la privatización es la incapacidad del Estado para realizar inversiones en el mejoramiento del servicio, en lo que se supone como una incapacidad natural, y en contraposición y como por arte de magia, la infinita, ilimitada y generosa capacidad de inversión de los operadores privados, que algunos la sensación creen que son una especie de Papá Noel que vienen a poner la plata que le falta al sistema.


90 millones de dólares, hay que bajar el costo social –decía el diputado Pochettino–; está bien, y 90 millones de dólares es el costo de la baja de las tarifas; seguimos empatados, señor presidente.


Según el ingeniero Caro el tema de las inversiones se va a subsanar en el pliego de bases y condiciones que, por supuesto, como decía el señor diputado Bullrich, no va a requerir aprobación legislativa, porque se transfiere esta facultad al Poder Ejecutivo. Decía Caro que en ese esquema que se está utilizando es un mecanismo en el cual se establecen las condiciones de tarifas y calidad; “yo pongo la tarifa máxima –decía Caro–, calidad establecida tanto en servicio, producto y comercialización, y establezco cuáles son las multas y resarcimientos por el no cumplimiento, y dejo que las inversiones para obtener esa calidad las haga el privado”. Y éste es un calco, es exactamente el verso que pronunciaba el entonces ministro de Haciendo y Finanzas, Juan Carlos Mercier cuando decía que al proyecto privatizador de la DIPOS no había que cambiarle una sola coma porque era una obra genial de los asesores y de los consultores.


Yo les fijo las metas, decía Mercier en aquel entonces, el concesionario tendrá que invertir lo necesario para cumplirlas. Y qué dice la experiencia, señor presidente. No la nuestra como opositores, qué dice el ENRES, que es el ente regulador, en el año 1 de la concesión a favor de Aguas Provinciales de Santa Fe, el ente estableció un incumplimiento del 48 por ciento para la etapa 1 de agua, del 80 por ciento para la etapa 1 de cloacas, del 98 por ciento para las etapas 2, 3 y 4 de cloacas. No ha habido, por supuesto, ningún tipo de sanción para la empresa; se renegoció el contrato; no hubo metas que cumplir en los años 2 y 3 justamente por la renegociación del contrato y ahora que mañana o pasado vence el año 4 de la concesión entramos nuevamente en un proceso renegociador con lo cual nuevamente se postergan las metas y se postergan las inversiones.A tal punto esto es así, señor presidente, que en el acta acuerdo por el que se aprobó la renegociación de agosto o setiembre del año pasado constan expresamente expresiones como la siguiente: “ hasta tanto el concesionario cuente con las instalaciones que permitan efectuar ejecuciones en punto intermedios de las redes se permite excederse en los parámetros de calidad del agua, atento a que las aguas, una vez tratadas por métodos convencionales, presentan valores superiores al límite recomendado...” Nuevamente más excenciones; esto es, señor presidente, como el concesionario no invierte mandamos a los burócratas a renegociar; se le amplían las metas, se le amplían las exigencias sigue sin invertir y el único perjudicado es el usuario santafesino.


¿Quién va a invertir ahora? Es otra pregunta que se hace habitualmente el oficialismo. Y va a seguir invirtiendo como en Aguas el usuario, el contribuyente porque así lo establece el artículo 24º del dictamen de la mayoría. Las mejoras las pagan inexorablemente los frentistas.


Las bajas de tarifas tampoco son como se ha estado anunciando reiteradamente, y como se ha afirmado en esta sesión; las bajas de tarifas no son otra cosa que una expresión de deseo en el contexto del dictamen de la mayoría. En primer lugar, porque no se asegura que en el segundo período el 6 por ciento del canon que se le reconocerá a comunas y municipios no se traslade a las tarifas; y en segundo lugar, porque el cuadro tarifario inicial, que supuestamente va a contener los descuentos que se anuncian del 30, 25 y 10 por ciento, no va a ser necesariamente por los cinco años que dice la ley porque el inciso d) del artículo 39º dice claramente que estas bajas se van a hacer en función de tarifas que estarán sujetas a los ajustes que permitan reflejar cualquier cambio en los costos de los prestadores que estos no puedan controlar. ¿Qué implica esto? implica que si hay una desvalorización, si hay un golpe inflacionario el prestador podrá trasladar estos aumentos de las tarifas; implica lo mismo que está implicando en Aguas Provinciales de Santa Fe. Implica que cuando los sectores de escasos recursos no puedan hacer frente a los costos del servicio eléctrico se van a renegociar las tarifas porque esta es una variable que no controla el prestador, los que pagamos tendremos que pagar por los que no paguen pero jamás la empresa va a correr el riesgo de lo que debería ser una inversión de riesgo. 


Decía Caro, si será ineficiente la E.P.E. que en este momento tiene 30 millones de pesos en atraso, en facturas impagas del servicio. ¡Mire qué bárbaro!, ¡qué ineficiencia! 30 millones de pesos de atrasos con una facturación de más de 300 millones de pesos. Aguas Provinciales de Santa Fe tiene 90 millones de pesos de facturación y un atraso de 60 millones, que son los que vamos a socializar, lo que vamos a pagar entre todos. ¡Qué eficiente que son las empresas públicas privatizadas!


Decía el señor diputado Pochettino, leyendo el Clarín de estos días “Un nuevo corte afecto a 800 mil personas en el gran Buenos Aires, los apagones no parecen tener fin y nadie defiende a la gente. En el de ayer dice: “los problemas no parecen tener solución, ahora fueron 2 millones y medio de personas las que se quedaron sin luz”. Fue el décimo corte masivo del mes, de los últimos dieciocho días 12 millones de personas sin luz y el vicepresidente provincial de la energía dijo: 

SR. POCHETTINO.- ¿Me permite, señor diputado?

SR. CECCHI.- Sí, señor diputado.

SR. POCHETTINO.- No es para comparar la ineficiencia, sino para poner las cosas en su justo lugar de qué es lo que ha pasado en los últimos días y en especial en la Provincia de Santa Fe. Dice en Página 12 del martes 18 de diciembre de la edición de Rosario: “Las estaciones de la EPE saltaron al aumentar el consumo energético, casi de 60 mil usuarios de la empresa se vieron perjudicados con este corte en las primeras horas de ayer, que fueron solucionados cerca del medio día. Centenares de rosarinos siguieron ayer padeciendo la falta de luz como consecuencia del corte de media tensión...”


Simplemente es para que pongamos cada cosa en su lugar y no saquemos concluciones que son falsas,

SR. CECCHI.- Esa es la madre del borrego, señor presidente. La ineficiencia de una empresa…

SR. D’AMBROSIO.- ¿Me permite una interrupción?

SR. CECCHI.- Si, señor diputado.

SR. D’AMBROSIO.- Simplemente es para poner las cosas en su lugar, también las informaciones periodísticas son unánimes y han señalado que los cortes de luz en Rosario tuvieron como fuente dos situaciones primordiales, descontando algunos temas puntuales: uno es un defecto de la provisión de la fuente de energía nacional y el segundo es un problema de la Estación transformadora o generadora de energía ubicada en Alberdi que hace tiempo está privatizada. Esto es lo que quería decir para completar la información del señor diputado Pochettino.

SR. POCHETTINO.- La misma situación afectó a la ciudad de Rosario.

SR. CECCHI.- Eso desarticula, destruye uno de los argumentos del oficialismo privatizador. La eficiencia de una empresa no depende si es privada o es pública esto ha quedado perfectamente aclarado, de manera tal que no sirve para invocar la necesidad privatizadora de las empresas públicas; cuando también ha quedado perfectamente demostrada la necesidad de transformación de las mismas.


Pero que sale a decir a todo esto el vicepresidente del Entre Regulador de la Energía, porque también cuando se privatiza, como lo señalaba el señor diputado que me precedió en el uso de la palabra, creamos los mecanismos del control en manos de los burócratas, y no van a permitir que participen los representantes de los usuarios como lo indica la Constitución. Entonces este señor, que es realmente un inimputable, sale a decir que los cortes estaban dentro de lo previsto y que la ola de queja se debe a una sicosis de los clientes, afirmando además que la gente es “electrodependiente” y que descarga en los apagones todos sus problemas. ¡Pero que locos son estos 12 millones y medio de personas que pretenden tener un servicio de provisión energético como la gente! un servicio de provisión energética como la gente?. Ni más ni menos que en pleno verano. A través del artículo 21º, señor presidente, un senador me dijo días pasados: hemos recogido una iniciativa suya para que no vaya a decir en el debate de la EPE que la Provincia de Santa Fe se está privatizando a favor de un famoso operador francés, que parece que es el dueño de las aguas del mundo, hemos puesto una cláusula de incompatibilidad, de manera que los que operen en la provisión de agua o gas no puedan operar la distribución y comercialización de energía eléctrica; pero se olvidaron del transporte energético. Y como declaraciones que hizo la semana pasada a LT10 el señor Ministro de obras Públicas de Córdoba, recién llegado de Francia, quien nos ha informado que uno de los grupos que tiene interés en esta privatización Lyonaise Des Eaux, no podemos dejar de decir, señor presidente, que se ha omitido la cuestión del transporte en el proyecto de ley justamente para favorecer a los amigos del poder político porque les quiero aclarar el artículo 21º es incompatible con la tenencia del negocio de la comercialización y distribución con el del transporte. En el último párrafo el artículo 68º del proyecto de ley para no perjudicar a los dueños del negocio se estableció que la tarifa o el cánon que tienen que pagar para que funciones el Ente Regulador, todo aquello que no sea erogado, será recuperado por los prestatarios, en un 1 por ciento de la facturación, menos de lo que está gastando el Enress, con la diferencia de que el Enress tiene que fiscalizar mucho menos por la cantidad de usuario y lo que no se gaste será devuelto como crédito a los prestatarios. 


Se quejaba el ingeniero Caro hoy los dineros que vienen de la Naciòn por la copartización -ley 24065- se lo quedaba la EPE; se suponía que a partir de ahora irían a Rentas Generales para que sirvan para algo, pero no es así, se lo van a quedar los prestadores del servicio.


El artículo 114º marca la direccionalidad de la licitacitación al igual que en su momento la Dipos. En un país en que todos los servicios públicos estuvieron en manos del Estado, exigir determinadas cifras para ser operador de un servicio público esto automáticamente implica pensar en el extranjero, seguramente serán grupos de inversores del exterior quienes se queden con la operación.


Termino, señor presidente, diciendo como al inicio, que esta es la última joya de la abuela que vamos a privatizar en Santa Fe, no por eso vamos a dejar de padecer los efectos de un modelo que tiende a achicar al Estado en desmedro del los intereses y de los derechos de la gente. No solo hemos privatizado el agua, el Banco, ahora la energía eléctrica y en un segundo proceso de privatización será la educación, porque en lo que va desde la convertibilidad, los dineros destinados a la educación pública crecieron un 48 por ciento y los dineros destinados a la educación privada en la provincia de Santa Fe crecieron el 84 por ciento.


Así este Estado menemista, este Estado desertor se excluye cada día más en la regulación de las relaciones de la sociedad, y seguramente cada día más quedará mayor cantidad de santafesinos desprotegidos.


Por esto, porque no vamos a ser cómplices de lo que a nuestro criterio es una nueva estafa a la credibilidad, a los derechos y a los intereses de los santafesinos, vamos a votar en contra el dictamen de la mayoría, ratificando el texto del proyecto que en su momento presentamos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general el dictamen de la mayoría.

-
Resulta afirmativa.

SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.


Creo, señor presidente, que el tema ha sido suficientemente debatido, como se ha leído extensamente en la sesión y como conocemos los artículos sobre los que pueden existir diferencias, propongo que se vote por capítulos para agilizar el trámite, y particularmente en los casos que así lo consideren se haga el debate del artículo.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Precisamente el anterior pedido de la diputada Gastaldi, en el afán de ilustrarnos, permitió la lectura completa del dictamen que estamos considerando.


Si bien vamos a formular algunas consideraciones en particular, no tenemos inconvenientes en que la votación sea por capítulos, siempre y cuando se haga no como ha ocurrido en otras oportunidades en que se ha hecho con extrema velocidad que no nos permitió formular las consideraciones que queremos hacer en torno a esta ley en el momento del tratamiento en particular .

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración el Capítulo I.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


De todas las sugerencias que formulamos en su momento nos sobran los dedos de una mano para contar las que han sido receptadas en el dictamen que estamos considerando. Tal vez lo avanzado de la hora y el agotamiento de los señores legisladores haría aconsejable que pusiéramos “violín en bolsa” y no digamos nada, pero nuestro deber y nuestra responsabilidad está por encima de las actitudes volitivas que podemos adoptar. Y por eso, corriendo el riesgo que se repita lo mismo que ocurrió antes, no vamos a cejar en el intento de tratar de hacer algunos aportes porque consideramos que tienden a mejorar esta ley que hemos votado en general, y valga la aclaración, señor presidente, sin que se nos pueda decir que estamos adscriptos a la “última privatización menemista”, porque como dije antes, ya en 1987 los demócratas progresistas sosteníamos, en el acierto o en el error, que éramos partidarios de la privatización de la EPE. Las pocas sugerencias que se han tenido en cuenta fueron para hacer algunas correcciones semánticas, por lo que podría incluir una más, señor presidente. 

XE "MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL SEÑOR DIPUTADO FAVARIO)"

En el artículo 3º, cuando se define “concesión”, como se trata de una redundancia, voy a solicitar que en el segundo renglón se suprima “lapso de”, porque con decir “por un determinado tiempo” es suficiente y si la señora diputada González, calificada docente, asiente y apoya esta modificación, puede ser que tengamos suerte. 


Reconozco, señor presidente, que en este artículo “el espíritu amplio” que se ha tenido ha recogido una inquietud: incluyeron la definición de comercialización, que en el proyecto original no existía. Por ahora, en este Capítulo es lo único que tenemos para agregar. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo I, que incluye los artículos 1º al 6º, con la corrección formulada por el diputado Favario.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración.


Si ningún señor diputado hace uso de la palabra, se va a votar el Capítulo II, que incluye los artículos 7º y 8º.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración.


Se va a votar el Capítulo III, que incluye los artículos 9º al 23, inclusive.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Si me permite, señor presidente, antes de la propuesta que desea formular el diputado Bullrich, con referencia al artículo 15 vamos a insistir con lo que propusimos oportunamente en Comisión: la reducción del plazo fijado para el E.R.C.E. por 90 días para resolver en forma definitiva, para los casos indicados en los artículos 11, 12, 13 y 14, a 60 días. 

SR. UGALDE.- Pido la palabra.


Mociono en el sentido de que quede el texto redactado tal como está en el dictamen de mayoría. 

SR. BULLRICH.- ¿Va a poner a votación el artículo 15, señor presidente?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- ¿Se refiere, diputado Bullrich, a la modificación del artículo 15? La moción del diputado Ugalde es que se mantenga el plazo de 90 días.

SR. FAVARIO.- Está bien, entonces que se mantenga el texto original. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Corresponde votar el Capítulo III desde el artículo 9º hasta el artículo 15, inclusive.

-
Resulta aprobado.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Solicito una modificación en el artículo 19, en lugar del propuesto por el despacho de la mayoría nosotros proponemos que tenga el mismo texto del artículo 28 de la ley vigente. Si bien nosotros le reconocemos un derecho a las municipalidades de administrar el espacio público y esto ha traído como consecuencia el pago de un canon que fue discutido a los efectos de no incrementar las tarifas, proponemos que este artículo 19 sea el mismo al artículo 24 de la ley vigente, ya que en este artículo la Empresa de la Energía deberá solicitar el correspondiente pedido de autorización en la Municipalidad antes de hacer el tendido, la que podrá dar su consentimiento o no dentro de un plazo de 30 días máximos corridos. No estamos innovando nada, sino simplemente dando a la empresa las mismas facultades que actualmente tiene la Empresa Provincial de la Energía y no facultades mayores.


Concretamente propongo que el siguiente sea artículo 19: “Uso de la vía pública. Las Municipalidades y Comunas autorizarán a la Empresa la ocupación de los espacios de dominio público de las zonas urbanas cuando la misma sea solicitada para atender requerimientos del servicio con sujeción a las disposiciones legales vigentes. Dicha ocupación será a título gratuito debiendo la Empresa formular el correspondiente pedido de autorización a la autoridad municipal, la cual podrá prestar su consentimiento o no dentro del plazo máximo de 30 días corridos. Vencido dicho plazo y en caso de no haberse producido la contestación al pedido de la Empresa, el mismo quedará aprobado.”

SR. UGALDE.- No aceptamos modificaciones al texto.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Insisto en una modificación propuesta en la Comisión que ha sido desoida, pero entendemos tenemos razón en el fundamento para insistir en ella. De paso destruir el argumento que hizo hace un momento el señor diputado Cecchi cuando se refirió al artículo 21. El dijo que los transportistas estaban habilitados para asociarse en virtud de que el artículo 21 no lo prohíbe.


La prohibición está en el artículo 20. Pero la redacción del artículo 20 –insisto– es equivocada porque hace referencia a los transportistas que no pueden comprar ni vender energía eléctrica sea en forma individual o como propietarios mayoritarios y/o como tenedores de paquetes accionarios mediante los cuales acceden al control de la empresa de transporte.


No acceden nunca al control de la empresa de transporte porque son titulares de dichas empresas en tanto nos estamos refiriendo a los transportistas que ya son los titulares. Por lo tanto, señor presidente, creo que el final del primer párrafo debe decir “empresa de distribución” o “distribuidora” en lugar de “empresa de transporte”, porque estamos haciendo referencia a los transportistas, a quien les estamos estableciendo una prohibición que es total y absolutamente inocua.

SR. POCHETTINO.- Pido la palabra.


No es cierto, lo charlamos en la reunión de comisión. Yo opino lo contrario. Uno de los dos entiende mal, indudablemente. A mi modo de ver esta bien porque dice que los transportistas por si o por otras sociedades controladas o controlantes no podrán comprar ni vender energía eléctrica sea en forma individual, como propietarios mayoritarios y/o como tenedores de paquetes accionarios mediante los cuales acceden a las mismas empresas de transporte. Está tipificando las diferentes situaciones que puede tener el paquete accionario de la empresa de transporte.

SR. FAVARIO.- Los transportistas, como tales, accederían al control de la empresa de transporte. Eso es lo que está diciendo el artículo y no es eso lo que se busca. El espíritu de la ley es tratar de que no acceda una empresa de distribución porque ahí se produciría la unidad de las funciones que es lo que la ley no quiere. Me parece que en esto es claro, la prohibición que establece ahora...

SR. POCHETTINO.- Yo lo entiendo de otra manera.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Entonces, señor diputado Pochettino, ¿usted insiste con la redacción del dictamen de mayoría?

SR. POCHETTINO.- Sí, señor presidente.

SR. FAVARIO.- Por lo tanto, el cuestionamiento severo que ha hecho el diputado Cecchi sigue teniendo fundamento. Los transportistas no tienen prohibición de ninguna índole.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el capítulo III, artículos 16 a 20.

-
Resultan aprobados.

-
Al leerse el artículo 21 dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Quiero hacer una sugerencia, como se trata de una redundancia, que se suprima en el artículo 21, en el último renglón la palabra “última” porque es la única restricción que hay. Por lo tanto, decir “esta última restricción” está de más, sería “de esta restricción”. Estoy hablando del proyecto original.

-
Hablan varios señores diputados.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Esa supresión ya se hizo, señor diputado.

SR. FAVARIO.- Entonces, ya me lo aceptaron. Discúlpeme, señor presidente, pero con la premura la corrección se me pasó por alto. Celebro que me lo hayan aceptado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se van a votar el capítulo III, artículos 21 a 23.

-
Resultan aprobados.

-
Al leerse el capítulo IV, dice el:

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


Mociono que se suprima la segunda parte del artículo 26 que en su momento, cuando el ingeniero Caro nos visitó, yo planteé una cuestión que devino en una discusión jurídica con respecto al carácter de título ejecutivo que se le otorga a la boleta de la empresa. Discusión jurídica que a mí no me interesa y que, por otra parte, tendría como antecedente nada más que lo que la ley de privatización de la DIPOS señaló para las facturas impagas del agua. Diría que en aquel caso, por lo menos hasta el momento en que empezamos a conocer lo que son los cortes de agua, era casi justificado que se buscara habilitar un título ejecutivo porque hasta ese momento no conocíamos la persecución que se ha desatado después contra la gente que no puede pagar el agua. Y comprendo que los legisladores en aquel momento hayan tenido alguna liberalidad mayor. Pero en este caso, a mi me preocupa este artículo porque para mí demuestra una orientación de la inteligencia general de la ley. ¿Qué se pretende? ¿Quién es el que deja de pagar la luz? El que deja de pagar el servicio eléctrico se sume en el pasado, es una persona que ya no tiene nada que perder. El corte del suministro eléctrico lo hunde en la oscuridad y eso no sólo se refiere a la falta de luz. Entonces, otorgar un título ejecutivo para la gente que no paga la luz y no funciona su heladera –si la tiene– o su lamparita, me parece realmente que no es una ley hecha pensada en los usuarios, por lo tanto me parece que lo racional sería mantener la primera parte que permite la desconexión del suministro y las sanciones establecidas, pero de ninguna manera otorgar el título ejecutivo a la factura impaga; si no, realmente estamos legislando en beneficio de la ignota empresa que se hará cargo, que para mí no es francesa.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Muchos de los puntos que se plantean, que es natural que lo hagan y tienen todo el derecho, no es una situación egoísta en que uno diga vamos a mantener la posición, sino que todo tiene un análisis con un estudio y un asesoramiento técnico detrás, lo que nos lleva en la mayoría de los casos a mantener una posición firme. Por lo tanto, en el artículo 26º mantenemos la redacción del dictamen de mayoría.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señor presidente, íbamos a hacer una propuesta similar a la que ha hecho el señor diputado D´Ambrosio y para fundarla incorporaremos otra información que nos parece importante. En el caso de Aguas, hay todo un mecanismo antes de la ejecución y acá, directamente, a la simple factura se le da el carácter de título hábil para ejecutar al deudor. Incluso no se prevé la situación de las facturas que están cuestionadas, a lo que hacíamos referencia anteriormente y que puede, no obstante el cuestionamiento que haga el usuario, servir como título ejecutivo para demandarlo. Nos parece un verdadero despropósito porque se trata de casos muy aislados y muy particulares, tal cual lo señaló el señor diputado D´Ambrosio.


Coincidimos en este aspecto y solicitamos la reforma en tal sentido.

SR. MIRET - Pido la palabra.


Entiendo que el hecho de votar los capítulos en forma particular y los artículos, primero capítulo y luego el artículo, suponía que era un poco enriquecedor o la posibilidad del debate de cada disidencia sobre cada uno de los puntos. Pero si hay una inflexibilidad por parte del bloque oficialista en cuanto a la reforma de cualquier artículo, realmente creo que estamos perdiendo el tiempo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Se va a votar el Capítulo 4º con los artículos 24, 25 y 26 con el dictamen de la mayoría, y 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33.

-
Resulta aprobado.

-
Se aprueba el Capítulo 5º, con los artículos 34, 35 y 36.

SR. FAVARIO.- Señor presidente, le dije anteriormente que tuviera la mayor prudencia, porque hay precedentes que se avanza muy velozmente por lo avanzado de la hora y terminamos con que no podemos hacer las objeciones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Tiene la palabra, señor diputado Favario.

SR. FAVARIO.- No obstante las manifestaciones del señor diputado respecto al derecho de considerar que estamos perdiendo el tiempo, nosotros dijimos que tenemos un deber y una obligación: tratar de hacer los aportes que a nuestro leal saber y entender contribuyan a mejorar la norma que votamos, por lo tanto lo hacemos no obstante el criterio de la mayoría, a lo mejor prefijado, de rechazar las sugerencias que nosotros podemos formular. Por lo tanto, en el artículo 34, en el inciso f), voy a proponer...

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Tendría que pedir la reconsideración, señor diputado.

SR. FAVARIO.- Por lo menos que se me deje exponer y si es atinada la propuesta, que se vote la reconsideración.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Continúe en el uso de la palabra, señor diputado Favario.

SR. FAVARIO.- En el artículo 34, inciso f), proponemos que se incluya el derecho a cuestionar la factura. Esto está vinculado con la observación que hicimos precedentemente al otro artículo, al que se da carácter de título ejecutivo hábil a la factura. A lo mejor se podrá decir que en el reglamento de protección al usuario estén previstos los pasos para efectuar los reclamos, pero como este mismo artículo, en el inciso g), refiere expresamente al derecho de recurrir por cuestiones de calidad en el servicio, nos parece que de la misma manera tenemos que incluir el derecho a recurrir cuando el usuario entiende que la factura no se ajusta a su consumo.


Por lo tanto, proponemos que se incluya en el inciso f) el derecho a cuestionar la factura.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Asimismo, en el mismo artículo, en el inciso m), entre las obligaciones de los usuarios está la de “permitir el acceso a su propiedad, sin reclamo de indemnización o compensación alguna, con el objeto de facilitar la realización de inspecciones, verificaciones técnicas, tareas de mantenimiento o seguridad que establezcan las normas aplicables”. Quiero recordar que la instalación eléctrica dentro de la propiedad corresponde en aprobación a la autoridad municipal y local, y nada tiene que hacer la empresa distribuidora dentro de las casas de los usuarios, ya que el tendido de líneas pasa por la vía pública.


Por eso es que propongo la supresión de este inciso m).

SR. D’AMBROSIO - Pido la palabra.


Me voy a permitir adherir a las dos propuestas, y además señalo que más allá de la extrema rigidez que en este tramo del debate se está mostrando, que realmente se analice con algún orden de sensatez esta barbaridad que se está por sancionar, que establece la renuncia a todo reclamo o pedido de indemnización de ciudadanos que pueden ser sometidos a cualquier vejamen por este artículo. Creo que estamos extremando condiciones en favor de una ignota empresa que no responde a la más mínima racionalidad y a derechos elementales sancionados por la Constitución.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Nuestro bloque no comparte en absoluto lo planteado.

SR. BULLRICH.- ¿Cuál es el motivo por el cual usted cree que se puede dejar entrar a una empresa sin ningún derecho en el domicilio de los usuarios?

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - No dialogue, señor diputado; en todo caso, pídame la palabra.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo VI, desde los artículos 37 a 47, inclusive.

-
Resulta aprobado.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Como pregunté en la Comisión y no obtuve respuesta, seguramente alguno de los señores diputados se habrá informado y podrá contestarme y si la respueta me resulta satisfactoria vamos a votar tal como está redactado el inciso c) del artículo 39º...

SR. PRESIDENTE (Hammely).- Esta Presidencia le informa que ya se votó ese artículo.

SR. FAVARIO.- No señor presidente, está en consideración no se votó, por eso había pedido el uso de la palabra, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se votó hasta el artículo 47º, señor diputado.

SR. FAVARIO.- No se apure tanto, señor presidente, que ya va a salir la ley. Hicimos 30, hagamos 31. Le estoy preguntando concretamente, señor presidente, el inciso c)- dice: “el precio máximo será fijado para cada período tarifario de acuerdo con las indicaciones del mercado que reflejen los cambios de valor de bienes y/o servicios similares, dichos indicadores serán a su vez ajustados por un factor destinado a estimular la eficiencia, etcétera.” Queremos saber cuál es el factor de ajuste.

SR. POCHETTINO.- Pido la palabra.


Acá hay un concepto global que es favorecer la eficiencia a través lógicamente que se realicen para poder mejorar la calidad del servicio con un factor que va a ser fijado con el pliego seguramente. Pero a parte, no recuerdo ahora donde está, en la parte de las tarifas si no me equivoco, el factor de eficiencia está contemplado a partir del quinto año en un 5 por mil. Estamos hablando de la tarifa en la parte general, está planteando el concepto, que se manifiesta concretamente cuando habla en la conseción del primer cuadro tarifario que habla del 5 por mil a partir del quinto año en adelante por año...

SR. FAVARIO.- Indudablemente el diputado es el que tiene más afinada la guitarra, de cualquier manera no contesta a mi pregunta...

-
Risas 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración la Sección II artículos 49º, 50º, 51º, 52º y 53º.

SR. BULLRICH - Pido la palabra.


Como lo había manifestado, señor presidente, en mi anterior intervención el objeto de la modificación que voy a proponer es garantizar que los porcentajes de disminución de las tarifas sean para cada banda de usuario y escalones en que está comprendido el tarifario, así que voy a proponer para el artículo 48º el siguiente texto: “ Tarifas máximas para usuarios residenciales, las tarifas promedio deberán ser un 30 por ciento inferior como mínimo a las vigentes en la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe en el año 1999 para cada categoría de usuario y escalones y/o banda de consumo.” De la misma forma el artículo 49º queda con la misma redacción pero adaptado: “Tarifas máximas para usuarios comerciales, las tarifas promedio deberán ser un veinticinco por ciento inferior como mínimo a lo vigente de la Empresa provincial de la Energía en el año 1999 para cada categoría de usuario y/o escalones y/o bandas de consumo”. Lo mismo en el artículo 50º “ Las tarifas máximas para las pequeñas industrias deberán ser un diez por ciento inferior como mínimo a las vigentes en la Empresa Provincial de la Energía en el año 1999 para cada categoría de usuario y/o escalones y/o bandas de consumo”. 


Y vamos a solicitar la incorporación de un artículo nuevo, el 50 bis, donde hacemos extensiva la rebaja para los usuarios rurales, el que quedará redactado de la siguiente forma: “Tarifas máximas para usuarios rurales, las tarifas promedio deberán ser un 25 % inferior como mínimo a las vigentes de la EPE en el año 1999, para cada categoría de usuario y escalones y o bandas de consumo.”

SR. POCHETTINO.- Quiero volver sobre el tema anterior, porque quiero que quede claro que en el artículo 39 donde estaba en discusión el inciso c) dice en el dictamen de mayoría que habla del concepto del cuadro tarifado de los prestadores y habla de un factor destinado a estimular la eficiencia. 


El artículo 45 habla sobre los valores de tarifa, dice sobre los valores de tarifa: “Los valores de tarifa a que hace referencia el artículo 39 inciso a), estarán sujetos a coeficientes de eficiencia para inducir a su permanente disminución, y a partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial.


El artículo 46 dice: “Coeficientes anuales de disminución mínima tarifaria. A partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial, los coeficientes de eficiencia deberán asegurar una disminución mínima del cinco por mil anual en el costo agregado de distribución. Esta disminución deberá reflejarse en las tarifas reales.”


Creo que todo esto es el mismo tema, ahora lo tengo absolutamente claro porque lo estoy leyendo.

SR. D’AMBROSIO.- Aunque parece inútil voy a respaldar la propuesta del señor diputado Bullrich porque tiende a que sea cierto la rebaja del 30 % en las tarifas, porque sino es un gracioso dibujo.

Sr. UGALDE.- La bancada justicialista mantiene el dictamen de mayoría.

SR. FAVARIO.- ¿Me puede decir qué es lo que estamos considerando?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Estamos considerando el artículo 48 al 53 de la sección segunda.

SR. FAVARIO.- Si me permite voy a hacer una propuesta. La hicimos en su momento, incluso la habíamos conversado con el ingeniero Caro, que se manifestó de acuerdo en la sugerencia que nosotros le hacíamos. 


De alguna manera le han hecho una modificación al artículo 51, pero que no es ni lo que nosotros pretendíamos, ni tampoco lo que el ingeniero Caro dijo que se podía hacer. La propuesta apuntaba a una tarifa especial para los clubes no profesionales, apuntando a la labor social que desarrollan ya que se encuentran atravesando, como es de público y notorio, situaciones de extrema dificultad. Sabemos que los clubes han cumplido una función social de relevancia singular en tanto constituyen un factor de canalización de muchas expresiones juveniles. El cierre de un club de barrio es fundamentalmente un grave riesgo para un sector social y hay muchísimos clubes que están atravesando situaciones desesperantes.


En función de ello hicimos la propuesta que vamos a reiterar ahora, señor presidente, artículo 51 o puede ir agregado como 51 bis, pero desde ya aclaro que la incorporación que se hizo en el dictamen de Comisión es contraria a lo que el propio Caro nos dijo. Le parecía bien, pero que no incluyera los clubes profesionales, que es lo que nosotros hicimos y resulta que ahora, con esta redacción están habilitados para que tengan reducción los clubes profesionales, que pagan contratos millonarios, según decía el propio ingeniero Caro, por lo que no tiene sentido disminuirle la tarifa energética.


La propuesta concreta es la siguiente, señor presidente, como articulo nuevo o como agregado del otro: “Las instituciones deportivas que desarrollen su actividad gozarán de una reducción del 30 por ciento de la tarifa como corresponde siempre que cumplan con los siguientes requisitos: a) desarrollar únicamente actividades deportivas amateur en forma regular. b) tener personería jurídica. c) ceder las instalaciones al Estado provincial con fines educativos, deportivos, de turismo escolar u otros que hagan al interés público y/o a la contención social”


A título informativo, señor presidente, decimos que está vigente la ley que prevé la reducción tarifaria para los clubes en virtud de la ley nº 10398, según tengo entendido, señor presidente, no se llegó a aplicar por falta de reglamentación; por eso solicitamos que se vote en la nueva ley este artículo que nosotros proponemos.

SR. UGALDE.- Ya había fijado posición, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly)- Se va a votar los artículos 48 a 53, tal cual están redactados en el dictamen de la mayoría.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración el Capítulo VII; art. 54 al 70.

SR. CECCHI.- Pido la palabra.


Descontando que el presidente del bloque oficialista va a ser receptor de esta iniciativa. En el mensaje del Poder Ejecutivo se hablaba de la necesidad de evitar lo que se llama la dictadura que de hecho puede llegar a ejercer sobre los usuarios a raíz de las particulares relaciones entre los prestatarios y el ente de regulación y control. La propuesta nuestra radica en garantizar a efectos de que aquellos que han tenido relaciones muy fluidas en el proceso de privatización con quien va a ser adquirente o concesionario no incidan después en el órgano que habrá de tener que fiscalizar la prestación de este servicio al usuario.


Por lo tanto, pretendemos introducir un agregado al artículo 60: “No podrán integrar el ente regulador (ERCE) funcionarios políticos del gobierno provincial por designación o elección hasta después de dos años de finalizado su mandato en la función”. 


Estamos convencidos, señor presidente, que esto hace a la transparencia de que el ente regulador contribuiría a garantizar los derechos de los usuarios.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Adhiero a la propuesta del señor diputado Cecchi y asimismo solicito una modificación en el artículo57.


Pero creo, señor presidente, que sería conveniente que se vayan votando por propuesta, ya que tengo cuatro o cinco para formular, y quizás los señores diputados tengan la oportunidad de votarla favorablemente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Señor diputado, concretamente, ¿en qué artículos va a hacer modificaciones?

SR. BULLRICH.- En los artículos 57, 58, 59, 63 y 68.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consecuencia se van a votar los artículos 54, 55 y 56 según el dictamen de mayoría.

-
Resulta afirmativa.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Propongo el siguiente texto para el artículo 57º: “Directorio. El E.R.C.E será dirigido y administrado por un directorio integrado por cinco (5) miembros, de los cuales dos (2) lo harán en representación del Poder Ejecutivo, dos (2) en representación de los municipios y comunas y uno(1) en representación de las entidades reconocidas que agrupan a usuarios, de los cuales uno será presidente, otro vicepresidente y los restantes vocales”.


El Órgano Consultivo figura en el artículo 57º del dictamen de la mayoría, por eso propongo un artículo 57º bis con el siguiente texto: “El Directorio contará con un Órgano Consultivo integrado por tres (3) representantes de los municipios y comunas, dos (2) representantes de las entidades intermedias provinciales, dos (2) representantes de las Asociaciones de Entidades de Protección de los Usuarios, serán designados conforme se establezca en la reglamentación”.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Mantenemos el texto del dictamen de la mayoría.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar el artículo 57º del dictamen de la mayoría.

-
Resulta afirmativa.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Al no haber sido aceptada la modificación del artículo 57º, no tiene sentido la propuesta que iba a hacer para los artículos 58 y 63, porque el número de miembros quedó en tres, no en cinco.


Sí, señor presidente, solicito una supresión en el artículo 59º que habla de las remuneraciones del Consejo Directivo. Este artículo dice: “Las remuneraciones brutas a percibir por los miembros del Consejo serán equivalentes, como máximo, a la percibida por todo concepto por los Ministros del Poder Ejecutivo. La escala salarial del resto del personal será descendente según las categorías que se adopten, las que en ningún caso podrán superar este tope máximo”. Como el diputado Cecchi dijo que había 17 escalas salariales en la provincia, si se aprueba este artículo habrá 18 escalas salariales en la provincia, y me gustaría saber qué piensa el Ministro Mercier al respecto, por lo que solicito la supresión del último párrafo.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


No voy a hacer ninguna propuesta concreta porque ya la hicimos. Quiero resaltar “la vocación de consenso” manifestada por el bloque mayoritario y la permeabilidad para recoger las sugerencias.


Nos habíamos permitido simplemente unificar la terminología porque ya que se hablaba de Consejo Directivo, en el párrafo siguiente que no digan Directorio, o dicen Directorio o Consejo Directivo, unifiquen los términos.

XE "MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL SEÑOR DIPUTADO FAVARIO)"

También en el artículo 68º hay pequeñas cositas que corregir para que no se cometan tantos errores en la ley. Ya lo hicimos antes, creímos que no había ningún problema pero no aceptan ninguna sugerencia. En el artículo 67 hablan de la “tasa de inspección y control”, y en el siguiente hablan de la “tasa de fiscalización y control”, sólo pedimos que pongamos “tasa de fiscalización y control”. Insistimos con la propuesta, señor presidente.

SRA. GASTALDI.- Estamos de acuerdo.

SR. UGALDE.- Se acepta la modificación, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo VII, desde el artículo 58 hasta el 67, inclusive, con la modificación introducida por el diputado Favario.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración el Capítulo VII, a partir del artículo 68.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


El último párrafo del artículo 68 dice: “El presupuesto del E.R.C.E. no podrá superar el 1% del total de los ingresos brutos por operación de la totalidad de los prestadores correspondientes al año calendario anterior. En caso de que el E.R.C.E. tuviera superávit presupuestario, los fondos remanentes se aplicarán en ejercicios futuros, descontándose proporcionalmente a su incidencia, de dichos montos, de la tasa que deban pagar los prestadores por los ejercicios que se calculen.”


Solicito la supresión de este último párrafo porque cuando la empresa de energía que se haga cargo licite y fije las tarifas, va a fijar, entre ellas, el costo que le tiene que pagar como mantención de tasa de fiscalización al ente de control, por lo cual, si existe un superávit, éste va a pasar como una ganancia extra para la empresa, así que correspondería que no estuviera y si en definitiva hay un superávit, que vaya a Rentas Generales y no a los bolsillos de la empresa. Concretamente solicito la supresión de este último párrafo, a partir de “En caso de que el ERCE tuviera superávit presupuestario...” hasta el final. 

SR UGALDE.- Pido la palabra.


Previa consulta con los miembros de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, aconsejamos que se mantenga la redacción original. 

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


Señor presidente: en el artículo 69 se habla de un eventual aumento presupuestario por ahora imprevisible y luego, en la parte final, denotando una obsequiosidad realmente asombrosa, se dice que aún en estos casos “la misma tendrá carácter excepcional y deberá ser reintegrada a los prestadores.” 


Me parece que la preocupación de la ley por defender a los prestadores es realmente conmovedora, por lo que propongo la supresión de esa parte final.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Nosotros –como lo manifestamos en la Comisión– vamos más allá de la propuesta formulada por el diputado D’Ambrosio y solicitamos directamente la supresión de todo el artículo 69. Estamos total y absolutamente en contra de esta posibilidad de reajuste presupuestario y, seguramente, en esta votación contaremos con el apoyo del señor diputado preopinante, quien parece tener la misma inquietud que nosotros. 

SR. UGALDE.- Propongo que el artículo 69 quede como está redactado, que no se modifique.

SR. FAVARIO.- ¡Guarda, no vaya a saltar el charco!

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo VII, en los artículos 68 a 70, inclusive, como están redactados.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Capítulo VIII, artículos 71 a 73.

-
Resulta aprobado.

SR. FAVARIO.- Señor presidente, había solicitado el uso de la palabra.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Lo estuve esperando, señor diputado.

SR. FAVARIO.- Quiero hacer una simple acotación.


Aquí se intentó dar una explicación del artículo 73. Nosotros no estamos de acuerdo con ella. Se refiere al cumplimiento de obligaciones del ente y sus directores. Creemos que en definitiva los cuestionamientos a los comportamientos de los directores y del ente quedan en manos de ellos mismos, se transforman en juez y parte. Por lo tanto, entendemos que esto debe modificarse, pero vemos que se insiste en la redacción original. Nosotros dejamos a salvo nuestra postura diciendo que este artículo debe ser más aclaratorio de lo que es.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A consideración el Capítulo IX, artículos 74 al 79.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Estamos en desacuerdo en el artículo 75 con el inciso d), sobre la contribución para subsidios de tarifas sociales provenientes de una contribución a pagar por todos los prestadores de la Provincia que determinará la reglamentación. Creemos que la contribución debe determinarla la ley o una ley especial en su caso, por lo ºque no se puede dejar o delegar la creación de una contribución no sabemos en quién, si en el ERCE o en Poder Ejecutivo.


De la misma manera, el inciso e). Esto también traería aparejado la creación de otra contribución, y lo señalamos porque esa es una facultad exclusiva de la Legislatura. En virtud de eso, no nos oponemos a la contribución para subsidiar tarifas sociales sino al hecho de que la creación de esa contribución sea a través de no sabemos quien, pero no de la Legislatura que es a la que le compete esa facultad.

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


Adhiero a la pretensión del señor diputado Favario y agrego que con estos dos incisos, sobre todo el genérico último inciso e), la reducción tarifaria o cuadro tarifario queda realmente en el mar de los sargazos. A partir de esta circunstancia, vía esta reglamentación, se puede hacer lo que se quiera con las tarifas.

SR. RÉBOLA.- Pido la palabra.


Yo no quiero dejar esta última afirmación en el aire. Está tirada así como si esto fuera algo que condena a los usuarios, al cepo, a la violación y a la tortura. Creo que está especificado claramente y no es como se plantea, en este caso, por el señor diputado D’Ambrosio. Por eso no quería dejarlo pasar. Yo no sé a qué se refiere. No supe en toda la noche a qué se refirió cuando habló porque no tiene dictamen, habla en abstracto y plantea cuestiones que no tienen nada que ver con el proyecto.


En este caso en particular, le quería aclarar al señor diputado Favario que hace una observación especial, que el artículo 75 inciso d) se plantea la contribución para subsidios sociales provenientes de una contribución a pagar por todos los prestadores, no por los usuarios. Esto está especificado muy claramente. Usted dice ¿por quién? Lo dice en el párrafo que sigue: “los prestadores de la Provincia que determinará la reglamentación”. Es decir, la reglamentación de esta ley va a determinar qué contribución para el subsidio de tarifas sociales van a tener que pagar los prestadores, no los usuarios, y con esto le contesto a lo que hacía referencia el diputado D’Ambrosio, que se ve que no está siguiendo esto con atención, porque nosotros lo que estamos haciendo es cargar una tasa a los prestadores. No nos estamos poniendo a favor de los prestadores sino de los usuarios y no como lo entiende el diputado D’Ambrosio.

SR. FAVARIO.- Lo que estamos diciendo es que la contribución, esa contribución, la debe determinar la Legislatura, no la reglamentación. Creemos que es una facultad legislativa.

SR. PAGANINI.- Pido la palabra. 


A la contribución la está determinando esta ley. Si usted quiere cuantificarla, no creo que pueda porque no sabemos a qué punto tenemos que llegar para cuantificarla en cuanto a recursos.

SR. D’AMBROSIO.- Voy a dejar de lado las expresiones del diputado Rébola sobre la atención o desatención ya que no es quién para juzgarme. Lo que yo señalo es exactamente lo que dijo el diputado Favario. Más allá de que sean los prestadores, con los criterios que sustenta esta ley con respecto a los costos, esto va a revertir si no se especifica claramente en una legislación que tendrán que considerar los mismos que estamos considerando esta ley, se va a revertir en un costo para los prestadores que se volcará en la tarifa, con lo cual se legalizará la situación que estamos viviendo en este momento con respecto al pedido del gobernador para que Aguas Provinciales rebaje las tarifas en algunos casos.


Y con respecto al inciso e) no cabe duda de que su determinación absolutamente genérica sobre otros recursos que determine la reglamentación puede alterar notoriamente las tarifas o las obligaciones del prestador o las obligaciones de los usuarios. Esto es indiscutible a partir de una lectura simple del texto de ese inciso.

SR. POCHETTINO.- Me parece que no se entiende el concepto de fondo de la ley. La tarifa de la ley es fija y la fija el pliego para la concesión. ¿Qué es lo que va a pasar acá? Lógico que va a los costos de la empresa esta contribución para el subsidio para tarifas sociales. Esto hace que, indudablemente, baje el precio de la cotización. Van a entrar unos pesos menos a las arcas de la Provincia. No sé si quiere el diputado D’Ambrosio que le cortemos la luz a la gente que no puede pagarla..., que me de otra solución, pero no va a tarifa. Esto es claro.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el capítulo IX, artículos 74 a 80.

-
Resulta aprobado.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

XE "MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL SEÑOR DIPUTADO FAVARIO)"

Con respecto al artículo 80, “el consenso” impidió que se aceptara nuestra propuesta con relación al primer renglón del inciso a). Evidentemente, un error en la sanción de la Cámara de Senadores cambió el término “ampliación” por “aplicación”. Ni tan siquiera eso fue aceptado. Propusimos que se acepte “ampliación” porque es lo que corresponde si se lee la ley. 

SRA. GASTALDI.- Es un error.

SR. FAVARIO.- Lamento que hayan tenido que estudiar tanto para darse cuenta...

SR. UGALDE.- Había sido aceptado como error, nada más que cuando lo transcribieron quedó. Las ironías yo creo que son sobradas. Tuvieron demasiadas oportunidades para tratar los temas. Estuvimos siete horas en esta sesión dando la oportunidad para que cada uno exponga. No expusieron solamente en general, particularizaron cada uno de los puntos del dictamen de mayoría y tenemos que estar tolerando ironías.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Se va a votar la reconsideración del artículo 80.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Se va a votar el artículo 80 con la modificación sugerida por el señor diputado Favario, cambiando la palabra “aplicación” por “ampliación”.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - En consideración el Capítulo 10º, artículos 81 a 84.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Nada más que por una consulta, señor presidente. Sanciones y multas, dice el artículo 84, entre 20 MW y 25.000 MW, al precio vigente en el nodo Santa Fe en el mercado eléctrico mayorista, ¿a cuánto asciende el monto de las multas?


Lamentablemente esta es una consulta que tendría que haber evacuado a través de los asesores, si hubiéramos estado en comisión. El apuro en sancionar esta ley hace que estemos aplicando multas en el régimen de sanciones a quien será prestatario de un servicio esencial como este y no sabemos a cuánto ascenderán las multas. Si nosotros estimamos el costo de la energía en más o menos 3 centavos en la puerta de la Provincia de Santa Fe, por decirlo de alguna forma, y una multiplicación de lo que es megawatt, es decir 20 MW y 25.000 MW, yo estimo –y puedo equivocarme de acá a la China– que las multas son entre 600 pesos y 750.000 pesos, y me parecen demasiado exiguas dada la importancia de la concesión que hoy se está tratando. Si tomamos en cuenta las multas que está aplicando el ENRESS a la empresa Aguas Provinciales, me parece que estas cifras son irrisorias.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Estos datos técnicos que fueron expresados en la comisión, no los tengo presentes, pero obviamente que es a precio vigente en el nodo al momento de aplicación de la sanción. En segundo término, los técnicos que informaron aquí, manifestaron en comisión cuánto eran, pero sinceramente no recuerdo, por eso no le contesto y no le quiero mentir.

SR. BULLRICH.- Está en la versión taquigráfica.

-
Dialogan los señores diputados.

SR. POCHETTINO.- Pido la palabra.


Usted habla de 3 centavos, señor diputado...

SR. BULLRICH.- El kilowatt.

SR. POCHETTINO.- ¿Y qué tiene que ver?

SR. BULLRICH.- Tomé 3 centavos que en realidad son 2,7 y algo. Estamos hablando de megawatt y mega es millón. Eso me da los 600 y los 750.000 pesos que decía.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Se va a votar el Capítulo 10º, artículos 81 a 84, tal cual se encuentra redactado en el despacho de mayoría.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - En consideración el Capítulo 11º, artículos 85 a 93.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


En el artículo 85 propongo la supresión de “siendo el Poder Ejecutivo poder concedente”. Hemos estado discutiendo varias horas sobre quién tiene el poder concedente, y en el último caso hay concurrencia entre las municipalidades y comunas y la Provincia, por lo cual creo que el Poder Ejecutivo no puede arrogarse a través de una ley el poder concedente. En definitiva las concesiones, licencias y autorizaciones serán otorgadas de conformidad a disposiciones de la presente ley. Hasta ese punto me parece coherente; ir más allá es avanzar sobre un punto en conflicto, por lo que solicito la supresión de ese último párrafo.


Asimismo, respecto del artículo 88, segundo párrafo, que dice: “El Poder Ejecutivo, a través del Ente, establecerá los parámetros de calidad de servicio...”. Decir que el Poder Ejecutivo a través del Ente es una redundancia, ya que éste tiene representantes del Poder Ejecutivo. La propuesta es directamente que el Ente establecerá los parámetros de calidad y servicio que se aplicarán durante cada gestión.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Con respecto a la parte final del artículo 85, siendo el Poder Ejecutivo el poder concedente, insistimos con el texto tal cual está. Lo hemos explicado con anterioridad y estamos convencidos absolutamente con fundamentos que expusimos en el recinto, en el sentido de que el poder concedente es de la Provincia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - ¿Y con respecto a la otra modificación?

SR. UGALDE - Mantenemos el dictamen en sus términos.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Propongo que en el artículo 87 donde habla del contenido de concesiones, licencias, autorizaciones y requisitos para otorgamientos, se incluyan los derechos de los usuarios. Y en el artículo 88, con relación a los períodos de gestión, donde dice: “El plazo de la concesión, licencia o autorización podrá ser subdividido en períodos de gestión”; si ya está establecido que va a haber períodos de gestión y ya están determinados en otros artículos no entendemos por qué debe ser facultativo, sino por el contrario proponemos se sustituya la frase “podrá ser” por “será”, es decir que imperativamente van a existir los períodos de gestión, que por otro lado los establece la propia ley.

SR. UGALDE - Insistimos con la redacción del dictamen.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) - Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo XI, desde el artículo 85 al 93, inclusive.

-
Resulta aprobado.

-
Al enunciarse el Capítulo XII, que comprende los artículos 94 a 102, inclusive, dice el:

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


En este Capítulo voy a pedir la supresión del último párrafo del artículo 100, donde se autoriza a las cooperativas incluir en las facturas la prestación del servicio por el consumo de alumbrado público. Dice: “Podrá ser incluidos en las facturas, como concepto de prestación de servicios, el consumo por alumbrado público, y otros conceptos, si existiera acuerdo o convenio suscripto entre las autoridades locales y aprobado por el E.R.S.E.” 


Quiero recordar que este párrafo va en contra de lo que establece el artículo 10º, inciso e), de la ley nacional 24.065, que establece que “en ningún caso los costos atribuibles a servicios prestados a un usuario o categoría de ellos podrán ser recuperados mediante tarifas cobradas a otros usuarios”.

SR. UGALDE - Mantenemos la redacción del texto porque no trata de lo que está planteando el señor diputado.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Si mal no entendí el diputado Ugalde decía que no corresponde este artículo de la ley Nacional para aplicar a este párrafo donde se le autoriza a las cooperativas a incluir en su facturación el costo del alumbrado público. Quiero recordarle que en el cuadro tarifario el concepto de alumbrado público es una categoría de usuario y lo paga la municipalidad y el costo de la energía en la factura domiciliaria es otra categoría de usuario que la pagan directamente los vecinos que consumen esta tarifa y la prohibición que establece la ley es que no se puede compensar entre una y otra y lo dice expresamente la ley nacional que está vigente y adherida por la ley 11.000 en la Provincia de Santa Fe. O sea, que en ningún caso, ni en este ni en el artículo correspondiente al alumbrado público que está más adelante se puede cobrar a través de la factura del servicio domiciliario, el pago del alumbrado público. Y esto ha sido reconocido en un fallo de primera y en un fallo de segunda instancia los cuales se han expedido por la inconstitucionalidad de la Tasa de Alumbrado Público que comúnmente se llama ahora Cuota de Alumbrado Público presentado por el entonces concejal Héctor Acuña y el actual concejal Eduardo Gonzáles Riaño que han tenido fallos favorables en los amparos presentados en primera y en segunda instancia, declarando, reitero, la inconstitucionalidad de esta medida.

SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.


Señor presidente, en realidad se trata de escindir del precio de la Tasa de Alumbrado, Barrido, Limpieza, lo que vulgarmente se llama Tasa de Alumbrado Público. En la provincia de Santa Fe es efectivamente una realidad desde hace mucho tiempo que la Tasa de Alumbrado Público si la municipalidad la tiene que pagar se la tendrá que cobrar a los vecinos por vía, insisto, de la boleta del impuesto de la Tasa de Alumbrado Público. Es cierto que en algunos casos puede parecer un mecanismo demasiado coactivo para el cobro, porque evidentemente las cooperativas o las empresas de luz tienen la facultad del corte, pero en realidad creo que el sistema funciona bastante bien y es aceptado por todos y en los Presupuestos Municipales tiene mucha significación asegurar su cobranza. Entonces, por una vía u otra la gente la paga; por la vía de la Tasa de Alumbrado Público o por la factura; es un mecanismo de cobro y funciona como un agente de percepción, es decir, que adiciona con la factura de la luz esta Tasa de Alumbrado Público que a la postre la tiene que pagar de una u otra forma la municipalidad. No conozco tanto el caso de la ley nacional pero me parece que ese es el espíritu de la ley y no me parece que sea malo. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Corresponde votar el capítulo XII que comprende los artículos 94º al 102º.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración el capítulo XIII que comprende los artículos 103º al 121º.

SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.


Tal cual lo planteamos en nuestra intervención habíamos hecho innumerables observaciones en comisión, algunas habían sido aceptadas y otras no y las enumeramos en un momento, razón por la cual no las hemos reiterado en el recinto. Pero sí me permito, con respecto a este capítulo que para mí es importante, es algo que le habíamos cuestionado al ingeniero Caro, que es la falta de claridad, qué pasaba con el canon que se podía recaudar con respecto a las concesiones porque se habla del producido de la venta de ESFESA pero no de las concesiones y leyendo la versión taquigráfica ante una pregunta nuestra el señor Caro responde: “Estoy de acuerdo que hay una omisión, creo que hay que poner la defensa y cualquier concesión que produce dinero”. La palabra “defensa” está mal. Por lo cual a nuestro entender el artículo 121º además del producido de la venta de la ESFESA se debe incorporar el producido de las concesiones. Ese es un aspecto, señor presidente, una modificación. Y la otra, si bien hemos tenido el rechazo en la comisión y tal cual lo planteara en su momento cuando lo expuse, es imprescindible que en este artículo, cuando se dice del destino de lo recaudado por la venta de ESFESA y agregando lo de las concesiones, nosotros decimos que se trate un ley especial al efecto que tiene el destino de estos recursos. Esto haría a la transparencia necesaria que requiere la gestión de estos fondos.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Este capítulo tiene muchos artículos y a los fines de aclarar las propuestas y también la votación es que solicito que se vote por secciones, tal cual está dividido el capítulo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A votación el capítulo XIII de ESFESA artículo 103 al 107.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A votación la sección primera que incluye los artículos 108 y 109.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A consideración el artículo 110.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Insisto en una propuesta que hice anteriormente con respecto al inciso c) el “régimen y cuadro tarifario inicial establecerá criterios tarifarios uniformes para todo el territorio provincial, así como las tarifas de peaje.”


Entiendo que esta última parte no corresponde, aquí estamos concesionando distribución y comercialización, no transporte. Por lo tanto la tarifa de peaje no corresponde.

SR. UGALDE.- Nosotros vamos a insistir con el dictamen original.

SR. FAVARIO.- Al término del artículo 111, donde dice al término “de la concesión de distribución” propongo que se agregue “comercialización”. Es el objeto de la concesión, conforme al artículo 104.

SR. POCHETTINO.- Pido la palabra.


Volviendo al tema del peaje, entiendo que hay por ejemplo autogeneradora de una empresa como Sancor, que usa las redes de la EPE, entonces tiene que pagar un peaje, por lo que creo que este artículo cubre esta alternativa, entre otras.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A votación la sección segunda que incluye los artículo 110, 111 y 112.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A votación la sección tercera que incluye los artículos 113, 114 y 115.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- A votación la sección cuarta.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Solicito al miembro informante que me explique qué es el Laudo Pelerano, que hacen mención los artículo 117 y 118 c2.

SR. POCHETTINO.- Son aportes a la obra social. Más datos no tengo, pero significa indudablemente un beneficio para los trabajadores.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Son aportes gratuitos para los agentes de la ciudad de Rosario.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señor presidente, voy a hacer una manifestación que les hicimos hoy a los miembros de la Comisión. Se nos planteó una duda, se dijo que se contaba con toda la información, nosotros no estamos convencidos de ello -no digo que tengamos razón- pero hubiésemos querido tener más elementos para estar convencidos de los argumentos que se dieron por parte del presidente de la empresa cuando hoy habló conmigo. La inquietud surge del artículo 114 que aunque esté votado voy a hacer la aclaración…

SR. MIRET.- Ese artículo ya está votado.

SR. FAVARIO.- No se moleste, usted ya está más oficialista que los oficialistas.


La aclaración que queremos hacer es la siguiente. Tenemos referencias según el informe que estaba en nuestro poder que cuando se licitó ENTEL el pliego o la propuesta traía una participación del operador hasta el 10 por ciento y en este artículo 114 se incluye hasta el 20 por ciento. En virtud de la normas de la legislación norteamericana tuvo que hacerse una modificación limitando una participación del operador al 5 por ciento, porque de lo contrario las empresas norteamericanas, y el principal interesado -que era la Bell- no podía participar de la licitación.


Puede ser -como dijo algún señor diputado- que esa situación se diera única y exclusivamente en el caso de las telefónicas y no para las empresas eléctricas. Puede ser; pero hubiésemos querido una información mucho más acabada porque de lo contrario estaríamos acotando sustancialmente el mercado de oferentes en tanto excluímos a los norteamericanos.


Dejamos hecha esta aclaración porque fue materia de nuestra preocupación y no hemos tenido una respuesta satisfactoria.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar la sección 4 - Recursos Humanos, artículos 116 al 120.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración la sección 

5, artículo 121. 

-
Resulta afirmativa.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Lo habíamos manifestado en comisión y habíamos encontrado cierto asentimiento por parte de la señora diputada Gastaldi, muchas veces reclamamos una ley especial que reglamente la distribución de estos fondos que se van a formar con la recaudación por la venta de las empresas.


Por lo tanto, proponemos que se elimine el último párrafo del artículo 121 y en lugar de él el siguiente: “El Poder Ejecutivo remitirá a la Legislatura para su aprobación una ley especial determinando la composición, porcentaje de distribución, aplicación, destino y funcionamiento de los mismos. El Ministro de Obras y Servicios Públicos tendrá a su cargo la administración de los fondos una vez que cuente con la aprobación respectiva”.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Este es un tema que ya se discutió y mantenemos la redacción del dictamen de la mayoría para el artículo 121º.

SR. ALVAREZ (Jorge) - Pido la palabra.


El diputado Ugalde ha confirmado el no aval en cuanto a que sea una ley al efecto. De mínima solicitábamos que se incluya la palabra “concesión”, no solamente la venta, a esto no lo dice el diputado Álvarez, sino que fue dicho por el ingeniero Caro y que no figure es una laguna muy grande para el proyecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Aclaro que este artículo ya ha sido votado.


En consideración el Capítulo XIV, artículos 122º a 126º.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Tengo varias propuestas para este Capítulo, pero me conformaría con lo referido al alumbrado público, con la supresión del artículo 125º.


Este artículo dice: “Convenios Preexistentes. Los convenios y actas complementarias vinculados a la prestación del servicio de alumbrado público, suscriptos entre los prestadores actuales y los municipios o comunas de su área de distribución, por los cuales se normalizó la prestación y cobranza de este servicio, mantendrán su vigencia requiriéndose la conformidad de ambas partes para su extinción. Los prestadores deberán alentar y colaborar con los municipios o comunas para hacer más eficiente el servicio de alumbrado público. ESFESA será continuadora de la Empresa Provincial de la Energía en tales acuerdos”.


Como lo dije yo en relación a la autorización a las cooperativas para cobrar alumbrado público, este artículo es inconstitucional. Además lo manifesté en su oportunidad y no hice alusión a la doble imposición a la que se refirió la diputada Gastaldi y obviamente este artículo atenta contra el artículo 107 de la Constitución Provincial y el artículo 39º de la Ley Orgánica de Municipalidades, donde se establece la facultad a municipios para percibir, recaudar, disponer libremente los recursos propios de tasas y demás contribuciones.


A partir de esto el artículo 68º del Código Fiscal Municipal Unificado, ley 8173, en el Capítulo de la Tasa general de inmuebles, dice que es la contraprestación pecuniaria para el alumbrado, barrido y demás. Aquí existe una superposición de tributación que está declarada inconstitucional como mencionaba en el fallo anterior, y si a esto le sumamos la contribución existente con lo que establece la ley 24065 donde no se puede compensar, obviamente que este artículo necesariamente debe ser suprimido del texto legal.



Quiero resaltar que estos convenios se realizaron en la EPE y también está avalado en este fallo, porque por ejemplo las bandas que oportunamente serán de base para cobrar el alumbrado público, y la EPE no puede fijar una tasa municipal para el cobro del alumbrado público y menos lo puede hacer una empresa privada.


Repito, propongo lisa y llanamente la supresión del artículo. Si alguna municipalidad lo quiere tener, es obvio que tiene la facultad para mantener la vigencia del acuerdo, no una ley provincial, en un acuerdo privado entre el municipio y la empresa.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Solicito que este Capítulo se vote de acuerdo al texto del dictamen de la mayoría.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar al Capítulo XIV, artículos 122º a 126º.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consideración el Capítulo XV, artículos 127º a 142º.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Inmediatamente después del título “Normas Complementarias y Transitorias” voy a proponer un artículo nuevo, al que hemos enumerado como 126 bis, para llevar la ilación del articulado del proyecto, el que dice: “Los pliegos de bases y condiciones deberán ser remitidos a la Legislatura para su aprobación, previo al llamado a licitación. El tratamiento de los mismos deberá realizarse dentro de los 30 días hábiles de ingresados a la Legislatura en cualquiera de sus Cámaras.”


Y esta es la conclusión a la que yo hacía referencia en mi primera intervención, cuando decía que eran excesivas las facultades que se les otorgaban al Poder Ejecutivo y que es necesario que esta Legislatura apruebe los pliegos para controlar si las mismas están de acuerdo con la ley y si, en definitiva, van a beneficiar a los usuarios del sistema.

SR. UGALDE.- Pido la palabra.


Sin modificación, señor presidente.

SR. MIRET.- Pido la palabra.


No puedo dejar que termine la sesión o el tratamiento de esta ley sin hacer referencia a la manifestación que ha hecho el señor diputado Favario con respecto a mi persona, cuando expresó que soy más oficialista que los oficialistas. Debo decir que por lo menos soy coherente porque nosotros no hemos votado en general ni en particular, cuando él lo ha hecho en particular, cuestionando cada uno de los artículos. 


Por otro lado, debo reconocer que no hemos perdido el tiempo y debo felicitarlo al diputado Favario por las innumerables modificaciones que ha logrado en cada uno de los artículos.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Se me había escapado que en este Capítulo también está el artículo 141. Nosotros vamos a proponer el artículo 141 bis, que también es para concretar lo que ya había manifestado en mi anterior intervención, con respecto al poder concedente. 


“Artículo 141 bis: Reconocimiento del poder concedente municipal y comunal. En el uso de las facultades propias los Municipios y Comunas podrán adherir a las disposiciones de la presente ley, previo a la licitación dentro del plazo que establezca la reglamentación respectiva.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Les solicito a los señores diputados que tomen asiento en sus bancas y hagan silencio, a los efectos de mantener el orden, porque no hemos terminado con este tratamiento.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


¿Estamos considerando el Capítulo 15, verdad? 


Voy a empezar por el artículo 128, señor presidente. Vamos a proponer una modificación, en tanto se determinan por esta ley exenciones a las prestatarias, de gravámenes de origen municipal. Es una invasión de las competencias propias de los Municipios, sobre los cuales la Provincia no puede legislar. Artículo 107 de la Constitución y artículo 39 de la Ley Orgánica de Municipalidades, señor presidente. Proponemos una modificación en este artículo 128, con una nueva redacción.

SR. UGALDE. Pido la palabra.


Creo haber manifestado que no aceptamos modificaciones.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Voy a proponer el artículo 134, señor presidente: “La integración de la Comisión Bicameral que sea con tres senadores y 5 diputados, atendiendo a la diferencia de número en la composición de ambas Cámaras y a la posibilidad de una mayor representación de sectores de la oposición dentro de la Comisión mencionada.”

SR. UGALDE.- Pido la palabra.


No aceptamos modificación alguna, señor presidente.

SR. PAGANINI.- Pido la palabra.


Quiero hacer un pedido de reconsideración en la votación del artículo 128, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Estamos en el tratamiento del Capítulo 15 y aún no hemos votado ningún artículo del mismo.

XE "MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL SEÑOR DIPUTADO PAGANINI)"
SR. PAGANINI.- Entonces como propuesta, solicito se agregue en el último renglón, donde dice que los Municipios y Comunas tienen la facultad de tener una alícuota menor a la establecida en la primera parte del 6 por ciento, cuando razones de promoción productiva así lo aconseje, porque creo que está en el espíritu del proyecto atendiendo a una solicitud que en su momento en los trabajos de comisión, hizo la gente de convergencia.


Concretamente, que se agregue la palabra “productiva”.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Proponemos la supresión de la última parte del artículo 137, donde dice “Derógase a partir de la vigencia de esta ley, el artículo 44 de la Ley 10.014...” Esta ley ya está derogada por el artículo 129, señor presidente, por lo tanto es una redundancia.

SR. UGALDE.- Está derogada la ley, puede ser redundante.

SR. FAVARIO.- Una última pregunta.


Simplemente quiero que se nos aclare de qué manera se va a contratar a las consultoras previstas en el artículo 139, si va a ser contrataciones directas, llamados a concurso y licitación. Cuántas consultoras prevén. ¿Va a ser una sola, o una técnica, otra jurídica, económica?

SR. UGALDE.- Se presupone que para la contratación de una consultora hay normas legales y reglamentarias vigentes. Eso existe en cualquier órbita del Estado nacional o provincial y a su vez, el número de personas o consultores a pedir será en función de la actividad a desarrollar. Eso me parece que es lo más coherente.

SR. FAVARIO.- ¿Una sola consultora va a cubrir el asesoramiento técnico, económico y jurídico o se ha previsto que sean tres consultoras independientes?

SR. UGALDE.- Eso se reglamentará en su oportunidad. Esto es un proyecto de ley, más que legislando parecería que estamos reglamentando.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Se va a votar el Capítulo XV, artículos 127 a 142, Normas complementarias y transitorias, con la modificación propuesta en el artículo 128 por el señor diputado Carlos Paganini.

-
Resulta aprobado.

-
Siendo el artículo 143 de forma, queda aprobado en general y en particular.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- En consecuencia, queda aprobado el proyecto de ley en general y en particular. Pasa al Senado con el siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DESANCIONA CON FUERZA DE

 LEY:

MARCO REGULATORIO ELÉCTRICO Y TRANSFORMACIÓN 

ENERGÉTICA PROVINCIAL

CAPÍTULO I

CARACTERIZACIÓN DEL SERVICIO ELÉCTRICO. JURISDICCIÓN

XE "MARCO REGULATORIO DEL SERVICIO ELÉCTRICO"
Artículo 1º: Actividades eléctricas. Las actividades de la industria eléctrica destinadas a la generación, transporte, distribución y consumo de la energía eléctrica bajo jurisdicción provincial, así como la regulación del uso y control de la energía eléctrica y la protección del usuario, quedan sujetas a las disposiciones de la presente Ley, sin perjuicio de la potestad concurrente del Estado Nacional, en los casos que corresponda. Quedan exceptuadas de esta ley el transporte y distribución de señales, imágenes o palabras, las cuales se regirán por sus respectivas regulaciones.


Las actividades que se desarrollen en el territorio provincial y que, a la fecha de sanción de la presente ley, estén autorizadas o concesionadas por organismos del Estado Nacional, quedan sujetas a la intervención, y en su caso autorización provincial, una vez que se haya operado, por cualquier causa, su caducidad o vencimiento.

Artículo 2º: Servicios Públicos. Las actividades propias de la industria eléctrica a las que se atribuye la condición de servicio público son las siguientes:

a) Transporte, incluyendo en él la transformación.

b) Distribución.

c) Generación en zonas aisladas del territorio Provincial. La reglamentación establecerá la oportunidad y el modo de cese de la condición de servicio público atribuida a la generación en zonas aisladas, a partir de que las mismas sean interconectadas al resto del sistema eléctrico.

Artículo 3º:

· Definición. A los fines de esta ley los términos detallados a continuación tienen el siguiente alcance:

· Generación. Es la producción de energía eléctrica efectuada por el titular de una central eléctrica adquirida o instalada conforme al régimen de esta ley conectada en forma total o parcial con el sistema de transporte o con un distribuidor o con un usuario directo, sujeto a jurisdicción Provincial.

· Cogeneración. Es la producción de energía eléctrica que se realiza como actividad secundaria de un proceso productivo principal con destino al consumo propio y/o a la venta a otros agentes que la demanden.

· Generación aislada. Es la producción de energía eléctrica de quien siendo titular de una central eléctrica adquirida, instalada o explotada en los términos de esta ley la coloque en forma total en el sistema de transporte y/o distribución sujeto a jurisdicción Provincial cualquiera fuere su fuente.
· Autogeneración. Es la producción de energía eléctrica producida por usuarios que sean titulares de centrales eléctricas destinadas a satisfacer sus propias necesidades.

· Transporte. Es la transformación y transmisión de energía eléctrica desde el punto de entrega del generador o por otro transportista hasta el punto de recepción por el distribuidor o usuario, según sea el caso.

· Distribución. Es el suministro regular y continuo de electricidad a los usuarios finales que no contraten su suministro en forma independiente.

· Comercialización. Es la actividad que facilita al usuario la posibilidad de elegir su proveedor de electricidad y de todos los servicios vinculados que no tengan una concesión monopólica.

· Distribuidor. Se considerará distribuidor a quien dentro de su zona de concesión, licencia o autorización es responsable de abastecer a usuarios finales que no tengan la facultad de contratar su suministro en forma independiente. 


A los efectos de su participación en el sistema eléctrico provincial, las Entidades Cooperativas prestadoras del servicio público de electricidad, serán consideradas distribuidores.

· Usuarios. Son aquellos que adquieren energía eléctrica para uso o consumo propio siendo los destinatarios finales de la prestación del servicio público. 

· Ente de Regulación y Control de la Electricidad de Santa Fe (E.R.C.E.). Es la autoridad encargada de la regulación y control de la electricidad en el ámbito de la provincia de Santa Fe.

· Prestadores. Son las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas que siendo titular de una concesión, licencia o autorización, tengan a su cargo la prestación del servicio público.

· Concesión, licencia o autorización. Es el instrumento por el que el Estado Provincial encomienda la organización y la prestación de un servicio público por un determinado tiempo a los prestadores.

· Reglamento Técnico de Suministro. Es el ordenamiento normativo destinada a regir las relaciones entre prestadores y usuarios.

· Tarifa Uniforme. Es la ecuación que permite calcular la misma tarifa dentro de la provincia de Santa Fe en igual modalidad de consumo y categoría de usuario.

· Servicio Público: Es la caracterización que, por su condición de monopolio natural, reviste la prestación del servicio de redes de transporte, distribución y generación aislado de energía eléctrica a usuarios que se conecten a la red de distribución de electricidad de los prestadores, pagando una tarifa por el servicio recibido.

· M.E.M.: Mercado Eléctrico Mayorista. El Mercado Eléctrico Mayorista opera en el Sistema Argentino de Interconexión (SADI) que está dividido en centros de generación del transporte e instalaciones de distribución. Se compone de: a) un mercado a término con contratos por cantidades, precios y condiciones pactadas libremente entre vendedores y compradores; b) un mercado spot con precios sancionados en forma horaria en función del costo económico de producción representado por el costo marginal de corto plazo medido en el centro de carga del sistema (nodo Ezeiza); c) un sistema de estabilización por trimestre de los precios previstos para el mercado spot destinado a la compra de los distribuidores. 

Artículo 4º: Generación de interés general. La generación en cualquiera de sus modalidades, destinada total o parcialmente a abastecer de energía eléctrica a un servicio público será considerada de interés general, afectada a dicho servicio público y regida por las normas legales y reglamentarias que aseguren el normal funcionamiento del mismo.


La regulación de la generación tomará especialmente en cuenta razones de seguridad general, de seguridad del sistema eléctrico y de preservación del medio ambiente.

Artículo 5º: Disposición general, garantías. La generación aislada, transporte y distribución de energía eléctrica serán realizadas por personas jurídicas públicas y privadas.


El Poder Ejecutivo arbitrará en todo momento los medios necesarios a fin de garantizar la continuidad en la prestación de dichos servicios.

Artículo 6º: Jurisdicción. Se declara de jurisdicción Provincial, la generación, cogeneración, generación aislada de energía eléctrica, transporte, distribución, consumo y en general la prestación del servicio público de electricidad en todo el territorio de la Provincia, con las excepciones previstas en el articulo 6 de la Ley Nacional Nº 15.336 y sus modificatorias.

CAPÍTULO II

POLÍTICA GENERAL

Artículo 7º: Objetivos de la política provincial. Fíjanse los siguientes objetivos para la política Provincial en materia de abastecimiento, transporte, distribución, y consumo de electricidad:

a) Regular las actividades de generación aislada, transporte, distribución y consumo de energía eléctrica, asegurando tarifas justas y razonables.

b) Regular la autogeneración y cogeneración de energía eléctrica.

c) Satisfacer el interés general de la población en materia electroenergética coadyuvando al desarrollo socioeconómico de la provincia.

d) Proteger adecuadamente los derechos de los usuarios y establecer las normas de calidad del servicio público de energía eléctrica.

e) Promover el abastecimiento, transporte, distribución y consumo eficiente de energía eléctrica fijando una metodología tarifaria apropiada, asegurando la confiabilidad del servicio, el libre acceso, la igualdad, la no discriminación y el uso generalizado de los servicios e instalaciones de transporte y distribución.

f) Alentar la realización de inversiones de riesgo en generación, transporte, y distribución, asegurando a los usuarios el abastecimiento de energía eléctrica a corto, mediano y largo plazo, en condiciones de calidad y precios competitivos.

g) Promover la investigación, desarrollo y producción de fuentes de energía no convencionales, regulando su implementación.

h) Asegurar adecuadamente la protección del medio ambiente.

i) Asegurar las condiciones para que las actividades vinculadas no monopólicas puedan ser prestadas por terceros, regulados por la competencia y por la adecuada normativa de protección al usuario.

Artículo 8º:Planificación e implementación de la política electroenergética. El Poder Ejecutivo tiene a su cargo la planificación e implementación de la política electroenergética en el ámbito de la jurisdicción provincial, reglamentándola y dictando en su consecuencia las normativas que regirán las actividades de generación, transporte, distribución y consumo de energía eléctrica.

CAPÍTULO III

ACTORES DEL MERCADO ELÉCTRICO

Artículo 9º: Actores del mercado eléctrico. Son actores reconocidos del mercado eléctrico los Generadores, Transportistas, Distribuidores, Usuarios que realizan las actividades definidas en el artículo 3 de la presente ley dentro de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 10º: Usuarios autogeneradores. La reglamentación determinará las condiciones técnicas a que deberán ajustarse los usuarios que sean titulares de centrales eléctricas destinadas a satisfacer sus propias necesidades (autogeneradores), cuando esta generación pueda afectar la prestación de servicios públicos.

Artículo 11º: Autorización del E.R.C.E. Ningún prestador podrá comenzar la operación y/o construcción de instalaciones de la magnitud que precise la clasificación del E.R.C.E. (ENTE DE REGULACION Y CONTROL DE LA ELECTRICIDAD DE SANTA FE), ni la extensión o la ampliación de las existentes, para las cuales no esté expresamente facultado por el respectivo contrato de concesión, licencia o autorización –en su caso-, sin previa autorización del Ente. El E.R.C.E. dispondrá la publicidad de este tipo de solicitudes y la realización de una audiencia pública antes de resolver sobre el otorgamiento de la respectiva autorización.

Artículo 12º: Construcciones y/o ampliaciones no autorizadas. El inicio o la inminencia del inicio de una operación y/o construcción y/o ampliaciones de instalaciones existentes, que carezcan de la correspondiente autorización, facultará al Ente a actuar de oficio y a cualquier interesado a acudir al E.R.C.E. para denunciar, oponerse a aquellas o solicitar su actuación. El E.R.C.E. ordenará la suspensión inmediata de dicha construcción u operación hasta tanto resuelva sobre el otorgamiento de la referida autorización conforme al artículo 15 de la presente, sin perjuicio de las sanciones que pudieran corresponder por la infracción.

Artículo 13º: Construcciones y/o ampliaciones que generen interferencias. La construcción o ampliación de las instalaciones de un prestador que interfiriere o amenazare interferir irrazonablemente el servicio o sistema correspondiente a otros prestadores, facultará a estos últimos a acudir ante el E.R.C.E., quien luego de oír a los interesados autorizará o no la nueva obra pudiendo convocar para ello a una audiencia pública.

Artículo 14º: Abandono de servicios. Ningún prestador podrá abandonar total o parcialmente las instalaciones destinadas al transporte, generación, o distribución de electricidad, ni dejar de prestar los servicios a su cargo sin contar con la aprobación del E.R.C.E., quien sólo la otorgará después de comprobar que las instalaciones o servicios a ser abandonados, no resultan necesarios para la prestación del servicio público, en el presente ni en un futuro previsible.

Artículo 15º: Plazo de resolución. El E.R.C.E. resolverá en forma definitiva en su instancia, en los casos indicados en los artículos 11, 12, 13, 14, dentro del plazo de noventa (90) días corridos, contados a partir de la fecha del inicio de las actuaciones.

Artículo 16º: Obligaciones sobre construcción, operación y mantenimiento de instalaciones. Los prestadores de electricidad están obligados a operar y mantener sus instalaciones y equipos en forma que no constituyan peligro alguno para la seguridad, salud pública y el medio ambiente y a cumplir con los reglamentos y resoluciones que el E.R.C.E. emita a tal efecto.


Dichas instalaciones y equipos estarán sujetos a la inspección, revisación y pruebas que periódicamente deberá realizar el E.R.C.E., el que tendrá, asimismo, facultades para ordenar la suspensión del servicio, la reparación o reemplazo de instalaciones y equipos o cualquier otra medida tendiente a proteger la seguridad pública y la prestación del servicio.

Artículo 17º: Cumplimiento de normas de protección ambiental. La infraestructura física, las instalaciones y la operación de los equipos asociados con la generación, transporte, y distribución de energía eléctrica deberán adecuarse a las normas de protección del medio ambiente. Asimismo deberán responder a los estándares de emisión de contaminantes vigentes y los que se establezcan en el futuro.

Artículo 18º: Competencia desleal o abusos monopólicos. Los prestadores no podrán realizar actos que impliquen competencia desleal ni abuso de una posición dominante en el mercado. La configuración de las situaciones descriptas precedentemente quedarán encuadradas en las conductas previstas en la Ley Nº 25.156 o la que la sustituya, y habilitará la instancia judicial correspondiente.

Artículo 19º: Uso de la vía pública. Bajo las condiciones que establezca la autoridad competente, no podrá negarse a un transportista o distribuidor la ocupación de la vía pública cuando así lo requiera la necesidad del servicio.

Artículo 20º: Limitaciones para los transportistas. Los transportistas por sí o por otras sociedades, a su vez controladas o controlantes, no podrán comprar ni vender energía eléctrica, sea individualmente o como propietarios mayoritarios y/o como tenedores de paquetes accionarios mediante los cuales accedan al control de la empresa de transporte.


Excepcionalmente y por razones debidamente fundadas podrán otorgarse concesiones, licencias o autorizaciones que reúnan en un mismo prestador funciones de transporte y distribución, en cuyo supuesto, el prestador solo podrá adquirir y suministrar la energía requerida para atender la demanda existente en su área.

Artículo 21º: Titularidad. Ningún generador, distribuidor, ni empresa controlada por alguno de ellos, por sí o por otra sociedad, a su vez controlada o controlante, podrán ser propietarios o accionistas mayoritarios de una empresa transportista o de sus controlantes. En igual sentido las empresas prestadoras de los servicios públicos esenciales privatizados de gas natural y agua potable dentro de la provincia de Santa Fe, por sí o alguna de sus controladas o controlantes, no podrán tener participación mayoritaria en la empresa creada en el artículo 103 de la presente ley. Quedan excluidas de esta última restricción las cooperativas. El Poder Ejecutivo podrá autorizar a un generador o distribuidor a construir, a su exclusivo costo y para su propia necesidad, una red de transporte, para la cual establecerá las modalidades y formas de operación. 

Artículo 22º: Consolidación, fusión, constitución de Actores. Sólo mediante la expresa autorización del E.R.C.E., dos o más transportistas o dos o más distribuidores podrán consolidarse en un mismo grupo empresario y/o fusionarse y/o constituir otras sociedades controladas por los mismos y/o celebrar contratos asociativos a estos fines.


Será necesaria igual autorización para que un transportista o distribuidor pueda adquirir la propiedad de acciones de otros transportistas o distribuidores respectivamente o de sus controladas o controlantes, según el caso.


El pedido de autorización deberá ser formulado al E.R.C.E., indicando las partes involucradas, una descripción del acuerdo cuya aprobación se solicita, el motivo del mismo y toda la información que para resolver pueda requerir el E.R.C.E..


El E.R.C.E. dispondrá la realización de audiencias para conocer la opinión de todos los interesados y otras investigaciones que considere necesarias y otorgará la autorización siempre que no se vulneren las disposiciones de la presente ley, ni se resienta el servicio ni el interés público.

Artículo 23º: Tipo societario para actores del mercado. Las sociedades que tengan por objeto la generación, transporte y distribución de energía eléctrica deberán estar constituidas en el país como cooperativas o sociedades por acciones; en este último caso el capital deberá estar representado por acciones nominativas no endosables o escriturales. A los efectos legales, impositivos y/o cualquier otro que resulte de la aplicación de esta ley constituirán su domicilio en la provincia de Santa Fe.

CAPÍTULO IV

PRESTACIÓN DEL SERVICIO ELÉCTRICO

Artículo 24º: Obligaciones de los distribuidores. Los distribuidores están obligados a satisfacer toda demanda de servicios de suministros eléctricos, los incrementos de demanda que les sean requeridos y las condiciones de calidad de servicio, de conformidad con las modalidades del contrato de concesión, licencia o autorización. Para ello, deberán realizar las obras e inversiones razonablemente necesarias. Los cargos para los solicitantes o usuarios por obras y servicios efectuados por los prestadores en los términos de su contrato de concesión deberán responder a un criterio de costos reales y razonables que faciliten con un mínimo costo económico el acceso al servicio a todos los habitantes. En caso de disconformidad del usuario o solicitante, los cargos mencionados serán establecidos por el E.R.C.E.

Artículo 25º: Excepciones a la obligación de prestación. La satisfacción de demanda de servicio de suministro no resultará obligatoria en caso de:

a) uso indebido de las instalaciones,

b) conexiones clandestinas y/o irregulares, y

c) falta de pago del servicio en el modo y plazo que determine el Reglamento Técnico de Suministro aprobado por el Ente.

Artículo 26º: Falta de Pago. Sanciones. La falta de pago del suministro de energía eléctrica de usuarios finales y/o del precio de venta de dicha energía en bloque, facultará la interrupción y/o desconexión del suministro, sin perjuicio de las sanciones que establezca el Reglamento Técnico de Suministro. Para la percepción de los importes correspondientes se aplicará el procedimiento de juicio ejecutivo, siendo título hábil suficiente la factura o la constancia de deuda por consumo de energía eléctrica con más los impuestos y/o tasas y/o cargos que lo graven.

Artículo 27º: Extensión o ampliación de instalaciones. Los contratos de concesión, licencia o autorización obligarán a los transportistas y distribuidores a extender o ampliar las instalaciones cuando ello resulte convenientes a las necesidades del servicio público. 


Para áreas no rentables, las normas particulares deberán establecer la obligación de los prestadores de realizar mejoras y extender geográficamente el suministro, fijando los mecanismos y participación en el financiamiento.

Artículo 28º: Pedidos insatisfechos. Cualquier usuario que requiera un servicio de suministro eléctrico en las condiciones establecidas en los reglamentos y normas que lo regulen, y no llegue a un acuerdo con el prestador sobre lo requerido, podrá solicitar la intervención del E.R.C.E., el que escuchando a las partes, resolverá el diferendo sobre la base de asegurar el abastecimiento, el libre acceso, y el precio justo en las condiciones establecidas en esta ley, reglamentos y normativas que se dicten al efecto. El ERCE resolverá dentro de un plazo de treinta (30) días, prorrogables cuando fundadas razones lo justifiquen, por otros treinta (30) días más.

Artículo 29º: Plazos para responder a las solicitudes de servicios. Los prestadores responderán a toda solicitud de servicio dentro de los treinta (30) días corridos, contados a partir de su recepción, con las excepciones que establezcan las respectivas concesiones, licencias y autorizaciones.

Artículo 30º: Acceso a la capacidad de transporte de los sistemas. Los transportistas y los distribuidores están obligados a permitir el acceso indiscriminado de terceros a la capacidad de transporte de sus sistemas, siempre que no esté comprometida para abastecer la demanda contratada en las condiciones convenidas por las partes y de acuerdo a los términos de esta ley. A los fines de esta Ley la capacidad de transporte incluye la de transformación y acceso a toda otra instalación o servicio que el E.R.C.E. determine.

Artículo 31º: Preferencias para accesos a la red. Ningún prestador podrá otorgar u ofrecer ventajas o preferencias en el acceso de sus redes de transporte o distribución, excepto aquellas fundadas en categorías de usuarios o en diferencias concretas que determine el E.R.C.E.

Artículo 32º: Mantenimiento de instalaciones. Los prestadores efectuarán el mantenimiento de sus instalaciones en forma tal que aseguren la calidad y continuidad del servicio prestado a los usuarios, cumpliendo con las metas y niveles de calidad establecidos en las correspondientes concesiones, licencias y autorizaciones.

Artículo 33º: Calidad mínima de servicio. Los prestadores deberán cumplir las especificaciones mínimas de calidad para cada una de las respectivas autorizaciones o en los contratos de concesión o licencia. Dichas especificaciones serán publicadas en los respectivos cuadros tarifarios y deberán ajustarse a las normas técnicas que a tales fines y en cada caso establezca el E.R.C.E.

CAPÍTULO V

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS USUARIOS

Artículo 34º: Derechos y obligaciones de los habitantes de Santa Fe. Todas las personas físicas o jurídicas que habiten o se encuentren establecidas en el territorio de la provincia de Santa Fe tienen derecho a acceder y recibir el suministro de energía eléctrica de acuerdo con las normas establecidas en la presente ley. Los usuarios del servicio público de electricidad, tienen los siguientes derechos y obligaciones, sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias y los respectivos contratos de concesión, licencia y autorizaciones y el Reglamento Técnico de Suministro:

a) Acceder y recibir un suministro de energía eléctrica continuo, regular, uniforme y general que cumpla con las metas y niveles de calidad establecidos, independientemente de su ubicación geográfica.

b) Exigir la prestación del servicio conforme a los niveles de calidad establecidos y reclamar resarcimiento en caso de incumplimiento.

c) Ser informado en forma clara y precisa acerca de las condiciones de la prestación, de sus derechos y obligaciones, condiciones de seguridad de las instalaciones y de toda otra cuestión relativa a las relaciones entre prestador y usuario.

d) Ser informado con antelación suficiente sobre los cortes programados de servicio.

e) Conocer el régimen tarifario aprobado y sus sucesivas modificaciones, previo a su aplicación. A tal efecto los prestadores deberán tener a disposición de los usuarios el cuadro tarifario actualizado y habilitar un servicio a través del cual puedan acceder a toda información sobre tarifas.

f) Recibir las facturas por servicios, conteniendo la discriminación de los cargos y rubros que la integran, con suficiente antelación a su vencimiento.

g) Recurrir al E.R.C.E. ante el incumplimiento de las obligaciones del prestador cuando la calidad del servicio que reciban esté por debajo de los niveles a que refiere el inciso b) que antecede y el prestador no hubiese atendido en tiempo y forma sus reclamos. En consecuencia, podrá exigir a la empresa el resarcimiento de acuerdo a lo establecido en los contratos de concesión, sin perjuicio de las acciones judiciales que puedan corresponder.

h) Denunciar ante el E.R.C.E. cualquier acción u omisión del prestador o sus agentes que pudieran afectar sus derechos, perjudicar los servicios o el medio ambiente o que considere violatorio de las reglamentaciones de la presente ley.

i) Participar en las Audiencias Públicas. 

j) Asociarse con otros usuarios abastecidos por el mismo prestador para constituir entidades que los representen en la defensa de sus derechos a cuyo efecto podrán ser partes en los procedimientos que instituya el E.R.C.E.

k) Utilizar la energía eléctrica en forma racional y con destino exclusivo para el cual se requirió el servicio.

l) Abonar en tiempo y forma los servicios facturados bajo el apercibimiento dispuesto en el artículo 26.

m) Permitir el acceso a su propiedad, sin reclamo de indemnización o compensación alguna, con el objeto de facilitar la realización de inspecciones, verificaciones técnicas, tareas de mantenimiento o seguridad que establezcan las normas aplicables. 

n) Comunicar al prestador sobre eventuales desperfectos en las instalaciones y cumplir las obligaciones que establezca el Reglamento Técnico de Suministro.

o) Realizar, mantener y conservar todas las instalaciones internas de su propiedad en las condiciones que establezcan las normas aplicables.

Artículo 35º: Reglamento técnico de suministro. Las concesiones, licencias o autorizaciones incluirán el Reglamento Técnico de Suministro, el que contendrá –esencialmente-, disposiciones en materia de seguridad, procedimientos técnicos, medición y facturación de los consumos, de control y uso de medidor, de interrupción y reconexión de los suministros, accesos a inmuebles, calidad de los servicios prestados, especificaciones técnicas de las instalaciones internas de los usuarios y toda otra norma destinada a regir las relaciones entre prestadores y usuarios.

Artículo 36º: Contratos de suministro de energía en bloque. Los contratos de suministro de energía eléctrica en bloque que celebre algún usuario con un generador, deberán ser informados al E.R.C.E. en los casos en que el usuario necesite utilizar un sistema de transportación y/o distribución de jurisdicción provincial. El E.R.C.E. resolverá, previa intervención del transportista y/o distribuidor correspondiente, conforme lo establezca la reglamentación.

CAPÍTULO VI

TARIFA DEL SERVICIO ELÉCTRICO

Sección 1. Caracterización y cuadros tarifarios

Artículo 37º: Características de las tarifas de los servicios. El servicio público de energía eléctrica en todo el territorio de la Provincia será ofrecido a tarifas justas, y razonables, ajustadas a los siguientes principios:

a) Igual tarifa para igual modalidad de consumo y categoría de usuario en todo el territorio provincial.

b) Permitirán a los prestadores que operen en forma económica y prudente, la oportunidad de tener ingresos suficientes para satisfacer los costos operativos razonables aplicables al servicio, impuestos, amortizaciones y una rentabilidad determinada según lo dispuesto en el artículo 38. 

c) Deberán tener en cuenta las diferencias razonables que existen en el costo económico, entre los distintos tipos de servicios, considerando las formas de prestación, y cualquier otra característica que surjan de las normas aplicables, que contendrán como principio que a mayor consumo disminuirá el costo promedio por kWh.

d) Incluirán, en el caso de tarifas de distribuidores, para determinar el precio de venta de la electricidad a los usuarios, un término representativo de los costos de adquisición de la electricidad en bloque al Mercado Eléctrico Mayorista, de manera que las variaciones de este último se reflejen en las tarifas a los respectivos usuarios. Además, las fórmulas con que se obtienen las nuevas tarifas a usuarios finales sobre la base de los costos de adquisición en el Mercado Eléctrico Mayorista, deberán ser publicadas para conocimiento de todos los usuarios.

e) Asegurarán el mínimo costo razonable para los usuarios, compatible con la seguridad del abastecimiento y la calidad del servicio.

Artículo 38º: Rentabilidad. Las tarifas que apliquen los prestadores deberán posibilitar una razonable tasa de rentabilidad, basada en parámetros internacionales reconocidos para el sector.


Asimismo la tasa de rentabilidad deberá:

a) Guardar relación con el grado de eficiencia y eficacia operativa de los prestadores.

b) Ser similar, como promedio del sector, a la de otras actividades de riesgo similar o comparable, nacional e internacional.

Artículo 39º: Cuadro tarifario inicial de los prestadores. Las concesiones, licencias o autorizaciones incluirán un cuadro tarifario inicial que será válido por un período de cinco (5) años, contados desde la toma de servicio de la concesión, licencia o autorización, y se ajustará a los siguientes principios:

a) Establecerá los valores máximos de las tarifas del período inicial que correspondan a cada servicio ofrecido. Sus bases serán determinadas de conformidad con lo dispuesto en los artículos 37 y 38 de la presente Ley.

b) Las tarifas subsiguientes establecerán el precio máximo que se fije para cada clase o categoría de servicio.

c) El precio máximo será fijado para cada período tarifario de acuerdo con los indicadores de mercado que reflejen los cambios de valor de bienes y/o servicios similares. Dichos indicadores serán a su vez ajustados, por un factor destinado a estimular la eficiencia y al mismo tiempo, las inversiones en construcción, operación y mantenimiento de instalaciones.

d) Las tarifas estarán sujetas a los ajustes que permitan reflejar cualquier cambio en los costos de los prestadores que éstos no puedan controlar.

e) La compensación de tarifas entre categorías de usuarios, en ningún caso procederá. 

Artículo 40º: Cuadros tarifarios sucesivos. Vencido el plazo de vigencia del cuadro tarifario inicial, el E.R.C.E. establecerá, conforme a los principios establecidos en los artículos 37 y 38 de la presente Ley, los sucesivos cuadros tarifarios cuyo plazo de vigencia no podrá exceder de cinco (5) años.

Artículo 41º: Procedimiento de aprobación de cuadros tarifarios sucesivos. Los prestadores, dentro del último año del período indicado en el artículo precedente de esta ley, y con sujeción a las formas que determine el contrato de concesión, licencia o autorización, deberán solicitar la aprobación del cuadro tarifario que se propone aplicar, indicando las modalidades, tasas y demás cargos que correspondan a cada tipo de servicio, así como las clasificaciones de sus usuarios y las condiciones generales del servicio. Previo a la aprobación de un cuadro tarifario por el Poder Ejecutivo el Ente convocará a audiencia pública en los plazos y condiciones que indique la reglamentación.


Dichos cuadros, luego de su aprobación, deberán ser ampliamente difundidos para su debido conocimiento por parte de los usuarios.

Artículo 42º: Modificaciones a tarifas y cargos. Ningún prestador podrá aplicar diferencias en sus tarifas y cargos por servicios o cualquier otro concepto, excepto aquellos que resulten de distintos tipos de servicio o cualquier otro distingo equivalente que razonablemente apruebe el E.R.C.E..

Artículo 43º: Aplicación de los cuadros tarifarios. Los prestadores aplicarán estrictamente las tarifas aprobadas por el E.R.C.E.. Podrán, sin embargo, solicitar a este último las modificaciones que consideren objetivas y justificadas. Recibida la solicitud de modificación, el E.R.C.E. dará inmediata difusión pública a la misma por un plazo de treinta (30) días corridos y convocará a una audiencia pública para el día hábil siguiente a la finalización del plazo de difusión, a fin de determinar si el cambio solicitado se ajusta a las disposiciones de esta ley y al interés público.


El E.R.C.E. resolverá dentro de los sesenta (60) días corridos contados a partir de la fecha de finalización de la audiencia. Si así no lo hiciera, el peticionante podrá ajustar sus tarifas a los cambios solicitados como si éstos hubieran sido efectivamente aprobados. Si como resultado de los procedimientos establecidos en los artículos anteriores, hubiese una resolución contraria, total o parcial, a la modificación tarifaria solicitada, el prestador deberá reintegrar a los usuarios cualquier diferencia que pudiera resultar a favor de estos últimos, y someterse a las sanciones que eventualmente pudiesen corresponderle.

Artículo 44º: Tarifas inconvenientes. Cuando como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por denuncias de usuarios, el E.R.C.E. considere que existen motivos razonables para alegar que la tarifa de un prestador es injusta, irrazonable, indebidamente discriminatoria o preferencial, notificará de tal circunstancia al respectivo prestador, la dará a publicidad y convocará a una audiencia pública con no menos de treinta (30) días corridos de anticipación. Celebrada la misma dictará la resolución dentro del plazo indicado en el artículo precedente.

Artículo 45º: Valores de tarifas. Los valores de tarifas a que hace referencia el artículo 39 inciso a), estarán sujetos a coeficientes de eficiencia para inducir a su permanente disminución, y a partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial.

Artículo 46º: Coeficientes anuales de disminución mínima tarifaria. A partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial, los coeficientes de eficiencia deberán asegurar una disminución mínima del cinco por mil (5 o/oo) anual en el costo agregado de distribución. Esta disminución deberá reflejarse en las tarifas finales.

Artículo 47º: Tarifas subsidiadas a usuarios. El Poder Ejecutivo podrá subsidiar las tarifas a usuarios según la forma que la reglamentación determine, aplicando para ello el fondo subsidiario que se crea en la presente ley.

Sección 2. Tarifas Iniciales.

Artículo 48º: Tarifas máximas para usuarios residenciales. Las tarifas residenciales promedio deberán ser un treinta por ciento (30%) inferior a las vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes residenciales, dividido los kWh facturados.


Aplicando el cuadro tarifario inicial, a los mismos kWh facturados en el año 1999, el monto que se hubiera facturado deberá ser un treinta por ciento (30%) inferior como mínimo al monto facturado por la EPESF.

Artículo 49º: Tarifas máximas para usuarios comerciales. Las tarifas comerciales promedio deberán ser un veinticinco por ciento (25%) inferior a las vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes comerciales, dividido los kWh facturados. 


Aplicando el cuadro tarifario inicial, a los mismos kWh facturados en el año 1999, el monto que se hubiera facturado deberá ser un veinticinco por ciento (25%) inferior como mínimo al monto facturado por la EPESF.

Artículo 50º: Tarifas máximas para pequeñas industrias. Las tarifas promedio para pequeñas industrias (actual tarifa UI) deberá ser un diez por ciento (10%) inferior a las vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. La tarifa promedio se calcula como el monto de lo facturado en el año mencionado para clientes industriales tarifa UI, dividido los kWh facturados. 


Aplicando el cuadro tarifario inicial, a los mismos kWh facturados en el año 1999, el monto que se hubiera facturado deberá ser un diez por ciento (10%) inferior como mínimo al monto facturado por la EPESF. 

Artículo 51º: Tarifas con consumo acotado. La tarifa para jubilados y pensionados que consuman hasta 120 kWh mensuales deberá ser un diez por ciento (10%) inferior a las tarifas vigentes en la EPESF en el año 1999 como mínimo. 


Se crearán tarifas especiales para asociaciones civiles, entidades sin fines de lucro, entidades de rehabilitación y protección al ser humano; cuando su consumo sea acotado y en los términos en que lo establezca la Reglamentación.

Artículo 52º: Tarifas subsidiadas: Se creará una tarifa subsidiada para usuarios carenciados urbanos y rurales y asentamientos precarios sin urbanizar, que consuman cantidades mínimas de energía eléctrica. Los subsidios tarifarios deberán ser explícitos y serán aportados con los recursos del Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios creado por esta ley. 

Artículo 53º: Costo de referencia de la energía en el MEM. Dado que los cuadros tarifarios deben incorporar como uno de sus elementos el costo de la energía en el Mercado Eléctrico Mayorista (M.E.M.), las tarifas finales para las verificaciones anteriores deberán considerar los valores promedios de compra de energía de la EPESF en el M.E.M. durante el año 1999.

CAPÍTULO VII

ENTE DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LA ELECTRICIDAD DE SANTA FE

Artículo 54º: Creación del Ente de Regulación y Control. Créase en el ámbito del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, el ENTE DE REGULACION Y CONTROL DE LA ELECTRICIDAD (E.R.C.E.), el que deberá llevar a cabo todas las acciones necesarias para el cumplimiento de la presente ley. El Ente deberá estar constituido y en condiciones de cumplir su función conforme lo disponga la reglamentación.

Artículo 55º: Organización jurídica del Ente. El E.R.C.E. gozará de autarquía y tendrá plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. Su patrimonio estará constituido por los bienes que se le transfieran y por los que adquiera en el futuro por cualquier título. El E.R.C.E. propondrá su estructura orgánica al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda para su aprobación por el Poder Ejecutivo.

Artículo 56º: Funciones y atribuciones del Ente. El E.R.C.E. tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Cumplir y hacer cumplir la presente ley, su reglamentación y disposiciones complementarias, regulando y controlando la prestación de los servicios y el cumplimiento de las obligaciones fijadas en las concesiones, licencias y autorizaciones.

b) Proteger los intereses de los usuarios y de la provincia.

c) Dictar el Reglamento de Audiencias Públicas conforme prácticas aplicadas al sector y que contengan fundamentalmente los principios de debido proceso, publicidad, oralidad, informalismo, contradicción, participación, instrucción e impulsión de oficio y economía procesal. 

d) Organizar, y aplicar el régimen de audiencias públicas, el que deberá contemplar su realización en forma local, cuando las circunstancias lo aconsejen.

e) Controlar la calidad de los servicios que se presten asegurando su continuidad, regularidad, uniformidad, igualdad y generalidad.

f) Dictar los reglamentos a los que deberán ajustarse los generadores, transportistas, distribuidores, y usuarios de energía eléctrica en materia de: seguridad, normas y procedimientos técnicos, de medición y facturación de los consumos, de control y uso de medidores, de interrupción y reconexión de los suministros, de acceso a inmuebles de terceros, y en general, de calidad de los servicios prestados.

g) Prevenir conductas anticompetitivas, monopólicas o discriminatorias entre los actores de cada una de las etapas de la industria eléctrica.

h) Exigir la confección, actualización permanente y prueba de planes de emergencia y de contingencias por interrupciones en la prestación del servicio eléctrico.

i) Establecer las bases para el cálculo de las tarifas de servicios y controlar que las mismas sean aplicadas de conformidad con las disposiciones de esta ley.

j) Aprobar las tarifas conforme lo dispuesto en el Capítulo VI de la presente ley.

k) Publicar los principios generales que deberán aplicar los prestadores para garantizar el libre acceso a sus servicios.

l) Asesorar al Poder Ejecutivo sobre la conveniencia o inconveniencia de otorgar, suspender, hacer caducar, prorrogar o reemplazar las concesiones, licencia o autorizaciones, cualquiera sea su causa.

m) Intervenir, conforme a lo establecido en el artículo 127 de la presente ley, y cuando corresponda, en la autorización de servidumbres administrativas de electroducto, y/o arbitrar en caso de conflictos en la aplicación de la norma legal que la regula.

n) Velar por la protección de la propiedad, el medio ambiente y la seguridad pública en la construcción y operación de los sistemas de generación, transporte, y distribución de electricidad, inspeccionar las instalaciones de los generadores, transportistas, distribuidores, y usuarios, incluyendo el acceso, previa notificación, a efectos de investigar cualquier amenaza real o potencial a la seguridad y al interés público, en la medida que no obste la aplicación de normas específicas.

o) Promover ante los tribunales competentes acciones civiles o penales, incluyendo medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones y los fines de esta ley, su reglamentación y las concesiones, licencias y autorizaciones.

p) Reglamentar el procedimiento para la aplicación de las sanciones que correspondan por violación de disposiciones legales, reglamentarias o contractuales.

q) Publicar la información y dar el asesoramiento que sea de utilidad para los actores reconocidos siempre que ello no perjudique injustificadamente derechos de terceros.

r) Aplicar las sanciones previstas en las disposiciones reglamentarias o contractuales, respetando en todos los casos el principio del debido proceso.

s) Asegurar la publicidad de las decisiones que adopte, incluyendo los antecedentes en base a los cuales se adoptaron las mismas.

t) Elevar anualmente a los Poderes Ejecutivo y Legislativo, un informe sobre actividades del año y sugerencias sobre medidas a adoptar en beneficio del interés público, incluyendo la protección de los usuarios, la preservación del medio ambiente, y el desarrollo de la industria eléctrica.

u) Asistir a los Poderes Ejecutivo y Legislativo en todas las materias de su competencia y emitir los dictámenes que sean solicitados por el Poder Judicial.

v) Delegar en sus funcionarios las atribuciones que considere adecuadas para la eficiente y eficaz aplicación de la presente ley.

w) Auditar y controlar el plan de obras, inversiones y ampliaciones dispuestas en las concesiones, licencias o autorizaciones.

x) Autorizar o rechazar la disminución de la cantidad de oficinas de atención a los usuarios ubicadas en localidades de la Provincia, al momento de la concesión, licencia o autorización de los servicios.

y) Realizar todo otro acto que sea necesario para el mejor cumplimiento de las funciones y de los fines de esta ley y su reglamentación.

Artículo 57º: Consejo Directivo y Organo Consultivo del Ente. El E.R.C.E. será dirigido y administrado por un Consejo integrado por tres (3) miembros, de los cuales el Poder Ejecutivo designará un presidente y un vicepresidente quienes durarán dos (2) años en sus cargos, siendo posible su reelección. Contará con un órgano consultivo ad-honórem designado por el Poder Ejecutivo, integrado por representantes de los municipios y comunas, de entidades intermedias de los usuarios, de representantes de trabajadores del sector y de otros interesados, El procedimiento de selección de los integrantes, así como las facultades y atribuciones del Órgano Consultivo, serán establecidas por la Reglamentación.


El E.R.C.E. deberá requerir expresa opinión de los Municipios y Comunas involucradas cuando se traten asuntos que afecten a los mismos.

Artículo 58º: Designación y duración de los miembros del Consejo Directivo. Los miembros del Consejo Directivo serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Poder Legislativo, conforme el artículo Nº 54 inciso 5) de la Constitución Provincial. El mandato de los tres (3) directores durará seis (6) años, cesando en forma escalonada, pudiendo ser reelectos por un solo período consecutivo.


Al designar el primer Directorio, el Poder Ejecutivo establecerá la fecha de finalización de los mandatos del presidente, y del vicepresidente para permitir su escalonamiento. Su selección se efectuará entre personas con reconocidos antecedentes en la materia y de probada idoneidad a través de concurso público. Deberán ser profesionales universitarios con incumbencia principal en ingeniería, abogacía o ciencias económicas. 

Artículo 59º: Remuneraciones del Consejo Directivo. Las remuneraciones brutas a percibir por los miembros del Consejo serán equivalentes, como máximo, a la percibida por todo concepto por los Ministros del Poder Ejecutivo Provincial. La escala salarial del resto del personal será descendente según las categorías que se adopten, las que en ningún caso podrán superar este tope máximo. 

Artículo 60º: Dedicación e incompatibilidades. Los miembros del Consejo tendrán dedicación exclusiva en su función, alcanzándoles las incompatibilidades fijadas para los funcionarios públicos, quedando inhabilitadas aquellas personas que hubiesen sido condenadas penalmente. Solo podrán ser removidos de sus cargos por el Poder Ejecutivo por acto fundado en justa causa que implique un grave incumplimiento de sus obligaciones. Las circunstancias que fundamenten la remoción deberán ser comunicadas de inmediato a la Legislatura.

Artículo 61º: Condiciones y exigencias de los miembros del Consejo Directivo. Los miembros del Consejo Directivo no podrán ser propietarios de empresas prestadoras ni directivos de cooperativas, ni tener interés alguno, directo o indirecto en las empresas controladas o controlantes.

Artículo 62º: Representación legal del Ente. El presidente ejercerá la representación legal del E.R.C.E. y en caso de impedimento o ausencia transitorios será reemplazado por el vicepresidente.

Artículo 63º: Quórum del Consejo Directivo. El Consejo Directivo formará quórum con la presencia de dos (2) de sus miembros, uno de los cuales será el presidente o quien lo reemplace y sus resoluciones se adoptarán por simple mayoría. El presidente o quien lo reemplace tendrá doble voto en caso de empate.

Artículo 64º: Funciones del Consejo Directivo. Serán funciones del Consejo Directivo, entre otras:

a) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad del E.R.C.E..

b) Administrar los recursos financieros que la presente Ley asigna al E.R.C.E. y los bienes que integran su patrimonio para el cumplimiento de sus fines.

c) Resolver y realizar todos los actos mencionados en el artículo 56 de esta ley.

d) Contratar directamente, según la legislación laboral vigente en el derecho privado, y para tareas transitorias, a técnicos y profesionales de reconocida y acreditada capacidad, fijándoles sus honorarios y retribuciones, sin que por ello les otorgue la condición de estabilidad y continuidad.

e) Aprobar el reglamento interno de funcionamiento y manual de organización y operaciones.

f) Formular el presupuesto anual de gastos y cálculo de recursos que el E.R.C.E. elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación e inclusión en el Presupuesto General de la Provincia.

g) La designación y remoción de su personal “ad referéndum” del Poder Ejecutivo Provincial y resolver sobre promociones, traslados, licencias, permisos, medidas disciplinarias y aceptación de renuncias, conforme la legislación vigente y de acuerdo con las previsiones del Presupuesto General Anual.

h) Asesorar al Poder Ejecutivo en todas las materias de competencia del E.R.C.E..

i) Confeccionar, elevar, y ejecutar anualmente su presupuesto, memoria y balance. 

j) En general, realizar todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones del E.R.C.E. y los objetivos de la presente ley.

Artículo 65º: Encuadre legal de las operaciones del Ente, domicilio y sede principal de operaciones. El E.R.C.E. se regirá en su gestión financiera, patrimonial y contable por las disposiciones de esta ley, los reglamentos que a tal fin se dicten y las Leyes de Contabilidad y Obras Públicas. Las relaciones con su personal se regirán por la Ley de Contrato de Trabajo, no siéndole de aplicación el régimen jurídico básico de la función pública, pudiendo adoptarse, previo acuerdo de partes, un nuevo Convenio Colectivo de Trabajo que rija la actividad específica. 


Tendrá su domicilio legal y sede principal de sus operaciones en la ciudad de Santa Fe. Deberá establecer delegaciones operativas territoriales que posibiliten el acceso directo de los usuarios, para facilitar la recepción de sus reclamos y sugerencias.

Artículo 66º: Presupuesto del Ente. El E.R.C.E. confeccionará anualmente su presupuesto, estimando razonablemente los gastos e inversiones correspondientes al próximo ejercicio. Un proyecto de presupuesto será previamente publicado, dando oportunidad a los prestadores y usuarios a objetarlos fundadamente.

Artículo 67º: Recursos del Ente. Los recursos del E.R.C.E. se formarán con los siguientes ingresos:

a) La tasa de fiscalizaciòn y control que se crea en el artículo siguiente.

b) Los subsidios, herencias, legados, donaciones, cesiones o transferencias de fondos bajo cualquier título que reciba.

c) Los demás fondos, bienes o recursos que puedan serle asignados en virtud de las leyes y reglamentaciones aplicables.

d) El producto de multas y decomisos.

e) Los préstamos, intereses y beneficios resultantes de la gestión de sus propios fondos.

f) Los fondos remanentes de gestiones anteriores, conforme lo establece el artículo siguiente.

Artículo 68º: Tasa por fiscalización y control. Los prestadores abonarán anualmente y por adelantado una tasa por fiscalización y control a ser fijada por el E.R.C.E. en su presupuesto. La tasa se determinará como un porcentaje sobre el total de los ingresos brutos del período anterior de la totalidad de las operaciones de todos los prestadores comprendidos en el marco de esta ley, proporcionalizado porcentualmente de acuerdo a la incidencia porcentual de cada uno sobre el total.


En el caso de presentarse un nuevo prestador, y respecto del cual no pueda proporcionalizarse su incidencia porcentual por el período anterior, se efectuará una estimación técnica de su participación futura, y se ajustará a lo largo del período a medida que se vayan ejecutando períodos.


El procedimiento a aplicar para el cálculo consistirá en obtener el importe de los ingresos brutos del período anterior del prestador bajo análisis, dividido por el total de los ingresos brutos de todos los prestadores reconocidos por el Ente, multiplicado por cien (100) para determinar su valor porcentual proporcional (VPP).


La sumatoria de todos los porcentajes correspondiente a los prestadores, deberá ser igual al cien por ciento (100 %).


El presupuesto del E.R.C.E. no podrá superar el uno por ciento (1 %) del total de los ingresos brutos por operación de la totalidad de los prestadores correspondientes al año calendario anterior. En caso que el E.R.C.E. tuviera superávit presupuestario, los fondos remanentes se aplicarán en ejercicios futuros, descontándose proporcionalmente a su incidencia, de dichos montos de la tasa que deban pagar los prestadores por los ejercicios que se calculen.

Artículo 69º: Reajuste presupuestario. Si durante la ejecución del presupuesto los recursos estimados para el ejercicio resultaren insuficientes por hechos imprevisibles a la fecha de confección, el E.R.C.E. podrá requerir el pago de una tasa complementaria, sujeta a la aprobación del Poder Ejecutivo, hasta satisfacer las necesidades presupuestarias. La misma tendrá carácter excepcional y deberá será reintegrada a los prestadores.

Artículo 70º: Mora en el pago de la tasa. La mora, por falta de pago en término de la tasa de fiscalización y control se producirá de pleno derecho y devengará un interés punitorio que fije la reglamentación sin perjuicio de otras penalidades que pueda establecer el E.R.C.E.. El certificado de deuda por falta de pago de la tasa expedido por el E.R.C.E., constituirá título ejecutivo suficiente, pudiendo ejecutarse por el procedimiento del apremio fiscal establecido en el Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe.

CAPÍTULO VIII

PROCEDIMIENTO Y CONTROL JURISDICCIONAL

Artículo 71º: Controversias entre prestadores, usuarios y terceros. Toda controversia que se suscite entre prestadores o entre éstos con los usuarios o terceros interesados con motivo o en ocasión del servicio público de energía eléctrica deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del E.R.C.E.. Las decisiones del E.R.C.E. dictadas dentro de los límites de su competencia, gozarán de los caracteres propios de los actos administrativos y obligarán a los prestadores, usuarios y terceros.


Contra las decisiones del E.R.C.E. deberá plantearse la vía de Alzada, directamente ante el Poder Ejecutivo, que deberá resolver en el término de sesenta (60) días corridos. En caso de silencio o desestimación quedará expedita la vía ante la justicia ordinaria.

Artículo 72º: Controversias legales. Cuando, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o instancia de parte, el E.R.C.E. considerase que un acto de un prestador, usuario o tercero es violatorio de la ley, su reglamentación, reglamentos especiales, resoluciones dictadas por el E.R.C.E. o de las concesiones, licencias o autorizaciones, el E.R.C.E. notificará de ello a todas las partes interesadas y convocará a una audiencia pública, estando facultado para, previo a resolver sobre la existencia de dicha violación, disponer, según el acto que se trate todas aquellas medidas de índole preventivo que fueran necesarias.

Artículo 73º: Cumplimiento de obligaciones del Ente y sus Directores. Cuando el E.R.C.E. o los miembros de su Consejo Directivo incurran en actos que impliquen un exceso en el ejercicio de las atribuciones conferidas por la presente ley y su reglamentación o no cumplan con las funciones y obligaciones inherente a su cargo cualquier interesado cuyos derechos se vean afectados por dichos actos y omisiones podrá interponer los recursos y las acciones legales tendientes a lograr que el E.R.C.E. y/o los miembros de su Consejo Directivo cumplan con las obligaciones que les impone la presente ley.

CAPÍTULO IX

FONDO PROVINCIAL DE ENERGÍA ELÉCTRICA

Artículo 74º: Fondo Provincial de la Energía Eléctrica. Créase en el ámbito del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, el Fondo Provincial de la Energía Eléctrica con el fin de contribuir según lo determine la reglamentación, a la compensación de diferencias tarifarias por áreas geográficas o usuarios finales carenciados urbanos y rurales, y/o a la ejecución de obras para mejorar o cambiar el sistema.

Artículo 75º: Integración del fondo. El fondo que se crea por el artículo anterior, estará integrado por:

a) Los montos correspondientes a la Provincia provenientes del Fondo Subsidiario para Compensaciones Regionales de Tarifas a Usuarios Finales previsto en el artículo 70 de la Ley Nacional Nº 24.065. 

b) Los montos correspondientes a la Provincia provenientes del Fondo para el Desarrollo Eléctrico del Interior (FEDEI) previsto en el artículo 70 de la Ley Nacional N° 24.065.

c) La recaudación por reembolsos y sus intereses de los préstamos que se realicen con los recursos del Fondo Provincial de la Energía Eléctrica.

d) La Contribución para Subsidio de Tarifas Sociales (C.S.T.S.), provenientes de una contribución a pagar por todos los prestadores de la provincia que determinará la reglamentación. 

e) Otros recursos que determine la reglamentación.

Artículo 76º: Destino del Fondo Provincial de la Energía Eléctrica. El Fondo Provincial de la Energía Eléctrica se destinará a constituir el Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios y el Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica. Se llevarán cuentas separadas para cada Fondo.

Sección 1: Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios

Artículo 77º: Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios. El Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios se conformará con:

a) La totalidad de los montos correspondientes al artículo 75, incisos a) y d).

b) Una proporción de los montos correspondientes al artículo 75, inciso e), que será determinado por el Poder Ejecutivo.

Artículo 78º: Aplicación del Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios. El Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios se aplicará para compensar las diferencias tarifarias que surjan entre usuarios de igual modalidad de consumo, ubicados en diferentes áreas geográficas, con el objeto de asegurar en todo el territorio de la Provincia igual tarifa para igual modalidad de consumo y a compensar las diferencias entre los costos del servicio y lo que paguen los usuarios conforme tarifa especial creada por el artículo 52 y 95 de la presente ley. 


La aplicación de este Fondo deberá ser prevista en los contratos de concesión, licencia o autorización. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo el dictado de las normas aplicables al presente Fondo.

Sección 2: Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica

Artículo 79º: Fondo de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica. El Fondo de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica se conformará con:

a)
La totalidad de los montos correspondientes al artículo 75, incisos b) y c).

b)
Una proporción de los montos correspondientes al artículo 75, inciso e), que será determinado por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 80º: Aplicación del Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica. El Fondo Provincial de Desarrollo de Infraestructura Eléctrica se aplicará a:

a) Subsidios y/o préstamos reembolsables a distribuidores para la instalación, ampliación o renovación de redes de distribución y obras complementarias en zonas no abastecidas o escasamente abastecidas.

b) La construcción o ampliación de centrales de generación en sistemas aislados de fuentes convencionales y no convencionales de energía, como así también las otras y/o equipamiento necesario para alimentaciones o fuentes alternativas de aquellas localidades que tienen un único vínculo eléctrico para satisfacer su demanda. En estos casos solo podrá asignarse del Fondo el porcentaje de la inversión que no se justifica económicamente de acuerdo a las pautas de calidad y penalizaciones establecidos en los contratos de concesión. 


El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda tendrá a su cargo la asignación y administración del presente Fondo u otras inversiones debidamente justificadas, previa intervención del E.R.C.E..

CAPÍTULO X

CONTRAVENCIONES Y SANCIONES

Artículo 81º: Violaciones o incumplimientos de obligaciones. Régimen de sanciones. Las violaciones o incumplimientos de las obligaciones que surjan de las concesiones, licencias o autorizaciones serán sancionadas con el régimen de penalidades allí previstas.


El régimen deberá responder a un criterio de progresividad en su aplicación. Las sanciones serán proporcionadas a la magnitud de los incumplimientos y tendrán en cuenta la reiteración de los mismos, así como los efectivos perjuicios sufridos por los usuarios o terceros.


El régimen sancionatorio deberá prever, entre otras, las sanciones de apercibimiento y multa. El producido de las multas, cuando las mismas deriven de algún perjuicio directo a los usuarios, podrá ser destinado a éstos según lo disponga la reglamentación. La acumulación de sanciones durante el término de vigencia de la concesión, licencia o autorización, en los términos dispuestos en las mismas, podrá ser considerada incumplimiento grave del prestador y habilitar consecuentemente la aplicación de la sanción de caducidad de la concesión, licencia o autorización.

Artículo 82º: Secuestro de bienes. En casos de necesidad el E.R.C.E. podrá solicitar al Juez competente el secuestro de bienes como medida preventiva. 

Artículo 83º: Auxilio de la fuerza pública en casos de contravenciones. En los casos de prevención o constatación de contravenciones, así como para lograr el cumplimiento de las medidas de secuestro y otras que pudieran corresponder, el E.R.C.E. estará facultado para requerir auxilio de la fuerza pública. A tal fin bastará que el funcionario competente para la instrucción de las correspondientes actuaciones administrativas expida un requerimiento escrito a la autoridad que corresponda. Si el hecho de prevención o comprobación constituyera un delito de orden público, deberá dar inmediata intervención a la justicia con jurisdicción en el lugar.

Artículo 84º: Sanciones a las violaciones e incumplimientos de la Ley. Las violaciones o incumplimientos a la presente ley y sus normas reglamentarias serán sancionados con:

a) Apercibimiento.

b) Multas entre 20 Mwh y 25.000 Mwh al precio vigente en el Nodo Santa Fe del Mercado Eléctrico Mayorista, informado trimestralmente por la Compañía Administradora del Mercado Eléctrico Mayorista (CAMMESA).

c) Decomiso de elementos utilizados para cometer la contravención, o de los bienes, artefactos o remoción de instalaciones construidas o ubicadas en contravención.

d) Intervención administrativa a los prestadores de servicio público, para asegurar la continuidad del mismo;

e) Caducidad de la concesión, licencia o autorización.


Estas sanciones podrán aplicarse acumulativamente atendiendo a la gravedad y demás circunstancias del caso.

CAPÍTULO XI

CONCESIONES, LICENCIAS Y AUTORIZACIONES

Artículo 85º: Concesiones, licencias y autorizaciones. El ejercicio de actividades relacionadas con la generación, transporte, o distribución de energía eléctrica de jurisdicción Provincial requerirá concesiones, licencias o autorizaciones de conformidad con las disposiciones de la presente ley, siendo el Poder Ejecutivo el poder concedente.

Artículo 86º: Plazos de las concesiones. En los casos en que la prestación del servicio público de electricidad sea realizado por terceras personas jurídicas, públicas o privadas, cualquiera sea el título por el que la realizaren, ésta se ajustará a los siguientes parámetros:

a) Término máximo a 35 años.

b) Responsabilidad del prestador por los daños que ocasione y suficientes garantías de respaldo.

c) Prestación por cuenta y riesgo del prestador.

Artículo 87º: Contenidos mínimos de las concesiones, licencias y autorizaciones. Los contenidos de las concesiones, licencias o autorizaciones, y los requisitos para el otorgamiento de las mismos, establecerán como mínimo lo siguiente:

a) Las condiciones generales y especiales del otorgamiento y los derechos y obligaciones inherentes al mismo.

b) Las condiciones de uso y ocupación del dominio público o privado del Estado.

c) La delimitación de la zona de concesión, licencia o autorización del servicio público de electricidad que está obligado a atender.

d) Monto de Inversiones mínimas a cargo del concesionario

e) Las causales de revocación y caducidad de los contratos de concesión, licencia o autorización.

f) La afectación de los bienes destinados a las actividades y en especial, el destino final de los bienes costeados, financiados o amortizados por los usuarios, en su caso.

g) Las condiciones en las cuales se constituirán las servidumbres necesarias a los fines de la prestación del servicio.

h) El régimen de suministro y venta de energía eléctrica.

i) El régimen y cuadro tarifario.

j) El régimen de infracciones, multas y extinción de los contratos de concesión, licencia o autorización.

k) El régimen de calidad de servicio que contemplará:


1- La calidad del producto técnico, el nivel de tensión en el punto de alimentación del usuario, y las perturbaciones.


2- La calidad del servicio técnico prestado, la frecuencia y duración de las interrupciones en el suministro. 

l) La calidad del servicio comercial, la que se controlará con los tiempos utilizados para responder a pedidos de conexión, errores en la facturación estimada y demora en la atención de los reclamos del cliente.

m) Régimen de atención a los usuarios en cada localidad y modalidad de mantenimiento.

n) Cláusulas de progreso

o) Derechos y obligaciones de las partes.

p) Cláusulas penales por incumplimientos contractuales.

q) Procedimiento, obligaciones y derechos de las partes en caso de rescisión.

r) Cláusulas transitorias.

Artículo 88º: Períodos de gestión. El plazo de la concesión, licencia o autorización podrá ser subdividido en períodos de gestión.


El Poder Ejecutivo, a través del Ente, establecerá los parámetros de calidad de servicio que se aplicarán durante cada período de gestión.


Al finalizar cada período de gestión el E.R.C.E. procederá a revalidar la actuación del prestador, haciendo caducar en su caso la concesión, licencia o autorización de que se trate.

Artículo 89º: Procedimientos para una nueva concesión, licencia o autorización. Con una anterioridad de no menos de doce (12) meses a la fecha de finalización de la concesión, licencia o autorización, el Poder Ejecutivo, deberá iniciar los procedimientos necesarios para que, al finalizar el plazo vigente se otorgue una nueva concesión, licencia o autorización de acuerdo a las pautas de esta ley.

Artículo 90º: Extinción de las concesiones, licencias o autorizaciones. Las concesiones, licencias o autorizaciones se extinguirán por el vencimiento del plazo por el que fueron otorgadas. Se extinguirán también por acto del Poder Ejecutivo con la previa intervención del E.R.C.E. y con los recaudos contractuales y reglamentarios que la concesión, licencia o autorización establezcan al respecto.

Artículo 91º: Resolución del contrato. En los casos que se produzca la resolución del contrato, ésta será resuelta por el Poder Ejecutivo con previa intervención del E.R.C.E..

Artículo 92º: Continuación del servicio vencido el plazo. En caso del vencimiento del plazo, si la nueva concesión, licencia o autorización no pudiese ser otorgada antes de la finalización del contrato de la anterior, el E.R.C.E. podrá requerir al titular de la misma la continuación del servicio por un plazo no mayor a los doce (12) meses, contados a partir de la fecha original de la finalización de la concesión, licencia o autorización, y bajo las mismas condiciones contractuales y técnicas.

Artículo 93º: Tipos societarios para titularidad de concesiones, licencias o autorizaciones. Los titulares de concesiones, licencias o autorizaciones podrán ser únicamente cooperativas o sociedades por acciones, en cualquiera de sus tipos, y en este caso todas las acciones serán nominativas no endosables o escriturales.

CAPÍTULO XII

DE LAS COOPERATIVAS

Artículo 94º: Cooperativas prestadoras a la entrada en vigencia de la Ley. Las cooperativas que en la actualidad prestan servicios eléctricos en territorio provincial, deberán adecuar su funcionamiento al régimen establecido por la presente ley, dentro del plazo que determine la reglamentación, que no excederá los cinco (5) años contados desde la vigencia del Decreto del Poder Ejecutivo por el cual se les otorga la concesión. Tendrán carácter de distribuidoras de energía eléctrica para actuar en el Mercado Eléctrico Mayorista cuando cumplan con los requisitos reglamentarios para tal fin. El Poder Ejecutivo formalizará la concesión reconociendo, en caso de existir, los contratos celebrados antes de la vigencia de esta ley entre las autoridades locales y las cooperativas, con la sola condición que las cooperativas se ajusten a esta ley. 

Artículo 95º: Cuadros tarifarios de las cooperativas. Las cooperativas eléctricas aplicarán en sus jurisdicciones respectivas el mismo cuadro tarifario que se determine para la sociedad concesionaria. Cuando la autoridad de aplicación constate que la aplicación de dicho cuadro tarifario no cubre los costos calculados de acuerdo con los principios tarifarios establecidos en el Capítulo VI – Tarifa del Servicio Público -, los déficits resultantes podrán ser compensados mediante la asignación de compensaciones explícitas, con recursos provenientes del Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios. 

Artículo 96º: Cooperativas que no se adecuen a las normas de la Ley. Las cooperativas que, conforme al artículo 94, no se adecuen al régimen de la presente ley, dejarán de prestar el servicio eléctrico por caducidad de la concesión. Dentro de un período no superior a ciento ochenta (180) días de vencido el referido plazo, el Poder Ejecutivo, con asistencia del E.R.C.E. deberá adoptar los recaudos necesarios para:

a) Transferir o anexar, con carácter oneroso, el área de concesión caducada a la sociedad concesionaria o a otra cooperativa que tenga asignada área de concesión dentro de la provincia. En ese caso tendrá prioridad la que incluya al personal afectado, agrupado a través de su organización gremial.

b) Efectuar la licitación pública del área de la concesión respectiva, para el supuesto de no ser factible lo dispuesto en el inciso precedente.


Igual criterio será adoptado con aquellas cooperativas que, de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley, debiesen cesar como consecuencia del incumplimiento de los términos establecidos en el contrato de concesión o por otra causa legal.

Artículo 97º: Tarifa para suministro de energía en bloque y costos de transporte. El cuadro tarifario contendrá una tarifa para el suministro de energía en bloque entre distribuidores y a las cooperativas que presten servicios en el territorio provincial, así como una tarifa de peaje para remunerar la prestación de la función técnica de transporte. Los criterios para definir las tarifas mencionadas deberán contemplar una estricta y explícita relación de los costos involucrados y la diferenciación de los mismos en costos fijos y costos variables, determinados teniendo en cuenta las pérdidas razonables del sistema.

Artículo 98º: Suministro de energía y libre acceso al transporte. En las condiciones y precios definidos por aplicación de las tarifas mencionadas en el artículo anterior, la sociedad concesionaria estará obligada a suministrar la energía que demanden las cooperativas y garantizar el libre acceso al transporte, en el caso de que estas últimas perfeccionen contratos de compra de energía con generadores. 

Artículo 99º: Satisfacción de demanda de servicio para asociados y no asociados. Las entidades cooperativas deberán satisfacer la demanda de servicio de energía eléctrica que le sea requerida, en los términos de sus contratos de concesión, sean asociados y no asociados a ella. 

Aretículo 100º: Cooperativa prestataria de servicios múltiples. Las Cooperativas que brinden otros servicios o desarrollen otras actividades además de la prestación del servicio de electricidad, deberán llevar obligatoriamente una registración independiente para el servicio de energía eléctrica, y discriminarla en la facturación del usuario, en el caso de emisión de una única factura.


Podrá ser incluido en las facturas, como concepto de prestación de servicios, el consumo por alumbrado público, y otros conceptos, si existiere acuerdo o convenio suscripto con las autoridades locales y aprobado por el E.R.C.E..

Artículo 101º: Tarifas máximas admisibles y cuotas de capitalización extraordinarias. Las cooperativas, al ajustarse a los criterios de tarifa máxima que se determinarán de acuerdo a lo indicado en el Capítulo VI de la presente ley, no podrán aplicar cuotas de capitalización para solventar costos o rubros incluidos en ella. En los casos que situaciones extraordinarias obliguen a instrumentarla, deberá contar con la previa aprobación en asamblea general extraordinaria convocada al efecto y supervisadas por el E.R.C.E.

Artículo 102º: Adicionales de costos por generación. Las cooperativas que cuenten con sistema radial de abastecimiento y hubiesen realizado o realicen inversiones en generación a modo de asegurar el suministro permanente de energía, podrán incluir esos costos en su facturación previa justificación y aprobación por el E.R.C.E..

CAPÍTULO XIII

DE LA TRANSFORMACIÓN DE LA EMPRESA PROVINCIAL DE LA ENERGÍA

Artículo 103º: Transformación de la Empresa Provincial de la Energía y creación de ESFESA. Dispónese la transformación de la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe (EPESF), en una Sociedad Anónima que se denominará Energía de Santa Fe Sociedad Anónima (ESFESA). La modalidad estará sujeta al criterio a adoptar según el artículo 104.

Artículo 104º: Constitución de la sociedad anónima. El Poder Ejecutivo deberá constituir la sociedad anónima ESFESA, determinando como objeto principal la realización de actividades de distribución y comercialización de energía eléctrica en el territorio de la Provincia de Santa Fe. Las líneas de alta tensión que se le transfieran a ESFESA son para su uso en las actividades concesionadas. Cuando estas líneas son usadas por otros actores del Mercado Eléctrico por el principio de libre acceso, ESFESA prestará la función adicional técnica del transporte, percibiendo una remuneración establecida en el contrato de concesión.

Artículo 105º: Autorización para el concesionamiento de los servicios. Autorízase al Poder Ejecutivo a otorgar a ESFESA, la concesión para la prestación del servicio de distribución y comercialización de energía eléctrica en las áreas territoriales que actualmente sirve la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe. La concesión en favor de ESFESA entrará en vigencia a partir del perfeccionamiento de la venta de las acciones clase “A”, y “B” de la suscripción de los documentos necesarios conforme a los procedimientos previstos en la presente ley y su reglamentación.

Artículo 106º: Transferencia de activos y pasivos a la ESFESA. Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir a la ESFESA, los activos y pasivos de la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe afectados a los respectivos servicios, que resulten convenientes para el desarrollo de las actividades objeto de dicha sociedad. 

Artículo 107º: Valuación de bienes de la ESFESA. La valuación de ESFESA será realizada sobre la base del cálculo del valor actual del flujo neto de fondos descontado, generado por la actividad o activos que se privaticen, en concordancia con las reglas del buen arte y los principios contables generalmente aceptados, y otras normas de carácter específico que complementen las anteriores. No serán admisibles ofertas económicas inferiores al setenta por ciento (70%) de la valuación oficial.

Sección 1º: Constitución de ESFESA

Artículo 108º: Capital social. El capital social de ESFESA estará representado por acciones de las siguientes clases:

a) Acciones clase “A”: Representarán el cincuenta y uno por ciento (51%) del total del capital social de la sociedad concesionaria y serán acciones ordinarias nominativas no endosables.

b) Acciones clase “B”: Representarán entre el treinta y nueve por ciento (39%) y el cuarenta y nueve por ciento (49%) del capital social y serán acciones ordinarias nominativas no endosables.

c) El Poder Ejecutivo podrá decidir la creación de acciones clase “C” por hasta el diez por ciento (10%) del capital social y serán acciones ordinarias nominativas no endosables. Estarán destinadas a un programa de propiedad participada, en las condiciones establecidas en el Capítulo XIII sección 4º de los Recursos Humanos de ESFESA. Se faculta al Poder Ejecutivo para definir las características del programa de propiedad participada. La creación y emisión de estas acciones está condicionada a la resolución por acuerdo de todos los juicios que tengan los Sindicatos de Luz y Fuerza de la provincia y/o la Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza contra la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe o contra el Estado Provincial, al momento de la emisión de las mismas. Si por las razones apuntadas no se realiza la emisión, las acciones clase “B” constituirán hasta el 49 % del capital de ESFESA. La transferencia de este tipo de acciones a los trabajadores será a título oneroso, y estará sindicada por una institución bancaria, que garantice la transparencia de los procesos de venta y/o cesión de las mismas. No se permitirá la constitución de sociedades de capital o de personas para la administración o sindicación de este tipo de acciones.

Artículo 109º: Representación en el Directorio de ESFESA. El estatuto de la sociedad concesionada deberá prever la representación en el Directorio de todas las clases de acciones. 

Sección 2º: Concesión de ESFESA

Artículo 110º: Requisitos mínimos del contrato de concesión. Sin perjuicio de las disposiciones de la presente Ley, de lo que establezca la reglamentación, el contrato de concesión de ESFESA deberá incluir los siguientes elementos básicos:

a) Lo dispuesto por el artículo 87 de la presente ley.

b) La concesión tendrá una duración máxima de treinta y cinco (35) años y su ejercicio será dividido en períodos de gestión el primero de quince años (15) y dos siguientes de diez años (10) cada uno, contados a partir de la entrada en vigencia de la concesión. La reglamentación dispondrá el plazo de duración de la actividad de comercialización exclusiva.

c) El régimen y cuadro tarifario inicial establecerá criterios tarifarios uniformes para todo el territorio provincial, así como las tarifas de peaje.
d) La definición de la calidad de servicio a exigir, su escalonamiento en el tiempo y el régimen de sanciones.

e) Las condiciones para la celebración de contratos de transferencia de tecnología y subcontratación de obras significativas, así como las limitaciones a su respectiva contraprestación.
f) La prohibición de modificar la proporción de las acciones clase “A” en relación con el capital social.

g) El compromiso de implementar políticas de desarrollo de proveedores y políticas de compras y suministros que habiliten mecanismos de competencia.
h) El compromiso de favorecer la adjudicación de contrataciones a proveedores radicados en la provincia de Santa Fe, incluida la generación de energía, ante ofertas iguales en precio y calidad.

i) El compromiso de realización de las obras necesarias, en un tiempo prudente, para la integración del sistema Tostado al Sistema Interconectado Nacional. 

j) El régimen de propiedad de los bienes afectados a la prestación del servicio.

k) El mecanismo para la realización de obras en zonas no rentables.

Artículo 111º: Nuevo contrato de concesión por finalización del anterior. Al término de la concesión de distribución de energía eléctrica de ESFESA, el Poder Ejecutivo otorgará un nuevo contrato de concesión, en las siguientes condiciones:


a)
El contrato se adecuará a lo dispuesto en la ley, reglamentos, normas y condiciones establecidos por el Ente y a los lineamientos del artículo 110 de la presente e incorporará los nuevos elementos que la experiencia indique y habrán de otorgar mayores garantías de calidad y menor costo del servicio;


b)
Vencido el plazo de cada contrato de concesión, corresponderá al Estado Provincial un porcentaje mínimo del veinte por ciento (20%) del valor de la nueva contratación de ESFESA. La reglamentación establecerá el procedimiento a través del cual la empresa deberá abonar los derechos del Estado Provincial. Dicho costo no será reconocido como valor agregado de distribución ni podrá ser trasladado a tarifa.


c)
El adjudicatario de las acciones clase “A” deberá suscribir, al inicio de la concesión, un mandato irrevocable a favor del Poder Ejecutivo de acuerdo al artículo 115, facultándolo a vender las acciones clase “A” de propiedad del primero, a la finalización del período de gestión; 


d) 
El Poder Ejecutivo procederá a la venta conjunta del total de las acciones clase “A” y destinará los ingresos al pago de tales acciones al ex titular de las mismas. Los oferentes serán precalificados en la forma dispuesta por el artículo 114 inciso a), pudiendo participar de la misma el titular de las acciones clase “A”.


Si resultare adjudicataria el titular de las acciones clase “A”, la venta de las acciones de su propiedad no se llevará a cabo, por lo que, previo pago por parte de ESFESA de los derechos del Estado Provincial según el inciso b) precedente, continuará con la titularidad del total de las acciones clase “A”.

Artículo 112º: Designación de veedor para el traspaso de bienes. Facúltase al Poder Ejecutivo para designar un veedor en la administración de las concesionarias con el objeto de garantizar un adecuado traspaso de los bienes, instalaciones y actividades a quien corresponda, al momento del vencimiento de la concesión respectiva. 


La designación deberá realizarse con una anticipación no menor a un (1) año, respecto del vencimiento de la concesión. El veedor deberá asegurar un adecuado flujo de información sobre el desenvolvimiento empresario a los interesados en la concesión, y su actividad contará con el apoyo complementario del personal del Ente.

Sección 3º: Enajenación de ESFESA

Artículo 113º: Procedimiento de venta de las acciones de las clases “A” y “B”. El total de las acciones clase “A” y “B” de ESFESA serán vendidas en forma conjunta mediante licitación pública nacional e internacional, conforme el artículo 115, en dólares estadounidenses u otro medio de pago que asegure el mantenimiento del valor real de la transacción, pudiendo recibirse el importe de la venta en un solo pago o en forma escalonada. A los fines del resguardo del patrimonio provincial, facúltase al Poder Ejecutivo a decidir la modalidad, instrumentos financieros e instituciones en que se mantendrán dichos fondos, derogándose las disposiciones que se opongan a la presente o que regulen la misma materia en forma distinta. 

Artículo114º: Contenidos mínimos de los pliegos de licitación de las acciones clase “A” y “B”. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, los pliegos de bases y condiciones para la venta conjunta por licitación pública de las acciones clase “A” y “B” de ESFESA, deberán prever:

a) La precalificación de oferentes, para lo cual se detallarán los recaudos jurídicos, económicos, financieros y técnicos requeridos a cada participante de la sociedad inversora para que la misma sea admitida como oferente en la licitación pública.

b) La obligatoriedad, durante los primeros cinco (5) años de vigencia de la concesión, de incluir entre los integrantes de la sociedad inversora, un operador técnico con experiencia en la operación de sistemas de distribución de dimensiones similares o mayores a las de la concesión ofertada, quien deberá acreditar fehacientemente el ejercicio de tales antecedentes durante, por lo menos, cinco (5) años consecutivos. El operador técnico deberá integrar, como mínimo, el veinte por ciento (20%) del capital social de la sociedad inversora y participar, al menos en igual proporción en el aporte del capital necesario para la compra de las acciones.

c) La prohibición estatutaria de transmisibilidad de las acciones de los adquirentes iniciales de las acciones clase “A”, durante los primeros cinco (5) años de vigencia de la concesión, sin previa autorización del Poder Ejecutivo;

d) La forma de pago del precio por la compra de las acciones y el procedimiento de entrega de éstas a los respectivos adjudicatarios;

e) La obligatoriedad de constituir un derecho real, al tiempo de recibirse el pago del precio, y a favor de la autoridad de aplicación, sobre el total de las acciones clase “A” vendidas a los oferentes adjudicatarios, a fin de garantizar el fiel cumplimiento del contrato de concesión. Las acciones clase “A” que se emitan durante la vigencia de la concesión deberán ser garantizadas de igual forma;

f) La obligación de aceptar el texto del proyecto de contrato de concesión, por los oferentes, el cual se presentará firmado y sin enmiendas en las ofertas de la licitación;

g) Las condiciones en que se operará la transferencia de activos, pasivos y del personal a favor de ESFESA.

h) Las condiciones en que se operará el perfeccionamiento del contrato de concesión a favor de la concesionaria, así como la fecha programada para el inicio de las actividades de la misma.

i) En la evaluación de ofertas existirá un mecanismo que otorgue preferencia a aquellos grupos empresarios en los cuales participen empresas radicadas en la provincia de Santa Fe o entidades cooperativas del sector eléctrico. 

j) ESFESA deberá preservar la prestación del servicio eléctrico en los sistemas, subsistemas, distritos, subdistritos, y servicios vigentes a la sanción de la ley.

Artículo 115º: Venta de las Acciones al Concluir los períodos de gestión. El Poder Ejecutivo dispondrá que el adjudicatario de las acciones clase “A” suscriba, anterior o contemporáneamente a la adquisición de tales acciones, un mandato irrevocable de venta de tales acciones a favor del Estado Provincial, quien lo ejercitará mediante la actuación del organismo o persona que disponga. Tal mandato facultará a ésta a vender las mismas al concluir cada período de gestión de los referidos en el artículo 110 inc. b).


Dicho mandato tendrá vigencia hasta dos (2) años posteriores al vencimiento del plazo de la concesión y será nuevamente otorgado por igual plazo con cada nuevo contrato de concesión. Será ejecutado conforme a las pautas de la presente ley y al criterio del mandatario, que no estará obligado por instrucciones del mandante y queda relevado de rendir cuentas.


En caso de que el Poder Ejecutivo utilice este mecanismo, podrá disponer que tal mandato, con el alcance previsto en el presente y el que surja del acto que lo disponga, es condición de eficacia de la transferencia de las acciones.


En caso de que se produzca enajenación de las acciones antes del vencimiento de cada período de gestión, el Poder Ejecutivo podrá condicionar la autorización a que refiere el artículo 114 inciso c) a que se deje constancia en el instrumento de venta del mecanismo de control de futuras enajenaciones, sea éste el mandato u otro previsto conforme al último párrafo del presente.


La venta se efectuará por licitación pública nacional e internacional y los oferentes serán previamente calificados en la forma dispuesta en la presente ley. El producido de la venta se destinará, previa deducción de créditos fiscales que pudieren corresponder y los gastos de venta y sus instancias preparatorias, al pago del precio de la venta de las acciones a favor del mandante.


Si resultase adjudicatario el mandante la venta no se llevará a cabo, continuando el mismo accionista en la operación de la concesionaria por otro período de gestión. En tal caso, estarán a cargo del accionista los gastos que el proceso hubiere demandado.


Si el titular de las acciones clase “A” manifestare fehacientemente y con la anticipación que determine la reglamentación su voluntad de retener dicha titularidad, el Poder Ejecutivo podrá disponer no convocar la licitación y autorizar su continuidad en la gestión de la concesionaria, siempre y cuando no exista otro sujeto que haya manifestado de modo expreso su interés en adquirir las acciones, quien deberá adecuarse a las condiciones que exija la reglamentación para garantizar su participación y responsabilizarse patrimonialmente por su desistimiento. En este último caso el contrato de concesión establecerá la forma de calcular el valor establecido en el artículo 111 inciso b).


El Poder Ejecutivo podrá disponer otros mecanismos distintos del referido anteriormente, con tal que de ellos resulte la potestad de la Provincia de establecer las condiciones de venta y mantener poder de decisión sobre la elección del adquirente.

Sección 4. Recursos Humanos de ESFESA

Artículo 116º: Empresa continuadora de la EPESF. ESFESA será continuadora de la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe, en todas las relaciones laborales que unen a ésta con sus empleados, respecto de aquéllos que les sean transferidos, con sujeción a las disposiciones de la normativa legal y convencional.

Artículo 117º: Cobertura previsional y social del personal transferido. El personal comprendido en el artículo anterior mantendrá los derechos y obligaciones en materia previsional y de obra social vigentes al momento de su transferencia a ESFESA, pasando, respectivamente, las obligaciones patronales a éstas. El personal transferido a ESFESA continuará aportando al sistema previsional de la provincia de Santa Fe las contribuciones y aportes para obra social establecidos por la legislación y convenio vigente, como así también los servicios sociales emergentes del Laudo Pellerano (SMAI) para todos sus actuales beneficiarios. Deberán ser depositados en favor de aquellas entidades y organismos en que registraren afiliación los empleados al momento de la transformación. El personal transferido podrá seguir adherido a la Caja de Seguro Mutual.

Artículo 118º: Pautas para los recursos humanos al momento de la transferencia. Una vez que el ganador de la licitación para la venta de las acciones de ESFESA asuma el control de la Empresa, éste deberá respetar como garantías laborales mínimas del personal transferido de la EPESF y sin perjuicio de las que se establezcan en la reglamentación, las siguientes:

a) Transferir el personal que sea requerido por el E.R.C.E., conforme lo reglamente el Poder Ejecutivo. 

b) Mantener en la planta de personal de la empresa un número de agentes compatible con la magnitud, calidad y extensión del servicio a prestar. El E.R.C.E. intervendrá en caso de manifiesto incumplimiento.

c) En caso de que ESFESA decida prescindir de personal por la necesaria adecuación empresaria durante los primeros diez (10) años a partir de la toma de posesión, deberá garantizar al personal alguna de las siguientes alternativas: 


c.1). Retiro Voluntario. Ofrecer un Programa de Retiro Voluntario cuya compensación mínima será la establecida actualmente por la Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe mediante Resolución No 138/99. Brindar a este personal actividades de capacitación, por lo menos durante un (1) año, que propenda al perfeccionamiento de oficios y/o desarrollo intelectual que favorezcan su inserción en otras actividades laborales. El programa de Retiro Voluntario deberá prever la opción, a favor del trabajador, de percibir todo o una parte del monto pactado, con más sus intereses, en cuotas mensuales, de carácter no remunerativo, durante el período comprendido entre el cese de la relación laboral y su fecha prevista de jubilación.


c.2). Retiro Voluntario con reingreso a la Administración Pública. El trabajador podrá voluntariamente solicitar la opción de volver a tener relación laboral con la Provincia, quien lo incorporará en alguna de sus áreas con necesidades de personal, respetando su sueldo, antigüedad y condición, sin adicionales por función como tarea riesgosa, disponibilidad, servicios extraordinarios, dedicación funcional, desarraigo y sin la Bonificación Anual por Eficiencia (BAE), ni la bonificación especial que goza el actual trabajador de la EPESF cuando se jubila, ni tampoco la bonificación especial por cobertura de servicios sociales emergentes del “Laudo Pellerano” y ningún otro adicional o bonificación propia de la actividad vigente al momento de sanción de esta ley. 


En este caso el monto correspondiente de la compensación por el retiro voluntario más la parte proporcional de la propiedad participada, en caso de que existiera, lo recibirá la Provincia. El mismo integrará un fondo para pagarle el salario y las contribuciones al trabajador, hasta que el mismo se extinga. Recién allí la Provincia afrontará el pago de salarios y contribuciones con sus recursos corrientes. La Provincia podrá ofrecer tomar al personal a la municipalidad o comuna de su base, en cuyo caso ésta recibirá, mensualmente, la suma igual al monto del retiro voluntario afectándolo para el pago del salario y contribuciones hasta su extinción. Recién allí la municipalidad o comuna afrontará el pago del salario y contribuciones con sus recursos corrientes. La reglamentación podrá establecer un monto a recibir por el trabajador por única vez cuando reingresa a la Administración Pública, que no podrá ser superior al quince por ciento (15 %) del monto correspondiente de retiro voluntario. 


La reubicación del trabajador se hará respetando en lo posible su perfil laboral y profesional. En ningún caso el trabajador podrá ser destinado a trabajar en una dependencia ubicada a más de 50 kilómetros de distancia del lugar que lo hace actualmente, excepto que exprese su conformidad.


c.3). Jubilación Anticipada. Ofrecer un programa de jubilación anticipada a quienes estén próximos a reunir los requisitos jubilatorios, que contemple el cobro de una suma no remunerativa, hasta que el agente alcance la edad y años requeridos por la ley para acogerse al beneficio, y el mantenimiento de la obra social vigente. Durante ese período ESFESA deberá mantener y realizar los mismos aportes previsionales que el trabajador tuviere al momento de la sanción de esta ley. La reglamentación especificará los requisitos que deberán reunir los agentes para ser incluidos en esta alternativa.

d) Promover, con la participación de la organización gremial que los representa, la formación de Empresas integradas por el personal que se retire de ESFESA con el objeto de brindar servicios a esta sociedad. Estos emprendimientos laborales tendrán una preferencia para la contratación de sus servicios –a igualdad de precio y conveniencia– en las condiciones y por el tiempo que fije la reglamentación. En caso de compulsas por mejores ofertas estas Empresas tendrán la opción de mejorar la oferta ganadora de los servicios a contratar, la cual deberá ser ejercida en un plazo de hasta cuarenta y ocho (48) horas. El E.R.C.E. verificará la calidad técnica de los servicios de operación y mantenimiento realizados a través del sistema de tercerización.

Artículo 119º: Cobertura de servicios sociales para el personal que se acoja al retiro voluntario. ESFESA deberá brindar al personal que opte por el retiro voluntario dispuesto en el artículo 118 inciso c), por dieciocho (18) meses, similar prestación de servicio de obra social. El personal que reingrese a la Administración Pública podrá optar por ingresar a la Obra Social Provincial (I.A.P.O.S.). o mantener su actual Obra Social. En este último caso, el aporte por parte del Estado Provincial será igual al del resto de la Administración Pública.

Artículo 120º: Concesiones especiales para generación, y distribución en mercados dispersos. En el eventual otorgamiento de concesiones para generación, y distribución en mercados dispersos o en zonas aisladas del territorio provincial, identificadas como tales en los términos del artículo 2° inciso c) de la presente ley, se dará preferencia a los emprendimientos laborales organizados por los trabajadores del sector.

Sección 5º: Asignación del producido de la enajenación de ESFESA

Artículo 121º: Asignación del monto producido de la venta del paquete accionario de ESFESA. El monto producido por la venta del paquete accionario de ESFESA es inembargable y se asignará a cuatro fondos específicos creados en el presente artículo, no pudiendo destinarse a cubrir gastos corrientes del presupuesto provincial. Los fondos a crearse tendrán los siguientes objetivos:

1. Fondo para subsidiar tasas de interés a pequeñas y medianas empresas. 
Se utilizará para subsidiar tasas de interés destinados a préstamos para emprendimientos productivos de pequeñas y medianas empresas, tratando de consolidar y crear puestos de trabajo. Las instituciones bancarias seleccionadas en base al mejor servicio y menor costo se encargarán de ofrecerlo para su efectivización.
2. Fondo para Obras de Infraestructura Provincial.
Se asignará para obras de infraestructura en la provincia al menos el cincuenta por ciento (50%) del total producido. El Poder Ejecutivo propondrá las obras a realizar con estos fondos y el Poder Legislativo deberá aprobar el plan de obras, estableciendo las prioridades que estime corresponder. 

3. Fondo para Municipios y Comunas. Se asignará para obras de infraestructura con carácter de reintegrables, y a tasas promocionales.

4. Fondo Anticrisis. Será un fondo para el uso en época de crisis, y los efectos que de ella deriven. El mismo podrá ser destinado a reducir el endeudamiento y a mejorar las condiciones de los préstamos. Mientras ello no ocurra serán indisponibles, y depositados a favor de la provincia de Santa Fe con responsabilidad de rendición de cuentas a la Comisión Bicameral creada por el artículo 134 de la presente ley.


El Poder Ejecutivo, reglamentará la metodología, destino y funcionamiento de los cuatro fondos enunciados en este artículo.

CAPÍTULO XIV

ALUMBRADO PÚBLICO

Artículo 122º: Incumbencia y retribución del servicio de alumbrado público. El suministro de energía eléctrica para la prestación del servicio de alumbrado público de incumbencia de los municipios o comunas, de los administradores de la red vial o de otros organismos o instituciones, será retribuido a los distribuidores mediante una tarifa que corresponda a la modalidad de consumo más eficiente con parámetros que aseguren la optimización del servicio y la reducción del costo. La tarifa incluirá la provisión de electricidad y el costo de la red necesaria para este suministro, siempre que sea complementaria y esté contenida en la red de distribución.

Artículo 123º: Mantenimiento y construcción de nuevas obras. El mantenimiento del servicio de alumbrado público y la construcción de nuevas obras, podrán ser convenidos libremente entre los distribuidores y los organismos responsables.

Artículo 124º: Area de distribución como unidad territorial. Cada área de distribución será considerada como una unidad territorial a los efectos de establecer la tarifa por el suministro de energía eléctrica en el servicio de alumbrado público mientras no exista medición. La reglamentación establecerá los mecanismos de compensación. Cuando una Municipalidad o Comuna y su correspondiente prestador implementen la medición plena de su alumbrado público, podrán establecer acuerdos individuales en la modalidad de pago de ese servicio.

Artículo 125º: Convenios preexistentes. Los convenios y actas complementarias vinculados a la prestación del servicio de alumbrado público, suscriptos entre los prestadores actuales y los municipios o comunas de su área de distribución, por los cuales se normalizó la prestación y cobranza de este servicio, mantendrán su vigencia requiriéndose la conformidad de ambas partes para su extinción. Los prestadores deberán alentar y colaborar con los municipios o comunas para hacer más eficiente el servicio de alumbrado público. ESFESA será continuadora de la Empresa Provincial de la Energía en tales acuerdos.

Artículo 126º: Cobranza y determinación de consumos. Los distribuidores percibirán el monto correspondiente a la tarifa fijada para todo el consumo de su área. La estimación de la energía consumida, hasta que se mida efectivamente la hará el distribuidor con información al municipio o comuna y el E.R.C.E. deberá prestar su acuerdo. La Reglamentación establecerá el plazo a partir del cual se implementará la medición real del consumo por alumbrado público. 


Cuando lo percibido por los acuerdos de cobranza existentes supere lo que los prestadores deben recibir de acuerdo a las tarifas establecidas y consumos estimados o medidos, los excedentes lo entregarán los prestadores al Fondo Provincial de Subsidios Tarifarios.

CAPÍTULO XV

NORMAS COMPLEMENTARIAS y TRANSITORIAS

Artículo 127º: Declaración de utilidad pública y sujeto a expropiación de bienes. Declárase genéricamente de utilidad pública, sujetos a expropiación, y constitución de servidumbres administrativas, los bienes de cualquier naturaleza, obras, instalaciones, construcciones y sistema de explotación de cuyo dominio fuera necesario disponer para el cumplimiento de los fines de esta ley, en especial para el regular desarrollo y funcionamiento de los sistemas lineales de transporte, y distribución de la energía eléctrica bajo jurisdicción Provincial, todo previa intervención del E.R.C.E. y de conformidad con los procedimientos y disposición de la Ley Provincial No 7.534 y modificatorias.

Artículo 128º: Alícuota a Municipalidades y Comunas. Las prestatarias estarán exentas del pago de todo gravamen o tributo de origen municipal o comunal. En sustitución de éstos, abonarán a los Municipios o Comunas en cuya jurisdicción presten el servicio público una alícuota del seis por ciento (6 %) de sus entradas brutas sin impuestos, recaudadas por venta de energía eléctrica consumida dentro de cada distrito municipal o comunal. Exceptúase para su cómputo las entradas por ventas de energía eléctrica para alumbrado público y/o reparticiones oficiales. La prestataria discriminará en la factura al usuario el importe correspondiente a esta contribución pudiendo los Municipios y Comunas convenir una alícuota menor cuando razones de promoción productiva lo aconsejen. 

Artículo129º: Derogación de normas que se opongan al cumplimiento de esta Ley. Deróganse la Ley No. 10.014, Ley No. 7.797 y todas las normas que se opongan a la presente ley o que regulen la misma materia en forma distinta. Todo conflicto normativo relativo a su aplicación deberá resolverse en beneficio de la presente ley.

Artículo 130º: Proceso de transición entre la transferencia del paquete accionario y la efectiva asunción de responsabilidades del nuevo concesionario. El proceso de transición entre la finalización de las actividades de la EPESF y la efectiva transferencia accionaria a favor del concesionario adjudicado continuará temporalmente en manos de la Intervención de la EPESF, y quedando a cargo del nuevo concesionario el inicio de actividades, registraciones, inscripciones y tareas administrativas necesarias para llevar adelante los procesos administrativos, de facturación, cobranza y disposición de fondos.


Para este período se aplicarán temporalmente las disposiciones de la Ley 10.014, la que quedará sin efecto al momento de la efectiva transferencia de las acciones a sus nuevos propietarios.

Artículo 131º: Funciones residuales de la EPESF. Transfiérese al ámbito del Poder Ejecutivo Provincial a partir del momento en que el sector privado asuma el control de ESFESA y hasta su completa extinción, las funciones residuales de la Empresa Provincial de Energía de la Provincia de Santa Fe, incluyendo las acciones judiciales en que la misma sea parte.

Artículo 132º: Designación anticipada de personal del Ente: El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda podrá designar antes de la transferencia de los servicios, al personal que estime necesario para iniciar las gestiones de organización del E.R.C.E.. Los sueldos que correspondan a este personal serán abonados con fondos de la EPESF, respetándose los servicios sociales que le correspondan y hasta el momento que el Consejo Directivo del Ente determine las reglamentaciones pertinentes.

Artículo 133: Arbitraje, mediación. Los conflictos que se susciten como consecuencia de la aplicación de la presente ley entre cualquiera de las partes involucradas podrán ser resueltos con intervención de árbitros, amigables componedores o mediadores a su elección.

Artículo 134º: Creación de la Comisión Bicameral de Seguimiento del Proceso de Transformación del Sector Eléctrico. Créase la Comisión Bicameral de Seguimiento del Proceso de Transformación del Sector Eléctrico, integrada por tres (3) Senadores y tres (3) Diputados elegidos por sus propios cuerpos, a los efectos de verificar el cumplimiento de la presente ley y mantener informado sobre el mismo a las respectivas Cámaras.

Artículo 135º: Exención impositiva especial. Exímese del pago de los impuestos, tasas, contribuciones y gravámenes provinciales que fueren de aplicación, a los actos e instrumentos que deban otorgarse con motivo y ocasión de las transferencias a ESFESA según lo dispuesto por la presente ley.

Artículo 136º: Plazo para constitución del Ente. El E.R.C.E. deberá constituirse y organizarse dentro de los ciento ochenta (180) días de la transferencia al sector privado de las acciones de ESFESA. Desde esta transferencia hasta la constitución del E.R.C.E., las funciones imprescindibles serán ejercidas por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.

Artículo 137º: Intervención de la EPESF. Facúltase al Poder Ejecutivo para intervenir la Empresa Provincial de la Energía de la Provincia de Santa Fe. La intervención podrá durar hasta la transferencia al sector privado de las acciones de ESFESA. Derógase a partir de la vigencia de esta ley, el artículo 44 de la Ley Nº 10.014 que limita los motivos y la duración de la intervención a la EPESF.

Artículo 138º: Inicio de las prestaciones a cargo del concesionario antes de la transferencia accionaria. Si para el mejor cumplimiento de esta ley, el Poder Ejecutivo conjuntamente con la Comisión Bicameral de Seguimiento de la presente ley deciden la prestación anticipada de los servicios a los adjudicatarios de las acciones de ESFESA, ésta podrá asumir la prestación actual del servicio que presta actualmente la EPESF, antes de la efectiva transferencia de sus acciones al sector privado, previo a la suscripción de una acta acuerdo que fije las condiciones. La dirección y administración de la sociedad se conformarán con los mínimos de directores que prevea el estatuto de la sociedad anónima, debiendo designar el adjudicatario un directorio integrado por un (1) presidente, un (1) vicepresidente, y aceptar temporalmente la inclusión de un (1) director titular designado por el Poder Ejecutivo. Será responsabilidad de la adjudicataria la integración del directorio con personal técnico idóneo. En caso de ausencia que impida al presidente ejercer sus funciones, lo reemplazará el vicepresidente.

Artículo 139º: Contratación de asesoramiento externo. Facúltase a la EPESF a contratar la elaboración de la documentación licitatoria, Reglamento Técnico de Suministro, y demás instrumentos legales y técnicos que surjan de la puesta en vigencia de esta ley. Podrá contratar también servicios profesionales como asimismo la elaboración del plan de difusión, búsqueda de interesados y en general el apoyo necesario para las ventas de las acciones de ESFESA. La contratación deberá efectuarse con personas o entidades que reúnan antecedentes y condiciones probadas de idoneidad para la realización del trabajo requerido. Facúltase a la EPESF a pagarlo de su presupuesto.

Artículo 140º: Recursos Humanos durante la Transición. A partir de la vigencia de la presente ley la EPESF podrá iniciar la implementación de cualquiera de las alternativas establecidas en los artículos 118 y lo dispuesto en los artículos 119 y 120. En el caso del artículo 118 inciso c.2) retiro voluntario con reingreso a la administración pública y artículo 118 inciso c.3) jubilación anticipada, su concreción y perfeccionamiento definitivo quedará supeditado a la efectiva venta de las acciones de ESFESA.

Artículo 141º: Modificación presupuestaria. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones necesarias en el presupuesto vigente para la implementación de la presente ley.

Artículo 142º: Orden Público. Las disposiciones de la presente ley son de orden público y entrarán a regir a partir de su publicación.

Artículo 143º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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AUTORIZACIÓN PARA AUSENTARSE DEL PAÍS AL DIPUTADO BULLRICH

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Obra en Secretaría una nota del señor diputado Bullrich por la que solicita autorización para ausentarse del país durante el mes de enero de 2000.


Se va a votar la autorización solicitada.

-
Resulta aprobado.

8

RECESO PARLAMENTEARIO Y ADMINISTRATIVO

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Obra en Secretaría la resolución por la cual se establece el receso parlamentario y administrativo desde el 3 hasta el 31 de enero de 2000, inclusive.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee :

LA Cámara de diputados de la provincia

resuelve:

XE "RRECESO PARLAMENTEARIO Y ADMINISTRATIVO"
1.- Establecer receso parlamentario y administrativo del 03 al 31 de Enero del año 2000, inclusive.

2.- Durante el receso establecido quedan suspendidos los plazos estipulados en los Artículos 54 Inciso 5º y 59, 3er. párrafo de la Constitución Provincial.

3.- La Presidencia y las Secretarías Parlamentaria y Administrativa adoptarán las medidas pertinentes para el funcionamiento de las dependencias de la Cámara que estimen necesarias.

4.- Regístrese, comuníquese a la Cámara de Senadores, al Poder Ejecutivo, a la Excma. Corte Suprema de Justicia y archívese.

SALA DE SESIONES, 29 de diciembre de 1999.- 
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inasistencias

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- La Cámara debe considerar la inasistencia del señor diputado Juan Carlos Cardelli a la sesión del día de la fecha.

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


Mociono en el sentido de que esta inasistencia sea considerada justificada con goce de dietas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado .

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

-
Eran las 3 y 50 del día 30 del diciembre de 1999.

zunilda IRENE Pérez

directora general del cuerpo de taquígrafos

